
		
			[image: Portada del libro Las grietas de la desigualdad de Juan Pablo Pérez Sáinz, con fondo de pared agrietada y logotipos de FLACSO y Editorial UCR.]
		

	
		Contenido

			
					Inicio

					Agradecimientos

					Índice 

					Introducción

					CAPÍTULO I. Neoliberalismo y pugna distributiva
					
							1.1	El momento latente de la pugna distributiva

							1.2	La conflictividad de la pugna distributiva

							1.3	Los resultados de la pugna distributiva:las desigualdades de ingreso

					

				

					CAPÍTULO II. El derrumbe de la ruta de movilidad social
					
							2.1	La crisis de la educación pública

							2.2	La estigmatización del empleo público

							2.3	La erosión del sistema de pensiones

					

				

					CAPÍTULO III. Las desigualdades en el neoliberalismo I
					
							3.1	Individualización por defecto: religiosidad y violencia

							3.2	Individualización por exceso: consumismo, endeudamiento y emprendimiento

					

				

					CAPÍTULO IV. Las desigualdades en el neoliberalismo II
					
							4.1	Interpretaciones sobre el nuevo modelode acumulación

							4.2	Capitales y nuevos ejes de acumulación 

							4.3	Capital extranjero, grandes grupos económicos costarricenses y acaparamiento de oportunidades de acumulación

					

				

					CAPÍTULO V. Las desigualdades en el neoliberalismo III
					
							5.1	La heterogeneidad del mercado laboral

							5.2	Neoliberalismo y precarización de las relaciones asalariadas

					

				

					CAPÍTULO VI. Las desigualdades en el neoliberalismo IV
					
							6.1	Segregaciones y discriminación en el mercado laboral

							6.2	Precarización de las relaciones asalariadas y pares categoriales

					

				

					CAPÍTULO VII. De la pandemia a la digitalización
					
							7.1	La pandemia y sus desigualdades

							7.2	Digitalización y nuevas desigualdades

					

				

					CAPÍTULO VIII. Conclusiones

					Bibliografía

					Índice de cuadros

					Índice de gráficos

					Acerca del autor

					Acerca de la obra

					Ficha catalogáfica y créditos

 					Comente esta obra

			

		
	
		Lista de páginas

			
					3

					4

					5

					7

					8

					9

					10

					11

					12

					13

					14

					15

					16

					17

					19

					20

					21

					22

					24

					25

					26

					27

					28

					29

					30

					31

					33

					34

					35

					36

					37

					38

					40

					41

					42

					43

					44

					47

					49

					50

					51

					54

					55

					57

					59

					60

					61

					62

					63

					64

					65

					67

					68

					69

					70

					71

					72

					73

					74

					75

					76

					77

					78

					79

					80

					81

					82

					83

					84

					85

					86

					87

					88

					89

					90

					92

					93

					95

					96

					97

					98

					99

					100

					101

					102

					104

					105

					107

					108

					109

					111

					112

					114

					116

					117

					119

					120

					121

					122

					123

					124

					125

					126

					128

					129

					130

					132

					133

					135

					136

					137

					138

					139

					140

					141

					142

					143

					144

					145

					147

					149

					149

					150

					151

					152

					153

					154

					155

					156

					158

					159

					160

					161

					162

					163

					164

					165

					166

					167

					168

					169

					171

					172

					173

					174

					175

					176

					177

					179

					181

					182

					183

					184

					186

					187

					188

					189

					190

					191

					192

					193

					194

					195

					196

					197

					198

					199

					200

					201

					203

					205

					206

					207

					208

					209

					210

					211

					212

					213

					214

					215

					216

					217

					218

					219

					220

					221

					222

					223

					224

					225

					226

					227

					228

					229

					230

					231

					233

					235

					236

					237

					238

					239

					240

					241

					242

					243

					244

					245

					246

					247

					248

					249

					250

					251

					252

					253

					254

					255

					256

					257

					258

					259

					260

					261

					262

					263

					264

					265

					267

					268

					269

					270

					271

					272

					273

			

		

		Puntos de referencia

			
					Cover

			

		

		

		
			Las grietas de la desigualdad

			La profundización de las asimetrías sociales en Costa Rica

			Juan Pablo Pérez Sáinz

[image: logo de la Editorial UCR]



[image: logo FLACSO]

			editorial.ucr.ac.cr


			Inicio



	
		

		


		
			



			Acerca de los libros digitales

			
					Las opciones de visualización y funcionalidades de un libro digital dependen de las capacidades de la aplicación que se utiliza para la lectura de libros digitales. 

					La aplicación utilizada para lectura de libros electrónicos en formato ePub puede alterar la integridad física de poemas. 

					La Editorial UCR ha hecho lo posible por asegurar que los URLs de sitios externos a los que se hace referencia en este libro son correctos y están activos en el momento de su publicación. Sin embargo, no es responsable de estos sitios web, por lo que no puede garantizar que seguirán estando activos o manteniendo contenido apropiado.

					Consulte las respuestas a preguntas frecuentes sobre libros digitales en nuestro sitio web. 

			



			Ver ficha catalográfica y créditos

		


		
			Agradecimientos

			Este texto se ha beneficiado de los comentarios generosos de Allen Cordero Ulate, Cathalina García Santamaría (quien además ha guiado y acompañado en el análisis estadístico del texto), Larraitz Lexartza Artza, Francisco Robles Rivera, Isabel Román Vega y Carlos Sandoval García. A todas y todos ellos, mi agradecimiento, así como a Rebeca Fonseca Quirós, a Vanessa Quirós Moya, por su ayuda en la edición final, y a Elissa Reyes Díaz, por su cuidadosa diagramación. Mi gratitud también con Alexander Jiménez Matarrita quien, desde el SIEDIN, siempre se mostró accesible e ilusionado con este texto, y a Natalia Salas Segreda, por su impecable trabajo filológico. Mi principal deuda es con Ilka Treminio Sánchez por su apoyo incondicional a mi trabajo de investigación durante los ocho años que ejerció como directora de FLACSO Costa Rica. Además, es la principal artífice de la edición y publicación de este texto.

		


		

		
			Índice 

			Inicio

			Agradecimientos

			Introducción



			CAPÍTULO I: 
  Neoliberalismo y pugna distributiva

			1.1	El momento latente de la pugna distributiva

			1.2	La conflictividad de la pugna distributiva

			1.3	Los resultados de la pugna distributiva: 
las desigualdades de ingreso

			CAPÍTULO II: 
 El derrumbe de la ruta de movilidad social

			2.1	La crisis de la educación pública

			2.2	La estigmatización del empleo público

			2.3	La erosión del sistema de pensiones

			CAPÍTULO III:
  Las desigualdades en el neoliberalismo I   
Las dinámicas de individualización

			3.1	Individualización por defecto: 
religiosidad y violencia

			3.2	Individualización por exceso: consumismo, endeudamiento y emprendimiento

			

			CAPÍTULO IV:
 Las desigualdades en el neoliberalismo II 
 Globalización y oportunidades de acumulación

			4.1	Interpretaciones sobre el nuevo modelo 
de acumulación

			4.2	Capitales y nuevos ejes de acumulación 

			4.3	Capital extranjero, grandes grupos económicos
costarricenses y acaparamiento de oportunidades
de acumulación

			CAPÍTULO V: 
 Las desigualdades en el neoliberalismo III  
 Heterogeneidad laboral y precarización del mundo asalariado

			5.1	La heterogeneidad del mercado laboral

			5.2	Neoliberalismo y precarización
de las relaciones asalariadas

			CAPÍTULO VI: 
 Las desigualdades en el neoliberalismo IV 
 Pares categoriales y su inserción en el mercado de trabajo

			6.1	Segregaciones y discriminación 
en el mercado laboral

			6.2	Precarización de las relaciones asalariadas 
y pares categoriales

			CAPÍTULO VII: 
 De la pandemia a la digitalización  
La emergencia de un nuevo orden capitalista

			7.1	La pandemia y sus desigualdades

			7.2	Digitalización y nuevas desigualdades

			CAPÍTULO VIII  

Conclusiones



			Bibliografía

			Índice de cuadros 

			Índice de gráficos


			Acerca del autor

			Acerca de la obra

			Ficha catalogáfica y créditos

Comente esta obra

		


		

		
			Introducción

			Durante la segunda mitad del siglo XX, Costa Rica fue un ejemplo de bajos niveles de desigualdades de ingreso en América Latina, la región del globo donde este tipo de asimetría es la más pronunciada. Este rasgo virtuoso se ha erosionado durante el presente siglo. En 2009, el valor del coeficiente de Gini en Costa Rica superó el promedio simple de América Latina. A partir de ese momento, el país centroamericano ha pasado a formar parte de los países de la región con mayor desigualdad de ingreso y, por tanto, ha dejado de ser un referente para el resto de las sociedades latinoamericanas.

			¿Qué ha pasado? El presente texto intenta responder esta pregunta compleja. Se ofrece una respuesta, no “la respuesta”. 

			En América Latina durante el período comprendido entre la crisis iniciada en 1929 y la de la de deuda externa de los años 1980, que puede ser considerado como el corto siglo XX latinoamericano, hubo cuatro fenómenos clave que contribuyeron a reducir las desigualdades heredadas del período oligárquico. El primero tuvo que ver con la emergencia del empleo formal que garantizaba el acceso a la salud y a las pensiones, en un esquema de bienestar de inspiración bismarckiana. Las nacionalizaciones y estatizaciones de sectores clave de la economía restaron poder al capital, tanto foráneo como local, y representaron un segundo fenómeno igualador. En tercer lugar, estuvieron las reformas agrarias que, probablemente, han constituido el intento histórico más radical de cuestionar el poder de las élites.1 La movilidad social que aconteció a partir del acceso a la educación, orientada a la búsqueda de empleo formal, fue el cuarto proceso igualador (Pérez Sáinz, 2021). Este último fenómeno se ha denominado la “utopía del buen migrante”: se escapaba de la miseria del campo migrando a la ciudad para obtener algún trabajo informal e invertir en la educación de las hijas y los hijos, con la esperanza de que accedieran a un empleo formal. De esta manera, dentro de un mismo hogar y en el lapso de dos generaciones se podía transitar de la marginación a la inclusión, insertándose en un sólido proceso de individualización (Pérez Sáinz, 2014, 2016).

			El desarrollo y combinación de estos cuatro procesos fueron particulares a cada sociedad latinoamericana. Con la excepción de la reforma agraria2, los otros tres fenómenos acontecieron en Costa Rica durante las tres primeras décadas de la Segunda República. Así, la estatización de la banca fue clave para que nuevas fracciones del capital, especialmente el industrial, tuvieran acceso a las oportunidades de acumulación. El papel rector que asumió el Estado, tanto en lo económico y lo social, se plasmó en un crecimiento significativo de la ocupación en la función pública, núcleo duro del empleo formal. Se configuró una ruta de movilidad social ascendente, a partir del acceso a la educación pública y de las posibilidades de obtener un empleo en el Estado, signada por la certidumbre de que se ampliaba más allá de la vida laboral con el sistema de pensiones. Esta dinámica fue clave en la constitución de amplios estratos medios cuya existencia expresó la “edad dorada” de la igualdad costarricense (Sojo, 2010).3 

			

			Los logros de este período se vieron cuestionados por la crisis de 1980-82. Al respecto hay que recordar que “…esta fue la peor crisis económica que experimentó el país desde los impactos de la Gran Depresión en la década de 1930. Además de fuertes impactos de corto plazo, la crisis dejó secuelas de mediano y largo plazo: golpeó a la clase media no solo por la reducción  de ingresos y pérdida de empleos, sino que creó frustraciones y desconcierto porque diversos programas e instituciones que habían sido instrumentos para su ascenso se vieron recortados y limitados” (Salazar-Xirinachs, 2022: 248). El orden neoliberal que se impuso, como salida a esa crisis, cambió los parámetros de la sociedad costarricense. Por eso, el ejercicio de respuesta a la pregunta que guía este texto debe comenzar por caracterizar las peculiaridades que este orden asumió en Costa Rica. De esta manera se historiza la problemática que se intenta explicar y se evita interpretaciones esencialistas que naturalizan los fenómenos sociales. La implantación del neoliberalismo, como contexto histórico, representa el contenido del primer capítulo del presente texto. Como el interés central son las desigualdades, se enfatizará la pugna distributiva y sus momentos diferenciados.

			En el siguiente capítulo se aborda el deterioro de los tres pilares que sostuvieron, durante gran parte de la segunda mitad del siglo XX, esa ruta de movilidad ascendente. Esto supone centrarse en la crisis de la educación pública, en la estigmatización del empleo público y en la erosión de las pensiones. Cada una de estas cuestiones se abordarán en los apartados respectivos.

			En los siguientes cuatro capítulos –los centrales del texto– se establecen los fundamentos analíticos para responder al interrogante de por qué la igualdad dejó de ser posible en Costa Rica. Es importante explicitar, en esta introducción, desde cuál perspectiva analítica se elabora la interpretación. El enfoque adoptado implica un triple alejamiento de los predominantes sobre desigualdades en Costa Rica, así como en otras latitudes latinoamericanas.

			

			En primer lugar, se plantea entender las (des)igualdades como procesos de (des)empoderamiento. Esta posición se aleja por no priorizar las desigualdades de ingreso que son desigualdades de resultado. Es decir, se pretende explicar procesos y no solamente efectos. Al respecto hay que tener en cuenta la visión de la sociedad impuesta por el neoliberalismo que, en el caso de América Latina, no ha sido tanto el resultado de “tanques de pensamiento” (think tanks) de esta doctrina, sino más bien la acción de los organismos internacionales y, en especial, los financieros (actores clave en la imposición del denominado “Consenso de Washington”), por el poder que les otorgaban los recursos que manejaban. 

			Este ejercicio de hegemonía se ha expresado –al menos– de cuatro maneras. La primera ha sido la imposición de agendas que han respondido a los intereses de estas organizaciones y no a los de las sociedades de la región, en especial de sus sectores subalternos. Segundo, se ha popularizado todo un léxico que no solo ha generado un nuevo vocabulario, sino que ha disputado el sentido de los términos. Ejemplos al respecto son los vocablos: gobernanza, sociedad civil, capital social, cohesión social, buenas prácticas, resiliencia, etc. Tercero, hay que destacar la imposición de un nuevo modelo de producción de conocimiento que acabaría siendo predominante: la consultoría. Se está ante la generación apresurada de saber, porque los tiempos suelen ser limitados, donde se prioriza la recolección de material empírico, el cual es analizado desde perspectivas alejadas del conocimiento crítico. Por último, y este es el aspecto que se quiere enfatizar, a través de la publicación periódica de estadísticas han consolidado imaginarios de distintos ámbitos de la sociedad. Es una visión que privilegia los resultados sobre los procesos y, por tanto, no invita a reflexionar sobre las causas de los fenómenos cuantificados, ignorando las relaciones de poder que los sustentan (Pérez Sáinz, 2021). 

			Además, entender las (des)igualdades en términos de procesos de (des)empoderamiento implica incorporar al análisis el conflicto social.4 Se debe recordar que, desde la década de los años 80 y a partir de la concepción de pobreza propuesta por el Banco Mundial, las carencias no fueron entendidas en su oposición a las opulencias, y pobres y ricos no se definieron en términos de antagonismo, sino respecto de estándares establecidos por expertos. De ahí que la discusión sobre pobreza en América Latina tuvo énfasis metodológico, con propuestas muy sofisticadas, pero con apenas debate sustantivo sobre sus fundamentos teóricos. La consecuencia principal de este enfoque no relacional supuso que, en la comprensión de las carencias, se evacuara toda referencia al poder y al conflicto. De esta manera la cuestión social en la región se despolitizó por varias décadas (Pérez Sáinz, 2019-2020).

			El segundo distanciamiento conlleva priorizar la distribución sobre la redistribución. La gran mayoría de los análisis sobre desigualdades en Costa Rica se centra sobre la redistribución sin mayor alusión a la distribución primaria, que se considera –de manera implícita– como buena, natural o intocable.5 Este énfasis tiene que ver con la fuente de información de la que se dispone: las encuestas de hogares y, más recientemente, las de empleo.6 

			Son conocidas las limitaciones de las encuestas de hogares incluso para estimar las desigualdades de ingreso, pero no está de más recordarlas. El problema fundamental que tienen es que no captan a los miembros de las élites, los que detentan el poder. Su pequeño peso hace que la probabilidad de ser incorporados en la muestra sea ínfima; además, suelen ser refractarios a ser entrevistados y, si lo permiten, es razonable pensar que los ingresos de origen no laboral no estarían reportados en su verdadera magnitud. Es decir, se está ante un problema de truncamiento de información en la cola derecha de la distribución de ingresos, o sea, de los ingresos más altos (Székely y Hilgert, 1999; Cortés, 2001). Las élites y su poder se diluyen en el decil superior. Piketty (2014), en su celebrado texto, ha propuesto subsanar esta limitación recurriendo a datos fiscales referidos a los impuestos.7

			En el presente texto, priorizar la distribución sobre la redistribución supone que las desigualdades se entienden como condición de existencia del capitalismo y no como su resultado, como es el caso con los ingresos, en tanto que generan la posibilidad de crear excedente y apropiarse de él. Esto supone que el foco del análisis son las dinámicas de poder que configuran las condiciones de explotación de fuerza de trabajo y de acaparamiento de oportunidades de acumulación. Estas condiciones configuran los dos campos de lo que se ha denominado desigualdades de excedente (Pérez Sáinz, 2014, 2016).

			Finalmente, el tercer alejamiento tiene que ver con el sujeto de las desigualdades. En los análisis predominantes el sujeto social es el individuo. Esto responde no solo a restricciones metodológicas (en las encuestas de hogares, las familias son meramente agregados de individuos), sino también teóricas. No hay que olvidar que el neoliberalismo ha reivindicado con gran fuerza al homo economicus como el sujeto a privilegiar. En el caso de América Latina ha adquirido una fisonomía especial: la persona emprendedora. Esta figura tiene una doble consecuencia para la interpretación de las desigualdades. Por un lado, invoca la igualdad de oportunidades, elfamoso “sí se puede”. Por otro lado, legitima las desigualdades porque serían resultado del desempeño y del mérito personal. La existencia de “ganadores” y “perdedores”, vocablos tan queridos por el neoliberalismo, sería justa y deseable.

			Desde el enfoque asumido en este texto, se propugna la pluralidad de sujetos sociales en las desigualdades de excedente. No se excluye a los individuos, pero se les contextualiza históricamente en función de sus soportes, o sea, de los recursos que tienen para llevar a cabo sus estrategias de vida. Es decir, no existe el individuo, sino individuos diferenciados, porque no todas las personas tienen las mismas oportunidades. Calificar de excedente las desigualdades conlleva inevitablemente incorporar al sujeto-clase que, en los análisis predominantes, ha estado ausente o caricaturizado en estratos sociales.8 El campo de condiciones de explotación supone el conflicto entre capital y trabajo, mientras que el de acaparamiento de oportunidades de acumulación muestra los antagonismos entre distintas categorías de propietarios de medios de producción. Pero hay un tercer sujeto a incorporar: los pares categoriales. Son resultado de las modalidades de procesamiento de diferencias (sexo, fenotipo, cultura, lugar, etc.) que pueden constituirse en desigualdades como pares categoriales (de género, raciales, étnicas, territoriales, etc.).9 La inferiorización, como modalidad de procesar diferencias, configura pares categoriales, mientras que el reconocimiento los difumina. 

			A partir de estas premisas analíticas, se abordan los siguientes capítulos. En el tercero se analiza las dinámicas de individualización que el neoliberalismo ha propiciado en la sociedad costarricense. En el siguiente, se intenta caracterizar el campo del acaparamiento de oportunidades de acumulación, para abordar –en el quinto capítulo– el otro campo de desigualdades de excedente: el de condiciones de explotación de fuerza de trabajo. Finalmente, se consideran los pares categoriales para ver si se acoplan o no a las dinámicas de clase. Cuatro son los pares considerados: de género, territorial, de edad y de nacionalidad. Hay que señalar que lo que se pretende en estos cuatro capítulos, así como en el séptimo, es desarrollar propuestas analíticas que, en lo posible, se intentará contrastar con evidencia empírica disponible, pero que, en otras ocasiones, permanecerán como meras hipótesis. 

			Como en el resto del planeta, la pandemia del Covid-19 ha supuesto un parteaguas en el desarrollo de la sociedad costarricense y merece un capítulo aparte. En el primer acápite del séptimo capítulo se aborda sus consecuencias en términos de desigualdades, mientras que un segundo apartado plantea la emergencia de un nuevo tipo de desigualdades: la gestadas por el proceso de digitalización. Al respecto, hay que señalar que el confinamiento inicial, como respuesta a la pandemia, ha impulsado el uso de este tipo de tecnologías en ámbitos clave del quehacer humano: el teletrabajo en el laboral, el teleestudio en el educativo y las entregas a domicilio en el consumo, por nombrar los más visibles. Se puede decir que la pandemia ha representado un laboratorio de experimentación de un nuevo orden social donde la digitalización juega un papel central.

			En el capítulo de conclusiones y a partir del conjunto de reflexiones de los capítulos precedentes, se intentará responder al interrogante que guía el presente texto: ¿por qué la igualdad dejó de ser posible en Costa Rica?

			Abogar por la igualdad no es solo una cuestión de justicia social, sino que también compete a otra cuestión fundamental: la libertad. Igualdad y libertad no se pueden separar. No hay libertad sin igualdad, ni esta puede alcanzarse sin aquella. Cuando la igualdad provee un piso social mínimo –la conocida igualdad de oportunidades–, se hace posible la libertad. Las personas que no tienen acceso a oportunidades básicas (salud, educación, vivienda, etc., los medios de vida) no son verdaderamente libres. A partir de este piso se puede comenzar a desarrollar la libertad a través de la democracia (en el sentido literal del término), porque el demos ha sido constituido sin exclusión alguna. Por su parte, la libertad hace posible que se reconozca la diversidad y que la igualdad no degenere en su caricatura: la uniformidad. No obstante, el desarrollo de la libertad puede dar lugar a procesos de empoderamiento en los que algunos sujetos alcanzan poder estructural y pueden cambiar las reglas del juego, o sea, los fundamentos del contrato social. Aquí, la igualdad puede actuar de nuevo estableciendo un techo que restringe las asimetrías sociales haciéndolas limitadas y tolerables. De esta manera, la igualdad asume una función protectora de la libertad. Por consiguiente, la igualdad, a través de su piso social, hace posible la libertad y, con su techo, la resguarda. Abogar por la igualdad es defender la libertad.




			
				
					1	Los resultados alcanzados fueron dispares con un amplio abanico de situaciones: de prácticamente nulos en el caso brasileño, hasta un reparto significativo de tierras en México, Perú y Nicaragua. Pero, en términos generales, hay consenso en concluir que las reformas agrarias fracasaron y muestran, de manera inequívoca, la reacción de los sectores dominantes cuando se trata de incidir sobre la distribución que afecta la propiedad privada. De hecho, hay un solo caso en la región de reforma agraria donde los resultados fueron satisfactorios: Cuba. Una constatación para nada trivial.

				
				
					2	En Costa Rica, la modernización capitalista del agro conllevó el surgimiento de los movimientos denominados precaristas, compuestos por productores familiares y asalariados agrícolas que habían perdido tierra y trabajo, respectivamente. La política de colonización fue un intento por apaciguar esta conflictividad social (Mora, 1997).

				
				
					3	Este autor ha argumentado la existencia de cuatros períodos en la historia costarricense en términos de las ideas predominantes sobre igualdad. El primero fue el del siglo XIX, cuando se buscó construir un referente de igualación como parte del ejercicio de imaginación de la nación. Las cuatro primeras décadas del siguiente siglo constituyeron un segundo momento en el que la idea de igualdad apareció como la herramienta clave para el fundamento político e ideológico, tanto de las luchas sociales como de la política. La Segunda República fue la “edad dorada” porque la consolidación de sectores medios expresó la victoria final de un proyecto igualitarista. El último período, bajo el orden neoliberal, se ha caracterizado por una mayor tolerancia ante diferentes manifestaciones de desigualdades, en tanto que ha predominado el individualismo (Sojo, 2010: 165-166).

				
				
					4	La relación entre conflicto y poder es la médula del enfoque sobre poder postulado por Lukes (2004). Este autor propone, en primer lugar, la existencia de conflictos abiertos como una dimensión perfectamente observable. También, el poder remite a una segunda dimensión, la de los conflictos encubiertos, porque los procesos de (des)empoderamiento, como cualquier proceso social, no son consumados; o sea, no hay (des)empoderamiento total, siempre es relativo. En este sentido, la resistencia está presente, aunque no siempre se manifiesta de manera abierta, como “formas de resistencia pública declarada”, sino que existe también en modalidades disfrazadas, ocultas como “infrapolítica” (Scott, 2007). También hay conflictos latentes, que representan una tercera dimensión del poder, cuando los deseos de las personas se contraponen a sus intereses.

				
				
					5	La principal excepción al respecto han sido los análisis sobre la brecha salarial, especialmente entre sector público y privado, que se contemplarán en el segundo capítulo.

				
				
					6	Estas últimas recolectan la información en los hogares privilegiando el módulo de empleo y se aplica con una periodicidad trimestral.

				
				
					7	En el caso de Costa Rica hay que mencionar el trabajo de Calderón (2022), que ajusta la distribución del ingreso a partir de datos provenientes de cuentas nacionales. Los resultados obtenidos se muestran en el primer capítulo del presente texto.

				
				
					8	El sujeto social de la estratificación es el individuo y no la clase, aunque la estratificación jerarquiza la estructura social y haya zonas de superposición con la estructura de clases.

				
				
					9	Se puede argumentar que en los análisis predominantes se incorporan dimensiones de género, territorialidad, edad, etc. Pero estas dimensiones se entienden como meros atributos de los individuos de manera consistente con la primacía otorgada a este sujeto social.

				
			

		


		
			CAPÍTULO I 
Neoliberalismo y pugna distributiva

		


		
			

			Como se mencionó en la introducción, se quiere esbozar el contexto histórico en el cual ha tenido lugar esta profundización de las desigualdades en Costa Rica. Se trata de la imposición de un orden neoliberal cuyo momento fundacional, en términos de modelo de acumulación, tuvo lugar a partir de 1982, con las medidas de estabilización como respuesta a la crisis de la deuda externa, seguidas de los programas de ajuste estructural. Este es un proceso bien documentado en una copiosa bibliografía y al respecto lo que se busca es una interpretación en términos de pugna distributiva para contextualizar con mayor precisión el interrogante que guía este texto. La redefinición del proceso de acumulación, a través de los programas de ajuste estructural (de ahí este adjetivo), implica que el excedente se distribuirá de manera distinta de como se venía haciendo. Esto supone que las relaciones de poder se redefinen drásticamente y que, recurriendo al léxico neoliberal, hay “ganadores” y “perdedores”. La resistencia de los que no quieren “perder” ante la imposición de los que quieren “ganar” definen la pugna distributiva. 

			Este fenómeno ha tenido dos momentos en Costa Rica. El primero, correspondiente a los años 80, se caracterizó porque tal pugna permaneció latente. Por el contrario, en la siguiente década y a inicios del siglo XXI, esta devino manifiesta, con coyunturas conflictivas entre las fuerzas a favor y en contra de tal orden y con un escenario clave: el referéndum sobre el Tratado de Libre Comercio (TLC) de 2007, cuyo significado rebasó con creces el ejercicio del voto. Se considera que, desde el punto de vista de la conflictividad social y política, este momento ha representado la coyuntura más importante del período neoliberal en Costa Rica. Ambos momentos se abordan en sendos apartados y se concluye este capítulo con la presentación de una serie de indicadores sobre desigualdad de ingreso, disponibles, para observar su evolución en las dos primeras décadas del presente siglo, así como su comparación con otros países de la región.

			1.1	El momento latente de la pugna distributiva

			La implantación de un orden neoliberal en América Latina tiene sus antecedentes en la crisis de deuda externa de finales de los años 70.10 En 1978, la Reserva Federal de los Estados Unidos incrementó los tipos de interés que se decuplicaron en dos años. De esta manera se comenzaba a imponer la hegemonía del capital financiero en ese país y sus efectos se propagarían al resto del planeta. Los intereses de las deudas adquiridas por los países latinoamericanos, años atrás, debido al exceso de petrodólares, se dispararon, lo que conllevó dificultades crecientes de cumplir las obligaciones de pagos. Los organismos financieros internacionales intervinieron, primero, para lograr la estabilización de la economía y, posteriormente, para realizar “cirugía en profundidad”, siguiendo los “diez mandamientos” del llamado Consenso de Washington. 

			Obviamente su aplicación no fue homogénea ni pareja a lo largo de la región. Las peculiaridades de cada país definieron la modalidad que asumieron tanto las medidas de estabilización como los programas de ajuste estructural. En el caso costarricense se ha argumentado su carácter heterodoxo (Hidalgo Capitán, 2003; Arias Ramírez y Muñoz López, 2007; Mora Salas, 2010; Rovira Mas, 2020).11 Este rasgo es clave en términos de desigualdades y al respecto se quiere plantear varias cuestiones que remiten a los legados del pasado, a las ventajas del presente y a las exigencias del futuro (estas últimas se abordan en el siguiente apartado). Hay que aclarar que por presente no se entiende la tercera década del siglo XXI, sino los años 80, cuando se implementaron medidas estabilizadoras y, posteriormente, las que buscaron reorientar el proceso de acumulación.

			Hay dos legados del pasado importantes: la (des)igualdad existente antes de la crisis de la deuda externa y la existencia de un régimen democrático. 

			Datos circa 1970 muestran, para Costa Rica, un índice de Gini de 0,466 inferior a los de los otros dos países centroamericanos de los que hay registros: El Salvador (0,539) y Honduras (0,612). Aún más, Costa Rica presentaba el tercer coeficiente más bajo de América Latina, solo por encima de Argentina (0,425) y de Uruguay (0,449) (Bulmer-Thomas, 1998: cuadro IX.6).12 Hay que recordar que, en el caso argentino, la primera experiencia peronista supuso una mejora sustantiva de las condiciones laborales y de vida de amplios sectores subalternos, especialmente asalariados, sin paragón en la historia de ese país. En el caso uruguayo, se está ante la primera experiencia de Estado benefactor en la región a inicios de siglo con los gobiernos de Batlle y Ordoñez, y con su revitalización a finales de los años 40, con el denominado período del “neobatllismo”. 

			En la introducción se han explicitado los procesos que configuraron la denominada “edad dorada” de la igualdad en Costa Rica: estatización de la banca, el papel rector del Estado en lo económico y en lo social, lo que expandió el empleo público, finalmente, una ruta de movilidad social ascendente que gestó amplios sectores medios. Los logros de ese período se vieron afectados por los efectos de la crisis de 1980-1982.13 No obstante, este evento tuvo corta duración debido al exitoso programa de estabilización de la administración Monge Álvarez (1982-1986), resultado del acuerdo político con el gobierno estadounidense, bajo la presidencia de Reagan, ante la crisis centroamericana y el entendimiento con la oposición burguesa antiliberacionista (Mas Rovira, 2020). Por consiguiente, los efectos de la crisis acabaron siendo limitados y, por tanto, el legado de igualdad no podía ser ignorado en la formulación de las políticas tendientes a imponer un nuevo orden social. No obstante, las oportunidades educativas y laborales de las nuevas generaciones serían más escasas.

			El segundo legado fue la existencia de un régimen democrático contrastado por varias décadas de ejercicios electorales y alternancia de gobiernos. En América Latina ha sido importante el orden en términos de aplicación de ajuste estructural y procesos de democratización. Cuando el primero ha precedido al segundo, se ha estado ante la imposición de un orden neoliberal muy poco consensuado; en la secuencia contraria, ha habido mayores requerimientos de negociación entre diversos sectores de la sociedad. Los casos chileno y brasileño ejemplifican estas dinámicas. En el costarricense, no se está hablando de democratización como salida de una experiencia autoritaria desgastada, sino de un régimen democrático consolidado. Por eso, en sus inicios, el ajuste implicó negociación con sectores afectados, especialmente los empresarios del modelo previo y –sobre todo– con los sectores medios ligados al papel central que jugó el Estado, donde el actor sindical ha sido importante (Arias Ramírez y Muñoz López, 2007; Mora Salas, 2010). Por el contrario, en el resto de Centroamérica, las democratizaciones que siguieron a la finalización de los conflictos bélicos se hicieron a la par de la instauración del neoliberalismo que no ha resultado el mejor contexto para consolidar tales transiciones políticas. El resultado se puede observar en la actualidad con la erosión de los anémicos procesos democráticos en El Salvador, Guatemala y Nicaragua.14 La combinación de ausencia de respuestas a demandas socioeconómicas de la ciudadanía con el mal desempeño democrático está reforzando una deriva autoritaria que puede transformar el sistema político en esos países (Pignataro, Treminio y Chavarría-Mora, 2021).

			Las ventajas del presente supusieron también dos fenómenos: una renta geopolítica y el pragmatismo en la formulación de políticas económicas. Se aborda brevemente, por separado, ambas cuestiones. 

			La situación política en la región –con dos conflictos bélicos (El Salvador y Guatemala) y la revolución sandinista iniciándose– impactó en Costa Rica. Hay que recordar que uno de los últimos escenarios de la “Guerra Fría”, antes de que cayera el Muro de Berlín, tuvo lugar precisamente en Centroamérica con los eventos mencionados, especialmente el nicaragüense.15 En este sentido, Costa Rica era un “escaparate” de democracia liberal clave para los Estados Unidos. Por esta razón recibió una generosa ayuda entre 1982 y 1994, especialmente en la década de 1980.16 Tenía “dos vecinos ideales”: los sandinistas al norte y Noriega al sur. De esta manera, Costa Rica logró monetizar su “excepcionalidad” como renta geopolítica, la cual ayudó a minimizar los costos sociales del ajuste para que no se provocara un nuevo foco de conflicto en la región. Corolario de ello fue el involucramiento de Óscar Arias en el proceso de paz que le valió el Premio Nobel de la Paz en 1987, con lo que logró un amplio consenso sobre su gestión, que, a su vez, implicó legitimar su política económica (Díaz Arias, 2021a). 

			El segundo fenómeno remite al nivel ideológico. Hay que recordar que la estabilización económica y los primeros programas de ajuste estructural (PAE I y PAE II) tuvieron lugar con dos gobiernos de Liberación Nacional: el de Monge Álvarez (1982-1986) y el de Arias Sánchez (1986-1990). Al respecto hay que tener presente que la matriz ideológica de este partido correspondía al pensamiento socialdemócrata y, en términos de política económica, se alimentaba de los planteamientos del viejo estructuralismo de la CEPAL.17 Ya en esa década comenzaba a desarrollarse lo que después se conocería como social-liberalismo; o sea, el desplazamiento de los partidos socialdemócratas hacia el centro, pero bajo la hegemonía del pensamiento neoliberal.18 En Costa Rica se dio la contradicción entre ofertas electorales de tinte socialdemócrata con la aplicación posterior de políticas económicas de inspiración neoliberal (Díaz Arias, 2021a). Resultado de ello es que la formulación de tales políticas se caracterizó por su pragmatismo y no por su rigidez ideológica. No obstante, a finales de los años 80,era claro que el pensamiento neoliberal emergía como hegemónico.19

			Por consiguiente, los legados del pasado (la des/igualdad existente antes de la crisis de la deuda externa y la existencia de un régimen democrático), así como las ventajas del presente (una renta geopolítica y el pragmatismo en la formulación de la política económica) supusieron la implantación de un orden neoliberal que, en sus inicios, no produjo mayores traumatismos, porque mantuvo latente la pugna distributiva. Pero esta confluencia de factores se vio cuestionada por las exigencias del futuro, la década siguiente, que no eran otras que las de la globalización y que hicieron manifiesta tal pugna con coyunturas conflictivas.

			1.2	La conflictividad de la pugna distributiva

			En Costa Rica, como en otras latitudes de América Latina, el orden neoliberal se ha inscrito dentro del proceso de globalización. Esto supuso que la apertura comercial fuera la piedra angular de los programas de ajuste estructural en la región (Bulmer-Thomas, 1997). Así, el mercado nacional perdería progresivamente su protección de antaño, la correspondiente al período de sustitución de importaciones, y las empresas locales deberían competir con las importaciones. El mercado, auténtico demiurgo del orden social para el neoliberalismo, no era un mercado cualquiera, era  el global. En Costa Rica los dos primeros PAE acometieron, fundamentalmente, esta tarea de apertura. Así, la protección efectiva de la producción nacional fue progresivamente disminuida, a la vez que se incentivaban las exportaciones, en especial las no tradicionales hacia nuevos mercados, mediante subsidios renombrados como incentivos. Como resultado de ello el sector externo ganó protagonismo.20 De esta manera, el nuevo modelo de acumulación mantenía la orientación hacia el mercado mundial establecida en el siglo XIX con el café y el banano y continuada con el azúcar y la carne vacuna, a partir de los años 50.21 Sin embargo, este nuevo modelo conllevaba un tipo de exportaciones inéditas en la historia del país.

			En toda Centroamérica, con el apoyo de la Agency for International Development (AID) del gobierno de los Estados Unidos y desde la década de 1980, se intentó fomentar el desarrollo de exportaciones no tradicionales con el propósito también de constituir un nuevo empresariado, no vinculado a las viejas oligarquías, que asumieran valores de mercado y democracia. Al respecto, la denominada Iniciativa de la Cuenca del Caribe fue fundamental por facilitar el acceso al mercado estadounidense a las exportaciones centroamericanas. En el mismo sentido, la AID apoyó financieramente a instituciones “pro-mercado” como fue el caso del Instituto Centroamericano de Administración de Empresas (INCAE) en Nicaragua, de la Fundación Salvadoreña para el Desarrollo Económico Social en El Salvador y de la Academia de Centroamérica, el Ministerio de Comercio Exterior (COMEX) y la Coalición Costarricense de Iniciativas de Desarrollo (CINDE) en Costa Rica (Spalding, 2014: 57-58; Mas Rovira, 2020: 71-73). Obviamente, este conjunto de acciones era el complemento de la política de contrainsurgencia que ese gobierno desplegaba en la región.

			Además de nuevas agroexportaciones (follajes y frutas en el caso costarricense) se desarrolló la industria de la maquila que ya tenía antecedentes en el Caribe (especialmente República Dominicana) y, sobre todo, en México. Eran actividades industriales orientadas hacia el mercado mundial e inscritas en encadenamientos globales, cuyos eslabones intensivos en mano de obra se localizaban en países como los centroamericanos. Es decir, era una inserción en la globalización basada en fuerza laboral barata.22  No obstante, Costa Rica optó por otro tipo de inserción, sustentada en mano de obra calificada, y en la que el conocimiento tuviera un papel importante; de esta manera se intentó redefinir la “excepcionalidad” histórica costarricense. Esta apuesta era viable por los niveles de credenciales educativas que caracterizaban al país, un legado del período anterior y que encuentra sus raíces a finales del siglo XIX.

			Al respecto un evento clave fue la llegada de Intel en 1998, sin duda el mayor logro del gobierno de Figueres Olsen (1994-1998) al final de su gestión.23 Se estaba ante una de las empresas referente de la nueva revolución tecnológica, iniciada en los años 70, basada en la información y la comunicación.24 Se buscaba la configuración de un cluster de servicios de software dado que, en el país, había acontecido cierto desarrollo de pequeñas empresas en esta actividad.25 Esta propuesta se formalizó en la estrategia que propuso el INCAE en 1999, cuando formuló una agenda de competitividad en la globalización para los empresarios centroamericanos basada en clusters, uno de los cuales era justamente el referido a servicios electrónicos y de software.26 

			La llegada de Intel tuvo un doble efecto sobre la economía costarricense. Por un lado, debido a su magnitud, distorsionó su funcionamiento. Es conocida la afirmación de su director financiero cuando expresó que la presencia de su firma en Costa Rica era como “meter una ballena en una piscina”. De hecho, durante años los resultados económicos se presentaron de manera doble: con y sin Intel. Esto supuso que –en gran medida– el crecimiento del PIB y de las exportaciones se debieron a los resultados de la planta de esta firma instalada en Heredia.27 Por otro lado, Intel actuó como reclamo para inversiones foráneas en Costa Rica y tuvo un efecto imán. Este flujo de capital creció beneficiándose del régimen de zonas francas, el cual ganó protagonismo económico gracias al gigante electrónico.28

			Por consiguiente, la década de 1990 es un momento en que el orden neoliberal, alumbrado con el cambio de orientación de la política económica en la década precedente, comienza a tomar forma como proceso de acumulación. En este sentido, la economía costarricense redefinió su heterogeneidad. Al respecto hay que remitirse a la tipología del Estado de la Nación (2012: cuadro 3.2) donde se identifican tres tipos de economía. La primera es la denominada “vieja economía” que comprende la agricultura exportadora tradicional, así como la orientada al mercado interno y la industria tradicional. En contraposición había surgido una “nueva economía” con los siguientes componentes: agroexportaciones no tradicionales (follajes, frutas, productos marinos), la industria de zonas francas y los nuevos servicios (call centers, servicios empresariales, turismo, financiero y seguros). Había un conjunto de servicios que apoyaban a ambos tipos de economía, entre los que destacan los estatales, que configuraba la “tercera economía”.29

			Se puede pensar que estos últimos servicios funcionarían como una especie de puente entre los ejes de acumulación tradicional y globalizada (se prefiere esta expresión a la de economías “vieja” y “nueva”), pero realmente el tránsito entre ellos no era fácil ni para la fuerza de trabajo, por requisitos de credencialización educativa, ni tampoco para las empresas por requerimiento tecnológicos (upgrading). Además, las empresas industriales exportadoras generaban pocos enlaces hacia atrás. Es decir, los dos ejes de acumulación se deslindaban y se generaba una brecha entre ellos por el dinamismo del eje globalizado y la tendencia hacia el estancamiento del tradicional. Comenzaban así a perfilarse “dos Costas Ricas”. Esta fisura afectó al logro más exitoso del orden social anterior: los sectores medios.

			Un análisis de estratificación y jerarquización social, a partir de los ingresos laborales y los años de educación, mostraba en 1990 una figura de medio rombo donde la gran parte de la población ocupada se encontraba en la mitad de la estructura social: 52,3% en el estrato medio-bajo y el 18,8% en el medio; un 10,8% se ubicaba en el medio-alto. En 1999, se mantiene esta imagen mesocrática, pero con mayor peso del estrato medio en detrimento del medio-bajo lo que insinuaría cierta movilidad ascendente, de carácter moderado, en la zona media de la estratificación social. No obstante, el hallazgo más relevante es que el estrato medio-alto desapareció a finales de la década mientras que el alto aumentó su peso (Pérez Sáinz et al., 2004: cuadro 3.3 y figura 3.2). Esto último insinuaba dos fenómenos de gran relevancia. Por un lado, se podía hablar de un cierto proceso de “elitización” de antiguos estratos medios-altos que, en términos ocupacionales, correspondían fundamentalmente a trabajadores profesionalizados.30 Se estaría reflejando cómo la fuerza laboral con altas credenciales educativas se vio favorecida y recompensada por la globalización. De hecho, en los primeros ocho años del presente siglo, la categoría de “empresarios medianos y profesionales” incrementó su peso en las actividades de industria de zonas francas y de nuevos servicios, dos de los pilares de la “nueva economía” (Vega, 2012: cuadro 3). En términos del léxico neoliberal serían “ganadores”.31 Por otro lado, la desaparición de ese estrato medio-alto mostraba una ruptura en la estratificación implicando que la movilidad social, más allá del estrato medio, devenía problemática porque se había producido una importante fisura social que dividía a la sociedad costarricense en dos partes: el estrato superior y el resto de la estructura social.

			Por consiguiente, en la década de 1990 desparecen las ventajas del decenio anterior. Se acabó la renta geopolítica porque se iniciaron los procesos de paz en la región y los sandinistas, sorpresivamente, perdieron las elecciones en 1990.32 La formulación de la política económica perdía su carácter pragmático ante un pensamiento neoliberal que se imponía no solo en Costa Rica, sino en el mundo entero. Con la caída del Muro de Berlín concluía el siglo XX, el de la “utopía pervertida”33, y se iniciaba la era del “pensamiento único”, según la conocida expresión recuperada por Ignacio Ramonet. Por lo tanto, la pugna distributiva devenía explícita. En palabras de Mora Salas (2010: 80): “en el nuevo modelo económico los imperativos de valoración del capital parecen tener prioridad sobre las demandas crecientes de redistribución social. Esto augura un recrudecimiento de la ‘pugna distributiva’ entre los sectores empresariales globalizados, los grupos empresariales marginados del crecimiento económico y los sectores subalternos” (comillas del autor). Pero los legados del pasado no desaparecían totalmente. La (des)igualdad existente ante de la crisis de la deuda externa permanecía como un referente importante del imaginario social y la democracia constituía el marco para procesar los conflictos.

			En los tres gobiernos de finales de siglo, se dieron momentos de conflictividad a partir de medidas de ajuste estructural. El primero aconteció con la administración de Calderón Fournier (1990-1994), donde el ministro de Hacienda, Thelmo Vargas, intentó implementar un tercer programa de ajuste estructural (PAE III) que buscaba profundizar y consolidar la estrategia neoliberal. Varias de las medidas, en especial la movilidad laboral forzada, llevaron a movilizaciones de empleados públicos, quienes, a través de sus organizaciones sindicales, comenzaban a configurarse como la punta de lanza de la oposición al neoliberalismo. El distanciamiento entre el ministro y el presidente llevó a la renuncia de aquel y el tercer programa de ajuste estructural quedó pospuesto. 

			Este programa fue aprobado durante el siguiente gobierno, el de Figueres Olsen (1994-1998). Al respecto hay que señalar que al inicio de esta administración y de manera coherente con la oferta electoral del candidato, se intentó un ajuste peculiar, “a la tica”, que reivindicaba la “excepcionalidad histórica” del país.34 Se enmarcaba dentro de la idea, vigente en esos años, de “ajuste con rostro humano” que aceptaba la inevitabilidad del orden neoliberal, pero intentando de minimizar costos sociales. El experimento fracasó y el gobierno se tuvo que alinear con los imperativos de los organismos financieros internacionales. La consecución de un acuerdo entre el entonces presidente y el anterior mandatario, hijos de los dos grandes caudillos del siglo XX, facilitaba la implementación del tercer programa de ajuste estructural. De esta manera, el Pacto de Concertación no era más que un pacto neoliberal (Díaz Arias, 2021a). Al contrario de los primeros PAE, centrados en la apertura comercial que –como se ha argumentado–constituía la piedra angular de la reforma económica, este tercero abordó la redefinición de las competencias estatales, recortándolas para otorgar primacía al mercado sobre el Estado. Hubo movilizaciones, como la del gremio de los educadores contra la reforma de su régimen de pensiones, pero el resultado de estas pugnas se decantó del lado neoliberal. Además, no hay que olvidar, como se ha mencionado, que Figueres Olsen logró traer Intel al país lo cual supuso la consolidación del nuevo eje de acumulación. Esta fue una acción que, si bien no se inscribía explícitamente en el repertorio de medidas de los PAE, fue fundamental para imponer el orden neoliberal.

			En 1998 ganó las elecciones Miguel Ángel Rodríguez, ya señalado como uno de los dos principales pensadores neoliberales del país y que gozaba de prestigio, incluso en ciertos círculos universitarios. A partir de un proceso de concertación en busca de consensos nacionales, para compensar su debilidad política fruto de los resultados electorales, acometió la reforma del sector de las telecomunicaciones para abrir el monopolio del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). Hay que recordar que este sector era clave en términos de globalización porque la revolución tecnológica que ha acompañado al neoliberalismo ha sido la de la información y de la comunicación. El legislativo aprobó por mayoría el paquete de tres leyes (de ahí que popularmente se le conociera como el “combo-ICE”) enviadas por el Ejecutivo, pero inmediatamente hubo movilizaciones masivas, apoyadas por la mayoría de la opinión pública. Estaba en juego la “joya de la corona” del intervencionismo estatal del siglo XX y que la mayoría de las personas costarricenses percibían como parte del patrimonio nacional. La Sala Constitucional rechazó el proyecto que no pudo continuar su trámite legislativo; no obstante, el desenlace final fue la instalación de una comisión mixta donde se pactó una apertura parcial de las telecomunicaciones. Un resultado importante de este conflicto, según Almeida (2016: 96-97), fue que “…implicó la innovación de una nueva estrategia de movilización, denominada sindicalismo ciudadano. Los sindicatos del sector público acotaron el término después de descubrir que necesitaban involucrar a los ciudadanos comunes y corrientes en sus campañas, y no apoyarse solamente en otras asociaciones laborales, si querían tener la oportunidad de conseguir éxito” (cursiva del autor).

			Con esta última disputa se cierra lo que Díaz Arias (2021a: 243-244) considera la primera era del Estado neoliberal en Costa Rica. En palabras de este autor: “…ese final fue un fracaso estrepitoso para el grupo de neoliberales que se habían entusiasmado al oír a Hayek en 1965 y al leer a Milton >Friedmann y cuyo empeño produjo la principal reforma estructural desarrollada en Costa Rica desde la década de 1940. El tono de derrota con que se leen los artículos sobre el naufragio del combo-ICE de quienes habían apoyado la reforma del Estado es una evidencia contundente de que la reforma había llegado a su fin. La desazón de esa derrota solo puede compararse con la sufrida por los grupos anti-TLC al ser derrotados en el referéndum del 2007”.35

			No obstante, como anuncia la última frase del párrafo precedente, la pugna distributiva no había concluido, por el contrario, faltaba la confrontación fundamental que acabaría consolidando al orden neoliberal.

			En 2002, el gobierno de los Estados Unidos anunció su interés de negociar un tratado de libre comercio con la región centroamericana y República Dominicana. Es importante señalar, como lo ha hecho Raventós Vorst (2018: 11-12), que, a pesar de su nombre, el tratado no era sobre apertura comercial. Ya se ha visto que los primeros PAE se concentraron en esta piedra angular del ajuste estructural. Lo que se buscaba era, fundamentalmente, ofrecer garantías a la inversión foránea en el país en tres aspectos: fortalecimiento de la protección legal con la extensión de la normativa sobre propiedad intelectual, resolución de diferendos en instancias de arbitraje internacional y la apertura de los monopolios estatales de seguros y telecomunicaciones (esto último planteaba revertir el fracaso del combo-ICE). Se le ha considerado como la política económica que más ha contribuido a profundizar la reforma económica perseguida por los PAE (Molina Alfaro, 2017).

			La negociación se hizo con el gobierno de Abel Pacheco de la Espriella (2002-2006) y se firmó en agosto de 2004.36 Fue un proceso marcado por   el secretismo de los resultados de cada ronda de negociación. Es importante señalar que, al finalizar la sexta ronda, el equipo negociador estadounidense condicionó la continuación del proceso a la privatización del sector de telecomunicaciones. Pacheco accedió, pero con la condición de que no fuera privatización, sino apertura (Arias Chavarría, 2019: 74). Sin embargo, las reticencias presidenciales iban más lejos, porque quería que la aprobación legislativa del tratado se llevara a cabo, de manera conjunta, con su prometida reforma tributaria. La oposición en la Asamblea creó un impasse en el proceso que permitió que se fuera conformando y articulando una oposición al TLC. El acuerdo tuvo su trámite legislativo con el nuevo gobierno de Arias Sánchez (2006-2010) que lo impulsó, pero ya se había desencadenado una importante movilización social contraria a su aprobación. La salida a esta situación fue la convocatoria a un referéndum, iniciativa de la oposición, pero que fue apropiada por el gobierno. 

			Como ha señalado Rojas Bolaños (2009: 37): “…el bloqueo político y la crispación caracterizaban la situación política existente en 2006 y principios de 2007. Por esas razones, el Gobierno y otros actores políticos y sociales finalmente vieron en el referéndum una salida para evitar la confrontación social”.37 

			¿Sobre qué era la disputa respecto del TLC? En términos generales, se puede argumentar que se estaba ante dos proyectos de país: el que buscaba una “nueva” Costa Rica, inserta sólidamente en la globalización y en la que, consecuentemente, el mercado tuviera el protagonismo; y el que reivindicaba la permanencia de derechos sociales garantizados por el Estado y que, históricamente, habían fundamentado la paz y la democracia en el país. Respecto a esta última visión, es interesante rescatar el señalamiento de Raventós Vorst (2018: 149) cuando menciona que las dirigencias y activistas en contra del TLC fueron personas que se habían beneficiado de ese Estado benefactor. En palabras de esta autora: “…pertenecen en buena medida a grupos sociales que accedieron a la profesionalización a través de la educación pública, obtuvieron estabilidad laboral, lo que les permitió vivir sin angustias económicas y con acceso a la seguridad social que les protege de la amenaza de la enfermedad. Son sujetos que reconocen que estas oportunidades moldearon sus vidas y quieren que se mantengan. Temen que sus hijos y futuras generaciones no tengan esas posibilidades”. Todo un alegato por mantener esa vía de movilidad social que configuró la Costa Rica de los sectores medios en la “edad dorada” de la igualdad.

			Por su parte, Rojas Bolaños (2009: 42) matiza señalando que “…la realidad no es tan plana: por un lado, los proyectos no están decantados y seguramente se pueden encontrar proyectos en conflicto dentro de las tiendas del ‘Sí’ y en las del ‘No’. Por el otro lado, es posible que el ‘No’ lograra aglutinar buena parte de los grupos que por razones diversas habían venido acumulando agravios desde principios de los años 80, cuando se introdujeron las políticas de estabilización y ajuste estructural, que terminaron por transformar parcialmente la institucionalidad y las relaciones del estado y la sociedad. En otras palabras, las políticas neoliberales” (comillas del autor).

			Las opciones del “sí” y del “no” generaron sendos bloques sociales. Del lado afirmativo se constituyó la “Alianza Ciudadana por el Sí al TLC”. Fue dirigida por Alfredo Volio, quien renunció a su cargo ministerial en el gobierno de Arias, apoyado por connotados dirigentes empresariales tales como Miguel Schyfter (presidente de la Asociación Nacional de Exportadores de la Industria Textil y miembro de la Junta Directiva de la UCCAEP), Marta Castillo (vicepresidenta ejecutiva de la Cámara de Industrias) o Mónica Araya (presidenta de la Cámara de Exportadores de Costa Rica), entre otros. Además, contó con el apoyo del movimiento solidarista y del Grupo por Costa Rica integrado por los negociadores del TLC. No obstante, hubo caso de conocidos empresarios que se pronunciaron contra el tratado (Osterlof Obregón, 2019). Es decir, la Alianza aglutinaba a la casi totalidad del gran empresariado costarricense y estuvo respaldada por los partidos que favorecieron el trámite del TLC en la Asamblea (Liberación Nacional, Movimiento Libertario y la Unidad Social Cristiana, al menos su fracción legislativa); además, tuvo en los grandes medios de comunicación del país su portavoz. Es decir, fue una coalición de las élites económicas, políticas y culturales del país.

			

			Arias Chavarría (2019: 81) ha destacado tres características de la Alianza. Primero, contó con importantes recursos financieros que les permitió, entre otras cosas, remunerar a sus dirigentes. Segundo, a pesar de diferencias internas, se consiguió mantener la cohesión y la unidad como suele acontecer cuando los intereses empresariales se ven amenazados. Tercero, los empresarios incidieron sobre sus empleados a través de levantar el fantasma del desempleo ante el cierre de empresas si no se aprobaba el TLC y el desarrollo de actividades “educativas” tendientes a fomentar la lealtad hacia la empresa. De hecho, estas dos acciones, la estrategia del miedo y la construcción de lealtades, estaban presentes en el famoso memorándum interno que elaboraron Kevin Casas, en ese momento segundo vicepresidente de la República, y Fernando Sánchez, diputado del PLN. Su filtración se relaciona con el descenso de apoyo al “sí” y el aumento en la intención del voto por el “no” (Raventós Vorst, 2018: 42), y mostró los parámetros éticos con los que se manejó la Alianza, lo cual se reflejó también en otros hechos.

			Del lado opositor se configuró un bloque donde participaron múltiples actores: sindicales, académicos, culturales, agrarios, ambientalistas, feministas, indígenas, religiosos (incluyendo jerarcas de la Iglesia católica) y locales. Dentro de estos últimos destacaron los “comités patrióticos” que tuvieron un papel central.38 Hubo también apoyo de partidos políticos: el recién creado Partido Acción Ciudadana (PAC), que tuvo un muy buen desempeño en las elecciones de 2006, partidos de izquierda y disidentes liberacionistas y socialcristianos, entre otros (Salas, 2010). 

			Hay dos características por destacar de este bloque opositor. Por un lado, a pesar de la presencia del movimiento sindical y, sobre todo, de su relevancia en movilizaciones previas, no tuvo un papel hegemónico. Por otro lado, el protagonismo correspondió a los actores sociales y no a los políticos que más bien los acompañaron (Mora Solano, 2009; Raventós  Vorst, 2018).39 Es decir, era un bloque más heterogéneo que el de la Alianza, con grandes desafíos de coordinar esa multiplicidad de intereses sectoriales, para lo cual se desarrollaron varias instancias, con mucho menos recursos materiales. 

			Por consiguiente, se estaba ante una pugna muy desigual y el desenlace no fue bíblico: David no pudo vencer a Goliath, aunque estuvo cerca. El “sí” ganó con el 51,22% de los votos válidos, pero cuatro de cada diez votantes se abstuvieron. De esta manera se producía un punto de inflexión y el neoliberalismo se consolidaba como el orden reinante en Costa Rica. Este afianzamiento tenía como contracara el derrumbe de la ruta de movilidad ascendente, como se apreciará en el siguiente capítulo, lo cual permite plantear que el “pacto social”, gestado desde los años 30 y ratificado en la Segunda República, llegaba a su fin.40 

			Entre 2006 y 2014 hubo dos gobiernos liberacionistas, el ya mencionado de Arias Sánchez y el de Laura Chinchilla Miranda (2010-2014). Como ha señalado Carballo Chaves (2024), las políticas redistributivas fueron de claro corte neoliberal, con énfasis en transferencias condicionadas, pero –sobre todo– apostando por las bondades del mercado a raíz del resultado del referéndum. Como ha argumentado este mismo autor, se generó un clima de injusticia social que propició el ascenso de nuevos actores políticos, especialmente del PAC, que ganaría las dos siguientes elecciones presidenciales.41

			Hacia finales de la segunda década del presente siglo, se dio una coyuntura favorable para que el neoliberalismo se profundizara. Nos referimos a los resultados de las elecciones de 2018. Este proceso se vio influenciado por un fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a favor del matrimonio igualitario y su protección en el país. Este evento, acontecido a inicios de 2018, cambió radicalmente los contenidos de la disputa electoral que se desplazaron de temas económicos a culturales (el propio matrimonio igualitario, pero también el aborto y la secularidad). De esta manera, la religión emergió como factor crucial en la contienda electoral. Resultó vencedor de la segunda vuelta el candidato del PAC (Carlos Alvarado), con el apoyo del electorado católico y de menor religiosidad, mientras su oponente acaparaba el voto evangélico y de personas más religiosas (Pignataro y Treminio, 2019). 

			En el nuevo gobierno entraron los socialcristianos, mientras que en la Asamblea dominaban los liberacionistas. Molina Jiménez (2021: 20) ha expuesto esta situación peculiar en los siguientes términos: “…luego de las elecciones de 2018, se configuró un escenario institucional inédito, que posibilitó al PUSC, desde el Poder Ejecutivo, y al PLN, desde la Asamblea Legislativa, impulsar un neoliberalismo de línea dura, sin que el costo político influyera como factor disuasorio, puesto que sería asumido por el PAC”. De esta manera, “…cuadros neoliberales de línea dura, apoyados por un círculo de poderosos e influyentes empresarios, asumieron la dirección de la política económica del país, al tiempo que Alvarado se limitaba a ser más un observador que un protagonista de su propio gobierno”. Esta situación peculiar permitió, entre otras, que se llevaran a cabo dos acciones importantes que competen a la pugna distributiva.

			La primera tuvo que ver con la permanentemente postergada reforma fiscal y para la cual, el anterior gobierno de Luis Guillermo Solís, también del PAC, había elaborado un proyecto. La reforma fiscal de 2018 (Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas) ha abordado cuatro cuestiones reflejadas en sus cuatro títulos. La primera tenía que ver con la Ley del Impuesto al Valor Agregado que reformaba el impuesto general de ventas para gravar también los servicios. La Ley de Impuesto a los Ingresos y Utilidades, supuestamente el componente que debería aportar progresividad fiscal a la reforma, quedó en entredicho cuando, una vez aprobada, aparecieron dos listas: una primera con grandes empresas que durante años declararon al fisco no tener ganancias42 y una segunda con personas físicas y jurídicas (alguna de familiares de conocidos políticos) beneficiadas con la amnistía tributaria incluida en la reforma fiscal. El tercer título de la reforma era el de la Modificación a la Ley de Salarios de la Administración Pública y el cuarto el de Responsabilidad Fiscal, conocida como “regla fiscal”. No es difícil concluir que la reforma ha apostado por esfuerzos fiscales concentrados en el gasto público y no en una mejor y mayor captación de impuestos (Acuña Soto, 2021; Guillén Pérez, 2021). Al respecto no es de extrañar que esta reforma es la que ha suscitado mayor antagonismo con acciones que rebasaron los canales institucionalizados, por lo que se diferencia de la oposición a otros proyectos como el Proyecto de Pacto Fiscal y Reforma Fiscal Estructural del año 2004, durante el gobierno de Pacheco, y el Proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria del año 2011, con el gobierno de Chinchilla. Además, en este caso, las élites empresariales lo apoyaron, lo cual fue fundamental para su aprobación (Arias Chavarría, 2021).

			La otra acción por destacar ha sido la aprobación de la Ley para brindar seguridad jurídica sobre la huelga y sus procedimientos, a inicios de 2020. Prohíbe de manera expresa la huelga en servicios esenciales, los cuales son definidos en términos laxos. Limita la duración de las huelgas (21 días en el caso del sector de la educación y de dos días si la acción es contra políticas públicas). Además, introduce una nueva causal de ilegalidad cuando la acción conlleva bloqueos en vías públicas o se impide el acceso a las instalaciones o a los servicios públicos. Tomando como antecedente la reforma del Código Penal de 2002, ya mencionada, se puede concluir que esta ley profundiza el proceso de criminalización de la protesta social (Grau Crespo, 2021).

			Esa década concluía con un reforzamiento del orden neoliberal en Costa Rica, pero la historia se caracteriza por sus sorpresas y el inicio del tercer decenio del siglo XXI estaría marcada por la pandemia del Covid-19.

			Esta coyuntura peculiar pondría en evidencia que el capitalismo, como resultado de la crisis de 2008 y la denominada Gran Contracción, había comenzado su reestructuración y en este proceso destacan las dinámicas de digitalización.43 

			1.3	Los resultados de la pugna distributiva: las desigualdades de ingreso

			Para finalizar este ejercicio de contextualización es pertinente mostrar evidencia empírica de cómo se manifestaron los resultados de la pugna en términos de la distribución del ingreso. Como se ha argumentado en la introducción, nuestra propuesta analítica se centra en una comprensión de las desigualdades como condición de existencia del capitalismo, en tanto que posibilita la generación y la apropiación de excedente. No obstante, un breve repaso a la distribución del ingreso, como desigualdades de resultado, no está de más para contextualizar mejor los siguientes capítulos. 

			Al inicio del presente siglo, el índice de Gini mostraba un valor de 0,479, inferior al del promedio simple latinoamericano.44 Como se puede apreciar en el gráfico 1, la tendencia regional durante las dos décadas consideradas es claramente de disminución de la desigualdad, solo en el último bienio se estanca. Por el contrario, el comportamiento de este indicador, en el caso costarricense, es más errático, pero tendencialmente es hacia el incremento de la desigualdad. El momento clave es 2009, porque es un año de quiebre, dado que el valor de este indicador para Costa Rica superó el promedio de la región. Es decir, el país dejó de ser uno de los de menor desigualdad de ingresos, medida por este indicador, para convertirse en uno de los más desiguales.



			Gráfico 1. Evolución del índice de Gini en Costa Rica y en América Latina (2000-2019)
			    [image: Gráfico del índice de Gini 2000–2019 que muestra una reducción en Costa Rica y estabilidad en el promedio de América Latina.]



			De este gráfico, se puede observar que la evolución del coeficiente de Gini, durante la primera década del presente siglo en Costa Rica, presenta dos momentos: en el primer lustro la distribución del ingreso tiende a mejorar, mientras que en el segundo se deteriora. Trejos y Oviedo (2012) han ofrecido una explicación a la evolución del ingreso familiar per cápita, descomponiendo las diferentes fuentes que lo componen y analizando su comportamiento.45 

			Según estos autores, la reducción de este tipo de desigualdad en el primer lustro, momento caracterizado por crecimiento económico combinado con estancamiento del ingreso real, se explicaría –fundamentalmente– por la contracción de las ganancias de los empleadores que habría representado el 83% de la reducción del índice de Gini. Por el contrario, este tipo de ingreso se incrementó en el período 2005-2009 y fue la fuente que más aportó al aumento de la desigualdad, junto a otras de carácter regresivo como las rentas del capital, las pensiones contributivas y las remuneraciones de la fuerza laboral más calificada, tanto en el sector público como en el privado. Del lado progresivo, o sea, reductor de la desigualdad, habrían destacado los salarios de los trabajadores no calificados del sector privado, al igual que las ayudas estatales y las transferencias privadas; no obstante, no pudieron revertir el deterioro distributivo (Trejos y Oviedo, 2012: 25-26).

			En términos de explicaciones multicausales, merece la pena mencionar los factores identificados por Salazar-Xirinachs (2022: 285-286), causantes del incremento de la desigualdad: disparidades salariales entre sector público y privado, así como entre trabajo calificado y no calificado en este último ámbito, crecimiento acelerado de los regímenes especiales de pensiones del sector público e ineficiencia en las políticas redistributivas. 

			En 2019, en vísperas de la pandemia, a partir de la misma base de datos y para los 12 países con los que se cuenta información, Costa Rica aparecía como el cuarto país más desigual (0,495), superado solo por Brasil (0,538), Colombia (0,529) y Panamá (0,506), pero por encima de El Salvador (0,392) y ligeramente sobre Honduras (0,494). El contraste más elocuente es con Uruguay, país con el cual se solía comparar a Costa Rica, cuyo índice de 0,392 era, para ese año, el más bajo de América Latina. 

			Justamente, merece la pena comparar la evolución de este índice para estos dos países, pero también con Brasil que, como se ha mencionado, muestra la mayor desigualdad de la región a finales de la segunda década.

			En Brasil hubo un descenso continuo de la desigualdad hasta 2015, que corresponde a los gobiernos del Partido do Trabalhadores. Hay que recordar que Dilma Rousseff fue depuesta por un “golpe blando” en 2016.46 En el caso de Uruguay, desde 2007 a 2012 hay también un descenso de la desigualdad que posteriormente se estancó. Es un período de gobiernos del Frente Amplio, que representaron un tercer momento distributivo en la historia de ese país, junto al del “batllismo” a inicios del siglo XX y al “neobatllismo” a finales de los años 40. Además, estos dos países, especialmente Brasil, se favorecieron del “boom de las commodities”, entre 2003 y 2013, que les supuso una mejora en los términos de intercambio (Ocampo, 2017: figura 4.5). De esta manera tuvieron excedentes, provenientes del comercio internacional, que reorientaron hacia fines redistributivos.



			Gráfico 2. Evolución del índice de Gini en Brasil, Costa Rica y Uruguay (2000-2019)
			[image: Gráfico del índice de Gini 2000–2019 que muestra una disminución en Brasil y Uruguay, y estabilidad en Costa Rica.]


			

			Se puede complementar esta primera aproximación a las desigualdades de ingreso tomando en cuenta la relación entre los promedios de ingresos per cápita del quinto quintil (el más rico) con el primero (el más pobre) tal como se muestra en el gráfico 3.


			Gráfico 3. Relación del ingreso medio per cápita del hogar entre el quintil 5 y el quintil 1 en Costa Rica y América Latina (2000-2019)
			[image: Gráfico líneal donde se observa la relación del ingreso medio  desde año 2000 al  2019]


			Como se puede apreciar, en el caso de la región como un todo, esta razón tiende a descender hasta 2015, mostrando que la brecha entre el quintil más rico y el más pobre se reduce y, por tanto, disminuye la desigualdad. El comportamiento en Costa Rica es distinto. Se puede decir que es una relación que se ha mantenido en un rango entre 14,1 (2008) y 16,7 (2001) y, de hecho, tanto la observación inicial de 2000 como la final de 2019 tienen el mismo valor (14,7). Es decir, la brecha entre estos dos quintiles se ha mantenido más o menos constante. Añadir que hay dos quiebres respecto de la tendencia regional, 2009 y 2011.

			La fuente de información de estas estimaciones son las encuestas de hogares cuyas limitaciones para captar a las élites y estimar el porcentaje del ingreso de hogares que se apropian ya se han mencionado. Incluso, si se quisiera una estimación, no por deciles o quintiles, sino por percentiles, para captar al 1% más rico, los resultados no serían representativos. Dicho de otra manera, no se puede evidenciar a los más ricos. Sin embargo, ha habido al menos dos estudios por paliar esta limitación. 

			El primer estudio es el ejercicio de ajuste de la distribución de ingresos de los hogares, a partir de la información provista por el Sistema de Cuentas Nacionales, realizado por Calderón (2022), para el año 2018. De este ejercicio se puede destacar los siguientes resultados: primero, el nivel de subregistro de los ingresos de los hogares en las encuestas es del 33,3%, variando del 21,1% en los salarios al 87,8% en los ingresos derivados de las rentas de activos financieros y propiedades. Segundo, la distribución del ingreso por deciles cambia en todos los tramos: disminuye en los nueve primeros, pero en el último decil se incrementa del 38,32% (sin ajuste) al 46,73% (con ajuste). Tercero, como corolario de lo anterior, el índice de Gini aumenta del 0,524 al 0,606 (Calderón, 2022: cuadros 22, 25 y 26). 

			El segundo estudio cubre el período 2010-2019 y toma en cuenta la participación en el ingreso del 1%, 0,5% y 0,1% superior a partir de datos de cuentas nacionales y fiscales, y compara el coeficiente de Gini de estos ajustes con el de las encuestas de hogares. Hay dos resultados fundamentales: este coeficiente se incrementa hasta casi cuatro puntos porcentuales y su ritmo de crecimiento es mayor. En efecto, para esa década, mientras el crecimiento anual de las encuestas es del 0,14, el de los datos ajustados corresponde a 0,56 para el 1%, 0,47 para el 0,5% y 0,35 para el 0,1%. “…Por tanto, las personas de más altos ingresos incrementan el nivel de la desigualdad y su ritmo de crecimiento” (Ramírez Cardoza, 2023a: 21-22).47

			Por consiguiente, la evidencia de los párrafos anteriores muestra incremento de la desigualdad de los ingresos entre hogares, medida por el índice de Gini. No obstante, se está ante una imagen limitada porque la métrica de la desigualdad de ingresos depende del tipo de ingreso, de la fuente de información y de la metodología de estimación.48 Es decir, hay múltiples miradas que no necesariamente son coincidentes.




			
				
					10	En los años 70, la dictadura de Pinochet en Chile puso en práctica la primera experiencia neoliberal en la región. De hecho, junto a la resolución de la crisis de la ciudad de Nueva York, fueron los dos laboratorios de experimentación de la doctrina neoliberal que se habían comenzado a gestar desde el Coloquio de Lippmann, realizado en París, en 1938, y en la conocida reunión de 1947, convocada por Friedich von Hayek, cuando se fundó la Sociedad Mont  Pelerin (Pérez Sáinz, 2022).

				
				
					11	Salazar-Xirinachs (2022: 264) ha argumentado que el neoliberalismo, en las dos primeras décadas, se limitó a la reducción de la protección arancelaria gradual y a las medidas de liberalización financiera. Por el contrario, hubo crecimiento del Estado, especialmente en los años 90 con la creación de nuevas instituciones y “…la economía costarricense continuó siendo una economía altamente regulada; de hecho, en varios ámbitos, como el ambiental, las regulaciones continuaron aumentando”.

				
				
					12	En Costa Rica, el índice de Gini llegó a descender a 0,390 en 1977 (Thorp, 1998: cuadro VIII.1). Hay que tener cuidado al comparar estos guarismos con los del texto principal, porque las fuentes de datos son distintas.

				
				
					13	Su intensidad queda reflejada en los siguientes indicadores: devaluación del colón en cerca del 600% que supuso un incremento de la inflación (índice de precios al por mayor) de 100% en 1981, disminución del PIB en casi 10% y del ingreso nacional en un 22%, paralización de la inversión con niveles negativos en el caso de la inversión foránea, aumento de la tasa de desempleo abierto al 9,5% y, en 1982, el 86% del salario promedio se tenía que destinar a cubrir la canasta básica alimentaria (Villasuso, 2000: 8-9).

				
				
					14	El contundente triunfo de LIBRE en las elecciones hondureñas a finales de 2021, que han llevado a la presidencia a Xiomara Castro, implicaría que este deterioro podría ser revertido en ese país. Pero habrá que ver.

				
				
					15	El otro escenario, aún más importante, fue Afganistán, donde las tropas soviéticas tuvieron que retirarse, escenificando la derrota del bloque soviético en la “Guerra Fría”.

				
				
					16	El monto total de la ayuda fue de 1493,1 millones de dólares, siendo 1985 el año en el que se recibió la mayor cantidad (232,1 millones de dólares) (Lizano Fait, 1999: anexo 5). Esta ayuda no fue ajena a que el país sirviera de retaguardia para el frente sur de la “contra”, aunque este no fuera tan determinante como el frente norte, en la frontera con Honduras. Es importante añadir que, en el primer lustro de los años 80, ingresaron en Centroamérica más de 2600 millones de dólares de ayuda no militar; casi la mitad fue destinada a El Salvador (Viales Hurtado, 2022: 117).

				
				
					17	Este organismo también redefinió su pensamiento con su giro neoestructuralista basado en cinco conceptos clave para afrontar la globalización: “competitividad sistémica”, “progreso técnico”, “flexibilidad laboral proactiva”, “acción concertada” y “círculo virtuoso” (Leiva, 2008).

				
				
					18	Es lo que Ali (2015) ha denominado el “extremo centro”. Ejemplo más connotado es Toni Blair, quien puede ser considerado como el heredero ideológico de Margaret Thatcher, pero junto a él se puede nombrar, entre otros, a Gerard Schröder o Felipe González. Las trayectorias posteriores seguidas por estos tres personajes no dejan dudas al respecto.

				
				
					19	Las dos figuras clave de tal pensamiento fueron Eduardo Lizano Fait, en las filas de Liberación, y Miguel Ángel Rodríguez, en la Unidad Social Cristiana.

				
				
					20	El grado de apertura (peso del sector externo con respecto al PIB) pasó de 61,3 en el primer quinquenio de los años 90 a 73,4 en el segundo y a 76,0 durante 2000-2004 (Arias Ramírez y Muñoz López, 2007: cuadro 1). 

				
				
					21	En Costa Rica, como en el resto de Centroamérica, no se puede hablar de un período de industrialización por sustitución de importaciones como en los países de modernización temprana (Cono Sur) o acelerada (Brasil, Colombia y México). La industrialización, en el marco del Mercado Común Centroamericano, no desplazó y tuvo que coexistir con el modelo primario exportador, tanto de productos tradicionales (café y banano) como nuevos (algodón, azúcar y carne vacuna). Por eso Bulmer-Thomas (1989), en su obra clásica sobre la economía política de la región, habla de “modelo mixto”.

				
				
					22	La verdadera inserción en la globalización de El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua es la migración con su aporte de remesas que constituyen porcentajes significativos del PIB de cada país. Sin ese flujo de transferencias, regiones enteras de esos países habrían desaparecido del mapa. Se trata de una inserción en la globalización “desde abajo”.

				
				
					23	Vargas Solís (2016), en su periodización de lo que denomina el “proyecto histórico neoliberal”, considera que este evento marca el inicio de una segunda fase de ese proyecto. En la primera, calificada de “exportación ligera”, aún predominaba el capital costarricense, pero con la llegada de Intel se impone la hegemonía del capital foráneo.

				
				
					24	Para Pérez (2004: 37), la creación del primer microprocesador de Intel, en su planta de Santa Clara en California a inicios de los años 1970, representó el big bang de esta nueva revolución tecnológica. 

				
				
					25	A finales del siglo XX se habían identificado unas 137 empresas de software en el país cuyas principales características eran predominantemente nacionales, de pequeño tamaño o micro y la mitad se orientaba exclusivamente al mercado local. Costa Rica concentraba más de tres cuartos de firmas de software del istmo centroamericano y de República Dominicana (Monge, 2002: 27-28).

				
				
					26	Se proponían otros tres clusters: el de turismo, el de agronegocios y el de textiles y prendas de vestir. Hay que recordar que el autor de moda en esos años era Michael Porter con su famoso “diamante” que mostraba las sinergias de distintos factores que hacían parecer al modelo de cluster como el idóneo para afrontar la competitividad global (Pérez Sáinz, 2017).

				
				
					27	Con respecto al impacto sobre el PIB, Monge-González (2017: 19) ha cuestionado esta afirmación mostrando que el comportamiento del PIB costarricense, con y sin Intel durante el período 1999-2015, fue muy similar. Este autor lo explica porque se cambió de un concepto de contribución bruta (que incluía materias primas que se importaban bajo el concepto de consignación, así como los precios de transferencia que reportaba esta empresa) a contribución neta.

				
				
					28	Las zonas francas representaban el 8% de la producción manufacturera en 1997 y el 11,9% de las exportaciones totales en 1994. Con la llegada de Intel, estos porcentajes se elevaron en 1999 a 33,2% y 53,6%, respectivamente. Además, para ese mismo año, Intel contribuía a más del 70% de las exportaciones del régimen de zonas francas (Hidalgo Capitán, 2003: 160-161 y 248).

				
				
					29	Por su parte, Vargas Solís (2016: 154) habla de “dualización” de la economía costarricense.

				
				
					30	Molina Alfaro (2017) ubica en este proceso de “elitización” a los negociadores del TLC que reflejarían la configuración de una nueva élite estatal.

				
				
					31	En su análisis de las transformaciones de la clase media durante los años 90, Vega Martínez (1999-2000) concluye que era aún prematuro hablar de “ganadores” y “perdedores”.  No obstante, señaló transformaciones importantes: el mayor dinamismo de capas medias en el sector privado, la pérdida relativa de la importancia del Estado donde la fuerza laboral menos capacitada aparecía como la más vulnerable a los cambios, la revitalización del empresariado pequeño rural y sus posibles nexos con la nueva agroexportación, y la expansión en el sector terciario. Estos dos últimos cambios insinúan que ciertos sectores medios se estarían integrando al nuevo eje globalizado de acumulación.

				
				
					32	Además, en 1989, tropas estadounidenses invadieron Panamá y derrocaron a Noriega.

				
				
					33	La expresión es de la inmensa novela de Leonardo Padura, El hombre que amaba los perros.

				
				
					34	Dentro de esta excepcionalidad, como ha señalado León Araya, se articularon dos mitos históricos del país: su progreso ha estado unido a productos agrícolas de exportación, en concreto al café, y en esa producción ha habido respeto por la naturaleza. De esta manera se comenzó a generar un sentido común de desarrollo sostenible que se “…convirtió en el discurso encargado de suturar la política exterior con la doméstica, así como la idea de continuidad y cambio –de desarrollista a neoliberal– dentro del modelo de desarrollo” (León Araya, 2022: 199).

				
				
					35	Entre 1995 y 2004, el combo-ICE fue el evento que generó más acciones colectivas (248), superior al conflicto del magisterio (86) de 1995 o a la oposición al monopolio concedido a RITEVE (148) en 2004 (Mora Solano, 2008: cuadro 2).

				
				
					36	Desde la Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones del Sector Empresarial Privado (UCCAEP) se creó un comité, dirigido por un antiguo presidente de esta organización, Marco Vinicio Ruiz, para armonizar los distintos intereses empresariales durante las negociaciones (Arias Chavarría, 2019: 73): una prueba de la cohesión de la gran burguesía costarricense.

				
				
					37	Tampoco hay que olvidar que en 2002 hubo una reforma al Código Penal por la que la realización de bloqueos de vías, arma importante de la lucha en la calle, conllevaba penas de cárcel (Raventós Vorst, 2018: 163).

				
				
					38	No hay un cálculo exacto de cuántos se crearon, pero se estima que entre 150 y 180 (Raventós Vorst, 2018: 108). Es importante señalar también que hubo 12 organizaciones multisectoriales que se movilizaron contra el TLC, desde inicios de siglo (Almeida, 2016: cuadro 3.2).

				
				
					39	Este papel subsidiario de los partidos políticos contrasta con los casos salvadoreño y nicaragüense donde tuvieron mayor protagonismo en las luchas opositoras al CAFTA-DR y que, posteriormente, capitalizaron electoralmente (Spalding, 2014).

				
				
					40	En este sentido, se cuestiona la interpretación del Banco Mundial de que el “pacto social” junto a la democracia permanente, la economía abierta y la marca ecológica son las claves del éxito del modelo de desarrollo costarricense (Oviedo et al., 2015).

				
				
					41	Además de las políticas redistributivas, Carballo Chaves (2024) ha indagado sobre las políticas de reconocimiento de cambios culturales y surgimiento de nuevas identidades socioculturales. Estas estuvieron prácticamente ausentes durante el gobierno de Arias Sánchez, pero se intentaron con Chinchilla Miranda, en el ámbito educativo.

				
				
					42	Al leer el nombre de esas empresas, emergía la pregunta: ¿qué tipo de capitalismo se caracteriza por tener empresas grandes y líderes de sus sectores que no generan beneficios de manera sostenida? Obviamente, la pregunta es retórica: tal tipo de capitalismo no existe.

				
				
					43	Estos dos fenómenos, la pandemia y la digitalización, se abordan en el capítulo séptimo del presente texto.

				
				
					44	Son datos provenientes de la base de CEPALSTAT que es la que se va a utilizar en gran parte de este apartado porque permite la comparación entre países y también a través del tiempo.

				
				
					45	Han tomado en cuenta 12 fuentes de ingreso: cinco laborales, tres de renta empresarial, una de renta del capital y tres referidas a transferencias corrientes.

				
				
					46	Es importante también destacar que el segundo mandato de Dilma Rousseff (enero de 2015 a agosto de 2016) se caracterizó por el predominio de políticas neoliberales sobre las neodesarrollistas (Prates, Fritz y Paula, 2020).

				
				
					47	En la página web del World Inequality Lab, que manejan Piketty y sus colaboradores, el porcentaje de la renta nacional apropiada por el percentil superior, para la segunda década del presente siglo en Costa Rica, ha variado de 14,8% en 2014 a 19,9%, dos años más tarde (información obtenida del wid.world, el 31-03-2023 a las 15:07:31). 

				
				
					48	A partir de las Encuestas Nacionales de Ingresos y Gastos de los Hogares de 2004 y 2013, Fernández Arauz (2016) ha estimado la desigualdad de tres tipos de ingresos (corriente bruto del hogar, corriente bruto per cápita del hogar y laboral), utilizando tres mediciones (coeficiente de Gini, índice de Theil y varianza del logaritmo). Respecto a los dos primeros ingresos, no llega a conclusiones contundentes por resultados estadísticamente no significativos o contradictorios entre los indicadores. Solo respecto del tercer ingreso, el laboral de los perceptores de los hogares, las tres mediciones muestran incrementos significativos de la desigualdad.

				
			

		


		
			CAPÍTULO II 
El derrumbe de la ruta de movilidad social

		


		
			

			Se ha argumentado que la “edad dorada” de la igualdad en Costa Rica se sustentó en la existencia de una ruta de movilidad social ascendente, a partir del acceso a la educación pública y de las posibilidades de obtener un empleo en el Estado, signada por la certidumbre que se ampliaba más allá de la vida laboral con el sistema de pensiones. Estos tres pilares se han deteriorado, desde la década de 1980, lo que ha socavado esta vía de ascenso social. El presente capítulo analiza este derrumbe, lo que supone centrarse en la crisis de la educación pública, en la estigmatización del empleo estatal y en la erosión de las pensiones. Cada una de estas cuestiones se abordan en sus respectivos apartados.

			2.1	La crisis de la educación pública

			En 2021, cuando apenas se vislumbraba la salida de la pandemia del Covid-19, se publicó el Octavo Estado de la Educación en el que se mencionaba que en el país había acontecido un “apagón educativo”. En palabras del propio informe, esta metáfora expresa que “…en los últimos cuatro años, se encadenaron reiteradas y significativas interrupciones de los ciclos lectivos que han provocado un fuerte recorte en los aprendizajes estudiantiles”. Sus consecuencias suponen que “…cohortes enteras de estudiantes arrastran deficiencias educativas aún mayores que las tradicionalmente reflejadas en los malos resultados educativos que Costa Rica obtenía, en promedio, en las pruebas estandarizadas nacionales e internacionales. Se tienen amplios y diversos grupos de estudiantes rezagados: las personas de la educación especial, las que asisten a modalidades abiertas, la población indígena, los cientos de miles con poca o nula conectividad, las niñas y niños que asisten a preescolar. Todo esto ha incrementado las desigualdades entre la educación pública y la privada (que no ha interrumpido sus servicios) en los ciclos educativos que la Constitución Política establece como obligatorios” (Programa Estado de la Nación, 2021: 29). 

			Es decir, se está ante la peor crisis educativa de las últimas cuatro décadas del país, que se debe a la conjunción de tres procesos: la profundización de los rezagos acumulados en años previos, los retrocesos generados por la propia pandemia y la respuesta institucional limitada para afrontar estos problemas. De esta manera, esta crisis ha generado el ya mencionado “apagón educativo” que afecta a toda una generación de menores y adolescentes (Programa Estado de la Nación, 2021: 34).

			El presente texto no intenta abordar esta crisis en su inmensa complejidad, sino destacar algunos factores que tienen que ver con cómo la educación, en concreto la pública, ha visto mermada su capacidad de igualación social que es, justamente, su función como uno de los pilares básicos de la ciudadanía social. Es en términos de esta finalidad que la educación pública puede ser soporte de rutas de movilidad social ascendente. Para ello, es importante tener cierta perspectiva histórica y abordar esta crisis como proceso. 

			Costa Rica ha sido un país que ha destacado por sus logros educativos en América Latina. Ya a finales del siglo XIX sobresalía, junto a los países del Cono Sur, por su nivel de alfabetización y cobertura de educación primaria.49 Este proceso, con el paréntesis de la segunda década del siglo XX, se profundizó especialmente en la última mitad del siglo pasado con la Segunda República. No obstante, este desarrollo se vio interrumpido con la crisis de los años 1980, cuando la inversión en educación se desmoronó, lo que afectó a todos los niveles, con excepción del universitario.50 A diferencia del pasado –cuando se priorizaba la inversión en educación–, con los programas de ajuste estructural, esta inversión fue resignificada como gasto y sacrificada para cumplir con los objetivos de tales programas. Al respecto es importante destacar que, a nivel preuniversitario, esta crisis profundizó las diferencias entre la educación pública y la privada, a favor de esta última. De esta manera, la educación se consolidó, según acertadamente ha señalado Molina Jiménez (2016: 480), como una experiencia de clase con lo que se erosionó uno de los pilares fundamentales de la ciudadanía social.51

			Un indicador de esta crisis lo representa el gasto público en educación como porcentaje del PIB. Su evolución, entre 1980 y 2019, se muestra en el gráfico 4.


			Gráfico 4. Costa Rica: gasto público en educación como porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB) (1980-2019)
			[image: Gráfico líneal que muestra la evolución del gasto público en educación en Costa Rica como porcentaje del PIB entre 1980 y 2019]


			Como se puede apreciar, desde 1980 hasta mitad de la siguiente década, este indicador tuvo una caída significativa, para recuperase parcialmente en el último lustro del siglo pasado. Justamente, en 1996, se reformó el artículo 78 de la Constitución del país, para exigir al Estado una inversión no menor del 6% del PIB para educación pública. La segunda recuperación –más vigorosa– ha tenido lugar a partir de 2007, pero en 2019 no había alcanzado el nivel de 1980. Además, hay que recordar que, en 2011, hubo una nueva reforma constitucional que elevó el porcentaje del PIB dedicado a educación a no menos del 8% a partir de 2014, junto a la obligatoriedad de las educaciones preescolar, general básica, diversificada y su gratuidad en el sistema público. Este porcentaje nunca se alcanzó durante todo este período. No obstante, es importante señalar que hubo una revalorización de la educación, pero no en clave ciudadana como en el pasado, sino en términos de “capital humano”, problemática central al discurso neoliberal y que fue acogida favorablemente por las élites empresariales, por su incidencia beneficiosa en el proceso de acumulación (Molina Jiménez, 2016: 514-516).52

			En términos de cobertura, la gran perjudicada por la crisis de los años 1980 fue la educación secundaria que, desde mitad de siglo, había tenido un crecimiento constante. Así, esta cobertura descendió de 58,7% en 1980 a 37,4% en 1989 (Molina Jiménez, 2016: cuadro 9.3). Habría que esperar a 2002 para recuperar el nivel de inicio de los años 1980. Como se ha señalado: “…hasta ahora, este es el principal retroceso experimentado por la educación costarricense en toda su historia” (Molina Jiménez, 2018: 188). Esta regresión es clave para entender la crisis de la educación pública porque la (in)conclusión de este nivel educativo afecta las trayectorias vitales de las personas adolescentes, sea para su ingreso en la universidad o en el mercado de trabajo.53

			El deterioro de la educación secundaria, en concreto de la pública, se ha manifestado en términos de tres fenómenos básicos: “deserción”54, repitencia y reprobación. No obstante, el nivel de secundaria es heterogéneo, tanto en términos de tipo de establecimiento (público versus privado) como de modalidad educativa (académica diurna y nocturna, técnica diurna y nocturna, y artística). Por consiguiente, el análisis debe tomar en cuenta tal diversidad porque la crisis educativa no tiene una única expresión. En este sentido, se cuenta con el Quinto Informe del Estado de la Educación que, en uno de sus capítulos, ha abordado la problemática de las desigualdades en rendimiento en la secundaria del país para el año 2013 (Programa Estado de la Nación, 2015: 249 y ss.). 

			Para ese año, la matrícula en secundaria ascendía a 364 654 estudiantes, con un 88,5% que asistía a centros públicos, mientras que el resto lo hacía a establecimientos privados (7,9% en no subvencionados y 3,6% en subvencionados). La distribución por modalidad educativa era la siguiente: académica diurna (65,7%), académica nocturna (9,9%), técnica diurna (21,9%), técnica nocturna (2,3%) y el restante 0,3% en artística (Programa Estado de la Nación, 2015: 259).

			Justamente, tomando en cuenta estas dos dimensiones (tipo de establecimiento escolar y modalidad educativa), se puede apreciar los rendimientos en términos de las tres dimensiones mencionadas. 



			Cuadro 1. Costa Rica: “deserción”, repitencia y aprobación en la educación secundaria por tipo de colegio y modalidad educativa (2013) (porcentajes)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tipo de colegio y modalidad educativa

						
							
							“Deserción”

						
							
							Repitencia

						
							
							Aprobación

						
					



					
							
							Público

						
							
							
							
					

					
							
							- académica diurna

						
							
							7,8

						
							
							11,4

						
							
							80,7

						
					

					
							
							- académica nocturna

						
							
							26,9

						
							
							17,2

						
							
							77,6

						
					

					
							
							- técnica diurna

						
							
							9,9

						
							
							6,8

						
							
							83,2

						
					

					
							
							- técnica nocturna

						
							
							8,9

						
							
							0,1

						
							
							95,9

						
					

					
							
							Privado

						
							
							
							
					

					
							
							- no subvencionado

						
							
							1,3

						
							
							1,8

						
							
							más de 90,0

						
					

					
							
							- subvencionado

						
							
							1,3

						
							
							3,5

						
							
							más de 90,0

						
					

					
							
							Total nacional

						
							
							9,4

						
							
							8,1

						
							
							84,9

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en el Programa Estado de la Nación (2015: 258-280).



			Dos fenómenos destacan. El primero son las disparidades a favor de la educación privada en los tres indicadores. Solo la técnica nocturna, en relación a la repitencia y a la aprobación, muestra logros similares e incluso superiores a los del sector privado. No obstante, se está hablando de un porcentaje muy pequeño de matrícula, por lo que las diferencias entre estos dos tipos de educación son contrastantes. Segundo, los resultados dentro de los establecimientos públicos muestran heterogeneidad. Hay un espectro cuyos extremos son las dos modalidades nocturnas: del lado de logros positivos, la técnica; del lado negativo, la académica. La diferencia es el peso de cada una en términos de matrícula, ya señalada previamente.

			El Quinto Informe de la Educación ha buscado identificar factores que podrían afectar tales rendimientos escolares.55 Una síntesis de los resultados más significativos se muestran en el siguiente cuadro.

			
Cuadro 2. Costa Rica: factores que inciden en la “deserción”, repitencia y reprobación en la educación secundaria (2013)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Factores

						
							
							“Deserción”

						
							
							Repitencia

						
							
							Reprobación

						
					

				
				
					
							
							Recursos materiales del establecimiento

						
					

					
							
							- infraestructura educativa

						
							
							disminuye

						
							
							disminuye

						
							
							disminuye

						
					

					
							
							- facilidades educativas

						
							
							disminuye

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							- mobiliario educativo

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							disminuye

						
					

					
							
							Personal docente

						
						
					

					
							
							- proveniente de universidades públicas

						
							
							disminuye

						
							
							disminuye

						
							
							-

						
					

					
							
							- edad de la persona docente

						
							
							disminuye en académicos

						
							
							disminuye en académicos

						
							
							-

						
					

					
							
							- porcentaje de personas interinas

						
							
							disminuye en académicos y aumenta en técnicos

						
							
							disminuye en académicos

						
							
							-

						
					

					
							
							- ubicación en zona de pobreza

						
							
							aumenta

						
							
							aumenta

						
							
							-

						
					

					
							
							- colegio nocturno

						
							
							aumenta

						
							
							aumenta

						
							
							-

						
					

					
							
							Contexto de la comunidad

						
						
					

					
							
							- tamaño de la matrícula

						
							
							aumenta

						
							
							aumenta

						
							
							aumenta

						
					

					
							
							- hacinamiento

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							aumenta

						
					

					
							
							- barrio de nivel socioeconómico medio o alto

						
							
							disminuye

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							- población en situaciones de discapacidad

						
							
							aumenta

						
							
							-

						
						
							-

						
					

					
							
							- población indígena

						
							
							-

						
							
							aumenta

						
							>
							-

						
					

					
							
							Tipo de establecimiento

						
						
					

					
							
							- colegio técnico

						
							
							disminuye

						
							
							disminuye

						
							
							disminuye

						
					

					
							
							- colegio privado

						
							
							disminuye

						
							
							disminuye

						
						
							disminuye

						
					

					
							
							- colegio nocturno

						
							
							aumenta

						
							
							aumenta

						
							
							-

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en Brenes Camacho (2014: cuadros 6 a 8); Del Valle Alvarado y Fernández Aráuz (2014: cuadro 25); Sánchez Hernández et al. (2014: 98).



			La parte superior se refiere a los recursos materiales de los establecimientos escolares que han sido agrupados en tres índices: el de infraestructura educativa, el de facilidades educativas y el de mobiliario educativo.56 Como se puede apreciar y era de esperar, los colegios mejor equipados, especialmente en términos de infraestructura, obtienen mejores resultados. Hay que mencionar que en el ejercicio multivariado no se detectan diferencias significativas entre zonas (rurales, signadas por la pauperización, versus el resto de zonas rurales y urbanas). La razón hay que encontrarla en el hecho de que “…pertenecer a un distrito rural pobre significa al mismo tiempo contar con centros educativos con recursos de infraestructura y mobiliario insuficientes y de mala calidad” (Programa Estado de la Nación, 2015: 269). Es decir, se está ante una doble desventaja.

			En cuanto a las características del profesorado, hay que mencionar que el análisis se limitó a la “deserción” y a la repitencia. La formación de la persona docente en universidades públicas muestra incidencia en disminuir tanto la “deserción” como la repitencia. Lo mismo acontece con la edad, porque cuanto mayor también se reducen estos fenómenos, pero de forma limitada a la modalidad académica. Los efectos contrarios suceden en zonas signadas por la pauperización y en la modalidad nocturna. 

			No obstante, se ha cuestionado el primero de los resultados, la formación del personal docente, porque “…esto puede estar respondiendo más a una relación con la cantidad de educadores y no tanto a la asociación de resultados con sus cualificaciones. Las variables utilizadas en los modelos como proxy de la calidad del docente pueden estar resultando insuficientes, lo que impide llegar a conclusiones más contundentes” (Programa Estado de la Nación, 2015: 272).

			Si los datos previos se asocian a desigualdades internas del sistema educativo, la parte inferior remite a factores de orden externo. Lo primero que destaca es que cuanto mayor el número de estudiantes del establecimiento, mayor la probabilidad de “deserción”, repitencia y reprobación. O sea, se está ante contextos territoriales donde la presencia educativa estatal es limitada para la población estudiantil existente. Hay dos factores de orden socioeconómico que se comportan de manera esperada. Por un lado, el hacinamiento, como expresión de las carencias de la vivienda, incide en mayor reprobación, mientras que, cuando el establecimiento se ubica en zonas donde predominan los hogares de sectores medios y altos, la “deserción” es menor. En el primer caso, se estaría ante viviendas pequeñas y con familias grandes que dificultan a las personas jóvenes el estudio. En el segundo, la variable en concreto fue la de vivienda con tanque de agua caliente, que el autor, dada su poca generalización en los hogares costarricenses57, consideró como un indicador de estrato social. 

			También hay que destacar dos factores de orden sociodemográfico. Por un lado, comunidades donde hay presencia de población en situaciones de discapacidad aumentaba la probabilidad de “deserción”, mientras que lo mismo acontecía con población indígena respecto de la repitencia. En el primer caso, se asocia a problemas de cuido de las familias de estas personas más que a limitaciones de los centros educativos. En el segundo, el autor advirtió de la necesidad de operacionalizar el contexto territorial del centro educativo de manera muy restringida, por la concentración espacial de estos grupos étnicos. Es importante añadir que no se ha encontrado asociaciones significativas entre estos indicadores de desempeño y la población migrante, en especial la nicaragüense, que es la predominante, al contrario de lo detectado respecto de la educación primaria (Brenes Camacho, 2014: 25-27). 

			Al final de esta parte inferior del cuadro se muestran resultados con respecto a tipos de colegios consideradas variables de control en los modelos. Los resultados confirman lo ya señalado en el cuadro precedente: por un lado, las diferencias entre la educación privada y pública y, por otro lado, la heterogeneidad de esta última. Por estas razones es importante explorar un poco más esas divergencias y centrarse en la especificidad de los colegios nocturnos, como se hará más adelante. 

			Hasta aquí la comparación entre la educación pública y privada ha tenido como unidad de análisis el establecimiento educativo. Pero los resultados escolares inciden, en última instancia, en las propias personas que estudian. En este sentido, es importante tomar en cuenta, no solo las características de los establecimientos escolares, sino también la del estudiantado y sus entornos familiares. Esto supone que la unidad de análisis deja de ser el centro educativo y pasa al individuo que estudia. Estas nuevas dimensiones se exploraron para las denominadas pruebas PISA que se aplicaron en Costa Rica en 2009 y 2012 (Fernández y Del Valle, 2013; Giménez y Castro Aristizábal, 2017).58

			Si bien los dos estudios mencionados utilizan técnicas de descomposición distintas para estimar el peso de las variables, coinciden en que son factores familiares e individuales los que tiene mayor peso. Entre estos factores, Fernández y Del Valle (2013) destacan el nivel o grado que cursaba la persona en el momento de realizar la prueba. Esta es una variable que remite al fenómeno de la repitencia, que era mayor en colegios públicos que en privados. Por el contrario, en el análisis de Giménez y Castro Aristizábal (2017), la no repitencia sería el tercer factor en importancia detrás de la calidad de los recursos de los centros educativos y de la riqueza del hogar del cual proviene la persona estudiante. Para estos últimos autores, el conjunto de factores en orden de importancia sería: las características del hogar, los recursos de los centros educativos, las características de la persona estudiante y el ambiente de trabajo en los centros.

			En términos del contraste entre la permanencia y la interrupción en la secundaria diurna costarricense –para la cohorte 2015-2019– el estudio de García Fernández y García-Marín (2024b), aunque limitado a un análisis bivariado, pero con la ventaja de una mirada diacrónica, muestra también la importancia de los factores socioeconómicos y la trayectoria educativa de la persona. Esta última se relaciona con la repetición de algún  año escolar o la interrupción de estudios, mientras que, con respecto a los primeros, descuellan el denominado “clima educativo de hogar” y la tenencia de bienes.

			La referencia a la riqueza del hogar remite a las desigualdades de ingreso. Esta asociación entre tipo de educación e ingreso del hogar se expresa en el siguiente gráfico que muestra la asistencia escolar a establecimientos públicos, según quintiles de ingreso.



			Gráfico 5. Costa Rica: asistencia escolar a establecimientos públicos por quintil de ingreso (2003-2019)
			[image: Gráfico lineal donde se analiza la asistencia escolar a establecimienntos públicos del 2003 al 2019]


			

			Se puede decir que los hogares de los tres primeros quintiles, durante el período considerado, han enviado a sus miembros escolarizados a centros públicos. Es a partir del cuarto quintil que los establecimientos privados comienzan a ganar importancia, pero es respecto al último que se insinúa nítidamente la asociación entre educación privada e ingresos del hogar. Durante estos años, el porcentaje ha variado entre 56,6% –en 2006– de hogares de este último quintil con asistencia escolar a centros públicos y 44,4% en 2009. 

			En cuanto a los colegios nocturnos, son varias las cuestiones que se pueden mencionar para constatar que se está ante el segmento de educación más vulnerable. Primero, los datos de 2013, ya mencionados, señalan que representaban un 12,2% de la matrícula, agregando las modalidades académica y técnica. Es decir, es una población estudiantil no desdeñable. Segundo, se trata de estudiantes de 18 años o más, lo cual tiene consecuencias en términos de configuración de su propia familia porque seis de cada diez viven con su pareja o con sus hijos e hijas. Tercero, más de dos tercios ha abandonado los estudios en alguna ocasión por diversas causas (“deserción” escolar de otro miembro del hogar, repitencia o consumo de drogas).59 Cuarto, la gran mayoría proviene de hogares con bajos recursos. Quinto, es un segmento de la educación secundaria que no recibe mayor apoyo estatal. Como señala el Quinto Informe de la Educación: “…la necesidad de trabajar, los quehaceres domésticos y el cuidado de menores o familiares inciden con mayor fuerza en los estudiantes de instituciones nocturnas […]. La falta de instalaciones e infraestructura propia impide generar identidad con la institución, los profesores que imparten lecciones han sido formados en pedagogía y pocos están listos para la educación de adultos; además, hay poco involucramiento estudiantil y escaso apoyo de los programas de equidad […]. La suma de estos factores hace que la población que asiste a centros nocturnos sea más vulnerable y más propensa a salir del sistema y tener más problemas de aprobación” (Programa Estado de la Nación, 2015: 278 y 280).

			De este conjunto de evidencia empírica y su análisis, el Quinto Informe de la Educación formula dos importantes conclusiones respecto de los rendimientos escolares en la educación secundaria costarricense. La primera es la incidencia primordial de factores externos al centro educativo. Esto acontece tanto si la unidad de análisis es el propio establecimiento escolar o la persona estudiante. En aquel son las características del entorno (del barrio, de la población cercana y de las viviendas próximas), mientras que en esta serían las referidas a la familia en términos de sus condiciones socioeconómicas y culturales. A pesar de esta preeminencia se plantea como segunda conclusión que las características de los centros escolares no pueden ser ignoradas.60 Esto queda patente en el estudio de situaciones extremas (la comparación entre establecimientos educativos con los mejores y peores resultados), donde las modalidades educativas, el tamaño del centro y las características del profesorado emergen como los factores determinantes (Programa Estado de la Nación, 2015: 287). Si bien en términos generales los rendimientos escolares son mejores en la educación privada, hay modalidades de establecimiento público (los científicos o los técnicos) que superan a los privados.

			Al reflexionar sobre la crisis de la educación pública, es destacable que la preeminencia de factores externos refleja cómo las dinámicas de desigualdad en otros ámbitos sociales inciden sobre el educativo. Peor aún, la educación pública no contribuye a relativizar esas desigualdades, como debería ser su función en tanto pilar fundamental de la ciudadanía social, sino que las profundiza. La importancia de los factores internos a los centros escolares remite, para el caso de la educación pública, a la acción del Estado y sus políticas educativas. Ambos fenómenos no son ajenos al orden neoliberal, porque este ha propiciado el desarrollo de asimetrías en múltiples ámbitos sociales, a la vez que ha cuestionado el protagonismo estatal para atribuírselo al mercado.

			En el capítulo precedente se ha señalado que la segunda década del presente siglo acabó con dos nuevos enfrentamientos dentro de la pugna distributiva: la reforma fiscal en 2018 y la Ley para brindar seguridad jurídica sobre la huelga y sus procedimientos que fue promulgada a inicios del siguiente año. En ambos casos hubo importantes movilizaciones sociales que no lograron, como en el pasado, negociaciones para reformar o detener estas iniciativas. En ambas coyunturas, especialmente en la primera, los gremios magisteriales tuvieron gran protagonismo (Díaz Arias, 2021b).61 

			Esta participación tuvo como resultado la interrupción del ciclo lectivo. Al respecto es importante hacer una reflexión general sobre las huelgas en los servicios públicos. Este tipo de conflicto confronta al gobierno de turno con los sindicatos del respectivo sector, pero en medio quedan las personas usuarias de esos servicios que se ven privadas de ellos. La percepción que este actor involuntario tiene de la legitimidad de las demandas sindicales es clave. Si las considera justas porque defienden un bien público, la balanza se inclinaría del lado gremial; por el contrario, si las considera inapropiadas, resultado de defensa de privilegios corporativos, el gobierno se fortalece. Es decir, en este tipo de conflictos hay una dimensión ideológica fundamental que remite a cómo se perciben los bienes públicos y quiénes los tienen que garantizar.

			En el caso costarricense, la población afectada fue el estudiantado del sector público y sus respectivas familias, por la interrupción de clases. En la pugna ideológica se puede pensar que la balanza se inclinó del lado del gobierno; de hecho, las dos iniciativas se aprobaron.62 En el trasfondo se encontraba el proceso de estigmatización del empleo público que había comenzado años atrás y que es uno de los grandes logros del neoliberalismo en Costa Rica. Esta es una cuestión que se aborda en el siguiente apartado.

			En 2018 las clases se interrumpieron por cuatro meses y en 2019 por dos meses. Este rezago se vio profundizado con la inesperada pandemia del Covid-19, en el año 2020, que supuso una primera interrupción de tres semanas y posteriormente del resto del año; en 2021 fue mes y medio (Programa Estado de la Nación, 2021: figura 1.1). Se ha estimado que esta acumulación de lecciones perdidas equivale a “…un 80% de un año lectivo regular en primaria y un 72% en secundaria […]. Al extrapolar la información presentada, puede afirmarse que, desde una perspectiva general, la pandemia ha supuesto una fuerte contracción de los aprendizajes para varias cohortes de estudiantes que han experimentado el ‘apagón educativo’” (comillas de los autores) (Programa Estado de la Nación, 2021: 39 y 40).63

			Además, la pandemia impuso la necesidad del teleestudio. De esta manera se evidenciaba una nueva brecha entre la educación pública y privada, la generada por la digitalización.

			Una primera manifestación fue la ausencia de computadora en el hogar que afectó a un quinto de la población estudiantil y el denominado “hacinamiento tecnológico”, o sea, varias personas estudiando que utilizan la misma computadora. Pero la expresión más asimétrica ha sido la conexión a internet, que representa la primera brecha digital, por su asociación con la desigualdad de ingreso. Así, en el año del inicio de la pandemia, el 78,0% de los hogares del quintil más rico tenía conexión vía cable coaxial o fibra óptica, mientras que, en el primer quintil, el 13,0% de las unidades domésticas carecía de conexión alguna (Programa Estado de la Nación, 2021: gráficos 1.7, 1.8 y 1.9).64 Hay que recordar la distribución entre educación pública y privada según quintiles de ingreso de los hogares, reflejada en el gráfico 5 del presente texto. Es decir, se configuró un nudo de desigualdades donde se entretejieron las educativas, las de ingreso y las digitales.

			Resultado de ello ha sido la configuración de un nuevo sujeto, los “estudiantes desconectados” que han sido definidos como “…aquellos que formalmente permanecen en el sistema, pero que carecen de las condiciones necesarias para dar continuidad y desarrollar procesos de aprendizaje de calidad. Para ellos, la permanencia nominal en el sistema no les garantiza el ejercicio pleno de su derecho a la educación” (Programa Estado de la Nación, 2021: 43). Es decir, ha surgido una nueva forma de exclusión educativa.

			El deterioro gradual de la educación pública por décadas, el impacto de la pandemia y la irrupción de la digitalización configuran los ingredientes de una “crónica de un desastre anunciado”. A lo que hay que añadir que, desde 2017, la inversión pública en educación como porcentaje del PIB ha descendido de manera continua.65 Esta crónica se ha plasmado en el IX Informe del Estado de la Educación, en el que se expresa, de manera lapidaria, que, debido a los “rezagos históricos y al apagón educativo, […] la crisis de gestión, recursos y resultados educativos se profundizó al punto que, en la actualidad, Costa Rica enfrenta una coyuntura decisiva en materia educativa, cuya resolución, en un sentido u otro, afectará profundamente el rumbo del país en las próximas décadas” (Programa Estado de la Nación, 2021: 27). En el informe hay dos expresiones de este desastre que merecen ser mencionadas por su carácter revelador.

			La primera se refiere a la cohorte que finalizó la etapa escolar en 2018-2019 y que en 2023 estaría concluyendo la secundaria. Cuatro graves problemas afectan a este grupo: no han tenido un plan para recuperar la acumulación de rezagos arrastrados desde la etapa escolar; no se conoce la profundidad real de la limitación de sus aprendizajes; han perdido casi dos años y medio de escolaridad; y les quedaba un año lectivo para lograr todas las metas curriculares, lo cual era imposible (Programa Estado de la Nación, 2021: figura 1.1). Es decir, se está ante una generación perdida. 

			La segunda expresión es aún más preocupante, porque remite a las bases del conocimiento, en concreto a las capacidades de lectura, comprensión y escritura de textos simples. A partir de la valoración de docentes de primaria, el 56% de este profesorado ha mencionado que más de la mitad de sus estudiantes no habían logrado aprendizajes suficientes en lectura y escritura. Además, ocho de cada diez informantes señalaron el deterioro de estos conocimientos básicos respecto de generaciones previas (Programa Estado de la Nación, 2021: 40). Con estos resultados alarmantes, de manera provocadora, la portada del Noveno Informe apareció como “Estado de la Educasión”. 

			Se puede concluir que la educación pública, con la excepción relativa de la universitaria, se encuentra en una crisis profunda que impide que cumpla su función originaria, como pilar fundamental de la ciudadanía social, de ofrecer igualdad de oportunidades. Las actuales generaciones de estudiantes, provenientes de sectores subalternos, no tienen las mismas posibilidades de ascenso social que en el pasado, porque el primer pilar de esa ruta de movilidad ascendente se ha desmoronado. Este es un derrumbe respecto del cual el neoliberalismo no es ajeno.

			2.2	La estigmatización del empleo público

			La instauración de la Segunda República supuso la imposición de un proyecto, liderado por José Figueres Ferrer, de modernización capitalista en el que el Estado adquirió un papel central como guía, tal como aconteció en otras latitudes latinoamericanas. Este protagonismo tuvo, fundamentalmente, una doble faceta. Por un lado, supuso la configuración de un Estado involucrado directamente en el proceso de acumulación, o sea, un Estado desarrollista. Hay que recordar que el “figuerismo” representó, en primera instancia, un proyecto político para redefinir el bloque de poder, lo que permitió que emergieran nuevos sectores empresariales. En ese sentido, la nacionalización de la banca en junio de 1948, que facilitó el acceso a financiamiento a estos nuevos sectores empresariales, fue fundamental. Como acertadamente ha señalado Rovira Mas (2000), la creación de nuevos grupos burgueses fue la piedra angular de la estrategia “figuerista”. A ello hay que añadir la reconfiguración del Estado, que desde los años 20 había crecido y se había diversificado como desarrollista, para favorecer nuevas dinámicas de acumulación.66 

			Por otro lado, el “figuerismo” se apropió de los logros sociales de la década de los años 1940.67 Esto supuso no solo preservar la ciudadanía social, hasta ese entonces alcanzada, sino impulsarla y tratar de resignificarla en clave socialdemócrata.68 No obstante, se trató de un proceso de ciudadanización pasivo, en tanto que hubo persecución a la movilización y a las luchas sociales. Esta faceta represiva fue legitimada en el profundo sentimiento anticomunista que se fue enraizando en los valores de la sociedad costarricense y que persiste hasta hoy en día.69 

			Tanto por su papel desarrollista como por sus funciones sociales, el Estado tuvo un crecimiento significativo en la segunda mitad del siglo XX. Además de la estatización de la banca, se redefinieron y fortalecieron instituciones públicas ya existentes, como el Instituto Nacional de Seguros (INS) para proteger de riesgos a empresarios y pequeños productores agrícolas o la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), que generalizó los servicios médicos para las personas trabajadoras. También se crearon nuevas instituciones entre las que descollaron el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), clave para asegurar la infraestructura del proyecto modernizador, y el Consejo Nacional de la Producción (CNP), para buscar la estabilidad de precios de granos básicos, que favoreciera a campesinos productores y a consumidores urbanos. Al respecto, es importante destacar que estas instituciones se crearon o se redefinieron como autónomas con presupuestos propios para protegerlas de los vaivenes de la política y de los cambios de gobierno. Es decir, fue una estrategia de institucionalización estatal, al igual que la creación del Estatuto del Servicio Civil en 1953, que otorgó estabilidad laboral y pensiones a la mayoría de las personas empleadas estatales (Argüello y Lavell, 1990: 158-159).70

			El momento de apogeo de este desarrollo estatal lo representó el gobierno de Daniel Oduber (1974-1978), cuando la Corporación Costarricense de Desarrollo S. A. (CODESA), creada en 1972, llegó a controlar algunas de las principales empresas del país en actividades como azúcar, cemento, aluminio o transporte, entre otras.71 Además, el Estado compró importantes extensiones de tierras, lo que, junto a la creación de centros estatales de producción agrícola y agroindustrial, redefinió de manera radical la política agraria.

			Esto suponía un incremento sustantivo del empleo público por la incorporación de la fuerza laboral de las empresas de CODESA, así como de los campesinos que trabajarían en los fundos estatales con un salario mínimo garantizado. No obstante, el siguiente gobierno, el de Rodrigo Carazo (1978-1982), frenó este proceso argumentando las pérdidas millonarias de las empresas de CODESA72, que tenían que ser asumidas por el Estado, la corrupción y la competencia desleal con el sector privado (Argüello y Lavell, 1990: 160-161). Las empresas de CODESA fueron privatizadas entre 1985 y 1992, en el marco de aplicación de los PAE, especialmente del segundo (Villasuso, 2000: cuadro 1; Robles Rivera, 2010).73

			

			Durante la década de 1980, aplicado ya el PAE I tal como se ha mencionado en el capítulo precedente, se produjeron cambios en el empleo público costarricense, como refleja el siguiente cuadro.



			Cuadro 3. Costa Rica: evolución del empleo público (en miles de personas) y de salarios según sector institucional (1980 y 1986)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Dimensiones

						
							
							1980

						
							
							1986

						
							
							Tasa de crecimiento

						
					




					
							
							Total

						
							
							142,3

						
							
							168,6

						
							
							18,5

						
					

					
							
							- gobierno central

						
							
							62,4

						
							
							81,0

						
							
							29,8

						
					

					
							
							- instituciones autónomas

						
							
							79,9

						
							
							87,6

						
							
							9,6

						
					

					
							
							- otros centros urbanos

						
							
							48,4

						
							
							61,2

						
							
							26,4

						
					

					
							
							- mujeres

						
							
							50,5

						
							
							64,7

						
							
							28,1

						
					

					
							
							- profesionales y técnicos

						
							
							18,5

						
							
							22,2

						
							
							20,0

						
					

					
							
							Salario promedio mensual (colones corrientes):

						
					

					
							
							- sector público

						
							
							3043,5

						
							
							13376,8

						
							
							-

						
					

					
							
							- sector privado

						
							
							1615

						
							
							8027

						
							
							-

						
					

					
							
							- razón salarial

						
							
							1,9

						
							
							1,7

						
							
							-

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en Argüello y Lavell (1990: cuadros 1, 2, 6, 7 y 10).



			Como se puede apreciar durante este período el empleo público creció, pero debido a dinámicas diversas. Primero, la administración central ganó peso en detrimento de las instituciones autónomas. Segundo, el empleo público devino una importante fuente de ocupación en los centros urbanos de la periferia del país. Al respecto destacan los dos puertos del país, Limón y Puntarenas, donde más de la mitad del trabajo asalariado era público (Argüello y Lavell, 1990: 175). Tercero, aconteció feminización de este ámbito ocupacional y, finalmente, también hay que destacar un incremento de la profesionalización.

			La última parte del cuadro insinúa que la brecha salarial entre sector público y privado tendió a cerrarse. Este dato, junto al primero referido al incremento del empleo público, sugiere que el ajuste no tuvo lugar en términos de empleo sino de remuneraciones. De hecho, este fue un fenómeno generalizado en América Latina. Al respecto, Marshall (1990: 1-2) ha señalado que las exigencias de restricción presupuestaria en la región se vieron confrontadas a varios fenómenos: la importancia del empleo público en la generación de trabajo remunerado, la creciente demanda de servicios sociales en tiempos de crisis y el clientelismo político en una época de democratización electoral.74 Como ha argumentado esta autora, existió “…una apreciable distancia entre intenciones y discursos gubernamentales, de naturaleza privatista y neoliberal, y las políticas realmente implementadas”.

			No obstante, el neoliberalismo acabó precarizando al empleo público de una doble manera: desregulando nuevos puestos de trabajo que ya no gozaron de los mismos derechos de antaño y externalizando funciones para ser posteriormente subcontratadas. En el caso costarricense, lo primero aconteció durante los gobiernos de Arias Sánchez y Calderón Fournier cuando comenzaron a desarrollarse formas inéditas de contratación como la de a plazo fijo o el pago de servicios profesionales por consultorías. En cuanto a lo segundo, durante esos mismos gobiernos, se eliminaron puestos de trabajo periférico (limpieza, mantenimiento, vigilancia o transporte) para ser subcontratados posteriormente al sector privado (Ramírez Granados, 2010: 91-92). Pero el intento más radical de transformación del empleo público fue el ya mencionado proyecto de movilidad laboral forzada que quiso imponer el ministro de Hacienda del gobierno de Calderón Fournier. La decidida oposición de las organizaciones sindicales de los trabajadores estatales frustró tal intento que conllevó la dimisión del ministro.

			Durante las dos primeras décadas del presente siglo, el volumen del empleo público no se vio afectado tal como lo muestra el siguiente gráfico.



			Gráfico 6. Porcentaje de la población ocupada de 15 años y más en el empleo público en Costa Rica y América Latina (2000-2019)
			[image: Gráfico lineal donde observa la distribución de la población ocupada desde año 2000 al 2019 ]


			Con la excepción del cuatrienio 2010-201375, el empleo público en Costa Rica se ha mantenido en la franja entre el 16% y el 14% de la población ocupada. Salvo esos mismos cuatro años, representa un porcentaje superior al promedio ponderado de América Latina.

			

			Si bien el volumen de empleo no ha tenido cambios significativos, con los salarios es distinto. En 2008 hubo un intento por corregir diferencias, entre las instituciones estatales, en las remuneraciones del personal directivo y profesional. Se buscó equiparar la administración central con las instituciones autónomas no financieras. Según Loría y Umaña (2014: 16), esta medida debía favorecer a un poco más de cinco mil personas, pero se extendió a personal técnico y operario, por lo que las personas beneficiadas fueron 96 000. Según estimaciones de estos autores, el salario promedio del gobierno central, en colones constantes, se incrementó de 500 000 –en 2008– a 800 000 –en 2013–, mientras que el resto del sector público creció de un poco más de 600 000 a un poco menos de 900 000. Por el contrario, el salario del sector privado representó un promedio de 300 000 –en 2008– y cinco años más tarde no había alcanzado los 400 000 (Loría y Umaña, 2014: gráfico 6). Es decir, la brecha salarial entre los sectores público y privado se incrementó en ese período.

			Tomando dos observaciones –2006 y 2016– y diferenciando por sexo, Ballestero (2021: 44) ha estimado que la brecha salarial promedio entre los dos sectores ha pasado del 59% al 64%, para los hombres, y del 59% al 66% en las mujeres. Esta autora ha profundizado este análisis estimando la contribución tanto de las características de la fuerza de trabajo (especialmente educación y experiencia laboral) como de la estructura de pagos (modalidades de remuneración en cada sector, además de diferencias no observadas en cuanto a la fuerza de trabajo) a estas brechas. Este segundo componente explicaría el 28% de la brecha salarial entre hombres y el 16% entre mujeres para 2006; diez años después, esos porcentajes son de 25% y 35%, respectivamente. Por consiguiente, las mujeres se han beneficiado por su inserción al empleo público, a la vez que en la estructura de pagos del sector privado –en clara desventaja con respecto al público– no ha habido cambios. Otro hallazgo importante de este estudio es que el nivel educativo más alto del sector estatal explicaría, para ambos sexos,un porcentaje importante de la brecha salarial. 

			Por su parte, Sauma Fiatt (2022) señala que, en primer lugar, la brecha salarial entre trabajo calificado y no calificado se ha incrementado –durante el presente siglo– tanto en el sector privado como en el público, aunque hay que tomar en cuenta que en este último sector casi ocho de cada diez personas trabajando son calificadas. Segundo, dentro de la mano de obra calificada los grandes beneficiados son los profesionales, especialmente en el sector público, por tener salarios base mayores y por beneficiarse de pluses, entre los que destacan las anualidades.76 Estos beneficios responden a legislaciones específicas o convenciones colectivas; esto último habla de la importancia de la organización sindical.77 Tercero, y esto es de gran relevancia, se detecta un gran incumplimiento del pago del salario mínimo en el sector privado en relación con la mano de obra no calificada que afectaría a casi un tercio de las personas trabajando en ese sector. Este fenómeno tiende a disminuir según aumenta la calificación de la persona laborando. 

			Para este autor, “…la ampliación de la brecha salarial entre trabajadores calificados y no calificados y, consecuentemente, del incremento en la desigualdad en la distribución del ingreso es producto de la política salarial y de las presiones sindicales en el sector público; mientras que, en el sector privado, tanto la política de salarios mínimos como la dinámica propia del mercado laboral, en la que destacan el cambio tecnológico y las reformas económicas para el sector privado, aumentan la demanda relativa de los trabajadores más calificados y sus remuneraciones” (Sauma Fiatt, 2022: 290-291).

			Por consiguiente, el empleo público no se ha visto afectado en su magnitud y sus remuneraciones mejoraron respecto de las del sector privado. Debido a esta situación ventajosa, la fuerza laboral estatal se ha visto expuesta a un fuerte embate a nivel simbólico. Durante años se ha gestado a través de distintos medios, entre los que descollaron los de comunicación, una progresiva estigmatización de las personas trabajadoras estatales como personas vagas y negligentes que, además, se veían favorecidas por salarios altos y otros beneficios. Es decir, el neoliberalismo ha sido capaz de generar un sentido común sobre este tema en la sociedad costarricense que ha redefinido, de manera radical, esa imagen de empleo prestigioso y deseable del siglo pasado. Al respecto, en la propuesta neoliberal hay dos cuestiones que han servido para sustentar este tipo de discurso. Por un lado, está la primacía del mercado sobre el Estado, que supone que el protagonismo económico corresponde al primero mientras el segundo debe limitarse a garantizar que el mercado funcione sin trabas. Por otro lado, está uno de los grandes “mantras” de este pensamiento: el emprendedurismo. La figura del emprendedor es la antítesis del empleado público.78 No obstante, es fundamental enfatizar que si los derechos no son universalizados al colectivo de personas que pueden beneficiarse –en este caso, la totalidad de la fuerza de trabajo asalariada– acaban percibiéndose como privilegios de un cierto grupo, o sea, de las personas empleadas públicas.79 Las demandas y acciones que se restringen a la defensa de intereses corporativos acaban por ser funcionales al neoliberalismo y a su discurso estigmatizador. Eso parece que es lo que ha acontecido en Costa Rica, donde esa estigmatización ha encontrado validación en medidas abusivas favorables a ciertos grupos del empleo público. 

			Un momento importante en esta estrategia descalificadora del empleo público fue protagonizado por Otto Guevara, político “libertario”.80 A partir de 2015, este personaje comenzó a publicar en redes sociales las planillas de las principales instituciones estatales (CCSS, ICE, INS, etc.), además de las universidades públicas, denunciando remuneraciones abusivas y existencia de privilegios como resultado de las convenciones colectivas. Esto último implicaba también denostar a los sindicatos que aparecían como el brazo político del empleo público. El éxito de esta iniciativa radicó en que coincidió con la toma de conciencia de que Costa Rica devenía, progresivamente, un país más desigual (Díaz Arias, 2021b: 126). Es decir, el discurso neoliberal proporcionaba una explicación simple y comprensible al incremento de las asimetrías sociales.

			De manera consecuente, a este problema le correspondía una solución también simple: para reducir las desigualdades de ingreso en Costa Rica, había que cerrar –lo máximo posible– la brecha salarial entre sector público y privado. De hecho, este argumento se ha visto reforzado por los análisis realizados para explicar la reducción de las desigualdades de ingreso, en términos del índice de Gini, en América Latina a inicios del presente siglo. Al respecto, en un conocido texto en el que se abordó esta problemática, López-Calva y Lustig (2010) plantearon que una de las principales causas de tal descenso fue el cierre de la brecha en términos de salario por hora entre trabajadores más calificados y menos calificados. 

			Justamente, este cierre es uno de los principales objetivos perseguidos por la Ley Marco del Empleo Público (LMEP). Esta iniciativa, junto a la reforma fiscal y a la ley antihuelgas han sido consideradas como las reformas neoliberales de mayor impacto de los últimos tiempos (Hernández Naranjo y Solano Chavarría, 2021). Se ha señalado la presión de la Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones del Sector Empresarial Privado (UCCAEP), aprovechando la crisis generada por la pandemia, para forzar la implementación de esta ley (Grau Crespo, 2021). No hay que olvidar que esta reforma de gran calado responde a imperativos de reducción del déficit fiscal y no necesariamente a lograr una mayor eficiencia del sector público. La ley fue aprobada y entró en vigencia el 9 de marzo de 2023. Sin lugar a dudas, ha supuesto el mayor revés sufrido por empleadas y empleados estatales y sus organizaciones sindicales, en décadas.

			Para efectos de este texto, interesa la cuestión del denominado “salario global” que constituye la piedra angular de esta ley. El adjetivo “global” remite a la homogeneización de los múltiples regímenes salariales dentro del Estado.81Así, regirá un salario único para cada puesto laboral de las instituciones bajo el control del Ministerio de Planificación y Política Económica. Estas escalas se aplicarán a las nuevas contrataciones. Con respecto al personal ya contratado, habría dos tipos de situaciones. Por un lado, estarían aquellas personas cuya remuneración sería inferior a lo que le correspondería por salario global; en esto casos las anualidades servirían, temporalmente, para alcanzar el salario global. Por otro lado, estarían los casos donde el actual salario compuesto (salario base y complementos) es superior; la igualación con el salario global correspondiente se lograría mediante el congelamiento de la actual remuneración. Es decir, estas tres situaciones deben converger en una única basada en el salario global.

			No obstante, la ley contempla que las instituciones pueden declarar ciertos puestos de trabajo como exclusivos y, por tanto, no afectados por esta normativa. Este portillo ha sido aprovechado por 103 instituciones estatales (Asamblea Legislativa, Contraloría, Defensoría de los Habitantes, Poder Judicial, Tribunal Supremo de Elecciones, universidades públicas, y todas las municipalidades, con la excepción de la de Matina) para declarar a todos sus puestos de trabajo como exclusivos. El gobierno ha calificado esta situación como de “rebeldía” lo que implica que la aplicación de la LMEP ha devenido un campo de disputa. El tiempo dirá cuál es el desenlace.

			La homogenización del régimen de remuneraciones dentro del Estado es la propuesta de la LMEP para aliviar el déficit fiscal y tendrá como consecuencia cerrar la brecha salarial con el sector privado. En términos de (des)igualdad –y no de disciplina fiscal–, que es la problemática que compete al presente texto, el punto clave sobre el cierre de la brecha salarial es que se puede hacer “hacia arriba” (la mano de obra peor remunerada, o sea, la del sector privado, ve sus ingresos aumentar) o “hacia abajo” (las personas mejor remuneradas, o sea, las empleadas estatales, ven sus salarios disminuir). Lo que trae a la palestra esta cuestión de la dirección del cierre es la presencia de un actor clave que ha permanecido en la sombra y que parecería que no tenía nada que ver con esta disputa: el empresariado, o sea, el capital. 

			Si el cierre es hacia abajo, la mano de obra menos desempoderada (la de menor remuneración) queda como está y el otro grupo se ve sometido a un proceso de desempoderamiento por la pérdida salarial; quien se empodera es el capital. O sea, el cierre hacia abajo es una falsa igualación. Si, por el contrario, la brecha se cierra hacia arriba, el primer grupo de personas trabajadoras se ve empoderado por sus mejores salarios, el segundo grupo queda como está, pero el empresariado pierde poder.82 Es decir, hay igualación. Estas dos dinámicas se reflejan en el siguiente cuadro.



			Cuadro 4. Dinámicas de (des)empoderamiento según dirección de cierre de la brecha salarial
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			Fuente: elaboración propia.



			Por consiguiente, si se quiere disminuir la desigualdad el cierre debería ser “hacia arriba”, porque la otra opción sería contraproducente, en tanto que aumentaría la asimetría en favor del capital que es el actor empoderado por el contexto. La intencionalidad de la LMEP, por su finalidad fiscal, se alinea con esta última opción.

			La reflexión sobre este cuadro es general, pero puede especificarse para el caso costarricense recurriendo al ya mencionado trabajo de Trejos y Oviedo (2012: gráfico 4), donde se identifica a las diferentes fuentes de ingreso según su progresividad (contribuyen al descenso de la desigualdad) o su regresividad (incrementan la desigualdad). Recuérdese que el análisis contempla dos períodos: el de 2001 a 2005, cuando el índice de Gini descendió, y el de 2005 a 2009, cuando aumentó.

			

			De las tres fuentes de ingreso consideradas en el cuadro precedente, dos se han comportado regresivamente (ganancia de empleadores y salarios de fuerza de trabajo calificada, tanto en el sector público como en el privado), mientras que el salario de la mano de obra con menor calificación (especialmente en el sector privado) lo ha hecho progresivamente. Las implicaciones de política para estos autores son claras y se recurre a su propia formulación.

			Así, en el caso de las remuneraciones de la fuerza laboral poco calificada, “…una política activa de salarios mínimos, que estuvo ausente en este período, tendiente a aumentar los salarios mínimos reales acordes con el aumento de la productividad del trabajo y una mayor observancia de su cumplimiento, son factores clave para aumentar los ingresos provenientes del trabajo asalariado no calificado, ya que la casi nula organización sindical en el ámbito privado no permite un uso amplio de la negociación colectiva”. En cuanto a las ganancias de empleadores, se requiere de “…un tratamiento fiscal que permita su redistribución”. Al respecto, los autores son parcos, pero se insinúa claramente medidas fiscales progresivas. “…Finalmente, el impacto regresivo de los ingresos laborales asociados con el trabajo calificado, en un período que al contrario de la mayoría de los países, el premio salarial para los más educados no se ha reducido, demanda de una política educativa que posibilite una expansión de la oferta de trabajadores calificados (con al menos la educación secundaria completa), lo que resulta coherente con una política económica que apuesta al crecimiento basado en la inserción internacional sustentada en la exportación de bienes y servicios capital humano intensivos” (Trejos y Oviedo (2012: 26-27). Esta última propuesta interpela la crisis de la educación pública abordada en el apartado precedente.

			Se quiere concluir este apartado planteando que abordar la desigualdad en términos de brechas salariales tiene la ventaja de que los factores causales se ubican en la esfera de la distribución y no de la redistribución. Pero esta primera esfera no se limita a desigualdades entre trabajadores. Este fenómeno remite a un conflicto de orden secundario que no puede ocultar la principal pugna, que es entre capital y trabajo. El problema es que las encuestas de hogares, aunque sean de ingresos, no pueden reflejar adecuadamente este fenómeno. Se requiere de otras fuentes de información y de otra metodología de medición de la desigualdad de ingreso, como sería, por ejemplo, la distribución funcional del ingreso que muestra el peso de la masa salarial en el ingreso nacional. Desgraciadamente, este tipo de ejercicio no se hace en el país.83 De hecho, como ha señalado Lindenboim (2008), se está ante una metodología sospechosamente marginada en América Latina.84

			Por consiguiente, el imaginario sobre la desigualdad imperante en Costa Rica se ha limitado a una desigualdad de resultado: la de ingresos con énfasis en los de origen laboral. Esto último se debe al tipo de fuente de información utilizada, las encuestas de hogares, que han hecho que la disputa aparezca entre diferentes tipos de trabajadoras y trabajadores, en especial entre los del sector público (considerados como privilegiados) y los del sector privado. Es una visión maniquea que debe ser desechada, sin que implique que se sustituya por otra que exonere a empleadas y empleados públicos y sus sindicatos, que no han superado actitudes y prácticas corporativistas. Hay que erradicar privilegios, pero para universalizar derechos, no para minimizarlos ni, incluso, negarlos. 

			2.3	La erosión del sistema de pensiones

			El actual sistema costarricense de pensiones es un entramado complejo de regímenes cuyos orígenes se remontan a la década de 1930. Así, en 1937 se creó el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial (FJP) y diez años después fue el turno del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS  (IVM-CCSS). Además, en esas dos décadas, se creó un conjunto de regímenes especiales, adscritos al Ministerio de Hacienda, para distintos colectivos del empleo público. En 1974, en el contexto del intento por universalizar las políticas sociales, se estableció el Régimen No Contributivo (RNC-CCSS), vinculado a la CCSS, para cubrir a aquellas personas que durante su vida laboral no habían cotizado para una pensión. 

			Esta arquitectura comenzó a ser modificada en la última década del siglo pasado. Así, en 1992, con la Ley Marco de Pensiones se dispuso cerrar los regímenes especiales a cargo del Ministerio de Hacienda para el nuevo personal estatal. Este fue el caso del Magisterio; las nuevas incorporaciones lo han hecho en el Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional (RCC-MN).85 En el mismo sentido hay que mencionar el surgimiento de dos regímenes de naturaleza complementaria. El primero fue el Régimen Privado de Pensiones Complementarias de 1995, que fue ajustado a inicios del presente siglo, cuando, dentro de la Ley de Protección al Trabajador, se creó el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementario (ROPC). La naturaleza complementaria de ambos respondía a problemas futuros, ya visualizados en aquel entonces, de sostenibilidad financiera de las pensiones básicas.

			Esta modificación de arquitectura aconteció no solo en Costa Rica, sino que fue un fenómeno común a América Latina. En este sentido, el autor de referencia, Mesa-Lago (2010: 12), ha diferenciado entre reformas paramétricas (no afectaron la naturaleza del régimen, pero modificaron ciertos parámetros) y estructurales. Entre estas últimas estableció tres modelos: el “sustitutivo” (con cierre del sistema público y su reemplazo por un privado)86; el “paralelo” (reforma del sistema público con cambios en ciertos parámetros y creación de un sistema privado) y el “mixto” (basado en un primer pilar público que ofrece una pensión básica y un segundo pilar, privado, de carácter complementario). El caso costarricense se ubica, según este autor, en esta última modalidad. No obstante, Martínez Franzoni (2013: 232) ha enfatizado la naturaleza paramétrica de los cambios, sobre la estructural, argumentando que “…a diferencia de Chile, Costa Rica alcanzó esta cobertura mediante un régimen de capitalización parcial colectiva de carácter universal y solidario, complementado por una pensión no contributiva establecida durante la primera mitad de los años 70. Esta arquitectura pre reformas de mercado se mantuvo intacta durante la ola de reformas pro mercado que atravesó la región desde mediados de los 80 y 90. Las reformas experimentadas en el país fueron aditivas antes que de retracción de dicha arquitectura. Los cambios fueron paramétricos y fortalecieron la solidaridad y la progresividad del régimen”.

			Por consiguiente, en el presente siglo, el sistema costarricense de pensiones se ha estructurado en torno a cuatro pilares. El primero, que es el fundamental, agrupa los siguientes regímenes: el de IVM-CCSS, el FJP, el RCC-MN (además del Transitorio de Reparto) y el conjunto de regímenes del Ministerio de Hacienda que suman 14 (ocho contributivos y seis no contributivos).87 El segundo y el tercer pilar corresponde al ROPC y a las pensiones complementarias en régimen privado, respectivamente.El último pilar es el referido al RNC-CCSS. Hay, por tanto, una importante diversidad de regímenes cuyos parámetros básicos (cotización, edad de retiro, tasa de reemplazo, tope de pensión, etc.) difieren (Martínez Franzoni, 2005; Sauma, 2013; Robles Cordero, 2019; Pacheco, Hazel y Pacheco, 2020).88

			

			Si se habla de erosión de las pensiones, se invoca fundamentalmente su sostenibilidad financiera. Abordar esta cuestión supone ejercicios prospectivos que sobrepasan los objetivos del presente texto. No obstante, es importante señalar que los distintos estudios actuariales sobre el IVM-CCSS, que es el régimen más importante por el número de personas afiliadas, señalan su insostenibilidad financiera y las reservas se agotarían, en el caso de la predicción más optimista, en 2044 (Badilla Solano y Ramírez Flores, 2019: cuadro 2). Aunque no se aborden estos ejercicios prospectivos, es pertinente reflexionar sobre los determinantes de los efectos fiscales de los sistemas de pensiones. Al respecto, se sigue la propuesta de Arenas de Mesa (2019: Diagrama V.1), quien identifica tres determinantes exógenos (entorno macroeconómico, demografía y mercado laboral) y seis de naturaleza endógena (reformas de los sistemas de pensiones, cobertura, suficiencia de las prestaciones, sistemas de pensiones no contributivos, dimensión de género e institucionalidad previsional). No se abordan todos, sino aquellos con vínculos con las desigualdades. 

			Se comienza con las tendencias demográficas que son las dinámicas “duras” y profundas de la sociedad. La cuestión clave es, obviamente, la del envejecimiento de la población, porque supone más personas con necesidad de pensiones y menos con posibilidades de cotizar. Al respecto, es indudable que Costa Rica es un país en proceso de envejecimiento, resultado de la combinación de la caída de la tasa de natalidad y del aumento de la esperanza de vida. Ambas dinámicas se muestran en los gráficos 7 y 8 que comparan a Costa Rica con América Latina, en un período de 150 años.

			Como se observará en el gráfico 7, a partir de la mitad de los años 1960, la tasa bruta de natalidad desciende más rápido en Costa Rica que en América Latina, aunque se proyecta que hacia finales del presente siglo confluirían con tasas inferiores al 10%. Por su parte, el gráfico 8 muestra que, ya desde mitad del siglo pasado, la esperanza de vida costarricense era superior al promedio latinoamericano; pero igualmente tenderían a confluir a finales del presente siglo con niveles tendientes a los 90 años.89 Hay que hacer notar el quiebre de 2020, resultado del impacto de la pandemia del Covid-19.



			Gráfico 7. Tasa bruta de natalidad en Costa Rica y América Latina (1950-2100)
			[image: Gráfico lineal donde se observa que en el año 1950 el índice de natalidad va ser mayor que en el  2100  ]




			Gráfico 8. Esperanza de vida al nacer en Costa Rica y América Latina (1950-2100)
			[image: Gráfico lineal donde se observa que la esperanza de vida al nacer va ser mayor en 2100 ]


			Este determinante demográfico se puede complementar con el cuadro 5 que muestra la distribución de la población costarricense, según varios grupos etarios, a lo largo del presente siglo, tomando en cuenta cinco observaciones.

			Es clara la dinámica de envejecimiento de la población. Mientras los grupos etarios por debajo de los 50 años pierden peso en la estructura poblacional, aquellos de 50 y más años ganan importancia. Relacionándolo con la problemática de las pensiones, la relación de dependencia demográfica lo muestra claramente, en tanto que el grupo de 15 a 64 años, que correspondería a la actual edad de trabajar, disminuye su importancia (del 63,3% al 51,3%). Por el contrario, las personas con 65 años y más (que puede considerarse como edad de retiro del mercado de trabajo) ganan relevancia (5,9% al 37,0%). Esto supone que, a inicios del presente siglo, por cada persona retirada había 10,8 en edad de trabajar; esta relación disminuiría al 1,4 a finales del siglo.90


			Cuadro 5. Costa Rica: distribución porcentual de la población por grupos de edad (2000, 2010, 2020, 2050 y 2100)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Grupos etarios
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							2010

						
							
							2020

						
							
							2050

						
							
							2100

						
					




					
							
							0-14 años

						
							
							30,9

						
							
							24,7

						
							
							20,9

						
							
							14,0

						
							
							11,8

						
					

					
							
							15-34 años

						
							
							33,9

						
							
							34,5

						
							
							31,7

						
							
							21,5

						
							
							18,2

						
					

					
							
							35-49 años

						
							
							19,3

						
							
							20,1

						
							
							20,9

						
							
							19,6

						
							
							15,5

						
					

					
							
							50 a 64 años

						
							
							10,1

						
							
							13,3

						
							
							16,3

						
							
							21,3

						
							
							17,6

						
					

					
							
							65 a 74 años

						
							
							3,7

						
							
							4,6

						
							
							6,3

						
							
							11,8

						
							
							12,4

						
					

					
							
							75 a 84 años

						
							
							1,7

						
							
							2,3

						
							
							3,1

						
							
							8,0

						
							
							12,3

						
					

					
							
							85 años y más

						
							
							0,4

						
							
							0,6

						
							
							0,9

						
							
							3,8

						
							
							12,3

						
					

					
							
							Relación de dependencia 1

						
							
							10,8

						
							
							9,1

						
							
							6,7

						
							
							2,6

						
							
							1,4

						
					

				
			

			1. Población de 15 a 64 años/población de 65 y más años. 

			Fuente: CEPALSTAT.



			Obviamente, las tendencias a partir de la tercera década son proyecciones y, aunque se está ante dinámicas demográficas que se han considerado “duras” y profundas y, por tanto, no sometidas a la volatilidad de las económicas, no dejan de ser eso: proyecciones. La realidad y la historia siempre sorprenden.

			El segundo determinante exógeno por considerar es el mercado de trabajo. Como bien señala Arenas de Mesa (2019: 292): “…el sistema de pensiones es un espejo de lo que ocurre en el mercado laboral”. Lo que se refleja en América Latina es la heterogeneidad de estos mercados donde no  ha habido procesos generalizados de salarización y el trabajo no asalariado tiene un peso importante. En términos de pensiones, estas fueron diseñadas para favorecer al trabajo asalariado por lo que, cuanto mayor su peso en el mercado laboral, mayor probabilidad de cobertura de las pensiones contributivas.

			El mercado de trabajo costarricense se caracteriza por relativa poca heterogeneidad que se expresa en una tasa de salarización91 que, durante las dos primeras décadas del presente siglo, ha representado en torno a tres cuartos de la población ocupada. No obstante, las personas trabajadoras por cuenta propia pueden cotizar al régimen de IVM-CCSS, de manera voluntaria desde 1975 y con obligatoriedad a partir de la promulgación de la Ley de Protección al Trabajador del año 2000 (Martínez Franzoni, 2013: 240). Como resultado de esta última medida, en el presente siglo ha habido un aumento considerable de este tipo de cotizantes que, en 2000, sumaban 89 382 personas y que, dieciocho años después, se han incrementado a 311 733. Esto ha supuesto que mientras al inicio del siglo el trabajo por cuenta propia representaba el 11,6% de las personas cotizantes a este régimen, en 2018 su peso se había casi duplicado al 20,0% (Pacheco, Hazel y Pacheco, 2020: cuadro 4).92 Para Robles Cordero (2019: 25-27), esta evolución reflejaría no solo los esfuerzos de la CCSS por captar nuevos cotizantes, sino también que personas asalariadas, ante el aumento continuo de las tasas de contribución, prefieren cotizar como cuentapropistas, porque pagan el mismo porcentaje, pero con respecto a un salario promedio inferior. Esta es una hipótesis plausible, pero habría que complementarla con otras dos: que esta transgresión se hace en complicidad con la persona empleadora que también se ve beneficiada o que responde a la no cotización por parte de la empresa. En cualquier caso, son tres causas que no se excluyen mutuamente y la importancia de cada una de ellas es una cuestión a determinar empíricamente.

			

			El siguiente determinante es de naturaleza endógena y se refiere a la cobertura y a la suficiencia de las prestaciones. Respecto del primer aspecto, el cuadro 6 muestra tanto la cobertura de personas cotizantes activas como las pasivas que reciben pensiones, sean contributivas o no, a lo largo de casi las dos primeras décadas del presente siglo.

			
Cuadro 6. Costa Rica: cobertura efectiva (PEA), ocupacional, contributiva y no contributiva de personas pasivas (2000, 2005, 2010, 2015 y 2017) (porcentajes)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Cobertura

						
							
							2000

						
							
							2005

						
							
							2010

						
							
							2015

						
							
							2017

						
					




					
							
							Efectiva (PEA)1

						
							
							49,0

						
							
							49,6

						
							
							61,4

						
							
							62,5

						
							
							63,6

						
					

					
							
							Ocupacional2

						
							
							53,0

						
							
							50,8

						
							
							68,1

						
							
							71,8

						
							
							76,9

						
					

					
							
							Contributiva3

						
							
							30,7

						
							
							31,2

						
							
							28,3

						
							
							32,7

						
							
							36,7

						
					

					
							
							No contributiva4

						
							
							19,6

						
							
							17,1

						
							
							15,5

						
							
							14,4

						
							
							14,5

						
					

				
			

			1. (Cotizantes/PEA)*100

			2. (Cotizantes/población ocupada)*100

			3. (Personas pensionadas contributivas de 65 años y más/población de 65 años y más)*100

			4. (Personas pensionadas no contributivas de 65 años y más/población de 65 años y más)*100

			Fuente: Arenas de Mesa (2019: cuadros III.2, III.4, III.7 y III.12).



			La cobertura de cotización, como reflejan los dos primeros indicadores, se ha incrementado y destaca su aumento en el segundo quinquenio de la primera década. En 2017, casi dos tercios de la PEA93 y tres cuartos de la población ocupada cotizaba, lo cual reflejaba porcentajes muy superioresa los promedios ponderados de la región que eran de 45,3% y 51,9%. De hecho, respecto de la PEA, solo Panamá (64,1%) y Uruguay (81,1%) muestran porcentajes superiores y, en relación con la ocupada, únicamente Uruguay (92.1%) refleja un nivel superior (Arena de Mesa, 2019: cuadros III.2 y III.4).

			Con respecto a la cobertura de personas de 65 años y más que reciben pensiones, sean contributivas o no, los resultados no son tan halagüeños porque cerca de la mitad de este grupo etario no habría recibido pensión alguna en el período considerado. Además, los porcentajes de estos dos indicadores son inferiores a los promedios ponderados de la región que son, en 2017, de 55,7% para pensiones contributivas y 22,8% para no contributivas (Arena de Mesa, 2019: cuadros III.7 y III.12).

			Esta primera mirada en términos de cobertura debe ser complementada con la referida a la suficiencia de las pensiones. En este sentido, un primer elemento a tomar en cuenta es la denominada densidad de cotización que remite a su temporalidad.94 Para los tres de los cuatro regímenes del primer pilar, este indicador es de 79,4% (IVM-CCSS), 93,1% (FJP) y 88,0% (RCC-MN) (Pacheco, Hazel y Pacheco, 2020: 21-22).

			Si el sistema de pensiones es un espejo del mercado laboral, esto implica que refleja también desigualdades. En efecto, la cobertura efectiva (PEA) difiere por quintil de ingreso. Así, en 2002, solo el 29,5% de personas económicamente activas perteneciente al primer quintil cotizaba mientras que, en el quinto, este porcentaje se elevaba a 74,1%. Catorce años más tarde, esos guarismos eran 31,2% y 80,0%, respectivamente (Arena de Mesa, 2019: cuadro III.5). Es decir, este tipo de desigualdades no solo se ha mantenido en este período, sino que incluso ha aumentado ligeramente.

			La desigualdad se expresa también en términos de recibir una pensión y de su monto. Así, respecto del primer aspecto, en 2002, solo el 17,0% de las personas mayores de 64 años del primer quintil se beneficiaba de este tipo de transferencia, mientras que en el último quintil ese porcentaje se elevaba a 61,8%. Catorce años más tarde, esa brecha se ha acortado, pero no se ha cerrado: 51,9% para el primer quintil y 74,6% para el quinto. En cuanto al segundo aspecto, datos de 2012, mostraban que el monto promedio de una pensión para el primer quintil era de 121 105 colones, mientras que para el último quintil se elevaba a 554 942 colones (Sauma, 2013: 17). O sea, la persona pensionada correspondiente a los hogares más adinerados cobraba una pensión 4,6 veces mayor a las pertenecientes al quintil con menos recursos.

			Esta problemática de la desigualdad dentro del sistema de pensiones remite a la ya mencionada segmentación, especialmente dentro del primer  pilar. Al respecto, resulta pertinente apreciar cómo los distintos regímenes han contribuido al saldo financiero de este pilar que, durante el período 2009-2018, ha sido deficitario con un valor máximo de -2,34% del PIB en 2015 y un mínimo de -0,91 en 2018. De los cuatro componentes contrastan el régimen del RCC-MN, con aquel a cargo al Presupuesto Nacional. El primero ha generado superávit, de manera creciente, mientras el segundo ha sido permanentemente deficitario con una magnitud del orden del 2,2% del PIB por año; de hecho, ha sido este componente el principal responsable del déficit global del primer pilar.95 Por su parte, tanto el IVM-CCSS como el FJP han combinado años buenos con malos (Pacheco, Hazel y Pacheco, 2020: 56-57). 

			Este desempeño del régimen adscrito al Ministerio de Hacienda invoca una cuestión que ha tenido una gran incidencia en la opinión pública, las denominadas “pensiones de lujo”96, porque –en su gran mayoría– se han originado en este régimen. Esta es una problemática que necesita ser redimensionada. En primer lugar, se está hablando de un fenómeno cuya magnitud es muy limitada. Si se acude al trabajo de Brenes Camacho (2022), se identifican dos listas con 80 y 77 personas. Pero, el principal argumento de este autor es que se está ante personas de avanzada edad y sus proyecciones apuntan a que, en 2054, habrán fallecido. Esto es un fenómeno común a regímenes cerrados que se extinguirán cuando deje de haber personas beneficiarias a causa de su defunción. No obstante, en segundo lugar, no se puede ignorar el impacto simbólico de este tipo de transferencia que ha sido aprovechado de manera bastante demagógica y que no es ajena a la estigmatización del empleo público, porque las personas beneficiarias de estas –en exceso– generosas pensiones provienen del sector estatal. Sin lugar a dudas, se está ante pensiones legales, pero desde el punto de vista de la igualdad, inequívocamente ilegítimas. 

			Se puede concluir sobre este determinante recurriendo a la valoración que hacen Pacheco, Hazel y Pacheco (2020: 75) en cuanto a la segmentación del pilar básico del régimen costarricense de pensiones: “…la alta fragmentación del Pilar I es, posiblemente, el aspecto en materia institucional que más polémica ha generado por al menos dos razones. La primera razón expone que la Constitución Política del país es clara en señalar la existencia de un único seguro social (Artículo 73 y transitorio al Artículo 177) y que dicha norma ha sido violentada con la existencia de los distintos regímenes públicos en operación. La segunda crítica expone que la diversidad de regímenes ha fomentado desigualdad entre pensionados e insostenibilidad financiera que se traduce en presiones sobre las finanzas públicas. En cuanto a lo primero, cabe recordar, por ejemplo, las diversas edades de retiro de cada uno de los regímenes del Pilar I, así como las tasas de reemplazo que en algunas ocasiones alcanzaron el 100% del salario de referencia. A nivel fiscal, un caso concreto lo representa el régimen con cargo al Presupuesto Nacional, que, en períodos recientes, ha llegado a representar una carga de 2% del PIB para el Gobierno Central”. 

			El siguiente determinante por considerar, también endógeno, es el que tiene que ver con las pensiones no contributivas. Se ha visto que estas constituyen el cuarto pilar del sistema de pensiones costarricense y este régimen fue creado en 1974. Se pueden beneficiar cinco grupos de personas: adultas mayores, con discapacidad o parálisis cerebral profunda, viudas, huérfanas y en situación de indigencia.97 Debido a este último criterio, el RNC-CCSS se inscribe dentro de la estrategia de reducción de la pobreza extrema.

			En el presente siglo, la cobertura de personas beneficiarias ha tenido dos momentos. Entre 2001 y 2007, descendió de 81 283 personas a 77 185; a partir de 2008 aumentó, alcanzando las 119 633 en 2018. Hay que recordar que, en 2008, el segundo gobierno de Arias Sánchez (2006-2010) lanzó el Plan Escudo para paliar los efectos de la crisis mundial de 2008 y, entre las medidas adoptadas, estuvo un incremento del 15% del monto de las pensiones del RNC-CCSS. Con ello, el gobierno meramente cumplía lo estipulado por la Ley de Protección al Trabajador, con respecto a que la pensión no contributiva debía corresponder a la mitad de la pensión contributiva mínima (Martínez Franzoni, 2013: 245). Esto ha supuesto que el monto de este tipo de transferencia pasó de 16 000 colones (en términos nominales), en 2005, a 78 000, en 2015, monto que se ha mantenido hasta 2018.98 En términos reales, el año más positivo fue 2010 cuando alcanzó un valor de 83 760 colones, pero en la segunda década la pensión no contributiva perdió valor y en 2018 representaba 74 625 colones (Pacheco, Hazel y Pacheco, 2020: cuadros 8 y 9).

			Por último, hay que tomar en cuenta la dimensión de género, porque expresa desigualdades en detrimento de las mujeres, por varias razones. Primero, como con relación a otras dimensiones, el sistema de pensiones refleja las asimetrías del mercado de trabajo: segregación ocupacional, discriminación salarial y trayectorias laborales discontinuas debido a embarazos y a crianza de hijas e hijos. Segundo, la esperanza de vida de las mujeres es mayor que la de los hombres. Tercero, los propios sistemas de pensiones son también fuente de asimetrías de género. Esto acontece, especialmente, con los sistemas privados, porque requieren más cotizaciones para la pensión mínima y aplican tablas diferenciadas por sexo que tienen como consecuencia pensiones inferiores para las mujeres (Mesa- Lago, 2010: 49-50).

			El cuadro 7 muestra, para las dos primeras décadas del presente siglo, las coberturas en relación con cotizaciones y pensiones, contrastando a hombres y mujeres.

			En términos de cotización, la cobertura de mujeres ha tendido a aumentar, pero sin lograr disminuir la brecha con respecto a los hombres.99

			Al mismo tiempo, esta asimetría tiene una dimensión intragénero, porque el 78,9% de las mujeres del último quintil cotizan contra apenas el 17,9% del primero (Arenas de Mesa, 2019: cuadro IV.5). En cuanto al beneficio de pensiones contributivas, ha habido también incremento, pero, en este caso, la brecha respecto de los hombres desciende en la primera década, para crecer posteriormente.100 Es en términos de pensiones no contributivas que el contraste entre hombres y mujeres es menor, aunque la brecha crece ligeramente en la segunda década, a favor de las mujeres. En cualquier caso, para ambos sexos hay disminución de coberturas.


			Cuadro 7. Costa Rica: cobertura efectiva (PEA), contributiva y no contributiva de personas pasivas por sexo (2000, 2005, 2010, 2015 y 2017) (porcentajes)
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			1. (Cotizantes/PEA)*100

			2. (Personas pensionadas contributivas de 65 años y más/población de 65 años y más)*100

			3. (Personas pensionadas no contributivas de 65 años y más/población de 65 años y más)*100

			Fuente: Arenas de Mesa (2019: cuadros IV.4, IV 9 y IV 10).



			

			En resumen, varias son las dinámicas que tienden a erosionar el sistema de pensiones en Costa Rica. En primer lugar, están las de naturaleza demográfica. El descenso de la natalidad combinado con el aumento de la esperanza de vida se traduce en un envejecimiento de la población donde la relación entre personas en edad de trabajar y aquellas retiradas del mercado laboral y, por tanto, susceptibles de recibir una pensión, se deteriora. Segundo, si bien el mercado de trabajo costarricense se caracteriza por un alto nivel de salarización, el trabajo por cuenta propia gana peso entre la población cotizante. Este es un fenómeno que puede tener múltiple origen. Tercero, en términos de cobertura, los resultados son satisfactorios para la población que cotiza, tanto en relación con la PEA como con la población ocupada. Por el contrario, hay que destacar que la mitad de la población de 65 años y más no ha recibido pensión alguna en las dos primeras décadas del presente siglo, a pesar de un importante incremento en la cobertura de la población que recibe la pensión no contributiva. Cuarto, las pensiones son un campo de desigualdades que muestran asimetrías significativas en términos de porcentaje de personas cotizantes y de montos de pensiones entre el primero y el último quintil. Además, estas desigualdades se expresan en términos de género. Finalmente, dentro del primer pilar, debido a su segmentación, hay diferencias importantes entre los regímenes, siendo el más favorecido el adscrito al Ministerio de Hacienda, en detrimento, especialmente, del IVM-CCSS.

			Con este panorama de derrumbe de la ruta de movilidad social ascendente de la “edad dorada” de la igualdad en Costa Rica, cuyas causas no pueden ser todas imputadas al neoliberalismo, en los próximos cuatro capítulos se abordan dinámicas de desigualdad donde la responsabilidad de este orden social no puede ser eludida.




			
				
					49	Las primeras normativas de obligatoriedad escolar se tomaron en la década de 1830, pero el hito clave fue la Gran Reforma Educativa en la penúltima década de ese siglo (Martínez Gutiérrez, 2016: 19-23).

				
				
					50	Como señala Molina Jiménez (2018: 182): “…cuando se comparan las décadas de 1970 y 1980, resulta claro que mientras la inversión educativa pública total disminuyó casi en  6 puntos porcentuales, la universitaria se incrementó en un punto porcentual. Tal diferencia se explica principalmente por la mayor capacidad de presión de las universidades, que movilizaron exitosamente a sus docentes, estudiantes y administrativos en defensa de las transferencias del Poder Ejecutivo, que constituyen la base de su financiamiento. Dicho éxito, sin embargo, tuvo un elevado costo social, puesto que implicó que, en el marco de la crisis de entonces, el Estado subsidió más a los estudiantes universitarios, una proporción considerable de los cuales provenía de familias con suficientes medios económicos, que a los de la enseñanza preuniversitaria, cuyos recursos eran mucho menores”. 

				
				
					51	Hay que recordar que Marshall (1998: 21-22) planteó, en su texto clásico, que la ciudadanía  social “…se ha convertido, en ciertos casos, en el arquitecto de una desigualdad social legitimada”.

				
				
					52	No hay que olvidar el impacto de la obra de Gary Becker, uno de los principales exponentes de la doctrina neoliberal, El capital humano, en la que planteaba la tesis de que había que considerar al individuo como el empresario de su propia existencia.

				
				
					53	Si bien el análisis de los siguientes párrafos se concentra en la educación secundaria, esto no implica que la primaria esté exenta de problemas, como la no impartición generalizada del currículo completo. 

				
				
					54	El Quinto Informe del Estado de la Educación utiliza el término “exclusión educativa”, pero ha mantenido el de “deserción” por referirse a la información provista por los centros y no a la problemática como tal (Programa Estado de la Nación, 2015: 293). Otro término alternativo es el de “interrupción” propuesto por García-Marín y García Fernández (2023: 66) que, además de coincidir con las críticas al término “deserción” por la responsabilidad que atribuye a la persona estudiante, tiene la virtud de contemplar una dimensión diacrónica, porque se puede volver a estudiar. En este texto, en los datos referidos al Quinto Informe, se utilizará “deserción”, pero entre comillas.

				
				
					55	Se llevaron a cabo estudios puntuales, entre los que destacan los de Brenes Camacho (2014), Del Valle Alvarado y Fernández Aráuz (2014) y Sánchez Hernández et al. (2014). El primero se centró en factores contextuales de la comunidad donde se ubica el centro escolar. El segundo abordó el impacto de los recursos materiales del colegio, en infraestructura y equipamiento. El tercero se concentró en las características del profesorado.

				
				
					56	Como infraestructura se tomó en cuenta: aulas, comedores, salas de profesores, inodoros, lavatorios y sanitarios. Como facilidades educativas se entiende: aulas especiales, bibliotecas, laboratorios y talleres. Como mobiliario educativo se entiende: pupitres, mesas, sillas y pizarras. Los índices se elaboraron a partir de los respectivos análisis factoriales.

				
				
					57	Hay que mencionar que los datos utilizados corresponden a los del censo de 2011.

				
				
					58	Estas pruebas se aplican en países pertenecientes a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos de la cual Costa Rica forma parte. Las implementa el Programa Internacional de Evaluación de Estudiantes (PISA) y su finalidad es medir la capacidad de las personas estudiantes de 15 años de edad, en términos de habilidades y conocimientos en lectura, ciencias y matemáticas. 

				
				
					59	Este es un ejemplo de la pertinencia del término “interrupción” en lugar de “deserción”.

				
				
					60	Con respecto a estas segundas condiciones, hay que destacar que la casi totalidad de niñas, niños y jóvenes provenientes de hogares caracterizados por un “clima educativo” muy bajo (padres con menos de primaria) asisten al sistema público.

				
				
					61	En 2019, las movilizaciones de los sindicatos de la educación expresaron también su oposición al Proyecto de Ley de Declaratoria Servicio Esencial, al Proyecto de Ley Educación Dual y a las pruebas FARO.

				
				
					62	Obviamente, hubo factores propios de la movilización (divisiones en el interior del movimiento sindical, limitaciones de las estrategias de movilización y la represión de las protestas) que también explican ese desenlace.

				
				
					63	Esta acumulación de rezagos no afectó a la educación universitaria pública. Así, las universidades no participaron de las movilizaciones de 2018 y 2019, con la excepción de la marcha del 22 de octubre de 2019 en defensa del Fondo Especial para Educación Superior (Díaz Arias, 2021b: 134-135). En cuanto a la pandemia, las universidades públicas no interrumpieron sus actividades, tampoco redujeron la matrícula: ni en el segundo semestre de 2020, ni en el primero de 2021 (Programa Estado de la Nación, 2021).

				
				
					64	Además, no hay que olvidar las limitaciones digitales del sistema público en términos de capacidades de las personas docentes y de infraestructura tecnológica.

				
				
					65	Según los datos de CEPALSTAT del gráfico 4, en 2017 esa inversión fue del 7,1%, en 2021 había caído a 6,3%. 

				
				
					66	Para Rovira Mas (2020: 17-18), esta profundización de la presencia estatal fue uno de los componentes clave de este proyecto. Los otros elementos fueron: diversificación de la estructura productiva, (re)distribución del ingreso, fortalecimiento de sectores medios, mantenimiento de la educación y de la seguridad social como valores centrales de la sociedad costarricense, finalmente, consolidación de la institucionalidad política democrática-burguesa.

				
				
					67	Uno de los últimos actos de la contienda bélica fue el denominado Pacto de Ochomogo, donde los vencedores se comprometieron a respetar las Garantías Sociales y el Código de Trabajo, así como garantizar la legalidad de Vanguardia Popular y su brazo sindical. Lo primero se cumplió, pero no así lo segundo (Rojas Bolaños, 1989). La política represiva contra comunistas y calderonistas quedó plasmada en el Decreto de Ley N.º 105 (Contreras, 2008: 195).

				
				
					68	Rojas Bolaños (1989) ha señalado que, cuando Figueres fue expulsado de Costa Rica en 1942 y se exilió en México, sus preocupaciones eran dos: cómo derrocar al gobierno y cómo encontrar alternativas al reformismo social oficial. La respuesta a esta segunda preocupación la proveería el Centro para el Estudio de los Problemas Nacionales, conformado por jóvenes profesionales y estudiantes en 1940 y en el que Rodrigo Facio fue la figura prominente, que aportó la visión socialdemócrata al proyecto “figuerista”. Para calibrar el impacto de esta visión en el ideario del Partido Liberación Nacional, véase el importante texto de Solís (1992).

				
				
					69	Gamboa Brenes (2013) argumenta que previo a la Segunda República no existía un anticomunismo profundo y generalizado. Fue a partir de la segunda mitad del siglo XX y especialmente en las primeras elecciones que ese sentimiento se desarrolló. El análisis que hace este autor de las cinco contiendas electorales entre 1953 y 1970 muestra que los partidos recurrieron a la memoria de la guerra civil de 1948 para justificar su derecho a gobernar negándoselo a sus oponentes. En esa descalificación se señalaba a Vanguardia Popular como el responsable del conflicto bélico y del peligro de repetirlo si fuerzas políticas de izquierda participaban electoralmente. 

				
				
					70	Hay que señalar que partidas salariales diversas (fuerza pública, docentes del Ministerio de Educación, médicos, etc.) se rigen por otras normas posteriores a 1953 (Ballestero, 2021: 28).

				
				
					71	Se ha culpabilizado a CODESA por el incremento de endeudamiento externo, pero Salazar- Xirinachs (2022: 253) ha señalado también la responsabilidad de instituciones autónomas.

				
				
					72	Vega (1984: cuadro 6) muestra cifras de esas pérdidas para el período 1977-1983.

				
				
					73	Algunas de estas empresas, como la productora de cementos (CEMPASA) y la de abonos (FERTICA), acabaron bajo control foráneo (Villasuso, 2000: 30).

				
				
					74	Se puede añadir la descentralización estatal, elemento clave de la reforma neoliberal del Estado, que implicó generación de empleo público a nivel local.

				
				
					75	Las estimaciones de Loría y Umaña (2014: gráfico 1) indican que el empleo público en Costa Rica perdió peso en los años 2007 y 2008, pero sin bajar del 13,5%. Por su parte, Ballestero (2021: 29) señala que entre los años 2009 y 2013, el empleo público tuvo un auge. Hay que recordar que entre 2009 y 2010 se pasó de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples a la Encuesta Nacional de Hogares; habría que ver cómo la CEPAL ha homologado la información de estas dos fuentes.

				
				
					76	Al respecto, Fernández Arauz (2016: 161) ha señalado que “…mientras que solo el 20% de los trabajadores del sector privado tienen educación superior, el 66% de los trabajadores del sector público cuentan al menos con un año de estudios universitarios, y tuvieron incrementos promedio en sus salarios reales del 25%, muy superior al 5% de incremento en el salario real promedio de los trabajadores con título universitario del sector privado”.  Siguiendo la metodología de este autor, Brenes Camacho (2023: 3) ha encontrado que, para el bienio 2021-2022, las diferencias entre sector público y privado explican muy poco de la desigualdad de ingresos.

				
				
					77	La cuestión sindical se abordará en el capítulo quinto en relación con la problemática de la precarización de las relaciones asalariadas.

				
				
					78	Esta cuestión se abordará en el siguiente capítulo como una de las dinámicas clave de individualización que ha impuesto el neoliberalismo.

				
				
					79	En este caso, se considera únicamente a las personas empleadas en el sector público con puesto en propiedad. El interinazgo está signado por la precarización.

				
				
					80	Se utilizan comillas porque, tradicionalmente, este término ha sido utilizado para calificar el fenómeno del anarquismo. Es cierto que este movimiento hizo planteamientos radicales de libertad, en contraposición al comunismo, pero era una libertad fundamentada en la propiedad común de medios de producción para garantizar el máximo de igualdad. Es decir, una propuesta diametralmente opuesta a la de personajes como Jair Bolsonaro o Javier Milei que serían pares latinoamericanos de Otto Guevara.

				
				
					81	Al respecto, existen instituciones públicas, como el Banco Central de Costa Rica y la Contraloría General de la República, que ya habían implementado regímenes de salario único (Loría y Umaña, 2014).

				
				
					82	Esta cuestión no estaba considerada en el texto de López-Calva y Lustig (2010). Aunque en ambos países el índice de Gini descendió, no fue lo mismo el México de los gobiernos del Partido de Acción Nacional –en los que no hubo incrementos del salario mínimo real, pero sí sobreoferta de mano de obra calificada– con el Brasil de Lula –donde se implementó una política activa de mejoramiento del salario mínimo real–. Es decir, no se puede equiparar un cierre “a la mexicana” (hacia abajo) con un cierre “a la brasileña” (hacia arriba) (Pérez Sáinz, 2013: 66-67).

				
				
					83	Solo se conoce el trabajo de Trejos (1999), para el período 1976-1995, donde se analiza el comportamiento de tres factores productivos: el trabajo no calificado, el trabajo calificado y el capital físico. También se puede mencionar el realizado por Meneses Bucheli, Córdova Montero y Oleas Nieto (2019: cuadro 7), quienes, a partir de la matriz insumo-producto para el turismo de 2012, han estimado la distribución del valor agregado entre remuneraciones laborales y ganancias en las principales actividades turísticas. Existe una estimación dentro de un estudio regional sobre la distribución funcional del ingreso desde una perspectiva sectorial. En Costa Rica, para 2010, la participación de la remuneración al trabajo y al trabajo asalariado en el valor agregado a precios básicos era del 52,5% (Abeles, Arakaki y Villafañe, 2017: gráfico 2).

				
				
					84	No obstante, esta propuesta metodológica afronta la dificultad de la heterogeneidad laboral que caracteriza a América Latina. O sea, es una metodología apropiada para casos de alta salarización del mercado de trabajo, como sería el costarricense.

				
				
					85	Esta reforma tuvo lugar con la Ley 7531 de 1995. Para un análisis de esta, véase Arce Gómez (2018).

				
				
					86	Este fue el modelo postulado por el neoliberalismo y tuvo su primera aplicación en Chile bajo la dictadura pinochetista. Sin embargo, este modelo no cumplió sus promesas: no disminuyeron los costos administrativos y no hubo proliferación de fondos privados compitiendo entre sí, sino oligopolización (Mesa-Lago, 2004). Además, los montos de las pensiones acabaron siendo inferiores a los prometidos. De hecho, la erosión de los montos de pensiones ha sido una de las principales demandas del “estallido social” que conmocionó a Chile a finales de 2019.

				
				
					87	En septiembre de 2019 el régimen básico constaba de 1 434 274 afiliados: 92,1% en el IVM, 6,9% en el RCC-MN y 1% en el FJP (Pacheco, Hazel y Pacheco, 2020: 19).

				
				
					88	Esta diversidad es expresión de segmentación. Mesa-Lago (2010: 13) ha argumentado que este fenómeno “…afecta adversamente a la mayoría de los principios de la seguridad social: la cobertura debido a la falta de coordinación entre programas, el alto costo de los separados que absorbe escasos recursos necesarios para la extensión y las lagunas que crea; el trato igual y la solidaridad, porque los programas separados tienen condiciones de acceso más liberales y prestaciones más generosas con frecuencia financiados con subsidios fiscales regresivos; la eficiencia, pues los sistemas segmentados usualmente tienen costos administrativos mayores a los unificados; y la sostenibilidad financiera, porque las generosas condiciones y prestaciones de los programas separados son una pesada carga para el sistema y normalmente provocan severos déficits actuariales”. Para este autor, Costa Rica, en 2009, se caracterizaba por tener un grado medio en términos de la unidad del sistema de pensiones (Mesa-Lago, 2010: cuadro 2).

				
				
					89	La principal causa del incremento de la esperanza de vida suele ser el descenso de la mortalidad de los grupos de menor edad, en concreto la infantil. Esto ha acontecido en Costa Rica donde la tasa de mortalidad infantil disminuyó de 137 muertes de menores de un año por cada mil personas nacidas vivas en 1940, a 68,4 en 1970, a 19,9 en 1980 y, a inicios del presente siglo, a 10,0 (Universidad de Costa Rica/Centro Centroamericano de Población, 2007: 3).

				
				
					90	Tomando en cuenta la relación de soporte (cociente entre personas económicamente activas cotizantes por persona jubilada), este guarismo desciende de 7,6 en 2012 a 2,2 en 2060 (Badilla Solano y Ramírez Flores, 2019: gráfico 2).

				
				
					91	Esta tasa incluye a las personas asalariadas, tanto del sector público como del privado, y a las del servicio doméstico. Son datos de CEPALSTAT. En el capítulo quinto se abordará el mercado de trabajo como campo de desigualdades.

				
				
					92	La reforma de 2005 supuso un importante impulso para la afiliación de personas trabajadoras por cuenta propia. Esta importante reforma ha sido analizada en detalle por Martínez Franzoni (2005).

				
				
					93	Las estimaciones de Pacheco, Hazel y Pacheco (2020: cuadro 5) son de 48,0% de la PEA, en 2000, y de 67,5% en 2017. Además, el salto del segundo quinquenio aconteció entre 2008 y 2010.

				
				
					94	Expresa porcentualmente el tiempo cotizado respecto de la vida laboral de una persona. Por ejemplo, si se trabajó 20 años, pero se cotizó solo la mitad de esos años, la densidad es del 50% (10/20*100).

				
				
					95	Además, como señalan Pacheco, Hazel y Pacheco (2020: 48): “…mientras el régimen con cargo al Presupuesto Nacional absorbe casi 2,5% del PIB para unos 60 mil beneficiarios,  la CCSS paga 3,0 puntos del PIB para 250 mil pensionados”.

				
				
					96	Se considera que una pensión es de lujo cuando su monto excede diez salarios mínimos que, en 2018, suponía 2,7 millones de colones. En 2016 se les impuso una tasa de contribución especial, solidaria y redistributiva que varía entre el 25% (para el rango entre 10 y 12,5 salarios mínimos) y el 75% (para el rango de más de 22,5 salarios mínimos). Señalar que también hay una tasa similar en el caso de pensiones del Régimen de Reparto del Magisterio Nacional (Robles Cordero, 2019: cuadros 11 y 12).

				
				
					97	En 2013, el 61,8% de las personas pensionadas de este régimen eran mayores de 65 años (León Espinosa, 2018: cuadro 3).

				
				
					98	Este monto ha representado el 70,9% y el 92,2% de las líneas de pobreza urbana y rural, respectivamente (Pacheco, Hazel y Pacheco, 2020: 25).

				
				
					99	La excepción corresponde al régimen RCC-MN, donde más de dos tercios (68,6%) de las personas cotizantes corresponde a mujeres en 2018 (Pacheco, Hazel y Pacheco, 2020: 63). Este dato no es sorpresivo, porque la educación es laboralmente un ámbito feminizado.

				
				
					100	Para 2018, en el régimen FJP, el 43,7% de las personas pensionadas eran mujeres y, en el caso de los regímenes especiales adscritos al Ministerio de Hacienda, el 43,3% (Pacheco, Hazel y Pacheco, 2020: 58 y 65).

				
			

		


		
			CAPÍTULO III 
 Las desigualdades en el neoliberalismo I

			Las dinámicas de individualización

		


		
			

			La ruta de movilidad social ascendente que caracterizó la “edad dorada” de la igualdad en Costa Rica tuvo como sujeto privilegiado al individuo. La movilidad social forma parte de las trayectorias biográficas y estas son únicas a cada persona. Además, esta ruta se sustentó en dos pilares básicos de la ciudadanía social: la educación y las pensiones. El sujeto de las ciudadanías clásicas (civil, política y social) es también el individuo. Con el neoliberalismo se reafirma este sujeto, pero no se está hablando del mismo tipo de individuo.

			El individuo como sujeto social está definido por condiciones que Castel (2010: 304) ha denominado “soportes”. Esta propuesta tiene una doble consecuencia analítica importante. Por un lado, no todos los individuos son iguales, por el contrario, en palabras de este mismo autor: “…los individuos están desigualmente respaldados para ser individuos, y se puede ser más o menos individuo en función de los soportes, o en ausencia de soportes, necesarios para serlo” (cursiva del autor) (Castel, 2010: 305). Por otro lado, los soportes cambian por lo que el sujeto individuo también. Es decir, hay que historizar a este sujeto social, como a cualquier otro, y no esencializarlo. En este sentido, Castel (2010) ha propuesto una genealogía en términos de tres momentos de modernidad. En la primera, el principal soporte ha sido la propiedad privada que supuso que fueran las personas propietarias, especialmente de medios de producción, las que pudieran constituirse como individuos. En una segunda modernidad, la ciudadanía social ha funcionado como una suerte de propiedad social haciendo factible que las personas pertenecientes a sectores subalternos devinieran individuos. Y, en la actualidad, se estaría ante la individualidad “hipermoderna” que tendría dos expresiones. La primera sería la del “individuo por exceso” y que, como se verá más adelante, corresponde al sujeto reivindicado por el neoliberalismo. La segunda, expresión negativa de la primera, sería la del “individuo por defecto”. Estas cuatro dinámicas de individualización están presentes en la sociedad costarricense, pero este texto se concentra en las dos últimas, que se abordan en sendos apartados.

			3.1	Individualización por defecto: religiosidad y violencia

			Mientras haya capitalismo, la propiedad será soporte de individualización. Pero la propiedad no se limita a los medios de producción, sino que remite también a la apropiación de recursos no económicos. En este sentido, y bajo la influencia del léxico neoliberal, se habla de diferentes tipos de “capital”, además del humano: social, cultural o político. Por consiguiente, no solo las élites económicas tienen acceso a este soporte, sino también otros grupos dominantes. Se debe aprovechar la mención a las élites económicas, o sea, al empresariado hegemónico, para señalar que el sujeto social que privilegian no es el individuo, sino la clase social. Es su configuración como clase social lo que le otorga identidad y le sirve para desplegar sus estrategias de poder y así garantizar el proceso de acumulación de capital.

			También la individualización sustentada en la ciudadanía social sigue vigente, pero el debilitamiento de sus pilares fundamentales fragiliza este soporte y su dinámica de individualización. En el capítulo anterior se ha podido constatar tanto la crisis de la educación pública como la erosión del sistema de pensiones. A este debilitamiento hay que añadir las vicisitudes de la salud pública, otro de los pilares clave de este tipo de ciudadanía, que se manifestaron en la crisis de la CCSS en 2011. En términos generales, se puede decir que la política social ha mantenido cierta inercia, pero, como acertadamente argumenta Castro Méndez y Martínez Franzoni (2010: 114): “…la política social actual no tiene la fortaleza del intervencionismo del modelo social previo a la crisis, ni instituciones reguladoras efectivas y capaces de lidiar con la creciente incursión de la inversión privada en salud y educación”. 

			En cuanto a las dinámicas de la individualidad “hipermoderna”, la primera por considerar es la que tiene que ver con el “individuo por defecto”, que supone abordar la expresión de desigualdades más extremas generadas por el neoliberalismo: la marginación social. Se trata de un mundo pauperizado por la economía, abandonado por el Estado e ignorado por la sociedad (Pérez Sáinz, 2021). Tres son las dimensiones que caracterizan a la marginación social. 

			La marginación representa un mundo de privaciones materiales y simbólicas debido a la desposesión de medios de vida. Inserciones laborales tales como el desempleo, la precarización salarial o el autoempleo de subsistencia implican que los medios que se pueden obtener para la supervivencia son muy limitados. De manera concomitante, es un mundo donde difícilmente puede haber derechos y, por tanto, la ciudadanía se desdibuja. O sea, desciudadanización es otro rasgo fundamental de la marginación social. Finalmente, la diferencia de este mundo es procesada por las élites en términos de inferiorización, porque representan a su población como ciudadanas y ciudadanos disminuidos y atrapados en la miseria. Además, esta inferiorización adquiere un rasgo peculiar y cruel: la invisibilización (Pérez Sáinz, 2019, 2023b).

			Estos tres fenómenos (desposesión, desciudadanización e invisibilización) constituyen el núcleo estructurante del fenómeno de la marginación social. Su principal consecuencia es que la configuración de sujetos sociales (clases, individuos y pares categoriales) se ve profundamente constreñida. Así, es difícil abordar a la población marginada en términos de clase social. Para su caracterización, en las sociedades del Norte, se recurrió al término de “infraclase” que, metafóricamente, evoca que esta población está en el “sótano” de la sociedad. En términos de las realidades latinoamericanas se debe recurrir al concepto de “masa marginal”, como población afuncional para el capitalismo, que Nun (1969, 2003) propuso décadas atrás. Su desciudadanización recuerda la modalidad de “ciudadanía escindida” que aconteció en el siglo XIX en países como los andinos o Guatemala, con peso importante de la población indígena. Se generó un sistema dual de ciudadanía: una de facto para blancos y mestizos/ladinos, y otra formal para indígenas, quienes fueron relegados a los márgenes de la sociedad y administrados como poblaciones (Pérez Sáinz, 2016). Esto último acontece en la actualidad cuando los territorios de la marginación social son controlados por actores violentos que imponen su orden paralegal. Por último, la invisibilización, que niega la existencia de esta población, supone que esta no merece siquiera ser considerada como categoría inferiorizada. Así, no se puede configurar como par categorial. Solo cuando logre visibilizarse, habrá reconocimiento, aunque estigmatizado en un par territorial peculiar que opone a las personas residentes de zonas pacíficas de las habitantes de área violentas, o sea, marginales (Pérez Sáinz, 2023b).

			Se puede tener una primera aproximación al peso de este fenómeno en términos de exclusión social.101 Datos para la primera década del presente siglo muestran que un décimo de la población costarricense estaba en situación de exclusión social (Pérez Sáinz, Segura Carmona y Fernández Montero, 2012: cuadro 3). En 2013, una encuesta aplicada en tres territorios, seleccionados por la presencia significativa de marginación social, mostró que el número de hogares en condición de exclusión social era de 54,4% (Pérez Sáinz, Zetino Duarte y Ceballos Schaulsohn, 2019: figura 6.2)

			Aunque las asimetrías sean extremas, si la desigualdad se entiende –como se propone en este texto– como resultado de relaciones de poder, esta no implica que haya desempoderamiento total. Esto supone que la población marginada tiene posibilidades de reacción para intentar revertir su desempoderamiento. Se han identificado cuatro tipos de respuestas: la temida, que se expresa en la violencia; la de salida, que se materializa en la migración; la mágica, que busca el refugio de la religiosidad; y la basada en la acción colectiva, que puede dar lugar a movimientos sociales (Pérez Sáinz, 2019, 2023b). Para los objetivos de este texto y con base en la situación de la sociedad costarricense, hay que centrarse en las respuestas religiosa y violenta.102 

			En 2014, el PEW Research Center (2014: 26 y 183) presentó un informe para mostrar la transformación religiosa de América Latina. Al respecto, se comparó la condición religiosa en la que las personas encuestadas fueron criadas y educadas con la que profesaban en el momento de la entrevista. En el caso costarricense, un cuarto de la población se declaraba perteneciente a alguna de las corrientes protestantes; entre ellas, cuatro de cada diez personas se autoidentificaban como pentecostales o evangélicos, términos intercambiables.

			La relevancia de la religiosidad, en concreto de la pentecostal, es que puede proveer soporte para la individualización de personas en condición de marginación social.103 En la gran mayoría de los casos de conversión al protestantismo, se trata de la búsqueda de contacto directo con Dios, obviando las mediaciones institucionales.104 En la ritualidad del pentecostalismo, como señala Bastian (2007), hay tres prácticas clave que se reconocen como facilitadoras de ese contacto directo con lo transcendental, que hacen justamente tan atractiva esta religiosidad: el exorcismo (el combate contra los demonios), la glosolalia (el habla en lenguas extrañas) y la taumaturgia (las prácticas de sanación). A través de ellas, los pentecostalismos funcionan como hospitales imaginarios (Bastian, 2000). La clave de esta “cirugía” reside en que el cuerpo original se anula, negando contexto social que lo enmarca (Garma Navarro, 2004), es decir, se cuestiona la condición de marginación social. El cuerpo exorcizado se configura en el locus de la acción del Espíritu Santo para que “renazca” una nueva persona con posibilidades de individualización, mediante el soporte de la religiosidad. 

			Esta trasmutación se manifiesta de una doble manera en los sectores subalternos. Por un lado, están los “milagros”: recomposición de la vida familiar, superación de problemas de drogas y alcoholismo, control de conductas violentas por parte de jóvenes. Por otro lado, esta religiosidad provee una ética familiar de la supervivencia diaria en contra del fatalismo y de la erosión de la autoestima. No se trata de ilusiones de movilidad social ascendente, como sería el caso de sectores medios, sino del logro de pequeños triunfos y del aliento para la lucha cotidiana (Semán, 2019-2020).

			La otra respuesta por considerar es la violenta. En el contexto de marginación social, se expresa en la presencia de dos actores transgresores en este tipo de territorios: las pandillas violentas y el crimen organizado a través del tráfico local de drogas. En Costa Rica, el primero de estos actores, si bien no está ausente, no tiene la importancia que ha obtenido en las sociedades septentrionales de Centroamérica.105 Por el contrario, el segundo está asociado al auge del tráfico de drogas, fenómeno que ha trastocado la imagen de sociedad no violenta que caracterizaba a la Costa Rica de la segunda mitad del siglo pasado.

			Los dos gráficos siguientes muestran el número de homicidios dolosos acontecidos en el país, desde 2010, y los móviles que los han inducido. 

			Del primero se puede observar una tendencia leve al incremento, que se ha acelerado a partir de mitad de 2021, para alcanzar, a finales de 2023, una tasa de 18 homicidios por cada cien mil habitantes. El segundo gráfico es más nítido porque muestra cómo la causas “ajuste cuentas, venganza y profesional”, que pueden ser atribuidas a la violencia del tráfico de drogas, ganan importancia hasta representar casi dos tercios del total de móviles al inicio de 2023. Esta mayor presencia del crimen organizado y del incremento de la violencia, si bien tiene su principal explicación en el tráfico global de drogas, no es ajena al deterioro del país basado en el incremento de las asimetrías sociales. La desigualdad ni es gratis, ni barata y tiene un costo alto. 



			Gráfico 9. Costa Rica: víctimas de homicidio doloso por año y mes de ocurrencia (enero 2010-junio 2023)
			[image: Gráfico donde se observa las que las víctimas de homicidio doloso es mayor en mayo del 2023]


			Fuente: Ministerio de Justicia y Paz: Observatorio de la violencia, tablas y gráficos.



			Gráfico 10. Costa Rica: distribución porcentual de víctimas de homicidio doloso ocurridas en el primer trimestre, según móvil (2010-2023)
			[image: Gráfico de barras donde se observa los diferentes móviles de homicidio doloso y la frecuencia en que ocurrieron]

			Fuente: Ministerio de Justicia y Paz: Observatorio de la violencia, tablas y gráficos.


			En este tipo de respuesta es evidente que el soporte de individualización es la propia violencia como medio ya sea para obtener reconocimiento y prestigio, ya sea para acaparar bienes. En el primer caso se trata de violencia social, que tiene como resultado que la persona sea temida y respetada en el territorio donde actúa. En cuanto a la violencia ganancial, se estaría ante una individualización cercana a la que permite la propiedad. De hecho, este tipo de violencia es la que caracteriza al crimen organizado, un fenómeno que debe ser entendido como actividad empresarial, sui generis por su realización en contextos de ilegalidad.

			Se puede plantear que la violencia social predomina en el caso de las pandillas violentas y la ganancial en las actividades de tráfico local de droga, pero en realidad se combinan con distintos énfasis. De hecho, la posesión de ciertos bienes, gracias a actividades ilícitas, confiere prestigio a la persona y refuerza su individualización. No obstante, la violencia es un soporte peculiar caracterizado por dos elementos clave. Por un lado, es perverso, porque la individualización que facilita conlleva, en su repertorio, el rol de persona victimaria que implica, inevitablemente, la existencia de víctimas. Por otro lado, es un soporte inestable y efímero por las dinámicas cambiantes que conlleva la ilegalidad. De hecho, es una individualidad limitada solo al presente y que, por tanto, no tiene proyección hacia el futuro como proyecto de vida, porque la muerte acecha de manera permanente.106 

			Antes de abordar al otro individuo, el de “por exceso”, hay que mencionar la existencia de un soporte que se ubica a caballo entre estas dos expresiones de individualización. Se trata de la principal propuesta de política social del neoliberalismo: las transferencias monetarias condicionadas. Su carácter de soporte remite a la condicionalidad que suele conllevar: la transferencia debe ser utilizada en la salud y en la educación de las personas menores de los hogares beneficiados. Es decir, se trata de fortalecer “capital humano” futuro. Es una dinámica que no puede ser asimilada a la ciudadanía social, que también incluye la educación y la salud, porque no es una política con pretensiones universales, rasgo que define cualquier tipo de ciudadanía, sino que tiene una naturaleza focalizada.

			En Costa Rica este tipo de soporte se ha materializado, fundamentalmente, en el programa “Avancemos” que comenzó en 2006, como experiencia piloto para generalizarse al año siguiente.107 Su objetivo es evitar la interrupción de estudios en la secundaria de adolescentes y jóvenes, con edades entre 12 y 25 años, y cuyas familias se encuentran en condiciones de pauperización o vulnerabilidad, según los criterios del Instituto Mixto de Ayuda Social, a través de su sistema de clasificación. El apoyo se traduce en una transferencia a la madre de la persona estudiante, o a ella misma si es mayor de edad, con la condición de permanecer en el sistema educativo y no haber tenido más de dos reprobaciones por curso. El monto de esta ayuda varía según el ciclo educativo; en 2015, era 22 500 colones para el tercer ciclo y de 35 000 para el cuarto. A finales de agosto de ese año se tenían registradas como beneficiarias a 156 792 estudiantes correspondientes a 124 314 familias (Hernández Romero, 2016: tablas 3 y 7). No obstante, no hay que olvidar la inercia de la política social previa a la crisis de los años 1980, que hace que este tipo de programas no sea central en la arquitectura de la ciudadanía social costarricense.

			3.2	Individualización por exceso: consumismo, endeudamiento y emprendimiento

			Al contrario del “individuo por defecto”, el “individuo por exceso” es el sujeto reivindicado por el neoliberalismo. Sus antecedentes están en el homo economicus, conceptualizado por John Stuart Mill y Adam Smith, que tuvo su consagración con la economía neoclásica, como la persona que intenta maximizar su bienestar al menor costo posible, tomando decisiones racionales. Si bien se recupera esta concepción, el neoliberalismo la redefine en términos de financierización (Brown, 2015). Esto supone que se está ante un sujeto que posee un portafolio de diversos capitales (especialmente humano, pero también social, cultural, etc.), a partir del cual debe maximizar beneficios. Así, la racionalidad financiera acaba permeando todo tipo de acción social.

			

			Esta mercantilización de la vida social conlleva que el principio básico que guía la acción social es la competencia, virtud esencial para el neoliberalismo (Harvey, 2007). Se está ante un sujeto definido por deberes y no por derechos, porque la responsabilidad social con el neoliberalismo deviene individual, con lo que se pierde toda connotación colectiva. De manera concomitante, la idea de dependencia, especialmente del Estado a través de políticas sociales, se estigmatiza. En tanto que “capital humano”, el sujeto es responsable de sí mismo y, si no asume sus deberes y retos, puede devenir prescindible. Es decir, el contrato social se invierte (Brown, 2015). Esta transmutación responde al desplazamiento del homus politicus, ligado al desarrollo de la ciudadanía, por el homus economicus y cuya consecuencia principal es el cuestionamiento de la democracia, no solo la liberal, sino también la de las opciones radicales. Se está ante un proceso de “desciudadanización” donde, al contrario de la democracia liberal en la que se procesaban contradicciones propias del capitalismo (libertad versus igualdad, orden versus conflicto, etc.), el mercado “dessocia” la sociedad (Sánchez-Parga, 2011; Brown, 2015).

			Tres son las cuestiones importantes para abordar esta dinámica de hiperindividualización: el consumismo, el endeudamiento personal como expresión de la financierización de la cotidianeidad y el discurso del emprendimiento con su figura del emprendedor.

			Hay que recordar que la piedra angular de los procesos de ajuste estructural fue la apertura comercial. Esto supuso que la oferta de bienes se incrementara sustancialmente y se ampliara el consumo de parte significativa de la sociedad. De ahí que se pueda hablar de coaliciones “proneoliberales” que, además de las fracciones de capital beneficiadas (exportador, importador, financiero, etc.), incluirían a los consumidores que configuran la base social de este tipo de alianzas.108 

			En sociedades mercantilizadas como la costarricense, el consumo, en tanto depende del ingreso, expresa también un campo de desigualdades de resultado. Estas asimetrías se pueden apreciar en el siguiente cuadro que muestra datos referidos a las tres Encuestas de Ingresos y Gastos del Hogar (ENIGH), realizadas durante las dos primeras décadas del presente siglo.


			Cuadro 8. Costa Rica: distribución porcentual de gasto de consumo mensual del hogar de los quintiles primero y quinto de ingreso, según rubro seleccionado de gasto (2004, 2013 y 2018)
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			Fuente: elaboración propia con base en INEC (2014: cuadro 20b; 2019: 4.2B).



			Se han seleccionado rubros que tienen peso significativo en el consumo total y que también muestran diferencias sociales.109 Los signos negativos y positivos de las columnas de diferencia muestran patrones de consumo distintos. Así, en los hogares del primer quintil, alimentación y vivienda son los gastos prioritarios, lo que muestra un mundo de carencias, mientras en el último quintil, el gasto con más peso es el del transporte, que refleja la compra de automóviles y el gasto en carburante, o sea, un mundo de opulencias. La visión de este cuadro se basa en valores monetarios, lo cual esconde el tipo de bienes y servicios a los que los hogares de cada quintil tienen acceso. Aquí entra en juego no solo el monto –valor de cambio–, sino también la calidad –valor de uso–, y esto remite al problema de la distinción social. Es decir, el verdadero contraste está en los estilos de vida entre estratos sociales.

			Este contraste se puede apreciar en el trabajo de García Santamaría, Jiménez Fontana y Durán Monge (2016: 8-10), quienes clasificaron los hogares costarricenses, a partir de un análisis factorial para la construcción de índices de gasto y su segmentación, basado en un análisis de conglomerados, utilizando los datos de la ENIGH de 2013. Identificaron seis grupos donde el primero, que representaba apenas el 2% de los hogares, tenía un gasto promedio per cápita de 14 veces con respecto al del grupo sexto, que agrupaba el 12% de las unidades domésticas. Merece la pena mostrar los perfiles de estos grupos extremos, por el contraste social que reflejan. Así, el primero, calificado como “de alto poder adquisitivo” se le considera atípico “…con un gasto per cápita de 2 millones de colones. La mayoría están ubicados en la Región Central y en zonas urbanas. Sus viviendas tienden a ser grandes y muy equipadas, pero con diferentes años de construcción (desde recientes hasta de más de 30 años).  Son hogares de 2 a 4 miembros, donde dos de ellos son menores de 15 años y dos son personas ocupadas. El jefe es mayoritariamente un hombre, casado, más concentrado entre 40 y 49 años, que desempeña hasta dos ocupaciones, como director o gerente, en el ámbito profesional o científico, tanto del sector público como privado, y trabaja entre 41 y 60 horas semanales. La mayoría de los jefes de los hogares tiene algún grado de educación universitaria, con 13 o más años de educación”. En cuanto al último grupo, son hogares que “…están ubicados en su mayoría en la zona rural, principalmente en Huetar Norte o Caribe y Chorotega. Los jefes son mayoritariamente hombres unidos o casados, tienen educación primaria y menos de 6 años de escolaridad, trabajan en agricultura y ocupaciones elementales. Los hogares están formados por cuatro o más personas, con dos o más miembros de 15 años o más. Las viviendas son pequeñas, poco equipadas, en regular o mal estado”. Por consiguiente, por un lado, está un mundo ligado a la opulencia, y, por otro lado, un universo anclado en las carencias de la ruralidad.

			No hay que olvidar que han sido los sectores medios los que probablemente se han beneficiado más del consumismo, incluyendo aquellos de menores ingresos. En este sentido, Vega (2012: 182-183) ha destacado tres mecanismos que han hecho posible satisfacer las “ansias consumistas”: la tarjeta de crédito, los sistemas de apartado y el mercado de segunda mano.

			El consumo no se limita a una mera dimensión cuantitativa, mayor cantidad de bienes susceptibles de ser consumidos, sino también a una cualitativa: el consumo se erige en referente de identidad, lo que desplaza al trabajo. Es por esta mutación que se puede hablar de consumismo como un fenómeno diferenciado del mero consumo. Como ha parafraseado Munck (2005: 65) la locución cartesiana: “…compro, luego existo”.

			No obstante, es necesario recordar que todo tipo de identidad es resultado de dos tipos de transacciones que hace el sujeto en cuestión.110 Por un lado, está la transacción interna, de naturaleza diacrónica, donde la clave es la continuidad versus la ruptura en la trayectoria biográfica. Lo primero es factible con nuevas generaciones que socializaron en el marco del neoliberalismo; de ahí que sean las personas jóvenes las más proclives a asimilar el consumismo. En este sentido, son las expectativas que genera el acceso a cierto tipo de consumo lo que sustenta este poder identitario. Pero, por otra parte, está la transacción externa, de orden sincrónico, que implica la interacción con el “otro” en términos de reconocimiento o desconocimiento. Esta dimensión es problemática porque remite al mencionado  contraste de estilos de vida. Es de esperar que, en sociedades marcadas por las asimetrías, predomine el no reconocimiento. Los estratos altos, pero también gran parte de los medios, rechazan la presencia de sectores subalternos en sus ámbitos de consumo. Se está en presencia del fenómeno de la “plebefobia” (Pérez Sáinz, 2021: 210).

			Por consiguiente, si bien este nuevo acceso al consumo, que ha hecho posible el neoliberalismo, representa un nuevo soporte de individualización, la configuración identitaria está signada por contradicciones, por lo que la sustitución del trabajo por el consumo es cuestionable.

			Es curioso que, a pesar de las referencias numerosas al fenómeno del consumismo, hay muy pocos análisis empíricos al respecto. En Costa Rica merece la pena destacar, por lo sugerente, el realizado por Hernández Ulloa (2018) sobre la relación entre consumismo y juventud (el grupo etario más expuesto a este fenómeno) en Los Guido, distrito de Desamparados, donde existen territorios de marginación social. Combinando dos ejes analíticos (inclusión/exclusión social y asimilación/no asimilación al consumismo) propone cuatro tipos de escenarios: el de la “satisfacción” (inclusión con consumismo), el de la “sobriedad” (inclusión sin consumismo), el de la “resignación” (exclusión sin consumismo) y el del “resentimiento” (exclusión con consumismo). El análisis empírico, a partir de un análisis de conglomerados, identificó estos cuatro tipos, aunque el 55,5% de los jóvenes se ubica en situaciones mixtas donde se combinaban dos de estas modalidades (Hernández Ulloa, 2018: figura 2).

			Es pertinente destacar los perfiles de estos cuatro grupos. Hay predominio masculino, con la excepción de la situación de “resignación” donde casi dos tercios son mujeres. La mitad de las personas en situación de “satisfacción” y siete de cada diez de las de “sobriedad” trabajan de manera remunerada. Los niveles educativos son bajos y la casi totalidad de las personas calificadas como “resignadas” y más de tres cuartos de las “resentidas” no han concluido la secundaria; apenas el 14,5% del grupo de “sobriedad” cursa estudios universitarios. Finalmente, la gran mayoría de las personas jóvenes de los dos primeros grupos tiene expectativas laborales, ya sea en relación con su empleo actual, ya sea con la generación de un negocio propio. Por el contrario, en los casos de “resignación” y “resentimiento”, la mayoría no tiene planes a futuro (Hernández Ulloa, 2018: tabla 1). 

			Es importante rescatar la reflexión final que hace este autor: “…Estos perfiles de jóvenes se complementan con algunas hipótesis sobre mecanismos que emplean estas personas jóvenes para acceder al consumismo. En ese sentido jóvenes satisfechos optarían por mecanismos de tipo normativo para lograr su satisfacción del consumismo; jóvenes sobrios acuden a mecanismos evasivos, por su baja asimilación del consumismo, pero si fuera el caso, tienen medios para acceder a mecanismos normativos de igual forma; entre jóvenes resignados predominarían mecanismos evasivos, mientras que jóvenes resentidos se encontrarían en una zona de vulnerabilidad a la trasgresión, como alternativa para satisfacer el consumismo, dado las condiciones de exclusión social que enfrentan” (cursiva del autor) (Hernández Ulloa, 2018: 448).

			Este estudio sugiere varias reflexiones sobre la problemática de la individualización. Primero, no todas las personas jóvenes son asimiladas por el consumismo; la falta de medios (“resignación”) o la percepción crítica de este fenómeno (“sobriedad”) lo relativizan. Segundo, en la situación de “satisfacción”, donde hay asimilación al consumismo, la condición laboral es importante. En este sentido, se plantea que la sustitución identitaria del trabajo por el consumismo no es tan evidente; es una cuestión abierta a explorar. Finalmente, el consumismo puede también activar la “individualización por defecto” cuando su logro implica transgresiones con uso de violencia, como puede ser el caso en situaciones de “resentimiento”.  Es decir, son posibles las interacciones entre los dos tipos de individualización: “por exceso” y “por defecto”.111

			El siguiente fenómeno por abordar es el del endeudamiento personal como resultado de la financierización de la cotidianeidad.112 

			Como en el caso de consumo, se está ante otro campo de desigualdades. Así, datos de la ENIGH de 2013 muestran que, de los siete entre diez hogares con acceso a crédito en el país, el monto promedio del quintil más alto es seis veces el del quintil más bajo. No obstante, el servicio de la deuda de este primer quintil representa el 16% del ingreso de estos hogares, mientras que ese porcentaje desciende al 11% en el quinto quintil (García Santamaría, Jiménez Fontana y Durán Monge, 2016: 21).113 Pero estas asimetrías crediticias tienen expresión propia.

			En primer lugar, hay que destacar que no todos los hogares tienen acceso a crédito otorgado por instituciones fiscalizadas y, para 2013, el nivel de “bancarización” era del 61,1% de los hogares.114 Entre las características de las personas excluidas cabe destacar las siguientes: predominio de mujeres, de personas de 65 años y más y de bajo nivel educativo; inserciones laborales deficientes (desempleo y trabajo en ocupaciones sin calificación); y personas pensionadas del régimen no contributivo (García Santamaría, Jiménez Fontana y Durán Monge, 2016: 20-21). No obstante, se puede recurrir a fuentes alternativas de crédito como las provistas por familiares o amistades, así como de empresas comerciales (especialmente oferentes de bienes de consumo duradero) que financian sus ventas.115 Últimamente, hay que mencionar la aparición de una nueva modalidad de crédito, ligada al crimen organizado: los préstamos “gota a gota”. Una modalidad originada en Colombia, pero que se ha expandido regionalmente, donde las personas jóvenes realizan funciones de administradoras, supervisoras de zona, cajeras, cobradoras y voceadoras (Castillo Valencia et al, 2022: 121).

			Una segunda expresión por destacar es que, como era de esperar, hay diferentes tipos de personas deudoras. El cuadro 9 muestra cuatro grupos con base en su edad, su nivel de ingreso y endeudamiento. Además, refleja sus perfiles sociodemográficos.116

		

	Cuadro 9. Costa Rica: tipología de personas deudoras (2020)

			
				
					
					
					
					
					
				
			
					
							
							Características

						
							
							Grupo 1

						
							
							Grupo 2

						
							
							Grupo 3

						

							
							Grupo 4

						
					


	
					
							
							Tamaño (%)

						
							
							28,4

						
							
							24,9

						
							
							26,5

						
							
							20,1

						
					

					
							
							- Edad (promedio de años)

						
							
							44

						
							
							8

						
							
							36

						
							
							38

						
					

					
							
							- Cubre consumo básico (%)

						
							
							85

						
							
							68

						
							
							46

						
							
							43

						
					

					
							
							- Rango de ingresos comprometidos (%)

						
							
							27,8-40,7

						
							
							41,6-53,0

						
							
							43,5-68,0

						
							
							61,0-95,0

						
					

					
							
							- Nivel educativo 

						
							
							Universitario (97,0%)

						
							
							Universitario (95,0%)

						
							
							Secundaria y menos (58,0%)

						
							
							Secundaria y menos (62,0%)

						
					

					
							
							- Residencia en la GAM (%)

						
							
							78

						
							
							72

						
							
							64

						
							
							64

						
					

					
							
							- Condición de actividad

						
							
							Empleo público o trabajo autónomo (57,0%)

						
							
							Empleo público o trabajo autónomo (63,0%)

						
							
							Desempleo (23,0%)

							Solo estudia (15,0%)

						
							
							Desempleo (20,0%)

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en García Santamaría (2021: ilustraciones 8 y 9, tabla 20).



			

			En primer lugar, se puede apreciar que el peso de los cuatro grupos no difiere mayormente. El nivel ingreso, por el contrario, contrasta. Así, mientras casi nueve de cada diez personas del primer grupo no tienen problemas con el consumo básico, esa proporción desciende a cuatro en el último grupo. Como era de esperar, el servicio de la deuda se comporta de manera opuesta siendo mayor en el cuarto grupo y menor en el primero. Los perfiles sociodemográficos, parte inferior de este cuadro, diferencia a los dos primeros grupos con los dos últimos, especialmente por el nivel educativo y la condición de actividad.

			Finalmente, es pertinente relacionar estos grupos (segmentos según la denominación del estudio) con las actitudes hacia el consumo, porque relaciona esta dimensión de la financierización con la del consumismo. En este mismo estudio se identificaron cuatro tipos de comportamientos respecto del consumo: descontrolado, racional, sobrio y experimentador.117 Al respecto, se ha destacado que, “…desde el punto de vista de sus actitudes hacia el crédito, es el segmento 2 el que supera el comportamiento del total de deudores. Los segmentos 2 y 4 coinciden en que el crédito les ayuda a mejorar su nivel de vida. Por otra parte, a pesar de que los deudores se definen como cautelosos, el segmento 4 es menos reservado en el uso del crédito y planifica menos sus compras y, por lo tanto, resulta más impulsivo que los otros grupos, a pesar de que se califica como que le gusta lo simple de la vida. En el caso de los segmentos 1 y 2, de mayor ingreso, encuentran placer en hacer compras y por lo tanto son más indulgentes y experimentadores que los otros grupos” (García Santamaría, 2021: 53-54). 

			La última cuestión por abordar de esta dinámica de la hiperindividualización, impuesta por el neoliberalismo, es la que tiene que ver con el discurso del emprendimiento con su figura del emprendedor. Es un tema de alcance regional, incluso universal, que trasciende a la realidad costarricense. Se puede destacar varias cuestiones. 

			Primero, sus orígenes hay que ubicarlos en un rasgo clave de los mercados laborales latinoamericanos: su heterogeneidad. Es decir, el capital no ha sido capaz de absorber toda la fuerza de trabajo universalizando el trabajo asalariado. Ante la ausencia de esquemas efectivos de subsidio de desempleo y por las necesidades de supervivencia del respectivo hogar, un porcentaje significativo de la mano de obra tuvo que autogenerarse trabajo remunerado. Este es el origen de la informalidad urbana, un fenómeno acotado históricamente al período del capitalismo latinoamericano previo a la crisis de los años 80. Justamente, esta crisis se expresó, en términos laborales, como crisis del empleo formal, lo que dio lugar a una eclosión del fenómeno informal, principal mecanismo de ajuste de los mercados de trabajo, con mayor relevancia que el desempleo. Sin embargo, este protagonismo fue efímero porque, con la consolidación de un orden neoliberal, el mundo del trabajo asalariado se reestructuraría con base en la precarización y el excedente laboral asumiría nuevas expresiones.118

			Segundo, como corolario de lo anterior, a mitad de la década de 1980, se publicó el libro de Hernando de Soto, El otro sendero. La revolución informal, que probablemente constituye la principal contribución latinoamericana al pensamiento neoliberal. Dos ideas por destacar de este texto: por un lado, el subtítulo sugería que había que buscar la salida a la crisis en ese protagonismo del fenómeno informal, una propuesta balsámica en un momento de gran desaliento e incertidumbre por la situación de crisis profunda en América Latina. Por otro lado, el texto ilustraba, a través de casos de denominados “microempresarios” en tres sectores (vivienda, comercio y transporte), las potencialidades y creatividad del mundo de la informalidad. Pero se estaba ante historias exitosas que reducían la informalidad a su componente dinámico, escamoteando la heterogeneidad de ese mundo donde, como múltiples estudios demostraron, predominaba una lógica de subsistencia y no de dinámicas de acumulación.

			Independientemente de las debilidades del texto, que son varias y significativas, lo importante es que De Soto logró levantar la figura del “microempresario”, antecedente del emprendedor, en oposición a la persona asalariada, especialmente en el sector estatal. De esta manera se comenzaba a reinterpretar el mundo del trabajo como un ámbito de deberes y no de derechos y el terreno estaba ya preparado para que se consolidara el discurso del emprendimiento.

			Tercero, como acertadamente ha argumentado Mayol (2014: 141) para el caso chileno, el gran referente neoliberal de la región: “…el emprendimiento se ha convertido en el revestimiento ético del modelo y en su recurso explicativo. Si alguien ha triunfado, ha de haber sido emprendedor. Si ha fracasado, debe aprender más sobre emprendimiento. Es una lógica circular que, como tal, no falla porque tampoco acierta. El emprendimiento es un imperativo ético del Chile neoliberal”. Esta última frase es aplicable al resto de la región, incluyendo a Costa Rica.

			El discurso del emprendimiento es uno de los grandes logros del neoliberalismo y le sobrevivirá por cierto tiempo. Ha levantado como sujeto al emprendedor, versión criolla del homo economicus, cuyo campo de acción es el mercado de trabajo. Si su inserción es el ámbito asalariado se está ante un individuo “empleable” que ha sabido utilizar su “capital humano” para lograr un trabajo.119 Pero su expresión más acabada es la del sujeto que emprende su propio negocio, reflejando así la utopía del neoliberalismo de que se está en un mundo de empresarios en competencia que traerán el bienestar. Sin embargo, esta construcción ha colisionado con la tozuda realidad. De hecho, hay suficiente evidencia que muestra que los casos exitosos de emprendimiento individual son bastante limitados y que, desafortunadamente, hay muchos más “emperdedores” que emprendedores. Además, el discurso sobre el emprendimiento ha sido desafiado desde la propuesta de la economía social y solidaria que cuestiona la mercantilización de la vida que pretende el neoliberalismo (Pérez Sáinz, 2022: 53).120

			Este discurso y su sujeto representan la culminación de la arquitectura de la “hiperindividualización” que el neoliberalismo ha intentado imponer. En la base se encuentra la ilusión de que se ha generado un contexto de igualdad de oportunidades. Este espejismo ha sido construido de una triple manera. En primer lugar, el consumismo ha gestado la quimera de que la globalización ha democratizado un consumo básico. En efecto, el acceso a bienes y servicios básicos se ha generalizado, pero a la vez se ha estratificado en términos de calidad. Piénsese en la educación y la salud en términos de la diferenciación entre la oferta pública y la privada, incluso en una sociedad como la costarricense. Además, no todos los hogares resuelven su consumo básico, tal como se ha mostrado en el cuadro 9. Segundo, el crédito, resultado de la financierización de la cotidianeidad, también ha contribuido a ese espejismo. No obstante, las mayores facilidades crediticias no responden a democratización financiera alguna, sino a la necesidad de hacer circular los ingentes excedentes captados por el capital financiero. Esta es una estrategia que suele llevar grandes riesgos, como lo muestran las famosas “burbujas” financieras. También la política social estrella del neoliberalismo, las transferencias condicionadas, abona en el mismo sentido. Las transferencias tienden a fortalecer el “capital humano” de los menores de hogares pauperizados, ofreciendo supuestas oportunidades a los que nunca tuvieron.121 

			Generada esta ilusión de la igualdad de oportunidades, el emprendimiento expresa su aprovechamiento. El resultado es que hay personas “ganadoras” (las que consiguen emprender de manera exitosa) y “perdedoras” (las que fracasan y se convierten en “emperdedoras”). Este resultado es central a la naturaleza del orden neoliberal porque reivindica la competencia, dinámica estructuradora de los mercados, como la acción social clave, incluso como la única. Pero hay otro efecto fundamental para los propósitos del presente texto: las desigualdades que distinguen a “ganadoras” de “perdedoras” son legítimas porque serían resultado del esfuerzo y del mérito de las personas emprendedoras.122 Es decir, la individualización “por exceso” se manifiesta como “individualismo emprendedor”.

			

			En este sentido, la hipótesis que se propone es que el desarrollo de dinámicas de individualización desplegadas por el neoliberalismo ha tenido como principal efecto legitimar las desigualdades generadas por este orden social. Es decir, en Costa Rica no solo las asimetrías sociales se han profundizado, sino que tienden a naturalizarse.

			Se puede pensar que el referéndum sobre el TLC, auténtico punto de inflexión en la consolidación del orden neoliberal, supuso la confrontación entre dos modelos de individualización para la sociedad costarricense: el sustentado en la ciudadanía social versus el respaldado por el mercado. El resultado de este evento electoral ha supuesto que la certeza que generaba esa ruta de movilidad ascendente de la segunda mitad del siglo pasado ha sido sustituida por la incertidumbre neoliberal en la que cada individuo tiene que ver cómo se las arregla y solo las personas emprendedoras lo lograrán. 




			
				
					101	Este enfoque toma en cuenta solo la inserción laboral y la ciudadanía social (educación y seguridad social), por lo que ofrece una buena idea de la desposesión de los medios de vida, pero es limitada en cuanto a la desciudadanización; además, la dimensión de invisibilización está ausente.

				
				
					102	La respuesta basada en la acción colectiva no se inscribe, obviamente, dentro de las dinámicas de individualización. Este no es el caso con la migración porque las remesas proporcionan un importante soporte, pero no se está ante un fenómeno significativo en Costa Rica (con la excepción de algunas zonas), como es el caso del resto de los países centroamericanos.

				
				
					103	La incidencia inicial del pentecostalismo se concentró en los sectores más desfavorecidos de la sociedad, pero con el desarrollo del neopentecostalismo, sustentado en la teología de la prosperidad, su influencia se ha extendido a sectores medios y altos. El pentecostalismo tradicional tiene que ver con el denominado “evangelismo de barrio”. En Costa Rica, este tipo de iglesias, denominadas de “garaje”, se han organizado en la Federación Costarricense de Ministerios Cristianos (FECOMIC), la cual se diferencia de la Alianza Evangélica, que representa a las “megaiglesias” y a sus medios de comunicación, orientada más bien hacia sectores no populares (Fuentes Belgrave, 2019: 89).

				
				
					104	Resulta interesante mencionar que Castel (2010: 306-309), en su genealogía de la individualización, considera una “prehistoria”, previa a la primera modernidad, donde postula que Dios fue el primer soporte del individuo.

				
				
					105	Como se ha argumentado: “…la emergencia de pandillas violentas en la región se explica por la confluencia fatal de estos tres procesos: la vigencia de una cultura de violencia, con hondas raíces históricas y con antecedentes inmediatos en los conflictos bélicos de la región; la fragilidad democrática aunada a la imposición de un orden neoliberal excluyente y competitivo; y la presencia de jóvenes con experiencia de organización violenta, hecho que la política de deportación de los Estados Unidos viabilizó” (Pérez Sáinz, 2023b: 34). 

				
				
					106	Como ejemplo, se cuenta con el relato esclarecedor que han hecho Chacón Echeverría y Zúñiga Rodríguez (2015) de la vida de un traficante de una zona marginal del Área Metropolitana de Costa Rica, Finca de San Juan en Pavas. Se trata de una biografía que tuvo recorrido corto, porque finalizó con el asesinato de esta persona. 

				
				
					107	Una síntesis de las principales medidas de política social desde la administración de Monge Álvarez (1982-1986) hasta el gobierno de Chinchilla Miranda (2010-2014) se encuentra en León Ureña (2016: cuadro 1).

				
				
					108	En un contexto caracterizado por la protección arancelaria, como fue el de la industrialización sustitutiva de importaciones en América Latina, si no hay incrementos sustantivos de productividad, los aumentos salariales se trasladan a los precios, lo que encarece el consumo de bienes.

				
				
					109	Este conjunto de rubros representa cerca de tres cuartas partes del gasto en consumo de los hogares del primer quintil y alrededor del 60% del último.

				
				
					110	Se sigue el modelo analítico propuesto por Dubar (1995).

				
				
					111	La realización de estudios similares, pero centrados en jóvenes de sectores medios y altos, es muy necesaria para una mejor comprensión de este fenómeno.

				
				
					112	La problemática de la financierización se aborda en el siguiente capítulo. No obstante, es importante añadir que el crédito opera como un instrumento de gubernamentalidad, pues hace que las personas consumidoras internalicen las cosmovisiones y prácticas de los mercados financieros, autodisciplinándose como sujetos económicos (González López, 2018).

				
				
					113	En la región, para los países de los que se tiene información, se observa un endeudamiento creciente de los hogares en el presente siglo. Así, en Chile (en 2017) y Colombia (en 2018) el 68% y el 39% de los hogares estaban endeudados, respectivamente. Este fenómeno era más acentuado en los quintiles superiores de ingreso, pero la carga financiera era superior en los inferiores y predominaban los créditos por consumo (CEPAL, 2020: 232).

				
				
					114	Se ha considerado que un hogar está “bancarizado” cuando cumple con al menos uno de los siguientes requisitos: realización de pagos con abonos a tarjetas de crédito, por concepto de créditos de vivienda o por otros créditos (excluyendo el facilitado por establecimientos comerciales); ingresos financieros por concepto de préstamos para vivienda; créditos para desarrollo de actividades; ingresos por otros préstamos y depósitos o ahorros a la vista; y pagos de gastos de consumo a través de tarjetas de débito o crédito (García Santamaría, Jiménez Fontana y Durán Monge, 2016: 21).

				
				
					115	La Encuesta Actualidades 2017, realizada por la Escuela de Estadística (2017: gráfico 3.4) de la UCR, señala que el crédito en comercio es el más común (47,4%) en el nivel socioeconómico bajo.

				
				
					116	Los datos provienen de una encuesta –aplicada a 1 200 personas de 18 a 65 años, residentes de todo el territorio nacional– que ha buscado explicar el nivel de endeudamiento en términos de la percepción de las personas de sus situaciones, de su cultura monetaria y financiera, de eventos críticos recientes en sus trayectorias de vida y de sus características sociodemográficas. Es importante mencionar que, aunque esta encuesta se aplicó en 2020, se recabó información sobre el año previo para minimizar el sesgo que podía inducir la situación de pandemia (García Santamaría, 2021: 5-7).

				
				
					117	Las denominaciones del estudio son: “estoy fuera de control”, “soy planificado y ordenado”, “prefiero lo simple” e “indulgente y experimentador”. Los contenidos de estos cuatro tipos de actitudes se pueden ver en García Santamaría (2021: ilustración 6).

				
				
					118	El no afrontar analíticamente estas nuevas expresiones ha supuesto seguir utilizando el término informalidad, pero desligado de su contexto histórico y, por tanto, esencializándolo (Pérez Sáinz, 2023a).

				
				
					119	La problemática de la “empleabilidad” en el caso de jóvenes, especialmente provenientes de sectores subalternos, implica la adquisición de las denominadas “habilidades blandas”. Se trata de compensar supuestos déficits de socialización (familiar y escolar), lo que actúa como disciplinamiento de la fuerza laboral, apropiado a los tiempos actuales.

				
				
					120	El autor de referencia es Coraggio (2016), con su concepto de “reproducción ampliada de la vida”.

				
				
					121	En el caso de sociedades con población indígena significativa, el multiculturalismo neoliberal también ha contribuido a este espejismo.

				
				
					122	Una legitimación similar se hace desde el neopentecostalismo y su teología de la prosperidad. La idea de “mayordomía”, presente en la parábola de los talentos, contiene la idea de que el mundo ha sido puesto por Dios bajo el cuidado de los humanos, razón por la cual deben rendir cuentas. Hay personas que logran bonanza por ser buenos “mayordomos” y, por tanto, son “elegidos”. Pero también hay “no elegidos”, porque pecaron y no lograron tal bonanza. Esta diferenciación de individuos, entre los “elegidos” (los buenos “mayordomos”) y los “no elegidos” (los pecadores), coincide con la propuesta neoliberal de “ganadores” y “perdedores” que genera la competencia en el mercado. Esta teología legitima los proyectos de movilidad social ascendente de los sectores medios y la riqueza acumulada por las élites. Es decir, es una propuesta en perfecta sintonía con el neoliberalismo (Pérez Sáinz, 2023b).

				
			

		


		
			CAPÍTULO IV 
  Las desigualdades en el neoliberalismo II

			Globalización y oportunidades de acumulación

		


		
			

			En este capítulo se incursiona en uno de los dos campos de desigualdades de excedente: el referido al acaparamiento de las oportunidades de acumulación. En el primer capítulo se pudo apreciar que el proceso de ajuste estructural ha redefinido en Costa Rica, como en otros países, las dinámicas de acumulación. Esta transformación se ha interpretado desde distintas perspectivas que se sintetizan en el primer apartado del presente capítulo. Le sigue el análisis de los nuevos ejes de acumulación (agronegocios, turismo, zonas francas y financierización) que han surgido con la globalización y se concluye con los dos tipos de capital, el foráneo y los grandes grupos económicos costarricenses, que han acaparado las oportunidades de acumulación durante el neoliberalismo.

			4.1	Interpretaciones sobre el nuevo modelo de acumulación

			Una primera tiene una óptica centroamericana. Así, a inicios del presente siglo se planteó la emergencia de un “Nuevo Modelo Económico” (NME). Ha sido Segovia (2004) quien ha caracterizado, de manera más precisa, este modelo que se sustentaría en tres pilares: la inserción en la globalización, especialmente con Estados Unidos, a través de la migración y las exportaciones de maquila; la estabilidad financiera y cambiaria; y el mercado regional, como espacio de acumulación de grupos empresariales centroamericanos y de empresas transnacionales. Además, el NME se caracterizaría por los siguientes rasgos: extroversión que depende tanto de exportaciones como de importaciones; protagonismo preponderante del capital privado, tanto local como extranjero; origen externo de las nuevas fuentes de excedente (remesas y transferencias oficiales); localización urbana; sustento en mano de obra no calificada; y afinidad con un sistema político más abierto, basado en procesos electorales.123

			El argumento de fondo de esta propuesta era que la tierra dejó de ser fundamento de poder como lo fue en el viejo modelo agroexportador. En el caso costarricense, hay que relativizar este razonamiento porque, incluso en el período oligárquico, la caficultura en el oeste del país se basó en propiedad campesina. Además, con el advenimiento de la Segunda República y como se ha señalado en el capítulo segundo, surgieron nuevos grupos empresariales no siempre ligados a la tierra. Es decir, este recurso no ha sido tan fundamental como fuente de poder, como sí ha sido en el resto de Centroamérica. 

			Recientemente, este autor ha reformulado su propuesta de NME, planteando la existencia de un nuevo tipo de capitalismo124 que ha calificado como “…rentista-transnacional, por estar controlado por las empresas transnacionales y por poderosos grupos económicos transnacionales de origen centroamericano que valiéndose de su poder de mercado y de su influencia en el Estado definen las reglas del juego económico y obtienen rentas extraordinarias, porque su funcionamiento se enmarca en la lógica y profundización de la globalización capitalista mundial, y porque en la mayoría de los países su dinamismo depende del consumo impulsado por las remesas familiares que envían los centroamericanos viviendo en el exterior” (Segovia, 2021: 16-17). Esta caracterización general se matiza con peculiaridades nacionales entre las que destacan las diferencias entre Costa Rica y el resto de la región.

			En efecto, el propio Segovia (2021: tabla 3) toma en consideración siete dimensiones analíticas para analizar las variedades de este tipo de capitalismo. Excepto en dos (importancia de las empresas transnacionales y de los grupos centroamericanos125 y de la dependencia de Estados Unidos), Costa Rica se diferencia del resto de la región, así: el tipo de maquila no es la textil; hay una incorporación tecnológica intermedia a procesos productivos126; la incidencia de las remesas es baja; la participación del Estado en la economía y en el ámbito social, al contrario, es alta; y el tipo de mano de obra más utilizada es calificada y semicalificada. Por consiguiente, surge la duda si el caso costarricense sería asimilable a este tipo de capitalismo.

			Una segunda propuesta centrada en Costa Rica es la de Vargas Solís (2016). Apuntando limitaciones de los conceptos “estilos de desarrollo” y “modelos de desarrollo”, este autor propone el de “proyecto histórico”. Esta concepción contempla diversas dimensiones de la realidad: la política (relaciones de poder internas y externas), la económica (estructuras productivas y de acumulación), ideológica (visiones del mundo concordantes con las dos dimensiones previas) y cultural (formas de vida adecuadas a este contexto). El calificativo de “histórico” enfatiza en los cambios que se suceden y de la existencia de distintas etapas de un “proyecto histórico”.

			En este último sentido, el “proyecto histórico neoliberal” (PHN) costarricense ha tenido tres fases. La primera, que arranca con el primer PAE en 1982, dura hasta 1997. Es una etapa calificada por este autor de “exportación ligera” con protagonismo importante del capital nacional.127 En esta primera fase se inicia la transformación del sector financiero, con las reformas bancarias de 1995, que permiten el retorno de la banca privada y establecen el cambio de estatuto del Banco Central, que  “…no rinde cuentas ante ninguna instancia democrática legítima, que se escuda en su ‘autonomía’ para ponerse al servicio de los intereses financieros hegemónicos” (comillas del autor) (Vargas Solís, 2016: 153).128 La segunda etapa del PHN está marcada por la llegada de Intel al país que ya ha sido mencionada en el capítulo primero: una irrupción que implica un salto tecnológico en las exportaciones, en el que el capital foráneo adquiere el protagonismo. También se señala la inversión de cadenas hoteleras internacionales que dinamizan el sector del turismo. A partir de 2005-2006, se inicia una tercera etapa que consolida la hegemonía financiera resultado de la atracción de capitales múltiples y de la revalorización tendencial del colón que debilita al sector exportador. Por otro lado, se incrementa el crédito concentrándose en consumo y construcción. El resultado es la generación de “…un círculo ascendente de endeudamiento privado y, en su momento, también público, que va creando un nutrido ejército de empresas, organizaciones, personas y familias, subyugadas bajo la brida de un endeudamiento galopante que incrementa cada vez más el poder de la banca. Puede entonces decirse que la economía costarricense ha quedado bajo la influencia decisiva de intereses financieros que operan desde criterios cortoplacistas” (Vargas Solís, 2016: 156).

			Una tercera propuesta que no puede ser obviada es la de “las tres economías” del Estado de la Nación (2012: cuadro 3.2), mencionada en el primer capítulo. Recuérdese que se planteaba la existencia tanto de una “vieja economía” (agricultura exportadora tradicional, así como la orientada al mercado interno y la industria tradicional), como una “nueva economía” (agroexportaciones no tradicionales, industria de zonas francas y los nuevos servicios). Adicionalmente, había un conjunto de servicios que apoyaban a ambos tipos de economías, entre los que destacan los estatales, que configuraba la “tercera economía”.129 A pesar de compartir estos servicios, los nexos entre la “vieja”  y la “nueva economía” eran débiles por la escasez de “enlaces productivos hacia atrás” y las dificultades de movilidad intersectorial de la mano de obra por los requerimientos de calificación. No obstante, a esta frágil articulación hay que contraponer las dinámicas de individualización contempladas en el capítulo precedente, especialmente el consumismo, que han provisto un elemento cohesionador al orden neoliberal.

			4.2	Capitales y nuevos ejes de acumulación 

			Del párrafo precedente se puede colegir que las oportunidades de acumulación que ha priorizado el orden neoliberal en Costa Rica se han materializado en ciertas actividades a lo largo de todo el espectro económico. Se trata ahora de identificar estos nuevos ejes de acumulación y los actores que se benefician de ellos.

			Se puede comenzar con actividades primarias que, desde hace ya tiempo, son abordadas incorporando al análisis el impacto del capital sobre la naturaleza y, por tanto, superando el reduccionismo económico de antaño. Este nuevo abordaje ha planteado, con distintos énfasis, la problemática del extractivismo. Este no es un fenómeno que surge con el neoliberalismo, pero con este orden ha adquirido nuevas facetas.130 En el caso costarricense, hay que referirse al extractivismo minero y al agrícola.

			En cuanto al primero, a inicios de los años 90, se aprobó la Ley de Hidrocarburos que permitía al gobierno adjudicar concesiones sin control legislativo. José María Figueres intentó, sin éxito, acordar con empresas petroleras y no fue hasta 1998 que se realizaron varias concesiones. Entre ellas, destacó la otorgada a Harken Energy Corporation, con cuatro bloques que cubrían toda la costa sur del Caribe costarricense. Sin embargo, hubo acciones de oposición, tanto a nivel nacional como internacional, que resultaron exitosas y, en 2002, la Secretaría Técnica Nacional Ambiental rechazó el estudio de impacto ambiental de esta empresa, con lo que creó un precedente clave sobre los límites ambientales que debían respetarse en megaproyectos (Álvarez, 2015: 25-28). También las movilizaciones jugaron un papel determinante en el sector de la minería, aunque, en el asunto de la mina Bellavista en Miramar, Montes de Oro, el cierre se debió a un derrumbe. Al respecto, el caso emblemático es el de Crucitas que supuso un conflicto con distintas fases, pero que concluyó con el cierre de la mina. Además, Costa Rica es el único país centroamericano con legislación que prohíbe la minería a cielo abierto (Álvarez, 2015; Arévalo Villalobos, 2016; Blanco Obando, 2022).

			La gran enseñanza sobre el extractivismo minero en Costa Rica es que las movilizaciones han logrado detener este tipo de dinámicas perniciosas. Detrás de ello se encuentra la sensibilidad por la cuestión medioambiental en la sociedad costarricense y el desarrollo de un importante movimiento ambientalista con diferentes vertientes (conservacionista, ecológico crítico, de origen estatal, basado en organizaciones indígenas, agrarias y de origen comunitario), que ha centrado su lucha en dos ejes: por la tierra y los recursos naturales, en contra de actividades forestales y mineras, y por el uso del agua, oponiéndose a la construcción de represas (Cordero Ulate, 2015).131

			Distinto ha sido el caso del extractivismo agrícola, a pesar también de sus efectos nocivos sobre el medioambiente. Al respecto resulta ilustrativo el caso de la piña, porque Costa Rica es el primer exportador mundial de esta fruta. En el origen de este eje de acumulación se encuentra una innovación tecnológica importante: la creación de híbridos de esta fruta, en concreto el MD2, que supuso una variedad de mayor duración y que permitió la exportación de la fruta como tal y no solo como enlatado o jugo. A mediados de la última década del siglo pasado, Del Monte que, a través de su filial Pineapple Development Company (PINDECO), ya tenía presencia en el país –desde los años 1970– con plantaciones en Buenos Aires de Puntarenas concentró toda su producción en esta nueva variedad, a la vez que se expandía hacia otras zonas del país, en concreto hacia la frontera norte (León Araya, 2022: 201-202).

			Es importante señalar que esta expansión fue posible por las medidas de ajuste estructural que afectaron al agro costarricense. En efecto, con el segundo PAE, el del gobierno de Arias Sánchez (1986-1990), se puso en marcha el programa “Agricultura de cambio” que contenía un conjunto de medidas que expresaban claramente la intencionalidad neoliberal con la transformación agraria. Así, por un lado, se eliminaron las medidas que antaño habían ayudado a los agricultores pequeños y medianos (fijación de precios de granos básicos, acceso a crédito público, provisión subsidiada de insumos, etc.), mientras que, por otro lado, se ofrecía toda una serie de incentivos, especialmente fiscales, a las exportaciones agrícolas no tradicionales (Llaguno Thomas, Cerdas Vega y Aguilar Sánchez, 2014). En la Zona Norte supuso la crisis de producción agropecuaria pequeña y mediana y la dominación de productos no tradicionales como la piña y la naranja (Rodríguez Echavarría, Obando Campos y Acuña Alvarado, 2018).

			La expansión de la piña ha sido posible por la conjunción de tres factores: tierra disponible, así como otros recursos naturales; la ubicación fronteriza con acceso a fuerza laboral nicaragüense, más vulnerable y barata; y poco control estatal de la actividad (Rodríguez Echavarría y Prunier, 2020). No obstante, ha seguido varias vías, tal como ha identificado León Araya (2022: 205-207).132 La primera es la calificada como “transición desde arriba” y ha supuesto la sustitución de un monocultivo por otro. Esta vía se ha bifurcado: por un lado, productores de cultivos tradicionales (arroceros y ganaderos) han vendido o alquilado sus tierras ante los precios o alquileres ventajosos ofrecidos; por otro lado, la conversión hacia la piña por parte de terratenientes nacionales poderosos que tuvieron acceso a incentivos estatales o a apoyos financieros extranjeros. La segunda, denominada por este autor como “incorporación subordinada”, ha supuesto que asentamientos campesinos, generados por el Estado décadas atrás, comenzaran a tener problemas de viabilidad por el cambio de políticas agrarias que impuso el ajuste estructural. Ante esta creciente vulnerabilidad, las empresas piñeras ofrecieron apoyo financiero y técnico, pero imponiendo contratos de exclusividad, lo que generó subordinación. Finalmente, hay una vía de reproducción ampliada de la actividad piñera a través de la generación de “paisajes tóxicos”, donde efectos ecológicos perversos (plagas, pesticidas, deterioro de vías de acceso por el uso de maquinaria pesada) han llevado a la ruina al mundo campesino preexistente, lo que ha implicado procesos de proletarización.133

			De los párrafos anteriores es fácil colegir cuáles actores estarían aprovechando las oportunidades de acumulación en una actividad como la piña. Sin lugar a dudas, los grandes beneficiados son las firmas transnacionales que, dentro del “régimen alimentario corporativo” (Corporate food regime), controlan “…la gestión estratégica de los contratos de compraventa, el manejo de tecnologías agrícolas o de las patentes de semillas, la tenencia de la tierra, la mecanización de la cosecha, los sistemas de contratación de la mano de obra, etcétera” (Rodríguez Echavarría y Prunier, 2020). Este sería el actor que acapara las principales oportunidades de acumulación. No obstante, hay otros que se encuentran jerárquicamente supeditados al capital transnacional. Así, en orden descendente: los capitales nacionales que lograron reconversión productiva, los propietarios medianos y grandes que alquilan tierras que accederían al excedente a través de rentas, y los pequeños productores subordinados. Estos últimos se encuentran en la frontera de la exclusión acumulativa y podrían ser considerados también como “proletarios encubiertos”. 

			En relación estrecha con la naturaleza se encuentra otro eje de acumulación de gran relevancia para el país: el turismo. 

			En primer lugar, hay que destacar que en el desarrollo de este eje han incidido dos factores. Por un lado, el turismo internacional ha adquirido un gran dinamismo a partir de finales del siglo pasado. Representa la movilidad humana que permite la globalización; la otra referida a la migración, por el contrario, afronta múltiples restricciones. Por otro lado, la promoción del turismo en Costa Rica se inscribe dentro del discurso, mencionado en el primer capítulo, sobre el desarrollo sostenible y la “Costa Rica verde”(Arévalo Villalobos, 2016; León Araya, 2022).134

			En efecto, desde la década de 1980, se logró imponer una “marca país” como destino de “turismo ecológico pionero”. Esto suponía visitantes que buscaban contacto con la naturaleza y para quienes la calidad de los servicios, especialmente alojamiento, pasaba a un segundo plano. Sin embargo, hacia finales de la siguiente década y debido a la búsqueda de captar más demanda, la promoción gubernamental valoró seguridad y comodidad para los turistas bajo el lema de “Sin ingredientes artificiales”. Si bien se mantenía la importancia del contacto con la naturaleza, la “marca país” comenzaba a ser modificada. Su transformación más significativa ha tenido lugar en el presente siglo, con proyectos de grandes dimensiones, ligados a las cadenas hoteleras internacionales y que se asemejan a los ofrecidos en otras latitudes del planeta.135 En términos de mercado, se ha pasado de una oferta de calidad, basada en la naturaleza, a una demanda de masa para captar el mayor número de turistas. Ejemplos son La Fortuna y Tamarindo, respectivamente (Román Vega, 2007).

			Este itinerario se puede relacionar con la sugerente propuesta de Cordero Ulate (2006: cuadro 5) de modelos de desarrollo turístico que remiten a la interacción entre la actividad global del turismo con la comunidad local ubicada en el territorio de tal (des)articulación. Para este autor, se puede hablar de un modelo “integrado” donde hay múltiples nexos con la comunidad local, que implican la reafirmación del espacio social y territorial, y donde los actores locales (hogares, organizaciones comunitarias, municipalidades y ONGs) son clave. En el modelo “relativamente integrado”, las relaciones con la comunidad se restringen a la provisión de ciertos servicios, la dimensión socioterritorial se transforma en una “visión romántica” del espacio y son las instituciones estatales con incidencia local los actores presentes. Finalmente, el modelo “segregado” es el reverso del primero: no hay nexos con las comunidades con la excepción de empleos   de baja calidad para la fuerza laboral local; en lo territorial hay que hablar de un “no lugar”, porque el paisaje que se configura es similar al existente en otras latitudes del planeta (como los grandes centros comerciales o malls) y los actores locales están ausentes. 

			A partir de las reflexiones de los párrafos precedentes se pueden formular hipótesis sobre el acaparamiento de oportunidades de acumulación en la actividad turística.

			En primer lugar, hay que tomar en cuenta que se está ante un eje de acumulación peculiar por una doble razón. Por un lado, por su transversalidad en el sentido que no se asienta en una rama de actividad específica, sino que cruza varias. Por otro lado, a pesar de no ser una actividad primaria, la territorialidad juega un papel clave en términos de dinámicas de acumulación. Es por esta razón que la relación con la naturaleza es directa e influye sobre ella en términos de una relación contradictoria que se expresa en diversos modelos de desarrollo turístico (Cordero Ulate, 2006).

			Segundo, en el caso del modelo “segregado”, que responde a un turismo “masivo” que busca “sol y playa”, se puede pensar que las oportunidades de acumulación tienden a estar concentradas en grandes capitales, aunque hay nichos para pequeños propietarios que ofrecen ciertos tipos de servicios. Esta concentración se expresa, principalmente, en la presencia de las grandes cadenas hoteleras. Al respecto, la cadena puede tener diversos grados de control de las operaciones: la propiedad directa, el contrato de administración o gestión (management contract) y el alquiler (leasing contract), modalidades caracterizadas por un alto control, mientras que franquicias y consorcios reflejan menos control (Jiménez Martínez, 2008). La ventaja de algunas de estas modalidades para las grandes cadenas es que amplían su oferta hotelera sin necesidad de invertir en propiedad de inmuebles y sin que sus activos se deprecien de manera significativa (Cañada, 2010). Lo importante por destacar es que este modelo implica no solo la presencia de capital foráneo, a través de la cadena hotelera, sino también la participación de capitales nacionales. El cómo se reparten el excedente entre dos actores depende de cada caso particular, aunque se puede proponer que la cadena hotelera se llevaría la parte del león. 

			Relacionado con esta característica de segregación territorial está el fenómeno del denominado “turismo de residencia” que, antes de la crisis de 2008, ha tenido gran desarrollo en Guanacaste y en el Pacífico Sur del país. Se discute si esta denominación sea adecuada; no se entra en esta polémica por lo que se utiliza el término entre comillas. No obstante, es un fenómeno que no puede ser desligado del turismo. Si bien no ha habido en el país acciones estatales para promover este fenómeno (de hecho, en 1992 finalizaron los incentivos para atraer jubilados foráneos y la legislación migratoria se endureció), las políticas de promoción del turismo masivo han tenido como efecto indirecto promover la inversión inmobiliaria. Además, ambos fenómenos mantienen una relación ambigua: compiten entre sí porque las viviendas se alquilan por corto tiempo y se complementan porque los grandes proyectos incorporan hoteles cuyos servicios pueden ser usados por las personas “turistas residenciales” (Van Noorlos, 2013).

			Como en relación con otros ejes de acumulación, interesa centrarse en quiénes han acaparado las oportunidades cuando este fenómeno estaba en auge, a inicios del siglo actual, antes de la crisis de 2008. Van Noorlos (2013: tabla 3.1) presenta al respecto información muy pertinente sobre 98 proyectos, para el año 2011, en Guanacaste. Se lograron finalizar 63 y, en su gran mayoría, correspondieron a inversores extranjeros, entre los que destacaron los estadounidenses. No obstante, hubo presencia nacional en nueve proyectos, además de 20 donde las inversiones fueron conjuntas. Los grandes proyectos (las denominadas gated communities de lujo y los complejos de más de 200 unidades) fueron 19, con predominio estadounidense, pero con presencia también nacional. Por otro lado, hubo 35 proyectos cancelados debido a la crisis que afectó tanto al capital foráneo como al costarricense.

			

			Por consiguiente, esta ha sido una actividad que, en términos de oportunidades de acumulación, se asemeja al turismo “segregado”, donde predomina el capital foráneo, pero la presencia de inversores costarricenses no es desdeñable y no se puede ignorar.

			En cuanto al modelo “integrado”, el acaparamiento de las oportunidades de acumulación y, en general, las dinámicas de acumulación deben ser entendidas en términos de aglomeraciones territoriales de empresas pequeñas (clusters). Este abordaje supone que se deben tomar en cuenta los recursos socioculturales de la comunidad por su incidencia en las dinámicas económicas. Se pueden identificar cuatro tipos de recursos: la internalización de valores que contribuyen a la configuración de una identidad económica de la localidad; la confianza que facilita la cooperación a través de distintos intercambios recíprocos; la reacción ante amenazas externas que induce a la organización; y la vigencia de reglas éticas paras imponer la innovación sobre la imitación (Pérez Sáinz y Andrade-Eekhoff, 2003). 

			Desde esta perspectiva, existe un importante estudio sobre La Fortuna realizado a inicios del presente siglo (Olivares Ferreto, 2001). Comenzando por los recursos socioculturales, se identificaron dos: la configuración de una identidad local de La Fortuna como un destino turístico y la cooperación entre los establecimientos. Esta investigación provee información sobre 49 establecimientos. En términos de oportunidades de acumulación destacan dos fenómenos. El primero es que más de tres cuartas partes de los establecimientos se rigen por racionalidad empresarial y, por tanto, tenían posibilidades de acumulación; el resto estaban confinados a la subsistencia.136 Segundo, la inserción con la globalización se manifestaba de cuatro formas: la comercialización directa con la clientela; la pertenencia a cadenas de hoteles pequeños y tour operadores, ubicados en La Fortuna; la comercialización a través de agencias turísticas externas; y la consecución de clientes a través de los hoteles grandes de la zona. Los dos primeros muestran mayor autonomía que los otros que insinúan nexos de subordinación (Olivares Ferreto, 2001: 27-38).

			Con base en la evidencia de La Fortuna a inicios del siglo, de este modelo “integrado” se puede afirmar que es, hasta ahora, el único escenario donde se puede concluir que ha prevalecido la apertura sobre el cierre de oportunidades de acumulación. Habría que ver cuántas más de estas “islas” existen en la geografía costarricense para saber el tamaño del “archipiélago”. No obstante, en varios destinos turísticos (en El Caribe, en el denominado “turismo rural” y con ciertas iniciativas en comunidades indígenas), hay ciertos espacios controlados por el pequeño empresariado local, pero en el marco de un modelo “relativamente integrado”.137

			El siguiente eje de acumulación remite a las zonas francas. Se está ante otro eje transversal porque comprende empresas de múltiples ramas de actividad. Al contrario de los anteriores, el territorio no representa una dimensión clave en términos de anclaje del proceso de acumulación. Si bien se puede pensar que los parques industriales constituyen espacios diferenciados donde se provee toda una serie de servicios a las firmas presentes, hay empresas de zonas francas que se ubican fuera de ellos por las características peculiares de la actividad; este sería el caso de empresas agrícolas. El término “zona franca”, como eje de acumulación, remite a un régimen jurídico y, por tanto, al Estado que la genera y garantiza. 

			La primera legislación es de 1981, con la Ley N.o 6695, de Zonas Procesadoras de Exportación y Parques Industriales, que tenía la intención de localizar las zonas portuarias en Limón y Puntarenas para contribuir al desarrollo de estas dos ciudades, pero estas zonas no se concretaron. El hito legislativo clave es la Ley 7210 de 1990 que amplió el ámbito de su vigencia en términos de mercados y productos a ser exportados y, además, incorporó los servicios. Posteriormente, se hizo otra reforma que permitió que empresas fuera de parques pudieran acogerse a esta legislación.138  Este régimen ofrecía una amplia gama de exoneraciones de impuestos, lo cual entró en contradicción con las regulaciones de la Organización Mundial del Comercio sobre subvenciones y medidas compensatorias, por lo que tuvo que plantearse una nueva reforma del régimen (Osterlof, 2007). Esta aconteció en 2010. 

			Hay exención fiscal en varios rubros: en las importaciones y exportaciones; en la compra de propiedades; en los impuestos municipales; en el IVA de las ventas en compras locales de bienes; en la repatriación de utilidades; y en el impuesto a la renta. Esta cuestión es importante en términos de apropiación de excedente porque impide al Estado, mediante la intervención impositiva, captar parte de ese excedente. No obstante, desde posiciones favorables al desarrollo de zonas francas, se ha argumentado que hay un balance positivo en términos de su contribución al país. 

			El cuadro 10 muestra varias dimensiones del fenómeno de las zonas francas tomando en cuenta el total de las empresas activas, pero también especificando las tres ramas con mayor número de firmas.139

			Como se puede apreciar, durante la segunda década del presente siglo se ha incrementado el número de empresas, entre las que destacan las referidas a servicios que, en 2018, representaban casi seis de cada diez firmas. Las otras tres dimensiones remiten, justamente, al argumento del balance de las zonas francas; es decir, a las exoneraciones hay que oponer salarios y compras nacionales. Hay que desarrollar este argumento para poder comentarlo.

			Cuadro 10. Costa Rica: indicadores seleccionados de zonas francas (2010, 2014 y 2018)


			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Actividades

						
							
							Número de empresas

						
							
							Salario mensual1

						
							
							Gasto nacional en compras2

						
							
							Exoneraciones2

						
					

					
							
							2010

						
							
							2014

						
							
							2018

						
							
							2010

						
							
							2014

						
							
							2018

						
							
							2010

						
							
							2014

						
							
							2018

						
							
							2010

						
							
							2014

						
							
							2018

						
					

	
	
					
							
							Servicios

						
							
							118

						
							
							161

						
							
							216

						
							
							1435

						
							
							1655

						
							
							1841

						
							
							240,5

						
							
							502,9

						
							
							925,6

						
							
							153,3

						
							
							161,4

						
							
							245,8

						
					

					
							
							Equipos de precisión 
y médicos

						
							
							23

						
							
							34

						
							
							41

						
							
							918

						
							
							1088

						
							
							1106

						
							
							158,2

						
							
							254,3

						
							
							407,6

						
							
							82,9

						
							
							148,9

						
							
							470,6

						
					

					
							
							Eléctrica y electrónica

						
							
							32

						
							
							31

						
							
							24

						
							
							803

						
							
							1524

						
							
							1613

						
							
							67,1

						
							
							103,0

						
							
							91,3

						
							
							63,5

						
							
							60,9

						
							
							46,0

						
					

					
							
							 Total 

						
							
							249 

						
							
							313 

						
							
							375 

						
							
							1143 

						
							
							 1380 

						
							
							1554 

						
							
							873,4 

						
							
							1573,1  

						
							
							2203,4 

						
							
							 416,1 

						
							
							 546,0 

						
							
							 953,3 

						
					

				
			

			1. Promedio en dólares por persona.

			2. Millones en dólares.

			Fuente: Medaglia Monge y Mora Álvarez (2015: cuadros anexo A, E, G y J; 2019: cuadros anexo C, H, D y B).



			Desde instituciones promotoras de zonas francas (PROCOMER, Ministerio de Comercio Exterior y CINDE) se ha señalado que los incentivos fiscales tienen retornos sociales que configuran lo que se denomina “beneficio país”. Este se contabiliza en varios componentes, entre los que destacan, por un lado, el denominado “diferencial del gasto nacional en compras y servicios” y, por otro lado, “diferenciales laborales”140, que representaron, en promedio entre 2014 y 2018, el 69,8% y el 24,9%, respectivamente, del total de beneficios. Este ejercicio arroja como resultados que, en promedio y para ese período, los “beneficios” fueron de 1864,6 millones de dólares contra 745,1 por concepto de exoneraciones (Medaglia Monge y Mora Álvarez, 2019: 20). 

			Esta evidencia muestra que es indiscutible el aporte positivo de este eje de acumulación. No obstante, cabe reflexionar sobre este ejercicio contable desde otra perspectiva distinta a la que invita la globalización promovida por el neoliberalismo. 

			Comenzando con los “diferenciales laborales”, lo primero a señalar es que habría que comparar con fuerza de trabajo del resto del sector privado con similares credenciales educativas. Es sabido que las zonas francas se caracterizan por el uso de mano de obra calificada. Es probable que, en esta nueva comparación, los “diferenciales” sean menores. Segundo, en el fondo, lo que se argumenta es que este eje de acumulación es un referente de empleo de calidad; la explicación hay que buscarla en los niveles de productividad que caracterizan a estas firmas que permiten condiciones laborales reguladas. En este sentido, el problema está en el reverso: o sea, en la precarización que caracteriza a las relaciones asalariadas en el resto del sector privado. Además, y este es un tercer comentario, no hay que exagerar los estándares laborales de las zonas francas. Desde la perspectiva analítica que se asume en este texto, las desigualdades laborales –al igual que otro tipo de asimetrías sociales– hay que entenderlas en términos de poder. Se puede argumentar que la persona trabajadora de zona franca es un sujeto empoderado por sus credenciales educativas. De hecho, forman parte de los “ganadores” del orden neoliberal por haber mostrado capacidad de empleabilidad (la versión asalariada del emprendedurismo).141 Es decir, se está ante un individuo empoderado, correspondiente al individualismo “por exceso” inducido por el propio neoliberalismo. Pero el intercambio de fuerza de trabajo es más que una interacción entre individuos (entre persona trabajadora y empresaria), es, fundamentalmente, una confrontación de clase (capital versus trabajo). En este sentido, una fuerza laboral atomizada, a pesar de su soporte educativo, se ve sometida a una relación asimétrica con el capital en el mercado de trabajo. No se sabe de existencia de acciones y organizaciones colectivas en zonas francas.142 Cada cual depende de sí mismo.

			En cuanto al “diferencial del gasto nacional en compras y servicios”, lo primero por señalar es que este gasto muestra enlaces hacia atrás y que no se está ante una situación que podría calificarse de enclave. Esta es una característica de cualquier rama de actividad, porque no hay sectores autónomos, sino una economía integrada con mayor o menor cohesión. Probablemente hay ramas con mayores volúmenes de compras que las zonas francas, pero no se benefician de exenciones fiscales. Si esto se hiciera a nivel generalizado, el sector empresarial no contribuiría al fisco nacional: la utopía extrema del neoliberalismo. Más convincente parece la reformulación de este discurso en términos de “beneficios intangibles” de las empresas, tal como lo han planteado Monge-González y Rivera (2022). En concreto, estos autores, refiriéndose a la inversión extranjera en el país, señalan la existencia de “derrames de productividad” en las  relaciones de compra y venta de bienes y servicios entre las firmas foráneas y las locales.143 No obstante, hay que tener cuidado con este discurso, porque no se menciona los “beneficios intangibles” que ofrece el país a la inversión extranjera: la estabilidad democrática y el desarrollo social que han posibilitado la oferta de mano de obra calificada. Otros países con economías similares a la costarricense pueden ofrecer los mismos incentivos fiscales, pero el núcleo de la fuerza de atracción del país reside en factores no económicos. Detrás de la estabilidad democrática y el desarrollo social, está la trayectoria histórica de Costa Rica, previa al neoliberalismo. Por lo tanto, en este nuevo ejercicio contable habría que tomar en cuenta no solo los “beneficios intangibles” de las empresas, especialmente de las extranjeras, sino también los del país. El resultado del saldo no es tan evidente. 

			En términos de acaparamiento de oportunidades, para concluir con este eje de acumulación, se puede argumentar que se está ante una situación similar a la de los ejes previamente analizados. Hay un conjunto de firmas, en este caso las acogidas al régimen de zonas francas, que acaparan la gran parte de las oportunidades de acumulación. Pero, simultáneamente, a través de compras de insumos a empresas locales y posibles “derrames de productividad”, hay cierta apertura en este campo de desigualdades de excedente.

			El último eje es el que tiene que ver con el capital financiero y su dinámica de financierización.

			Desde la introducción del presente texto se ha destacado el papel de la banca estatal en el proyecto modernizador capitalista de la Segunda República. En este sentido y como en otras latitudes latinoamericanas, se estaba ante una banca de desarrollo. Esta orientación cambió con el proceso de ajuste estructural y, desde 1985, comenzaron las reformas al sistema financiero. Un hito importante fue la reforma a la Ley Orgánica del Banco Central de 1995 que, de acuerdo con los postulados neoliberales, otorgaba autonomía a esta institución, escapando al control de instancias legislativas (Robles Rivera, 2010; Loría Sagot, 2013). El resultado fue un cambio significativo en el tipo de regulaciones del sistema financiero que pasó, en palabras de Cerdas Sandí (2015: tabla 1), de un régimen “desarrollista” a uno “aperturista globalizado”, donde el papel rector se desplazó del Estado al mercado, acorde con los postulados neoliberales.

			Uno de los principales efectos de estas transformaciones ha sido el desarrollo de la banca privada que implicó la revitalización de la banca de origen oligárquico (Robles Rivera, 2016). Hasta al final de la primera década del presente siglo, este proceso tuvo cuatro fases. El último lustro del siglo pasado se caracterizó por un proceso de concentración bancaria y la consolidación de bancos privados nacionales. La segunda etapa se inició con el presente siglo y estuvo signada por la quiebra de bancos locales y la entrada de capital financiero regional, especialmente salvadoreño y panameño. Le siguió una tercera fase en la que cabe destacar la mayor penetración de capital transnacional, pero que se vio afectado por la crisis financiera de 2008. Esta dio lugar a la última etapa donde el repliegue de este capital fue aprovechado por bancos colombianos (Robles Rivera, 2014: 43-45).

			A finales de 2012, el segmento bancario, con 16 instituciones de las 301 financieras existentes en el país, representaba el 83,0% del activo, el 85,7% de pasivo y el 67,8% del patrimonio. Los tres bancos comerciales del Estado concentraban el 43,0% del activo, 40,6% del crédito y 45,6% del pasivo, mientras que los bancos privados y cooperativos acumulaban el 29,7%, 30,2% y 30,9% respectivamente (Loría Sagot, 2013: cuadros 2 y 8). Es decir, a inicios de la segunda década del presente siglo, la banca estatal mantenía su primacía, pero sin la hegemonía abrumadora de antaño.144 No obstante, no hay que olvidar la simbiosis entre la política y los medios empresariales con presencia de personajes del capital financiero privado en instituciones reguladoras y en la banca pública. Esto les posibilita información privilegiada y acceso a recursos económicos, un fenómeno que Robles Rivera (2014: 50) ha calificado de “privatización suave desde adentro”.

			

			Lo que interesa al presente texto es cómo las dinámicas de la financierización se han materializado en Costa Rica. Se parte de la propuesta de Van der Zwan (2014) quien considera que este fenómeno remite a tres cuestiones: un régimen de acumulación, la primacía del accionariado en la empresa y la financierización de la cotidianeidad. 

			El enfoque de regímenes de acumulación es aplicable a sociedades donde ha habido un mayor desarrollo del capitalismo, como las del Norte145, por lo que esta dimensión no es pertinente para el caso costarricense. En cuanto a la segunda cuestión (la primacía del accionariado en la empresa), tampoco tiene vigencia por una doble razón. Por un lado, en América Latina y también en Costa Rica, con el neoliberalismo, no ha habido cambios significativos en el tipo de propiedad empresarial, porque han seguido dominando los grandes grupos con control jerárquico familiar (Schneider, 2008; Robles Rivera, 2016; Torija Zane y Gottschalkn, 2018). Por otro lado, en el caso costarricense, el desarrollo de un mercado de capitales ha sido mínimo. En sus primeros diez años de existencia se ha caracterizado, entre otras cuestiones, por el predominio de los grupos bancarios que controlan la mayoría de los puestos de bolsa, el peso ínfimo del mercado accionario y la prevalencia de las transacciones de deuda pública (Loría Sagot, 2013: 44).146

			Por consiguiente, la dinámica de la financierización en Costa Rica se expresa en la tercera dimensión (la financierización de lo cotidiano), una de cuyas caras, la del endeudamiento, se analizó en el capítulo precedente. Toca ahora abordar la faceta del crédito. Al respecto, el cuadro siguiente muestra cómo se ha distribuido sectorialmente este recurso a lo largo de los tres últimos decenios.


			Cuadro 11. Costa Rica: crédito del sistema bancario al sector privado no financiero por actividad económica seleccionada (2000-2019) (porcentajes)


			
				
					
					
					
					
					
				
				

					
							
							Sectores

						
							
							1990

						
							
							2000

						
							
							2010

						
							
							2019

						
					




					
							
							Agricultura

						
							
							15,7

						
							
							7,3

						
							
							3,0

						
							
							2,5

						
					

					
							
							Industria

						
							
							29,0

						
							
							14,7

						
							
							6,0

						
							
							4,5

						
					

					
							
							Vivienda

						
							
							6,8

						
							
							15,7

						
							
							31,4

						
							
							28,8

						
					

					
							
							Construcción

						
							
							2,1

						
							
							2,2

						
							
							3,7

						
							
							3,5

						
					

					
							
							Turismo

						
							
							1,4

						
							
							1,6

						
							
							3,5

						
							
							2,7

						
					

					
							
							Servicios

						
							
							5,4

						
							
							9,7

						
							
							12,3

						
							
							15,0

						
					

					
							
							Consumo

						
							
							7,5

						
							
							26,9

						
							
							21,2

						
							
							24,3

						
					

					
							
							Resto de sectores

						
							
							31,9

						
							
							21,8

						
							
							19,0

						
							
							18,7

						
					

					
							
							Total

						
							
							100,0

						
							
							100

						
							
							100

						
							
							100

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en el Banco Central de Costa Rica (Crédito del sistema bancario al sector privado no financiero por actividad económica).





			Lo que esta evidencia muestra, fundamentalmente, es una reorientación sectorial drástica del crédito. Así, por un lado, ramas productivas tradicionales, pilares de la estructura económica previa, pierden importancia. Si, en 1990, la agricultura y la industria manufacturera concentraban el 44,7% del crédito, treinta años después ese porcentaje se ha reducido al 7%. La otra cara de la moneda es el incremento tanto del consumo como de la vivienda. En el primer caso, el gran salto es a inicios del siglo, para acaparar entre un quinto y un cuarto de este recurso; en cuanto a la vivienda, el incremento principal acontece en la primera década. Tampoco se debe olvidar la importancia creciente de los servicios a lo largo del presente siglo. Es, justamente, esta reorientación drástica la principal manifestación del proceso de financierización en Costa Rica y es la que ha posibilitado el fenómeno del consumismo.147 En este sentido, puede plantearse como hipótesis que el papel que juegan las remesas en otros países centroamericanos para impulsar el consumismo es asumido por el crédito a sectores medios del país.

			4.3	Capital extranjero, grandes grupos económicos costarricenses y acaparamiento de oportunidades de acumulación

			Para finalizar este capítulo es pertinente tener una visión transversal, aunque sea somera, tanto del capital extranjero como de los grandes grupos económicos costarricenses, porque ellos son los actores clave en el acaparamiento de oportunidades de acumulación.

			Los gobiernos costarricenses han mostrado eficacia para atraer inversión foránea. Ya se mencionó en el capítulo segundo el hito que representó el establecimiento de Intel como imán para cierto tipo de inversiones menos intensivas en mano de obra.148 El siguiente cuadro muestra los flujos del capital foráneo para el período 2007-2018, donde, además de los años de inicio y finalización, se ha contemplado 2009, por ser el de menor inversión debido a las secuelas de la crisis mundial de 2008, y 2014, que representó el momento opuesto. En términos del origen de la inversión se ha seleccionado los países y regiones más relevantes. Al respecto hay que destacar a Estados Unidos, país del cual provino el 55,6% de la inversión acumulada durante estos doce años.149

			Cuadro 12. Costa Rica: inversión extranjera directa por país y región de origen y por régimen de inversión (2007-2018) (porcentajes)


			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País y región

						
							
							2007

						
							
							2009

						
							
							2014

						
							
							2018

						
					



	
					
							
							Estados Unidos

						
							
							55,3

						
							
							77,6

						
							
							40,1

						
							
							67,7

						
					

					
							
							España 

						
							
							2,7

						
							
							5,5

						
							
							10,9

						
							
							2,7

						
					

					
							
							América Central

						
							
							2,2

						
							
							3,5

						
							
							12,0

						
							
							5,1

						
					

					
							
							Resto de América Latina

						
							
							3,0

						
							
							1,1

						
							
							9,4

						
							
							6,9

						
					

					
							
							Holanda

						
							
							2,4

						
							
							1,8

						
							
							-2,2

						
							
							6,0

						
					

					
							
							Resto de países

						
							
							34,3

						
							
							10,5

						
							
							29,9

						
							
							11,5

						
					

					
							
							Régimen de inversión

						
						
					

					
							
							Zonas francas

						
							
							21,9

						
							
							23,2

						
							
							36,1

						
							
							57,4

						
					

					
							
							Empresas regulares

						
							
							28,9

						
							
							36,7

						
							
							32,7

						
							
							23,5

						
					

					
							
							Inmobiliaria

						
							
							30,2

						
							
							16,7

						
							
							26,0

						
							
							11,7

						
					

					
							
							Sistema financiero

						
							
							3,5

						
							
							6,0

						
							
							5,4

						
							
							6,3

						
					

					
							
							Sector turismo

						
							
							15,4

						
							
							17,6

						
							
							1,2

						
							
							1,1

						
					

					
							
							Perfeccionamiento activo

						
							
							0,0

						
							
							-0,3

						
							
							-1,4

						
							
							0,0

						
					

					
							
							Total (millones de dólares)

						
							
							2088,5

						
							
							1443,6

						
							
							2926,6

						
							
							2134,2

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en el Ministerio de Comercio Exterior (Flujos de  inversión extranjera directa por país de origen, 2007-2018 e inversión extranjera directa por régimen, 2007-2018).



			Aunque no se refleja en este cuadro, merece la pena destacar los mayores flujos durante todo este período. Así, el mayor ha correspondido a Estados Unidos, con 1670,8 millones de dólares en 2017; otros casos a relevar son los siguientes: Holanda, en 2016, con 368,8 millones; Panamá, con 332,0, en 2013; y España, en 2012, con 310,8 millones. En cuanto al destino en términos de régimen, se identifican cuatro patrones: decrecimiento en los casos de empresas regulares y del sector turismo durante la segunda década; fluctuante con la inversión inmobiliaria, pero con pérdida significativa de peso hacia finales del período considerado; estable en el sector financiero; y crecimiento en el régimen de zonas francas que, en 2018, concentraban más de la mitad de la inversión directa extranjera. Esto último aunado a la hegemonía del capital foráneo induce a pensar que, en vísperas de la pandemia, las zonas francas se habían posicionado como el principal eje de acumulación del período neoliberal.150

			En cuanto a los grandes grupos empresariales diversificados, se cuenta con el estudio regional de Bull y Kasahara (2017) que incluye nueve grupos costarricenses cuyas principales características se reflejan en el cuadro 13.151

			Como se puede apreciar, predominan los grupos de estructura jerárquica que suponen que hay control directo y se tiene la propiedad de la mayoría de las firmas que forman parte del grupo. Solo en dos casos la configuración es en red, en tanto que únicamente hay control y propiedad sobre una o dos empresas del grupo, pero, en el resto, la presencia es en términos de participación o como accionista minoritario. Con la excepción del grupo SAMA, estos grupos tienen presencia en otros países con al menos un sector, como los casos de cobertura ramificada, o constituyen grupos cuyos espacios principales de acumulación son regionales. Finalmente, como característica intrínseca de grupo económico, hay diversificación sectorial. Como se puede apreciar, hay ejemplos de presencia en ejes de acumulación previamente analizados, como las finanzas, los bienes raíces o el turismo.

			Robles Rivera (2016: 188-189) ha sintetizado en tres fenómenos las transformaciones de las élites económicas costarricenses acontecidas por la instauración de un orden neoliberal. Primero, han mantenido su carácter familiar y endogámico lo que ha implicado superposición de intereses, expresada en la rotación en juntas directivas de las empresas del grupo. Segundo, se ha dado circulación de élites económicas y políticas, lo que ha implicado una mayor imbricación en el bloque del poder. Tercero, la influencia creciente de la inversión extranjera ha diversificado el accionar de los grupos económicos costarricenses: desde la “coexistencia organizada” entre ellos hasta subordinación al capital transnacional, pasando por la colaboración con capitales centroamericanos y sudamericanos.152 

			Cuadro 13. Costa Rica: características de los principales grupos empresariales diversificados


			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Grupos

						
							
							Estructura organizativa

						
							
							Cobertura geográfica

						
							
							Sectores

						
					

				
				
					
							
							Florida

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							Bebidas, procesamiento de alimentos, bienes raíces y servicios de alimentos

						
					

					
							
							Grupo SAMA

						
							
							Jerárquica

						
							
							Nacional

						
							
							Finanzas, salud, agricultura 
y bienes raíces

						
					

					
							
							Grupo Cuestamoras

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							Bienes raíces, turismo, agricultura, construcción, comercio minorista, finanzas y energía

						
					

					
							
							Grupo Zeta

						
							
							Jerárquica

						
							
							Ramificada

						
							
							Bienes raíces, agricultura, construcción, turismo

						
					

					
							
							Corporación CEFA/ 
Grupo Garnier

						
							
							En red

						
							
							Ramificada

						
							
							Comercio minorista droguerías, manufacturas productos de belleza y publicidad

						
					

					
							
							Improsa/ 
ILG Logistics

						
							
							Jerárquica

						
							
							Ramificada

						
							
							Transporte y logística, finanzas, bienes raíces

						
					

					
							
							Grupo Numar

						
							
							Jerárquica

						
							
							Regional

						
							
							Agricultura, procesamiento de alimentos, transporte, logística

						
					

					
							
							Grupo 
Tío Pelón

						
							
							Jerárquica

						
							
							Ramificada

						
							
							Agricultura, procesamiento de alimentos, transporte y logística, comercio mayorista y minorista

						
					

					
							
							Grupo Montecristo

						
							
							En red

						
							
							Regional

						
							
							Manufacturas, bienes raíces, turismo, servicios de salud, agricultura, transporte y logística

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en Bull y Kasahara (2017: tablas 1 y 3).



			

			Con todo este conjunto de reflexiones, se puede sintetizar cómo el neoliberalismo ha configurado el acaparamiento de oportunidades de acumulación en Costa Rica.

			En primer lugar, como todo momento histórico del capitalismo, el proceso de acumulación se concentra en ciertas actividades que se configuran como sus ejes principales, donde se concretan las oportunidades de acumulación. En Costa Rica y con el neoliberalismo, estas han sido fundamentalmente cuatro: el agronegocio, el turismo, las zonas francas y la financierización. No corresponden a ramas específicas de actividad como lo fueron, en el pasado, la agricultura o la industria. Se está ante una nueva arquitectura caracterizada, por un lado, por los encadenamientos globales y, por otro lado, por la transversalidad en relación con la estructura económica nacional. Se puede aventurar como hipótesis que, hacia finales de la segunda década del presente siglo y en vísperas de la pandemia del Covid-19, las zonas francas constituían el eje más dinámico.

			Segundo, el actor que ha tenido mayor capacidad para acaparar estas nuevas oportunidades de acumulación ha sido el capital extranjero y, en concreto, el proveniente de Estados Unidos. Solo hay una excepción que es la del eje de financierización porque, a pesar de las reformas financieras impuestas por el proceso de ajuste estructural, la banca nacional se mantiene como predominante, aunque no con la hegemonía de antaño, cuando operaba como banca de desarrollo. No obstante, lo importante por destacar es que el sistema bancario ha operado una reorientación sectorial drástica, privilegiando, a través del crédito, el consumo y la vivienda; es decir, ha transitado desde el desarrollismo a la financierización.

			Tercero, las oportunidades de acumulación en los tres primeros ejes (agronegocio, turismo y zonas francas) no están monopolizadas por el capital extranjero, sino que ciertos capitales locales participan de ellas como “socios menores”. La presencia de grupos económicos costarricenses lo confirman, pero hay que compartir el diagnóstico de Robles Rivera (2014: 55) en cuanto a que “…las lógicas atribuidas a un desarrollo de corte neoliberal en el caso costarricense en las últimas tres décadas no solo han impactado en sectores históricamente vulnerables, también han modificado los patrones del mapa de poder económico costarricense,  con una economía más extranjerizada compuesta por menos actores, pero más poderosos”.153

			Finalmente, se puede señalar la presencia de pequeños propietarios en los dos primeros ejes (agronegocios y turismo), pero en situación de subordinación, con muy pocas posibilidades de aprovechar las oportunidades de acumulación. En el caso de las zonas francas, se ha argumentado los efectos de “derrames de productividad” sobre empresas proveedoras que posibilitarían cierto dinamismo. El único tipo de situación favorable para los pequeños propietarios lo representaría el modelo “integrado” de turismo y, en menor medida, el “relativamente integrado”.

			Como conclusión se puede afirmar que el neoliberalismo ha propiciado el cierre de oportunidades de acumulación que han sido monopolizadas, fundamentalmente, por el capital foráneo y –en menor medida– por grandes grupos económicos costarricenses y algunos capitales locales.




			
				
					123	Una aplicación de esta propuesta a Costa Rica ha sido realizada por Robles Rivera (2010), quien ha sugerido el término “modelo de ajuste estructural” (MAE) (acrónimo muy “tico”) que habría propiciado el surgimiento de una “neo oligarquía financiera”, además de profundizar la presencia económica estadounidense en los sectores “ganadores”: la industria de maquila de alta tecnología y el turismo.

				
				
					124	“Tipo de capitalismo” es la nueva categoría analítica utilizada en lugar de la anterior, o sea, de “modelo económico”.

				
				
					125	Es importante señalar que, de los 25 principales grupos económicos centroamericanos de carácter regional identificados por Bull y Kasahara (2017: tabla 3), apenas tres son costarricenses.

				
				
					126	Los datos sobre productividad –en miles de dólares por persona ocupada a precios constantes de 2005 y para el período 2000-2011– muestran mayores valores para Costa Rica (11,8) que para Guatemala (4,7), Honduras (3,3) o Nicaragua (2,4). Solo El Salvador (7,8) refleja un valor que se acerca al costarricense (Beteta y Moreno-Brid, 2014: cuadro III.6).

				
				
					127	La “exportación ligera” está relacionada con los textiles y prendas de vestir. Así, en 1990 Costa Rica lideraba las importaciones de Estados Unidos de textiles y ropa provenientes de Centroamérica. En 1995, ya había sido desplazada por Honduras y, en la segunda década del presente siglo, el valor de estas importaciones, en comparación con otros países centroamericanos, eran ínfimas. Al respecto, se puede consultar la serie histórica de la Office of Textiles and Apparel (OTEXA) de los Estados Unidos.

				
				
					128	Robles Rivera (2010), en su propuesta de MAE, también ha resaltado esta mutación institucional.

				
				
					129	Recientemente, desde el Estado de la Nación, se ha planteado una visión de una “doble cara” de la economía costarricense. Por un lado, están las zonas francas, caracterizadas por su dinamismo y, por otro lado, el resto de actividades. Los contrastes en términos de crecimiento de la producción y de productividad, entre 2014 y 2024, son notorios: mientras que en las zonas francas han sido de 13,0 y 10,9, respectivamente, en el resto fue apenas de 2,7 y -0.1. El problema es que, en 2024, la “cara dinámica” apenas generaba el 14,2% del PIB y absorbía el 11,6% del empleo total (Jiménez Fontana, 2024: gráfico 1).

				
				
					130	De ahí que se hable de neoextractivismo, que implicaría cuatro rasgos novedosos con respecto al extractivismo inicial: la visualización del agotamiento de recursos naturales no renovables clave para las sociedades modernas; el salto cualitativo de nuevas tecnologías en términos de depredación de la naturaleza; la transformación de bienes naturales básicos renovables (agua, bosques, etc.) en no renovables; la transformación de estos bienes (renovables y no renovables) en objeto de especulación financiera como commodities (Composto y Navarro, 2014).

				
				
					131	No obstante, los logros pueden ser revertidos. Al respecto, resulta preocupante que el actual gobierno, el de Chaves Robles, no haya suscrito la resolución sobre la eliminación gradual de combustibles fósiles de la Conferencia de la Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP32), celebrada en Dubái a finales de 2023. Esto ha supuesto abandonar la Alianza Boga (Beyond Oil and Gas Alliance) que Costa Rica, junto a Dinamarca, había impulsado.

				
				
					132	Hay una vía originaria, denominada por este autor “la cabeza de playa”, consistente en la compra de tierras devaluadas en Buenos Aires por PINDECO y que, como se ha mencionado, representó el “desembarco” de Del Monte en Costa Rica.

				
				
					133	Rodríguez Echavarría, Obando Campos y Acuña Alvarado (2018) han argumentado que este tipo de dinámicas ha generado cinco “procesos de despojo” en territorios fronterizos: acaparamiento de la tierra, pérdida de la cultura campesina y de la agricultura indígena; explotación laboral; impacto ambiental; conversión de costos privados en públicos; y un modelo de desarrollo basado en el extractivismo.

				
				
					134	No obstante, la globalización ha supuesto que los viejos centros turísticos, basados en clientela nacional, se hayan visto sometidos a procesos de declive. Este ha sido el caso, en Costa Rica, de los distritos centrales de Limón y Puntarenas y, en menor medida, de Playas del Coco (en el cantón de Carrillo, Guanacaste) (Cordero Ulate, 2011).

				
				
					135	Además, con la llegada de las grandes cadenas hoteleras ha surgido una oferta de servicios de lujo que tuvo un gran crecimiento en el primer lustro del presente siglo (Román Vega, 2007).

				
				
					136	Dos fueron los criterios utilizados para establecer estos dos segmentos: existencia o no de contabilidad formal y separación del establecimiento de la vivienda.

				
				
					137	Con el desarrollo de plataformas se inaugura una nueva era, porque particulares, especialmente pertenecientes a sectores medios, pueden ofrecer servicios de alojamiento en sus propias viviendas. Es importante mencionar que Airbnb comenzó a operar en Costa Rica a inicios de la segunda década del presente siglo. Este es un fenómeno que se enmarca dentro de las dinámicas de la digitalización, abordadas en el capítulo séptimo. No hay que perder de vista que es la plataforma la que acapara la gran parte del beneficio.

				
				
					138	Para localizarse dentro de un parque es necesario una inversión inicial nueva de 150 000 dólares, mientras que fuera ese monto asciende a dos millones. Fuera de la denominada Gran Área Metropolitana Ampliada, estas cantidades son de 100 000 y medio millón, respectivamente.

				
				
					139	En 2018 también se contabilizaron 24 empresas alimentarias y 21 metalmecánicas (Medaglia Monge y Mora Álvarez, 2019: anexo cuadro C).

				
				
					140	Se trata del diferencial entre el salario anual promedio pagado por las empresas de zonas francas y el salario anual promedio nacional del sector privado; el diferencial entre el monto de cargas sociales que pagan los trabajadores y patronos de este régimen y el monto que pagarían los trabajadores y patronos de acuerdo con el salario promedio nacional; y el diferencial entre el monto de impuesto sobre la renta que pagan los trabajadores de zonas francas y el monto que pagarían los trabajadores de acuerdo con el salario promedio nacional. Además, los “beneficios” incluyen otros rubros: otros beneficios sociales y pagados a los trabajadores, el impuesto sobre la renta pagado, el canon pagado a PROCOMER y el impuesto de ventas pagado por ventas locales (Medaglia Monge y Mora Álvarez, 2019: 8).

				
				
					141	En su estudio etnográfico realizado a inicios de los años 1990, Sandoval García (2019: 83) señala que las personas trabajadoras de la maquila textil no utilizaban el término “maquila”, por resultarles peyorativo. Recurrían al de “fábrica”. Es decir, no se sentían “ganadoras”.

				
				
					142	Osterlof (2007: 74-77) reporta que, hasta la fecha de su estudio, no había organizaciones sindicales en las zonas francas y que, en algunas empresas, había comités laborales, pero la resolución de conflicto se hacía a través de “acuerdos directos”, o sea, de manera individual para la persona trabajadora. En un estudio de inicios de los años 1990, Cordero Ulate (1994) ya había señalado la oposición radical del empresariado a la organización sindical.

				
				
					143	Los proveedores de empresas extranjeras de zonas francas pueden tener incrementos de productividad entre el 12 y el 23% (Monge-González y Rivera, 2022: cuadro 6). Hay que tener en cuenta que los niveles iniciales de productividad no son precisamente altos.

				
				
					144	Si se toman datos de la página de la Superintendencia General de Entidades Financieras sobre estados financieros consolidados al 31 de diciembre de 2019 y se comparan los activos, pasivos y patrimonio del Banco Nacional de Costa Rica (BNCR) y el Banco de América Central (BAC), los valores del primero son el doble en los dos primeros rubros y 1,2 mayor en términos patrimoniales.

				
				
					145	No obstante, este nuevo régimen de acumulación financierizado como hegemónico se habría concretado únicamente en las economías que son los centros financieros mundiales (Estados Unidos y Gran Bretaña) (Miotti, 2018).

				
				
					146	Es importante mencionar que, en el caso costarricense, la gran parte del endeudamiento estatal corresponde a deuda interna (Salazar-Xirinachs, 2022: gráfico V.10).

				
				
					147	Este proceso ha sido analizado por Cerdas Sandí (2015) en relación con el BNCR, entidad bancaria pública y la más importante del país, a partir de su Plan Estratégico 99-03 que ha buscado vincularse con el sector empresarial transnacional y desarrollar nuevas actividades financieras especulativas, con lo que se ha distanciado de su vocación histórica de apoyo a sectores productivos.

				
				
					148	En 2014, esta multinacional anunció que sus operaciones de ensamblaje y prueba de procesadores se reubicaban en Asia. En la planta de Costa Rica permanecían las actividades de ingeniería y diseño, a la vez que se incrementarían las ventas de servicios. Esta nueva situación ha sido interpretada por Monge-González (2017: 27) como un ascenso en el encadenamiento global que se expresa en que, mientras el valor agregado doméstico, en 2013, era del del 18%, tres años después se había elevado al 44%.

				
				
					149	Los datos para 2017, provistos por el registro de variables económicas (Revec) del BCCR, señalaban que solo el 2,5% del parque empresarial registrado correspondía a empresas extranjeras (Jiménez Fontana y Segura Carmona, 2021: 8).

				
				
					150	Además, entre 2006 y 2017, en torno al 17% de las multinacionales en zonas francas se han caracterizado por ser empresas de alta tecnología, lo que contrasta con el 5% de firmas también transnacionales, pero no adscritas a este régimen (Monge-González y Rivera, 2022: cuadro 5).

				
				
					151	Obviamente, se está ante una radiografía válida para el momento de la investigación realizada por estos autores. No hay que olvidar que se trata de un mundo en permanente cambio por adquisiciones, fusiones, quiebras, etc. En este sentido hay que destacar el valioso ejercicio de caracterización de los grupos empresariales costarricenses a lo largo del siglo XX, que ha realizado Robles Rivera (2016: anexo 1), porque ofrece una visión más estructural.

				
				
					152	Actualmente, este autor está llevando a cabo una investigación sobre las percepciones de las élites económicas. Destaca que las visiones sobre la problemática de la desigualdad son difusas, al contrario de otras cuestiones, como la violencia, donde hay un discurso estructurado con base en el punitivismo (comunicación personal de Francisco Robles Rivera).

				
				
					153	En comunicación personal del autor, estos actores locales más poderosos serían grupos empresariales que vendieron sus antiguos activos a capitales transnacionales, para reconfigurarse. Ese habría sido el caso de Durman Esquivel, la gestación del grupo Montecristo o la venta de la Corporación Supermercados Unidos a Walmart para crear el grupo Cuestamoras.

				
			

		


  CAPÍTULO V
  Las desigualdades en el neoliberalismo III

			Heterogeneidad laboral y precarización del mundo asalariado


		
			




			

			En este quinto capítulo se aborda el otro campo de desigualdades de excedente que remite a las condiciones de explotación de la fuerza de trabajo y que se materializa en el mercado laboral. Hablar, justamente, de mercado supone que el intercambio de capacidad laboral por un salario deviene el hecho central que estructura ese ámbito social. Si no existe esa centralidad de la relación asalariada, se está ante procesos incipientes o incompletos de proletarización.154 

			Un mercado de trabajo implica tomar en cuenta dos dimensiones fundamentales en su configuración. La primera es identificar la lógica que estructura las relaciones asalariadas y que, por tanto, configura el pilar central de tal mercado. Son, obviamente, lógicas de poder que buscan establecer asimetrías entre capital y trabajo en favor del primero y en detrimento del segundo, de ahí que se está ante un campo de desigualdades. Al respecto hay que tomar en cuenta los siguientes elementos: las estrategias de valorización que persigue el capital, en concreto, por controlar la fuerza laboral; las resistencias que opone el trabajo especialmente de manera colectiva a través de la organización sindical o de otras modalidades; y la presencia estatal con sus regulaciones y normativas. Además, las dinámicas de poder no se limitan a oposiciones entre clases, sino que también pueden incidir otras lógicas de poder basadas en el género, etnia/raza, territorialidad, edad, etc. 


 

			La otra dimensión es la del excedente de la fuerza de trabajo. Excepto en situaciones de pleno empleo, todo mercado laboral tiene un excedente que suele expresarse en el desempleo abierto, pero que tiende a disminuir cuando el ciclo económico recupera su dinamismo. No obstante, hay situaciones donde la dinámica de acumulación no logra universalizar la relación salarial y además ni hay sistemas de protección social (en concreto subsidios de desempleo) ni los hogares tienen posibilidades de mantener a sus miembros en condición de desocupación. En este contexto la fuerza de trabajo sobrante debe autogenerarse oportunidades laborales para sobrevivir. De esta manera el excedente laboral adquiere una segunda modalidad de naturaleza estructural, independiente del ciclo económico. 

			Es justamente con la existencia de un excedente laboral estructural significativo que se puede hablar de heterogeneidad de mercados de trabajo, como problemática que no puede ser soslayada, porque las relaciones asalariadas coexisten con el trabajo no asalariado. Se puede asumir una posición rigorista y argumentar que el mercado de trabajo solo incluye las primeras y que el vender para sí la propia fuerza laboral (el trabajo autogenerado), no es un verdadero acto mercantil. Pero esta óptica limita la comprensión de realidades como las latinoamericanas (y, por tanto, la costarricense), donde la heterogeneidad no se limita a los mercados de trabajo, sino que es un rasgo estructural de las sociedades (Pérez Sáinz, 2023a). 

			Es a partir de estas premisas que se ha intentado operacionalizar la heterogeneidad del mercado laboral costarricense, identificando cuatro segmentos: el desempleo, el campesino, el excedente estructural de fuerza de trabajo y la integración laboral.155

			5.1	La heterogeneidad del mercado laboral

			El primero que corresponde al excedente cíclico se expresa en el desempleo abierto. Las personas que buscan un trabajo remunerado de manera activa están insertas en el mercado laboral. No obstante, se trata de una inserción que expresa un desempoderamiento profundo, porque las capacidades laborales de esas personas no son reconocidas en el mercado ni validadas a través de un ingreso laboral. 

			Distinto es el caso del excedente estructural. Este concepto aborda el proceso de autogeneración de trabajo remunerado ante la no absorción de esa mano de obra en el mundo asalariado. La formulación y elaboración del concepto excedente estructural de fuerza de trabajo se debió al ya extinto Programa Regional de Empleo para América Latina y el Caribe (PREALC) de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y ha sido su contribución más importante en sus análisis de los mercados laborales en América Latina, pues constituye el fundamento de su propuesta sobre el sector informal urbano en los años 1970.156 La configuración de esta modalidad de excedente implica la generación de trabajo por cuenta propia, normalmente acompañado de trabajo no remunerado, pero también la creación de pequeños establecimientos a partir de los cuales se puede contratar trabajo ajeno. Sobre esta segunda expresión de la autogeneración de trabajo remunerado son necesarias varias precisiones analíticas, porque conlleva relaciones asalariadas.

			Primero, se utiliza el término establecimiento para diferenciarlo del de empresa. Esta distinción se basa en varios criterios. Un establecimiento se caracterizaría por los siguientes rasgos: ausencia de racionalidad empresarial expresada en la inexistencia de contabilidad formal, uso de mano de obra no remunerada y participación directa de la persona propietaria en el proceso laboral.157 Dadas estas características, si bien la contratación de mano de obra supone la creación de relaciones asalariadas, estas se materializan en un contexto donde no es claro que se pueda hablar de una relación entre capital y trabajo sustentada en la asimetría. Por esta razón, este conjunto de personas asalariadas con las dueñas de los establecimientos debe considerarse parte del excedente estructural de fuerza de trabajo, originado en la lógica de autogeneración de trabajo remunerado.

			

			La propuesta originaria del PREALC se limitaba al mundo urbano, porque las lógicas en medios rurales, en concreto las de (des)campesinización, reflejaban procesos históricos distintos. No obstante, con la globalización, la distinción entre lo urbano y lo rural ha perdido centralidad y es más bien la oposición global/local la que adquiere preminencia. Además, lo rural se ha visto redefinido en lo que se ha denominado “nueva ruralidad”, donde las actividades no agrícolas devienen importantes. No obstante, el mundo campesino no ha desaparecido, a pesar de las transformaciones profundas a las que se ve sometido. Si bien hay actividades agrícolas con características semejantes a las del excedente estructural, hay dos cuestiones que las diferencian. Por un lado, hay dinámicas históricas de larga data sin las cuales no se puede entender el fenómeno campesino. Son dinámicas donde la particularidad de lo territorial cuenta, al contrario de la universalidad de lo urbano. Por otro lado, hay acceso a un medio de producción, la tierra, aunque su tamaño sea ínfimo, como es el caso del minifundio. Por consiguiente, en la propuesta de heterogeneidad del mercado laboral de este texto se incorpora un segmento denominado “campesino”. 

			Un último señalamiento, antes de entrar en el análisis de la evidencia empírica: estos cuatro segmentos del mercado de trabajo no son compartimentos estancos, sino que se articulan especialmente con el segmento central, el referido a la integración laboral. Así, se sabe que el desempleo tiene una doble funcionalidad: presionar a la baja los salarios y proveer suficiente oferta de mano de obra cuando el ciclo económico entra en fase expansiva. Por otro lado, hay relaciones de subordinación de actividades del excedente estructural respecto del proceso de acumulación que permiten hablar de salarización encubierta. Lo mismo se puede decir del segmento campesino, como se ha podido constatar, en el capítulo precedente, con el cultivo de la piña. Es decir, no hay fronteras selladas sino porosas que invitan a reflexionar sobre “zonas grises” de articulación entre segmentos.

			La composición de la heterogeneidad del mercado de trabajo costarricense se refleja en el siguiente cuadro, a partir de tres observaciones de la segunda década del presente siglo.158 Es una visión que matiza y refina la primera mirada sobre la heterogeneidad basada en la distinción entre trabajo asalariado y no asalariado.

			Cuadro 14. Costa Rica: población económicamente activa por segmento laboral (2010, 2015 y 2019) (porcentajes)


			
				
					
					
					
					
				
				

					
							
							Segmento laboral

						
							
							2010

						
							
							2015

						
							
							2019

						
					




					
							
							Integración laboral

						
							
							65,9

						
							
							64,8

						
							
							64,0

						
					

					
							
							Excedente estructural

						
							
							21,6

						
							
							20,9

						
							
							20,3

						
					

					
							
							Campesino

						
							
							3,9

						
							
							5,1

						
							
							4,3

						
					

					
							
							Desempleo

						
							
							8,6

						
							
							9,2

						
							
							11,4

						
					

					
							
							Total

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
					

					
							
							(2 058929)

						
							
							(2 273317)

						
						
							(2 440721)

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010, 2015 y 2019.



			Como se puede apreciar, a lo largo de ese decenio, casi dos tercios de la fuerza laboral puede considerarse como integrada laboralmente, mientras un cuarto se vio confinada en el excedente estructural. Por su parte, el desempleo fue el componente más dinámico, pues ganó peso. Hay que mencionar también la pérdida de importancia, tanto en términos relativos como absolutos, del segmento campesino en el último lustro.

			Es importante ver la composición, en términos de categoría ocupacional, de los tres segmentos referidos a la población ocupada, o sea, sin considerar el desempleo. Categoría ocupacional es la variable laboral que más se aproxima a la clase social que, como se ha argumentado, es el sujeto primordial –aunque no único– de este campo de desigualdades. Esta composición se muestra en el siguiente cuadro que toma en cuenta dos observaciones: el inicio de la segunda década del presente siglo y su finalización. 

			Cuadro 15. Costa Rica: población ocupada por segmento y según categoría ocupacional (2010 y 2019) (porcentajes)


			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Categoría ocupacional de las personas

						
							
							2010

						
							
							2019

						
					

					
							
							Integración laboral

						
							
							Excedente estructural

						
							
							Campesino

						
							
							Integración laboral

						
							
							Excedente estructural

						
							
							Campesino

						
					




					
							
							Asalariadas

						
							
							89,6

						
							
							39,1

						
							
							42,3

						
							
							87,6

						
							
							32,5

						
							
							38,3

						
					

					
							
							Trabajadoras por
cuenta propia

						
							
							6,9

						
							
							44,5

						
							
							44,0

						
							
							11,0

						
							
							54,6

						
							
							45,0

						
					

					
							
							Empleadoras

						
							
							3,5

						
							
							8,2

						
							
							2,3

						
							
							1,5

						
							
							6,8

						
							
							6,8

						
					

					
							
							Auxiliares no remuneradas

						
							
							0,0

						
							
							8,2

						
							
							11,4

						
							
							0,0

						
							
							6,0

						
							
							9,9

						
					

					
							
							Total

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010 y 2019.



			

			Destaca de manera muy clara que el segmento de integración laboral es el ámbito por excelencia del trabajo asalariado. Es importante señalar, aunque no se refleja en este cuadro, que un quinto de la población ocupada en este segmento pertenece al sector público. Por su parte, el trabajo por cuenta propia se materializa tanto en el excedente estructural como en el segmento campesino, donde también hay presencia significativa de trabajo asalariado. Respecto de este último, no se debe olvidar lo previamente argumentado en cuanto a que se está ante ámbitos donde no hay asimetrías de poder claras y que, por tanto, es difícil hablar de la relación entre capital y trabajo. Finalmente, la categoría más dinámica en esa década ha sido la del trabajo por cuenta propia, tanto en el segmento de integración como en el del excedente estructural. No obstante, se trata de dinámicas distintas, porque en el primer caso hay un incremento de la fuerza de trabajo calificada, lo cual no acontece en el segundo.

			Esta última observación invita a relacionar estos tres segmentos con la variable grupo ocupacional ordenada según el nivel de calificación.159 De hecho, esta variable puede servir para tener una idea aproximada de la intensidad del (des)empoderamiento en cada segmento y así compararlos.160 Hay que recordar que grupo ocupacional es una variable que expresa la división del trabajo en los procesos laborales: una división inequívocamente jerárquica y que, por tanto, remite a relaciones de poder. El siguiente cuadro muestra esta relación.

			Cuadro 16. Costa Rica: población ocupada por segmento y según calificación de grupo ocupacional (2010 y 2019) (porcentajes)
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							Excedente estructural
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							Integración laboral
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							Alta

						
							
							28,6

						
							
							8,4

						
							
							0,1

						
							
							30,9

						
							
							6,5

						
							
							0,1

						
					

					
							
							Media 

						
							
							47,4

						
							
							71,5

						
							
							48,9

						
							
							45,7

						
							
							75,8

						
							
							55,2

						
					

					
							
							No calificada

						
							
							23,2

						
							
							19,7

						
							
							50,2

						
							
							22,9

						
							
							17,7

						
							
							44,7

						
					

					
							
							No especificada

						
							
							0,9

						
							
							0,4

						
							
							0,9

						
							
							0,6

						
							
							0,0

						
							
							0,0

						
					

					
							
							Total

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
							
							100,0

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010 y 2019.



			Es en el segmento de integración laboral donde habría menos desempoderamiento reflejado en el mayor porcentaje de ocupaciones altamente calificadas. Lo contrario acontece en el segmento campesino donde en torno a la mitad de los puestos de trabajo no son calificados. El excedente estructural refleja una posición intermedia.161

			Los datos de los cuadros 15 y 16 muestran ya ciertas magnitudes de desigualdad en este campo.162 Así, en el primer caso, en torno a un tercio de la fuerza laboral estaba desempoderada, ya sea porque se encontraba en situación de desempleo, ya sea porque estaba atrapada en el segmento campesino o confinada al excedente estructural. Es decir, se muestra una primera asimetría que expresa marginación laboral.163 El segundo cuadro matiza esta asimetría para la población ocupada, insinuando que el desempoderamiento mayor correspondería al segmento campesino y el menor al de integración laboral. Esta sería una segunda asimetría. No obstante, el cuadro 16 refleja algo importante: si bien el segmento de integración laboral concentraba la gran parte de ocupaciones calificadas, un quinto de los puestos de trabajo no tenía calificación. Es decir, en este segmento hay también desempoderamiento. Surge así una cuestión relevante que remite a la problemática de la precarización de las relaciones asalariadas.

			5.2	Neoliberalismo y precarización de las relaciones asalariadas

			Se trata de una cuestión que tiene que ver con la lógica que estructura las relaciones asalariadas y que, como se argumentó en la introducción de este capítulo, es una de las dos cuestiones clave para analizar el mercado de trabajo. En el período previo a los años 1980, prevaleció la lógica de la formalización que empoderaba relativamente a parte de la fuerza laboral, la que se beneficiaba de este tipo de relación. Esto cambia con la imposición de un orden neoliberal, donde la precarización emerge como la lógica estructurante y relega la formalización al reducto del empleo público, sin centralidad. La precarización es una lógica fundamentalmente desempoderadora de la fuerza laboral y ese desempoderamiento se manifiesta en tres dimensiones. 

			La primera remite a la implementación de estrategias empresariales ante el nuevo contexto de apertura comercial, impuesta por los procesos de ajuste estructural y que constituyó su piedra angular. La apertura, con la competencia globalizada que ha conllevado, supuso que las empresas ya no podían transferir los costos salariales a los consumidores, como acaeció en el marco proteccionista de la industrialización sustitutiva de importaciones (Murillo, 2001). Esto planteaba la necesidad de redefinir drásticamente la relación capital/trabajo y buscar el desempoderamiento de las personas asalariadas. Dos han sido las estrategias seguidas, íntimamente ligadas: la externalización de tareas y funciones intensivas en mano de obra, y su posterior subcontratación como actividades ajenas. La primera de ellas ha generado una fractura entre personas trabajadoras, entre las que un núcleo normalmente permanece en la empresa originaria y goza de ciertos derechos, mientras que una periferia queda sin derechos y, por lo tanto, profundamente desempoderada (Iranzo y Leite, 2006). Más importante aún es que este desempoderamiento se ve apuntalado por la segunda estrategia, dado que el nexo de subcontratación pierde su carácter laboral para convertirse en una relación entre empresas. De esta manera se produce el fenómeno de la deslaborización, en el que el derecho mercantil sustituye al laboral, mixtificando totalmente la relación entre capital y trabajo (Celis y Valencia Olivero, 2011). Esta es la expresión más inequívoca de desempoderamiento de los trabajadores y trabajadoras de esta dimensión de la precarización.

			Ahora bien, estas estrategias empresariales han sido posibles porque fueron acompañadas de otras dos dimensiones de precarización: la desregulación laboral y el debilitamiento del movimiento sindical.

			Respecto de la primera, hay que señalar que su intencionalidad básica fue la de cuestionar el derecho laboral y, por ende, los acuerdos sociopolíticos que lo sustentaron en la región (Henríquez Riquelme, 1999). Más importante aún es que, independientemente de la mayor o menor desregulación que caracteriza a cada sociedad, las normas laborales no se cumplen de facto. Así como lo ha señalado Bensusán (2009), a pesar de que América Latina es una región donde hay un alto nivel de ratificación de convenios internacionales sobre el trabajo, los referidos al ejercicio pleno de la libertad sindical y a la negociación colectiva, fundamentales para hacer cumplir otros derechos laborales, no están garantizados en la mayoría de los países. Es decir, prevalece una desregulación de facto,164 que sería una segunda expresión de desempoderamiento del fenómeno de la precarización. Además, hay que añadir la capacidad institucional de hacer cumplir la legislación vigente que, en la región, es limitada, tal como se expresa  en las debilidades de las inspectorías del trabajo. 

			La crisis de la acción colectiva de las personas trabajadoras y, en concreto, del movimiento sindical es otra expresión de desempoderamiento. El descenso de la tasa de sindicalización a nivel regional, de 22,9% antes de la crisis de los años 1980 a 10,7% a inicios del presente siglo, muestra este debilitamiento profundo (Roberts, 2012: cuadro 1). No obstante, su efecto más nefasto es que las trabajadoras y trabajadores, ya sea a través de sindicatos de empresa subordinados, ya sea directamente, deben negociar sus condiciones laborales de manera individual. La asimetría de la relación capital/trabajo tiende a maximizarse en este tipo de negociación en detrimento de las personas asalariadas.

			

			Por lo tanto, estrategias empresariales que conllevan la deslaboralización de las relaciones de trabajo, recortes de derechos laborales por desregulación estatal y, sobre todo, de facto, así como la acción limitada a lo individual son las expresiones de desempoderamiento que afectan en el período neoliberal a los trabajadores asalariados. Sus combinaciones específicas y su intensidad varían según el contexto de cada sociedad (Pérez Sáinz, 2023a).

			Desde la década de 1990, los organismos internacionales financieros, promotores del “Consenso de Washington”, insistieron en las “rigideces” de las legislaciones laborales latinoamericanas que favorecían a ciertos colectivos laborales, especialmente al empleo público, en detrimento de otros como mujeres, jóvenes y trabajadores pauperizados. Tomando como ejemplo Chile, el gran referente del “éxito” neoliberal, se advocaba por la “flexibilización” del mundo del trabajo. Hay que hacer notar que “flexibilidad” y “rigidez”, dos vocablos caros al léxico neoliberal, no son neutros: el primero se asocia a la virtud, mientras el segundo al defecto. No obstante, las reformas laborales en la región, durante esa década y con las excepciones argentina y peruana, no fueron drásticas y, antes bien, tuvieron un carácter fragmentado, eso sí, inequívocamente desregulador (Vega Ruiz, 2001, 2005). 

			Con respecto al caso costarricense, hay que remitirse el análisis realizado por Trejos (2005), quien ha enfatizado tres cuestiones laborales clave. La primera es la referida al contrato de trabajo que, formalmente en el Código del Trabajo, tuvo una modificación menor, pero con transformaciones relevantes en la jurisprudencia y en la práctica: cambios que, en general, fueron en detrimento del trabajo según la valoración de esta autora. Una segunda cuestión es la que tiene que ver con la finalización de la relación laboral. Esta se modificó con la Ley de Protección al Trabajador (ya mencionada, en relación con las pensiones en el capítulo segundo) que se inscribió en el esfuerzo por alcanzar consensos sobre distintas cuestiones durante el gobierno de Rodríguez Echavarría (1998-2002). Favoreció a personas trabajadoras al otorgarles mayor control sobre las evasiones del pago a la seguridad social y debilitó financieramente a las asociaciones solidaristas. Pero, por otro lado, disminuyó el monto del pago por cesantía y trasladó ingentes recursos financieros a operadoras de pensiones fuera del alcance del control de estas personas trabajadoras. La tercera cuestión es probablemente la más importante y remite a la libertad sindical. Se abordará más adelante. 

			Como resultado del mencionado esfuerzo por la concertación social, en el cambio de siglo, se creó una comisión tripartita para alcanzar acuerdos en términos de reforma laboral. Si bien su principal objetivo era llenar vacíos legales, incorporó tres temas sensibles: los arreglos directos, los comités permanentes y las restricciones para organizar una huelga legal. Hubo enfrentamientos entre empresarios y sindicatos, porque los primeros querían que los arreglos directos fueran equivalentes a los contratos colectivos y los comités equiparables a los sindicatos, mientras los segundos exigían su eliminación. El gobierno Chinchilla Miranda (2010-2014) zanjó el debate manteniendo la legislación vigente, lo cual beneficiaba a la parte empresaria. Solo se logró bajar de 60 a 40 el porcentaje de trabajadores necesarios para realizar una huelga y diferenciar entre servicios esenciales y públicos. Ante la división del movimiento sindical, la poderosa Unión de Cámaras Comerciales y Asociaciones de la Empresa Privada (UCCAEP) siguió presionando y logró que ese porcentaje se elevara al 50%. Este proceso de reforma laboral en los primeros años del presente siglo ha dejado claro que el campo laboral está configurado por asimetrías profundas de poder, a favor del empresariado (Cerdas-Sandí, 2017).

			Retomando la propuesta analítica de las tres dimensiones del fenómeno de la precarización de las relaciones asalariadas, hay que advertir que, respecto de la externalización y subcontratación como estrategias laborales desplegadas por las empresas, la evidencia existente es muy limitada. Así, Trejos (2005: 52-53) hace referencia a varios casos dentro del sector público. En el sector de la construcción costarricense, desde fines del siglo pasado, se ha documentado una reestructuración profunda del sector basada en este tipo de estrategias. Bajo este nuevo esquema, los trabajadores nicaragüenses, que representan un porcentaje significativo de la mano de obra de esta actividad, se ven sometidos a cuatro mecanismos de control: su dependencia de contactos y redes para obtener trabajo; la amenaza de deportación; la alta tasa de rotación; y la existencia de un amplio excedente laboral en Nicaragua dispuesto a migrar hacia el país vecino (Mora Salas, Sarmiento y Tilly, 2015). Obviamente, esta dimensión de externalización y subcontratación no se puede aplicar al trabajo doméstico remunerado, por la naturaleza del sujeto empleador. No obstante, para el caso de mujeres nicaragüenses en Costa Rica, se señala que no habría por parte de las empleadoras conciencia de que se está estableciendo una relación salarial que implica deberes con la persona contratada y se tiende a visualizar como una simple compra de servicios. Es decir, habría “deslaborización” de las relaciones asalariadas propia de esta dimensión de la precarización. Ahí radicaría uno de los principales factores causante del incumplimiento de derechos (Carcedo, Lexartza y Chaves Groh, 2011).

			Se puede hacer referencia al marco normativo vigente que se caracteriza, ante todo, por su insuficiencia. En primer lugar, hay que destacar que en el Código de Trabajo costarricense no está regulado el fenómeno de la subcontratación, a pesar de su práctica extendida, no solo en el sector privado, sino también en el público. Segundo, con respecto a este último, en tanto que las subcontrataciones están sujetas a leyes y reglamentos, estas normativas afectan laboralmente. En general, se puede señalar que, si bien los entes estatales no tienen responsabilidades respecto de la mano de obra subcontratada, sí están obligados a incluir cláusulas de control laboral en los contratos y fiscalizar que se cumplan (Castro Méndez, Carvajal Loaiza y Chacón Rojas, 2019). Tercero, en cuanto a la subcontratación en el sector privado, la jurisprudencia al respecto es escasa. Si este fenómeno acontece entre empresas de un mismo grupo económico, las firmas tienen responsabilidad solidaria respecto del cumplimiento de derechos laborales. En los casos en que los nexos empresariales son externos, las resoluciones de los tribunales se han decantado por la responsabilidad de la empresa subcontratante, la cual tiene que demostrar que su relación con la mano de obra subcontratada es distinta de un contrato de trabajo. Si lo logra, esta fuerza laboral queda totalmente desprotegida (Durante Calvo, 2015).

			Por consiguiente, se tiene una auténtica laguna de conocimiento sobre esta cuestión clave y no se tiene idea de la dimensión y de las modalidades de desempoderamiento de la fuerza laboral que el capital ha desarrollado en Costa Rica durante este período, a través de la externalización y la subcontratación.

			

			Distinto es el caso de la segunda dimensión, la referida a la (des)regulación. Al respecto se cuenta con un importante trabajo para la década de los años 1990, el de Mora Salas (2010), del cual merece la pena rescatar sus principales resultados.

			Este autor planteó la hipótesis de que el proceso de ajuste estructural en Costa Rica había inducido cambios estructurales en el mercado de trabajo en términos de precarización, entre 1989 y 2000. Para ello, elaboró un índice de precarización resultado de la combinación de cinco indicadores: ingreso por hora, trabajo parcial involuntario, jornada laboral excesiva, estabilidad en el empleo y acceso al seguro social.165 Especificó un modelo de regresión lineal múltiple con atributos sociodemográficos de la fuerza de trabajo y con características de los puestos de trabajo para aplicar la prueba de cambio estructural. La hipótesis nula en esta prueba es que no hay diferencias estadísticamente significativas entre los valores de los interceptos del modelo de las dos observaciones.166 La hipótesis fue rechazada y, por tanto, a pesar de la gradualidad del proceso de ajuste estructural en Costa Rica, la evidencia mostraba que sí se indujo un cambio estructural en el mercado laboral en términos de precarización.

			El análisis se profundizó para constatar si ese cambio se había operado de manera general o si se había concentrado en alguna franja de precarización. Esto llevó a que este autor segmentara el índice de precarización, a partir de un análisis de conglomerados, del que resultaron tres niveles de precarización: alto, medio y bajo. Especificó un modelo de regresión multinomial con las mismas variables independientes, la dependiente configurada por los tres niveles de precarización, una constante referida al primer año y otra a las diferencias de constantes entre los dos años. En este caso, la hipótesis nula es que estas diferencias no resultarían estadísticamente significativas en una de las dos comparaciones entre la precarización media (categoría de referencia) con la precarización alta o con la baja. En ambos casos resultó significativa por lo que este autor concluyó que “… la prueba empírica que se presenta corrobora los resultados derivados de la prueba de cambio estructural realizada a partir del modelo de regresión lineal. El cambio estructural ha acontecido en los diferentes niveles de precariedad laboral. En este sentido, se debe concluir que la sociedad costarricense ha entrado en una nueva etapa histórica en materia de los procesos de precarización laboral” (Mora Salas, 2010: 171).

			Para la segunda década del presente siglo se ha realizado un ejercicio más sencillo y modesto a partir de la ECE, determinando la cobertura que han tenido ciertos estándares laborales. Es importante señalar que el análisis se limita a la población ocupada asalariada del segmento de integración laboral.167 Los estándares posibles son varios, pero se han seleccionado dos: el salario mínimo y la condición de aseguramiento.168 Se debe justificar tal escogencia.

			En el primer caso, la importancia radica en el sustantivo: salario. Se está ante el precio del intercambio clave para el capitalismo, el de la compra y venta de fuerza laboral. Es un acto mercantil basado en el poder: el empoderamiento del capital por su propiedad y control de medios de producción y el desempoderamiento del trabajo por la desposesión de medios de vida. Está marcado por la “coerción sorda” de las relaciones económicas, para utilizar la expresión del propio Marx. En cuanto a la condición de aseguramiento, se trata del acceso a la ciudadanía social que, como se ha argumentado, representa una forma de propiedad social para los trabajadores y para los sectores subalternos en general, que sirve para revertir, en cierto grado, el desempoderamiento inicial. Por consiguiente, en ambos casos se está ante dinámicas de poder que, para el enfoque de desigualdades asumido en el presente texto, es fundamental. Además, son estándares que responden a procesos sociales y no a criterios de expertos. Reflejan las dinámicas de la realidad laboral de una sociedad en un momento histórico dado. No obstante, hay que mencionar que, si la relación de poder es muy asimétrica en el caso del salario mínimo, pierde su valor de referencia y, por tanto, de estándar. Esto aconteció en América Latina durante la década de 1980, cuando la crisis de la deuda externa erosionó profundamente las remuneraciones laborales.169

			La evolución de estos estándares en el caso costarricense se puede apreciar en el siguiente cuadro que además incluye una tipología de cumplimiento de estándares.

			Cuadro 17. Costa Rica: cumplimiento de estándares laborales y modalidades de regulación (2010, 2015 y 2019) (porcentajes)
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							80,4

						
							
							81,3
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							Salario mínimo
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							Doble

						
							
							70,8
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							Por aseguramiento
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							Por salario mínimo
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							Sin regulación

						
							
							8,3
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			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010, 2015 y 2019.



			

			La primera constatación es que el cumplimiento de estos estándares es alto (ocho de cada diez puestos de trabajo se ha beneficiado al menos de uno de ellos) y tiende a crecer en el tiempo. En el mismo sentido, en la gran mayoría de los casos, la regulación es doble y también aumenta con el tiempo. No obstante, no se debe obviar que un quinto de los puestos de trabajo padece algún tipo de desregulación y hay un núcleo duro sin ningún tipo de regulación que tampoco puede ser ignorado, a pesar de su poco peso.

			Como hipótesis se puede decir que esta situación de regulación favorable se debería a las inercias del pasado, del Estado benefactor costarricense, que han resistido el embate desregulador del neoliberalismo, como no ha sido el caso en otros países. También se puede argumentar, remitiéndonos al primer capítulo, que es resultado de la estrategia heterodoxa de ajuste estructural. Un elemento importante de estos resultados ha sido la vigencia del denostado empleo público, que ha incidido por su peso y su regulación universal. Justamente, el siguiente cuadro aborda el cumplimiento de estándares por sector institucional.

			Cuadro 18. Costa Rica: cumplimiento de estándares laborales por sector y segmento de heterogeneidad laboral (2010, 2015 y 2019) (porcentajes)
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			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010, 2015 y 2019.



			Como se puede observar, la cobertura de aseguramiento y el cumplimiento con el salario mínimo, a partir de 2015, es total en el sector público. Los porcentajes descienden en el caso del sector privado y, si se considera la totalidad de asalariados en el sector privado, incluyendo el excedente estructural y el segmento campesino, la disminución es aún mayor, debido al incumplimiento de este último segmento.170

			Estos resultados necesitan ser matizados y para ello son necesarias algunas observaciones. Respecto del salario mínimo, hay que recordar que, en los años 80, se llevó a cabo una “compactación” para cerrar los abanicos salariales a nivel de rama de actividad, grupo ocupacional y nivel de calificación de la fuerza laboral. La lógica de esta “compactación” fue “minimalista”; es decir, quedó como referencia el grupo con menores remuneraciones (Mora Salas, 2010: 156). Además, la instancia donde se acuerdan las negociaciones salariales, el Consejo Nacional de Salarios, refleja más bien una negociación bipartita (entre gobierno y empresarios) que tripartita, porque el actor sindical, como se apreciará más adelante, tiene una capacidad de acción limitada (restricciones en el ejercicio de la huelga y en la solución de conflictos) y está prácticamente ausente en el sector privado (Castro Méndez y Martínez Franzoni, 2010: 96-97).

			En cuanto a la condición de aseguramiento, es necesario recordar el planteamiento sustantivo de Castro Méndez y Martínez Franzoni (2010: 112-113) sobre la escisión entre régimen laboral y social acontecido con el orden neoliberal. Estos autores han argumentado que, entre 1950 y 1980, ambos regímenes “…fueron promovidos ‘desde arriba’ y en el marco de una clara sinergia entre sí, y con una estrategia económico-productiva con vocación distributiva. El resultado fue una creciente salarización de la fuerza de trabajo, con ingresos crecientes y alta centralidad de la planilla en el financiamiento de la política social”. Pero, “…a partir de los 80 se promovieron cambios según se trate del régimen de empleo o del de bienestar. Los legados históricos en gran medida explican la relativa autonomía entre la reorientación económico-productiva y la inercia de la política social. La creciente clase media y la movilidad ascendente generada en el período previo tornó impensable su reforma radical. En cambio, la transformación productiva conllevó un cambio cualitativo en la dinámica de los salarios –que se distanciaron del ritmo de crecimiento económico y se estancaron luego de haber sido crecientes en el período anterior–. En ninguna de las nuevas actividades dinámicas existen arreglos corporativistas como los tradicionales del café, que obliguen a redistribuir los beneficios del crecimiento de manera más amplia”.

			Como se ha argumentado, el análisis se limita al segmento de integración laboral y al respecto se ha buscado identificar las características de los puestos de trabajo que tienen mayor incidencia en las dinámicas de (des)regulación laboral. Es importante hacer notar que el puesto de trabajo expresa posiciones sociolaborales en este campo de desigualdades que son producto de relaciones de poder entre capital y trabajo. La incidencia de estas características se expresa en los resultados de modelos logísticos multinomiales para los tres años seleccionados, que se reflejan en el cuadro 19, cuya elaboración requiere varias aclaraciones. 

			Los tres modelos tienen la misma especificación: como variable dependiente, la ya mencionada tipología de cumplimiento de estándares con sus cuatro categorías (sin regulación, regulación por salario mínimo, regulación por aseguramiento y doble regulación) y tres variables independientes referidas al puesto de trabajo. La primera de ellas es la del sector institucional y diferencia el sector privado del público; la segunda remite a la calificación del puesto de trabajo con tres categorías (sin calificación, calificación media y calificación alta); y la tercera, el tamaño de establecimiento con cuatro categorías (de 1 a 3 personas, de 4 a 9 personas, de 10 a 29 personas y 30 y más personas). La categoría de referencia, en el caso de la variable dependiente, es la de “regulación doble” y, respecto de las variables independientes, las categorías que se suponen con mayor regulación: sector público, puestos de alta calificación y empresas grandes. De hecho, esta elección es una hipótesis a verificar con los resultados. Por consiguiente, lo que se busca es identificar las características del puesto de trabajo que se asocia a mayor desregulación. Finalmente, no se reportan todos los resultados, sino los que han arrojado mayores valores de Exp(B)171 y tampoco se reporta la significación, porque en todos los casos fueron altas (p < .000). Finalmente, el modelo de 2015 no incluye la variable sector institucional, porque, en los datos muestrales, no hubo ningún caso de “sin regulación” en el sector público.172

			Cuadro 19. Costa Rica: coeficientes exponenciados de regresiones multinomiales sobre modalidades de regulación a partir de características del puesto de trabajo (2010, 2011 y 2019)


			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Modalidades de regulación y características del puesto de trabajo

						
							
							2010

						
							
							2015

						
							
							2019

						
					




					
							
							Sin regulación

						
							
							
							
					

					
							
							Sector privado

						
							
							2,858

						
							
							-

						
							
							16,618

						
					

					
							
							Sin calificación

						
							
							55,663

						
							
							35,323

						
							
							34,055

						
					

					
							
							De 1 a 3 personas

						
							
							16,247

						
							
							43,289

						
							
							73,509

						
					

					
							
							Sin regulación por aseguramiento

						
							
							
							
					

					
							
							Sector privado

						
							
							3,397

						
							
							-

						
							
							20,787

						
					

					
							
							Sin calificación

						
							
							1,58

						
							
							3,381

						
							
							3,451

						
					

					
							
							De 1 a 3 personas

						
							
							11,925

						
							
							51,471

						
							
							26,201

						
					

					
							
							Sin regulación por salario mínimo

						
							
							
							
					

					
							
							Sector privado

						
							
							3,859

						
							
							-

						
							
							24,421

						
					

					
							
							Sin calificación

						
							
							12,364

						
							
							16,02

						
							
							25,438

						
					

					
							
							De 1 a 3 personas

						
							
							1,759

						
							
							3,453

						
							
							2,181

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010, 2015 y 2019.



			Hechas estas aclaraciones, se puede abordar los resultados reflejados en este cuadro. Primero, la hipótesis sobre la elección de las categorías de referencia de las variables independientes se cumple. Es decir, es en el sector público, en los puestos de más alta calificación, y en las empresas grandes173 donde las probabilidades de desregulación son menores. Segundo, para las tres observaciones, el que el puesto de trabajo se encuentre en establecimientos de 1 a 3 personas es la característica más determinante para que no haya regulación por aseguramiento. En cambio, con respecto a la ausencia de regulación por salario mínimo, es la falta de calificación lo que más incide. Tercero, la dimensión que en el tiempo adquiere mayor capacidad de influencia, en los tres submodelos, es la referida al sector institucional, lo que refleja la regulación casi total en el sector público al final de esa década. Finalmente, lo más importante: los puestos de trabajo en el sector privado, sin calificación y en los establecimientos más pequeños (de 1 a 3 personas), son los que tienen mayor probabilidad de desregulación, sea parcial (por salario mínimo o por aseguramiento) o total (por ambos). Es aquí que se encuentra el núcleo duro de la desregulación en el mercado laboral costarricense en la segunda década del presente siglo.174

			Si la dimensión de regulación no muestra mayores niveles de precarización, distinto es el caso de la tercera expresión de este fenómeno, referida a la organización de la fuerza laboral. Se está, sin lugar a dudas, con la principal manifestación de precarización de las relaciones asalariadas en el mercado laboral costarricense y refleja la mayor asimetría en favor del capital y en detrimento del trabajo.

			

			Históricamente, el desarrollo del sindicalismo costarricense se puede caracterizar por sus altibajos, pero con tendencia hacia su debilitamiento en el tiempo. Así, desde su consolidación y auge en las décadas de 1930 y 1940, se pasó a un período de fragilidad por la represión que sufrieron sus organizaciones más combativas, a inicios de la Segunda República. Desde inicios de los años 1960 hasta la crisis de la deuda externa, tuvo un refortalecimiento limitado, para entrar en decadencia con la imposición de un orden neoliberal (Díaz González, 2010: diagrama 1). 

			En la década de los años 80 se ha mencionado la existencia de una estrategia empresarial abocada al debilitamiento del sindicalismo, basada en tres pilares: el quiebre de las organizaciones en el sector bananero, la única expresión clasista del movimiento sindical costarricense175; la ofensiva ideológica que identificaba al actor sindical como interesado en involucrar a Costa Rica en los conflictos centroamericanos, lo cual resucitaba el fantasma de la guerra civil de 1948; y la promoción del solidarismo como modalidad organizativa alternativa para las personas trabajadoras. Este último punto es importante porque este tipo de organización ha sido funcional al capital de una doble manera: legitimando su control sobre las relaciones laborales y permitiendo sus modificaciones, cuando la competencia lo impone, sin negociación con la fuerza de trabajo involucrada (Mora Salas, 2010: 150 y 152). Pero este debilitamiento se debió también a problemas propios del movimiento laboral. Al respecto hay que mencionar un par de factores: la crisis de los partidos de izquierda que supuso la desaparición del movimiento sindical de la escena política y el incremento de confederaciones sindicales, pero acompañadas de la reducción del número de organizaciones afiliadas, lo que mostró la fragmentación de este actor (Díaz González, 2010: 150-151).

			En este punto es necesario retomar la cuestión de la libertad sindical planteada por Trejos (2005: 71), en su análisis de la reforma laboral. Esta autora ha señalado que este derecho estuvo impugnado desde finales de la década de 1970: disolución de sindicatos fuertes en el sector privado cuestionamiento a convenciones colectivas en el sector público; Ley de Asociaciones Solidaristas en 1984; derrota del sindicalismo bananero en un plebiscito en el que se aliaron empresas, gobierno y solidarismo. No obstante, en 1993, esta dinámica desempoderadora de los sindicatos se vio obstaculizada, como resultado de una contradicción en uno de los nuevos ejes de acumulación propiciados por la globalización: la industria exportadora, que, en los años 1990, se concentraba en la maquila textil. El hecho de que el principal mercado fuera los Estados Unidos implicaba el respeto a derechos laborales contemplados en el capítulo V del Trade and Tariff Act of 1984 de ese país, si se quería gozar allí de las exenciones arancelarias. Tales derechos eran los siguientes: general de asociación, específico de sindicalización, prohibición de trabajos forzosos, prohibición de utilización de menores y régimen aceptable de condiciones de trabajo. En Centroamérica, el país más expuesto a estas sanciones fue Guatemala, donde las organizaciones sindicales han sido sistemáticamente represaliadas, pero Costa Rica tuvo que afrontar una situación similar en 1993, la cual logró superar introduciendo reformas en materia de garantías sindicales (Pérez Sáinz, 1996: 183).

			Así, en 1994, se retiraron tales acusaciones, con la aprobación de la Ley 7360 que, además de establecer el fuero sindical, limitó las competencias de las asociaciones solidaristas y amplió la capacidad interventora del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS). La otra cara de esta moneda fue que, a partir de ese momento, la Sala Constitucional ha rechazado todo tipo de recurso de amparo referido a la libertad sindical en el sector privado, argumentado su tutela en la ley.176 En la práctica, este derecho no ha sido respetado y su resultado fue que, durante la última década del siglo pasado, el sindicalismo y la negociación colectiva prácticamente desparecieron del sector privado (Castro Méndez y Martínez Franzoni, 2010: 94-95).177

			

			El cuadro siguiente muestra la evolución de la sindicalización en la última década del siglo pasado y en la primera del presente.

			Cuadro 20. Costa Rica: sindicalización (1990-2010)

			

				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							N.o de sindicatos

						
							
							N.o de afiliados

						
							
							Tasa de sindicalización

						
					




					
							
							1990

						
							
							420

						
							
							154 469

						
							
							15,2

						
					

					
							
							1995

						
							
							348

						
							
							171 428

						
							
							14,7

						
					

					
							
							2000

						
							
							282

						
							
							151 418

						
							
							10,4

						
					

					
							
							2005

						
							
							259

						
							
							166 954

						
							
							9,4

						
					

					
							
							2010

						
							
							281

						
							
							195 950

						
							
							10,3

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (2012: cuadro 69).



			La principal conclusión es el descenso de la tasa de sindicalización en el último lustro del siglo pasado, expresada en un menor número de organizaciones sindicales y en menos personas afiliadas. En el presente siglo, las tasas muestran que un décimo de las personas ocupadas estaba sindicalizado.178

			El siguiente cuadro desagrega las dinámicas de afiliación sindical por sector institucional, para la segunda década del presente siglo. Se ha incorporado a las asociaciones solidaristas, porque representan una modalidad organizativa alterna en el mundo del trabajo costarricense, propiciada por el propio empresariado.


			Cuadro 21. Costa Rica: afiliación a través del sindicalismo y del solidarismo (2012, 2015 y 2019)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tipo de afiliación

						
							
							2012

						
							
							2015

						
							
							2019

						
					




					
							
							Sindicatos

						
							
							
							
					

					
							
							N.º de sindicatos

						
							
							262

						
							
							276

						
							
							311

						
					

					
							
							Sector privado

						
							
							139

						
							
							118

						
							
							140

						
					

					
							
							Sector público

						
							
							123

						
							
							158

						
							
							171

						
					

					
							
							N.º de afiliados

						
							
							201 910

						
							
							289 330

						
							
							327 706

						
					

					
							
							Sector privado

						
							
							69 191

						
							
							57 403

						
							
							56 448

						
					

					
							
							Sector público

						
							
							132 719

						
							
							231 927

						
							
							271 258

						
					

					
							
							Tasa de sindicalización1

						
							
							10,1

						
							
							14,3

						
							
							15,2

						
					

					
							
							Sector privado

						
							
							4,1

						
							
							3,3

						
							
							3,0

						
					

					
							
							Sector público

						
							
							45,7

						
							
							86,9

						
							
							88,1

						
					

					
							
							Tasa de sindicalización depurada2

						
							
							13,2

						
							
							18,7

						
							
							20,9

						
					

					
							
							Asociaciones solidaristas

						
							
							
							
					

					
							
							N.º de asociaciones

						
							
							1393

						
							
							1400

						
							
							1483

						
					

					
							
							N.º de asociados

						
							
							286 977

						
						
							318 868

						
							
							361 642

						
					

					
							
							Tasa de asociación2

						
							
							18,8

						
						
							20,6

						
							
							23,0

						
					

				
			

			1. Respecto de la población ocupada.

			2. Respecto de la población asalariada.

			Fuente: elaboración propia con base en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (2016: cuadros 5.19 y 5.21; 2020: cuadros 5.22 y 5.24).



			En los últimos años de esta segunda década, la tasa de sindicalización recupera el nivel de inicios de los años 1990. Pero este resarcimiento se debe fundamentalmente al sector público, donde, entre 2012 y 2015, casi se duplica esta tasa. Por el contrario, la del sector privado es mínima y tiende a decrecer lentamente. En la parte inferior del cuadro se muestran resultados sobre afiliación solidarista que, desafortunadamente, no están diferenciados por sector institucional (no hay que olvidar que también en el sector público hay organizaciones solidaristas). En términos globales y comparando la tasa de sindicalización con la de asociación solidarista respecto de la población asalariada, ambas crecen durante el período considerado, la primera con valores mayores, pero no muy superiores a la segunda.

			Por consiguiente, hablar de sindicalización en Costa Rica es hablar de sindicalización en el empleo público, donde este fenómeno tiene cobertura casi universal. Por el contrario, está prácticamente ausente en el sector privado, lo que muestra una precarización extrema respecto de esta tercera dimensión.

			Esta conclusión se refuerza si se toma en cuenta la conflictividad por huelgas y las convenciones colectivas activas. Así, en el primer caso, en el período comprendido entre 2012 y 2017, del cual se tiene información desagregada por sector institucional, hubo 60 eventos huelguísticos, 53 correspondieron al sector público. Al respecto no hay que olvidar que las organizaciones de este sector tienden a expresarse en la arena política como reacción a medidas gubernamentales, como se ha podido constatar en el primer capítulo de este texto. Es decir, el sindicalismo estatal es más que un mero actor laboral. En cuanto a las convenciones colectivas activas en 2019, la cobertura de fuerza de trabajo, tomando como referente la población ocupada asalariada según la ECE del tercer trimestre de ese año, fue de la mitad (49,4%) en el sector público, mientras que en el privado apenas alcanzó 0,96% (MTSS, 2016: cuadro 5.2; 2020: cuadros 5.2 y 5.4).

			Se puede finalizar este capítulo afirmando que, ante la ausencia de estudios sobre la magnitud y efectos de las estrategias empresariales en términos de externalización y subcontratación, la ausencia práctica de organizaciones sindicales en el sector privado y, por tanto, de convenciones colectivas y eventos conflictivos es la principal expresión de precarización de las relaciones asalariadas en Costa Rica. La persona asalariada se encuentra aislada, sin soportes colectivos, para negociar sus condiciones laborales ante un empresariado empoderado.

			Primera nota metodológica

			Se han utilizado tres bases de la Encuesta Permanente de Empleo: la del tercer trimestre de 2010 (que fue la primera en realizarse) y las de los mismos trimestres de 2015 y 2019, para controlar el efecto estacional del empleo. Se ha trabajado fundamentalmente con las variables construidas por el propio INEC, al final de cada base, que han sido de gran utilidad.

			

			Heterogeneidad laboral

			Partiendo de la población económicamente activa, se han segmentado aquellas personas desocupadas y en busca activa de empleo, contenidas en la variable Desempleado.

			La construcción del segmento excedente estructural laboral ha incluido, en primer lugar, “auxiliar remunerado” y “cuenta propia” de la variable Posicion_empleo. La categoría “cuenta propia” ha sido depurada con la variable Nivel_educativo, tomando en cuenta solo los casos con escolaridad de secundaria incompleta o menos. Para determinar la inclusión de “asalariado” y “empleador”, en este segmento se exploró la relación entre establecimientos con contabilidad (D9) y tamaño de estos (Tamano_empresa). En las tres bases los resultados mostraron que, en los establecimientos de una a tres personas, más del 90% de los casos no tiene contabilidad. Por consiguiente, estos asalariados y empleadores de este estrato se incorporaron a este segmento.

			Asimismo, se ha realizado una doble depuración de este segmento. Por un lado, todos los casos pertenecientes a la rama de actividad (Rama_actividad) de “agricultura, silvicultura y pesca” han servido para constituir el segmento campesino. Por otro lado, todos los casos de asalariados en las “actividades de los hogares en calidad de empleadores, actividades indiferenciadas de producción de bienes y servicios de los hogares para uso propio” han pasado al último segmento, el de integración laboral.

			Esta última categoría, por consiguiente, está configurada de manera residual, o sea, por las siguientes categorías: asalariados de establecimientos de más de cuatro personas (además de los mencionados en el párrafo anterior), empleadores de los mismos tipos de establecimiento y trabajadores por cuenta propia con secundaria o más (que sería una proxi de profesionales independientes).

			Resumiendo, la variable heterogeneidad laboral contiene cuatro categorías: desempleo, segmento campesino, excedente estructural laboral e integración laboral. 

			

			Estándares laborales

			Como se ha argumentado en el texto, se han seleccionado dos estándares para el conjunto de personas asalariadas en el segmento de integración laboral: aseguramiento y salario mínimo. El primero proviene directamente de la variable Condicion_aseguramiento, mientras que el segundo de Rango_ingreso_bruto_principal, donde el no cumplimiento del estándar incorpora tener un ingreso laboral inferior al mínimo o “no recibe ingresos”.

			La combinación de estos dos estándares ha generado una variable pluritómica (“sin regulación”, “regulación por aseguramiento”, “regulación por salario mínimo” y “doble regulación”) que es la variable dependiente en las regresiones logísticas multinomiales. Las variables independientes provienen de las propias bases del INEC: Sector_institucional, Calificacion_ocupacion_COCR11 y Tamano_empresa. En todas estas variables se han depurado los valores faltantes y se han reordenado para que la categoría de referencia sea la de mayor probabilidad de regulación: “doble regulación”, “sector público”, “ocupación calificada alta” y “de 30 o más personas”. 

			Se han realizado tres regresiones logísticas multinomiales. Todas ellas resultaron altamente significativas (p< .000) y los intervalos de confianza han sido estrechos. Los valores del pseudo cuadrado de Nagelkerke han sido los siguientes: .312 (2010), .405 (2015) y .421 (2019).

			Para facilitar la comprensión de los resultados, solo se han presentado los Exp(B) más altos. Como se ha mencionado, en el modelo de 2015 hubo que excluir la variable “sector institucional”, porque no había casos en la categoría sin regulación de la variable dependiente. Su inclusión suponía altísimos valores, tanto de B como de Exp(B), que hacían incierta la validez del ajuste del modelo, por lo que sus resultados podían ser poco confiables o difíciles de interpretar, debido a la presencia de este tipo de singularidades.




			
				
					
						
					

						 154 Así, la conocida situación de trabajo asalariado estacional en la agricultura por parte de campesinos que, el resto del año, permanecen en su parcela de tierra reproduciéndose de manera simple, es un ejemplo de esa falta de centralidad y sugiere hablar más bien de un protomercado laboral.

				





				
					155	En la nota metodológica al final de este capítulo se explicitan detalles de esta operacionalización.

				
				
					156	El texto teórico más desarrollado al respecto es el de Carbonetto (1985).

				
				
					157	En ciertas situaciones se puede agregar el criterio de la no separación entre vivienda y local en tanto que se comparten gastos (arriendo, electricidad, agua, etc.), lo cual supone dificultades para calcular costos de la actividad económica.

				
				
					158	La fuente de información es la Encuesta Continua de Empleo (ECE). Se utilizan tres observaciones: la del tercer trimestre de 2010 (que ha sido la primera de todas) y a las de 2015 y 2019 (también del tercer trimestre del respectivo año, para controlar efectos estacionales).

				
				
					159	Tanto esta variable como la de la categoría ocupacional remiten al puesto de trabajo. Las referidas a la fuerza laboral se consideran en el próximo capítulo, porque tienen que ver, desde el punto de vista de las desigualdades de excedente, con los pares categoriales.

				
				
					160	Como se puede apreciar en la primera nota metodológica, esta variable no entra en la construcción de heterogeneidad laboral y, por tanto, puede ser utilizada como validación externa.

				
				
					161	En su estudio sobre calidad del empleo, a partir de datos de la Encuesta Nacional de Hogares de 2018, Pacheco Jiménez y Elizondo Barboza (2019: 61) han estimado que el 80,4% de los asalariados cumplían con las cuatro dimensiones (remuneraciones justas, cumplimiento de la protección social básica, jornadas laborales y balance vida/trabajo, estabilidad y satisfacción laboral) del índice elaborado para medir calidad del empleo.

				
				
					162	Es importante mencionar que el enfoque de desigualdades de excedente no posee una métrica porque para ello sería necesario recabar información desde la distribución a partir de encuestas y censos de empresas y establecimientos con cuestionarios adecuados. Además, es importante tener claro que no todo fenómeno social es medible.

				
				
					163	Se prefiere el término marginación al de exclusión, porque la fuerza laboral no abandona el mercado de trabajo. Este último término, el de exclusión, es pertinente cuando la persona trabajadora es expulsada del mercado laboral, como suele suceder con las mujeres que no permanecen mucho tiempo en condición de desocupadas y son forzadas a regresar a la esfera doméstica.

				
				
					164	Esta cara oculta de la desregulación ayuda a entender mejor el papel clave que tuvo la reforma laboral dentro de los procesos de ajuste estructural, porque posibilitó otras reformas, aunque se llevara a cabo de manera fragmentada y no suscitara la misma atención que, por ejemplo, la apertura comercial (Barrientos, 1998).

				
				
					165	Para la elaboración del índice, realizó análisis factoriales, a partir de estas cinco variables, para ambos años.

				
				
					166	“…Para realizarla es necesario, primero, juntar ambas bases de datos y ajustar un solo modelo de regresión con todos los datos. Posteriormente se estiman para cada año por separado las mismas regresiones. Finalmente se realiza una prueba ‘F’ para determinar si la diferencia entre las constantes de los modelos de regresión analizados es estadísticamente significativa” (Mora Salas, 2010: 161).

				
				
					167	Considerar a toda la fuerza de trabajo asalariada, incluyendo la existente en los segmentos campesino y de excedente estructural, arrojaría resultados distintos con porcentajes superiores de incumplimiento de estándares. No obstante, se mantiene la propuesta analítica de que, en estos dos segmentos, no se está ante una relación capital/trabajo suficientemente configurada. Considerarlos supondría analizar la capacidad estatal para hacer cumplir estos estándares y no el desempoderamiento que el capital intenta sobre la fuerza laboral.

				
				
					168	Ambos son de fácil construcción a partir de dos variables generadas por el propio INEC y que están en las bases: “Condición_aseguramiento” y “Rango_ingreso_bruto_principal”. Para detalles sobre la construcción de estos estándares se puede consultar la primera nota metodológica al final de este capítulo.

				
				
					169	Tomando como base el año 2012 (valor 100), el salario mínimo real en Costa Rica se incrementó hasta 109,2 en 2016; en los tres restantes años de esa década permaneció casi constante (OIT, 2020: Anexo estadístico nacional, cuadro 14). No obstante, se está ante el salario mínimo más alto de América Latina. Así, según datos del 2012, su valor en dólares era de 482,2, superior a los de Chile (367,5) y Uruguay (343,4) (Martínez González, 2018: tabla 3).

				
				
					170	Los datos de estas tres observaciones referidos al incumplimiento del salario mínimo serían inferiores a los señalados por Trejos (2014), cercanos al 30%. Es probable que estas diferencias se deban a cuestiones metodológicas. Por su parte, Pacheco Jiménez y Elizondo Barboza (2019: 66), en su estudio sobre la calidad del empleo, estiman que un cuarto de lo que denominan “asalariados institucionales”, en 2018, no recibían el salario mínimo. Es importante señalar también que simulaciones para 2013 muestran que un cumplimiento total del salario mínimo habría reducido el coeficiente de Gini del ingreso per cápita de 0,450 a 0,389 (Programa Estado de la Nación en Desarrollo Humano Sostenible, 2014: cuadro 2.6).

				
				
					171	El valor de Exp(B) debe leerse en términos de probabilidad de ocurrencia de un evento que tiene que ver con la categoría de la variable dependiente que se analiza. Así, en este cuadro, la primera es la de “sin regulación”, por lo que se busca determinar la probabilidad de que el puesto de trabajo esté totalmente desregulado. Pero esta probabilidad se define entre las dos categorías de la variable independiente correspondiente: la de referencia y la que corresponda. Valores superiores a 1 expresan que esta última categoría tiene más probabilidad que la de referencia, en relación con el evento en cuestión; valores inferiores a 1, lo contrario. Leyendo los valores del cuadro por la parte superior izquierda, el valor 2,585 expresa que un puesto de trabajo en el sector privado tiene 2,6 veces más probabilidad de no tener regulación alguna que uno del sector público; el valor 55,663, que un puesto de trabajo sin calificación tiene 55,7 veces más probabilidad de no estar regulado que uno de alta calificación.

				
				
					172	La explicación de esta decisión se encuentra en la primera nota metodológica.

				
				
					173	Morales Aguilar y Segura Carmona (2019: 7-8), a partir de datos del “Registro de Variables Económicas” del BCCR para 2017, agruparon las empresas en tres estratos, según sus ingresos por conceptos de ventas. El superior, correspondiente al 10% de las firmas registradas con mayor ingreso, generaba tres cuartas partes del denominado “empleo formal” (término no especificado en el estudio, pero que debe remitir a la afiliación en el seguro social) del sector privado.

				
				
					174	Estos hallazgos coinciden con lo encontrado por Mora Salas (2010: 188), para la década de 1990, porque el fenómeno de la precariedad “…se acentúa en el sector privado, en las unidades productivas de menor tamaño, en puestos no calificados y, especialmente, en los subsectores de la agricultura, pero también es notoria su presencia en los servicios personales, en el caso del empleo precario bajo, y en la construcción, en el caso del empleo precario alto”. Es importante mencionar que, en el análisis de la segunda década del presente siglo, no se incluyó la rama de actividad, porque incide en la construcción del segmento de integración laboral que define el universo del análisis realizado.

				
				
					175	Ya desde mediados de la década de 1980, los sindicatos de orientación socialdemócrata eran mayoritarios; además, surgieron organizaciones independientes. En general, se ha argumentado que los cambios operados en el mundo sindical costarricense afectaron más al sindicalismo de izquierdas (Trejos, 2005: 73-74).

				
				
					176	La OIT hace un seguimiento de casos sobre libertad sindical en su página web NORMLEX ( https://normlex.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:20060::FIND::::) , donde se puede consultar los existentes en Costa Rica.

				
				
					177	En 1997, había 42 organizaciones sindicales que agrupaban a 15 714 miembros, apenas el 2,7% de la población asalariada en el sector privado (Blanco y Trejos, 1998: 13).

				
				
					178	El MTSS calcula esta tasa respecto de la población ocupada, porque, según el artículo 343 del Código del Trabajo, tienen derecho a la sindicalización todos las personas trabajadoras (asalariadas e independientes), así como las patronas.

				
			

		


		
			CAPÍTULO VI  
 Las desigualdades en el neoliberalismo IV

			Pares categoriales y su inserción 
en el mercado de trabajo

		


		
			

			En este sexto capítulo se aborda el tercero de los sujetos de los campos de desigualdad de excedente: los pares categoriales. Como se mencionó en la introducción, estos son resultado de las modalidades de procesamiento de diferencias (sexo, fenotipo, cultura, lugar, etc.) que pueden constituirse en desigualdades como pares categoriales (de género, raciales, étnicas, territoriales, etc.). Todo depende de la modalidad y, en la historia latinoamericana, se pueden mencionar tres.

			Hay una lógica que se puede denominar de inferiorización, en la que la categoría dominante subordina a la subalterna de manera extrema, invocando la naturalización de la diferencia (Bastos, 2005). Así, las diferencias de sexo se transforman en relaciones de género que reflejan el dominio de los hombres sobre las mujeres; las culturales en étnicas, que muestran la supremacía de una cultura, normalmente la occidental, sobre otras; las fenotípicas en raciales, que expresan una superioridad de las personas blancas sobre las afrodescendientes, asiáticas, etc.; las de lugar en territoriales, que reflejan el predominio de las personas “lugareñas” sobre las “foráneas”, etc. Los discursos y las prácticas del patriarcalismo, del etnocentrismo, del racismo o de la xenofobia tienen como efecto inferiorizar al grupo subordinado: mujeres, indígenas, afrodescendientes, asiáticas, migrantes rurales, inmigrantes, etc. La lógica opuesta es la del reconocimiento de la diferencia y supone una construcción social basada en la simetría de los grupos involucrados, normalmente resultado de la lucha del grupo subordinado por un reconocimiento que acaba imponiéndose. Hay una lógica intermedia donde existe una cierta hibridación entre los grupos. Normalmente, esta no es producto de una mezcla consensuada, sino más bien de una “oferta” del grupo dominante que logra –en cierto grado– asimilar a los otros grupos (Bastos, 2005). Si esta “oferta” es viable, se puede lograr la configuración de una comunidad donde las diferencias tenderían, aparentemente, a diluirse. Pero es importante destacar que la “oferta” tiene grados distintos de generosidad que cuentan en esta lógica intermedia de asimilación. Esta tercera lógica ha tenido una expresión importante en América Latina: el mestizaje. 

			Estas lógicas implican diferentes estrategias de poder (de inferiorización del otro, de imposición de la asimilación, de reconocimiento) que conllevan configuraciones distintas de pares categóricos. Así, en el caso del reconocimiento, la oposición entre categorías tiende a relativizarse y se posibilita la configuración de una ciudadanía más sólida, especialmente en términos de ciudadanía social, que favorece procesos de individualización que pueden incidir en los mercados básicos, mediante la relativización de las asimetrías de clase y la legitimación de las desigualdades de excedente. Por el contrario, en los casos de lógicas de inferiorización o de asimilación (de ofertas limitadas que implican una inferiorización implícita) se suelen configurar pares categóricos contrastantes con asimetrías profundas. Esto supone que las categorías subalternas acceden a los mercados básicos en desventaja.

			Las desventajas se reflejan a través de un par de mecanismos básicos en su funcionamiento asimétrico: la segregación y la discriminación. Aquella muestra dos momentos. El primero tiene que ver con el mero acceso a estos mercados, donde la pertenencia a una cierta categoría de un determinado par condiciona dicho acceso. El segundo momento opera cuando el acceso se logra, pero la segregación se redefine en términos de segmentación del mercado, de acuerdo con la distinción que define el par. O sea, en el interior de los mercados básicos operan también dinámicas de segregación que se manifiestan en la configuración de nichos. Y en cuanto al segundo mecanismo, el de discriminación, este expresa que, aunque las barreras de segregación hayan sido superadas, las categorías de un mismo par no se encuentran en situaciones equivalentes (Pérez Sáinz, 2014, 2016).

			6.1	Segregaciones y discriminación en el mercado laboral

			En el caso costarricense se han seleccionado cuatro pares: el de género, que contrasta hombres con mujeres; el etario, que compara personas jóvenes con adultas; el territorial, que contrapone residentes de la Región Central con el resto del país; finalmente, el nacional que opone a personas extranjeras migrantes con costarricenses.179 Los dos primeros pares tienen alcance universal y el de género remite a la asimetría de poder más antigua de la humanidad. Los referidos a territorialidad y nación tienen particularidades que merecen ser destacadas, aunque sea brevemente.

			En el caso territorial, la principal fuente de información –como en el capítulo precedente– es la ECE, con dos variables espaciales que se pueden utilizar: región de planificación y zona (urbana y rural).180 Se ha optado por la oposición Región Central versus el resto de regiones, porque refleja el desarrollo territorial del país donde el Valle Central, ya desde el siglo XIX, concentró la principal fuente de riqueza (el café como principal producto de exportación) y se benefició, en el siguiente siglo, de las políticas estatales de bienestar. Por su parte, las regiones fronterizas y costeras han mostrado rezagos históricos importantes, en ambas dimensiones de  riqueza y bienestar (Viales Hurtado y Delgado Jiménez, 2016).

			En cuanto al par de nación hay que referirse al trabajo clave de Sandoval García (2002), quien ha argumentado que, en la imaginación de la nación costarricense, la otredad nicaragüense ha sido fundamental. Este “otro” comienza a construirse a inicios del pasado siglo y su representación se ha transmutado a lo largo del tiempo: de radicales, por su participación en la huelga bananera de 1934 y en la guerra civil de 1948, hasta criminales, transitando por la de comunistas en el período sandinista. Fue con la finalización de ese período que se impuso la interpelación de “nica”, que coincide, justamente, con el gran flujo migratorio de los años 90. De manera simultánea se les empezó a asociar con la piel oscura, por lo que esa interpelación devino también racista. De esta manera, se les atribuyó los “males del país”, especialmente el incremento de la delincuencia y el deterioro de los servicios sociales, particularmente la educación y la salud, o sea, los dos pilares de la ciudadanía social básica.181

			

			El análisis que se desarrolla en las siguientes páginas se limita a un solo campo de desigualdades de excedente: el referido a las condiciones de explotación. Respecto del otro, el del acaparamiento de oportunidades de acumulación, no se tiene evidencia empírica. No obstante, se puede plantear como hipótesis que no es un campo demasiado abierto a mujeres, jóvenes, residentes periféricos o nicaragüenses. Habrá que ver si se puede verificar esta conjetura. Por tanto, el análisis se concentra en el mercado de trabajo y, en este sentido, complementa el capítulo precedente.

			Lo primero a abordar es la cuestión de la segregación primaria que tiene una doble cara: la participación laboral y el desempleo. Se analizan por separado. 

			El siguiente cuadro presenta las tasas de participación laboral, o sea, el porcentaje del respectivo grupo que está inserto en el mercado de trabajo (en ocupación o en desempleo) respecto de la población en edad de trabajar (15 y más años) de ese mismo grupo.



			Cuadro 22. Costa Rica: tasa neta de participación laboral por pares categoriales (2010, 2015 y 2019)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Par categorial

						
							
							2010

						
							
							2015

						
							
							2019

						
					




					
							
							Género

						
							
							
							
					

					
							
							Mujer

						
							
							45,8

						
							
							47,6

						
							
							50,4

						
					

					
							
							Hombre

						
							
							75,2

						
							
							74,3

						
							
							73,1

						
					

					
							
							Etario

						
							
							
							
					

					
							
							De 15 a 24 años

						
							
							44,4

						
							
							45,9

						
							
							43,0

						
					

					
							
							De 25 a 29 años

						
							
							79,5

						
							
							78,2

						
							
							81,5

						
					

					
							
							30 y más años

						
							
							64,0

						
							
							63,4

						
							
							64,4

						
					

					
							
							Territorial

						
							
							
							
					

					
							
							Resto regiones

						
							
							56,6

						
							
							56,0

						
							
							57,8

						
					

					
							
							Región Central

						
							
							62,8

						
							
							63,9

						
							
							64,1

						
					

					
							
							Nación

						
							
							
							
					

					
							
							Nicaragua

						
							
							70,9

						
							
							71,2

						
							
							75,5

						
					

					
							
							Otros países

						
							
							61,4

						
							
							58,8

						
							
							62,2

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							59,7

						
							
							60,4

						
							
							60,5

						
					

					
							
							Total

						
							
							60,6

						
							
							61,0

						
							
							61,8

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010, 2015 y 2019.



			Hay que prestar atención a tres categorías subordinadas. La primera es la de las mujeres. Se constata un incremento sostenido de la participación que, ante el descenso de los hombres, supone que en esa década esta brecha de género ha tendido a cerrarse. No obstante, en 2019 la diferencia era aún de 22,7 puntos, lo cual es significativo, además, con la pandemia, tal como se apreciará en el capítulo siguiente, esta tendencia al cierre de la brecha se revirtió.182 La segunda categoría es la de jóvenes (de 15 a 24 años). Se esperaría que decreciera, insinuando que cada vez había más personas de este grupo etario que permanecían en el sistema educativo, pero su comportamiento es errático y sin grandes diferencias entre los dos lustros. Finalmente, las personas nicaragüenses son quienes presentan las tasas más altas en todas las observaciones. Este hecho no es de extrañar, porque se está ante una migración fundamentalmente laboral.

			Se puede acceder al mercado de trabajo, pero no lograr una ocupación remunerada, y verse en situación de desempleo abierto (cuya tasa expresa el porcentaje de personas que buscan activamente empleo respecto del total de la fuerza laboral o PEA). Esta es la otra cara de la segregación primaria que se muestra en el siguiente cuadro.


			Cuadro 23. Costa Rica: tasa de desempleo abierto por pares categoriales (2010, 2015 y 2019)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Par categorial

						
							
							2010

						
							
							2015

						
							
							2019

						
					

				
				
					
							
							Género

						
							
							
							
					

					
							
							Mujer

						
							
							11,0

						
							
							11,7

						
							
							15,4

						
					

					
							
							Hombre

						
							
							7,2

						
							
							7,7

						
							
							8,7

						
					

					
							
							Etario

						
							
							
							
					

					
							
							De 15 a 24 años

						
							
							20,6

						
							
							21,9

						
							
							31,1

						
					

					
							
							De 25 a 29 años

						
							
							8,2

						
							
							9,8

						
							
							13,8

						
					

					
							
							30 y más años

						
							
							5,2

						
							
							6,0

						
							
							7,3

						
					

					
							
							

							Territorial

						
							
							
							
					

					
							
							Resto regiones

						
							
							12,2

						
							
							10,7

						
							
							12,8

						
					

					
							
							Región Central

						
							
							6,8

						
							
							8,5

						
							
							10,7

						
					

					
							
							Nación

						
							
							
							
					

					
							
							Nicaragua

						
							
							6,2

						
							
							6,8

						
							
							13,2

						
					

					
							
							Otros países

						
							
							4,1

						
							
							7,7

						
							
							12,6

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							9,0

						
							
							9,5

						
							
							11,2

						
					

					
							
							Total

						
							
							8,6

						
							
							9,2

						
							
							11,4

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010, 2015 y 2019.



			Por consiguiente, todas las categorías subordinadas de los pares categoriales (mujeres, jóvenes y residentes periféricos) se ven más afectados por esta segregación primaria, en su doble faceta, lo que muestra un primer conjunto de acoplamientos que refuerzan las desigualdades de este campo. La excepción, como ya se ha mencionado, es la referida al par de nación y, en concreto, a la inmigración nicaragüense.

			La siguiente dimensión por considerar es la segregación secundaria que, en tanto que busca identificar nichos laborales donde se concentran categorías subordinadas de pares categoriales (mujeres, jóvenes, fuerza laboral de regiones periféricas y migrantes), debe partir de la propuesta de heterogeneidad laboral que se ha venido manejando. No obstante, esta propuesta es demasiado agregada, por lo que es necesario complementarla con otra dimensión, para tener una visión más fragmentada. La variable seleccionada ha sido la de rama de actividad a dos dígitos. A través de esta combinación se han identificado los ámbitos ocupacionales donde se concentran las diferentes categorías subordinadas, porque es donde puede acontecer sobrerrepresentación y, por tanto, se insinúa la existencia de nichos y de segregación secundaria.

			A partir de lo expuesto en el párrafo precedente, se han elaborado cuatro cuadros similares, uno por par categorial, donde, en una primera columna, se identifican estos ámbitos, lo cual da una idea de concentración ocupacional, y, en una segunda columna, se expresa el peso de la categoría subordinada en tales ámbitos para ver la dimensión de la sobrerrepresentación. Estos cuatro cuadros, que contemplan solo los años 2010 y 2019, se analizan de manera conjunta. 

			
Cuadro 24. Costa Rica: segregación ocupacional de la fuerza de trabajo femenina (2010 y 2019)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Ámbitos ocupacionales

						
							
							2010

						
							
							2019

						
					

					
							
							% de la ocupación femenina

						
							
							% de mujeres en el ámbito ocupacional

						
							
							% de la ocupación femenina

						
							
							% de mujeres en el ámbito ocupacional

						
					

				
				
					
							
							Comercio (SIL)

						
							
							11,3

						
							
							31,6

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							Comercio (SEEL)

						
							
							10,7

						
							
							46,6

						
							
							7,7

						
							
							50,6

						
					

					
							
							Enseñanza (SIL)

						
							
							10,7

						
							
							66,5

						
							
							10,3

						
							
							62,3

						
					

					
							
							Trabajo doméstico remunerado (SIL)

						
							
							15,3

						
							
							90,2

						
							
							16,4

						
							
							92,5

						
					

					
							
							Resto SIL

						
							
							40,3

						
							
							31,4

						
							
							49,6

						
							
							32,1

						
					

					
							
							Resto SEEL

						
							
							10,8

						
							
							26,1

						
							
							14,6

						
							
							33,5

						
					

					
							
							Segmento campesino

						
							
							1,0

						
							
							8,3

						
							
							1,3

						
							
							10,3

						
					

					
							
							Total

						
							
							100,0

						
							
							36,6

						
							
							100,0

						
							
							38,8

						
					

				
			

			SIL: segmento de integración laboral; SEEL: segmento del excedente estructural laboral.

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010 y 2019.




			Cuadro 25. Costa Rica: segregación ocupacional de la fuerza de trabajo juvenil (2010 y 2019)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Ámbitos ocupacionales

						
							
							2010

						
							
							2019

						
					

					
							
							% de la ocupación juvenil

						
							
							% de jóvenes en el ámbito ocupacional

						
							
							% de la ocupación juvenil

						
							
							% de jóvenes en el ámbito ocupacional

						
					




					
							
							Industria (SIL)

						
							
							10,0

						
							
							19,9

						
							
							11,5

						
							
							16,9

						
					

					
							
							Comercio (SIL)

						
							
							18,4

						
							
							23,4

						
							
							14,0

						
							
							15,0

						
					

					
							
							Comercio (SEEL)

						
							
							9,9

						
							
							19,6

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							Resto SIL

						
							
							47,9

						
							
							15,8

						
							
							48,8

						
							
							9,6

						
					

					
							
							SEEL

						
							
							10,6

						
							
							11,7

						
							
							19,9

						
							
							9,4

						
					

					
							
							Segmento campesino

						
							
							3,3

						
							
							13,0

						
							
							5,8

						
							
							12,9

						
					

					
							
							Total

						
							
							100,0

						
							
							16,7

						
							
							100,0

						
							
							10,8

						
					

				
			

			SIL: segmento de integración laboral; SEEL: segmento del excedente estructural laboral.

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010 y 2019.





			Cuadro 26. Costa Rica: segregación ocupacional de la fuerza de trabajo de regiones periféricas (2010 y 2019)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Ámbitos ocupacionales

						
							
							 2010

						
							
							2019

						
					

					
							
							% de la ocupación periférica

						
							
							% de fuerza de trabajo periférica en el ámbito ocupacional

						
							
							% de la ocupación periférica

						
							
							% de fuerza de trabajo periférica en el ámbito ocupacional

						
					




					
							
							Agricultura (SIL)

						
							
							13,8

						
							
							74,6

						
							
							14,7

						
							
							79,1

						
					

					
							
							Resto SIL

						
							
							51,2

						
							
							24,7

						
							
							53,0

						
							
							27,1

						
					

					
							
							SEEL

						
							
							25,0

						
							
							33,8

						
							
							24,3

						
							
							35,8

						
					

					
							
							Segmento campesino

						
							
							10,0

						
							
							75,4

						
							
							8,0

						
							
							55,8

						
					

					
							
							Total

						
							
							100,0

						
							
							32,0

						
							
							100,0

						
							
							33,7

						
					

				
			

			SIL: segmento de integración laboral; SEEL: segmento del excedente estructural laboral.

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010 y 2019.






			Cuadro 27. Costa Rica: segregación ocupacional de la fuerza de trabajo nicaragüense (2010 y 2019)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Ámbitos ocupacionales

						
							
							 2010

						
							
							2019

						
					

					
							
							% de la ocupación nicaragüense

						
							
							% de nicaragüenses en el ámbito ocupacional

						
							
							% de la ocupación nicaragüense

						
							
							% de nicaragüenses en el ámbito ocupacional

						
					

				
				
					
							
							Agricultura (SIL)

						
							
							12,8

						
							
							19,2

						
							
							10,8

						
							
							17,0

						
					

					
							
							Construcción (SIL)

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							9,7

						
							
							22,2

						
					

					
							
							Trabajo doméstico remunerado (SIL)

						
							
							14,6

						
							
							21,1

						
							
							16,7

						
							
							24,0

						
					

					
							
							Resto SIL

						
							
							39,0

						
							
							5,8

						
							
							35,7

						
							
							6,4

						
					

					
							
							SEEL

						
							
							28,9

						
							
							10,8

						
							
							24,1

						
							
							10,4

						
					

					
							
							Segmento campesino 

						
							
							4,6

						
							
							9,6

						
							
							3,0

						
							
							6,0

						
					

					
							
							Total

						
							
							100,0

						
							
							8,9

						
							
							100,0

						
							
							9,9

						
					

				
			

			SIL: segmento de integración laboral; SEEL: segmento del excedente estructural laboral.

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010 y 2019.



			

			Se puede comenzar con los dos pares categoriales donde se muestra menor concentración ocupacional de la categoría subordinada. Por un lado, están las personas jóvenes, entre quienes, en 2010, el 38,3% se concentraba en tres ámbitos, pero solo el referido al comercio del segmento de integración laboral mostraba sobrerrepresentación. Al final de la década la concentración ha disminuido, pero, junto al ámbito ocupacional mencionado, el referido a la industria del mismo segmento muestra también sobrerrepresentación. Por lo tanto, se puede decir que el comercio del segmento de integración laboral se ha mostrado como nicho para esta fuerza laboral a través de esta década. Este es un fenómeno que no debe ser ajeno a la apertura comercial del ajuste estructural que ha propiciado el consumismo (piénsese en los centros comerciales y la mano de obra joven que trabaja en ellos).

			El otro par es el territorial. Como era de esperar, la fuerza de trabajo de regiones periféricas, o sea, otras que la Región Central, se concentran en la agricultura, tanto dentro del segmento de integración laboral como en el propiamente campesino, aunque este último pierde sobrerrepresentación al final de la década. Es decir, la agricultura es el nicho de esta categoría territorialmente subordinada.183

			Por el contrario, respecto del par de género, se detecta mayor concentración. En 2010, cuatro ámbitos ocupacionales agrupaban a casi la mitad de la fuerza laboral femenina. Esa concentración desciende a tres ámbitos, al final de la década. El comercio en el segmento de excedente estructural laboral, la enseñanza y el trabajo doméstico remunerado184 (ambos del segmento de integración laboral) se muestran, a lo largo de la década, como nichos femeninos, especialmente los dos últimos. Justamente, respecto de ellos, se refleja también heterogeneidad en el interior de mano de obra: mujeres con calificación en la enseñanza y con pocas credenciales educativas en el trabajo doméstico remunerado (también en el comercio del segmento de excedente estructural laboral).185 Esto es importante porque insinúa que, en los pares categoriales, las desigualdades no son solo “inter” sino que pueden ser también “intra”; o sea, hay que diferenciarlas. Es importante añadir que el segmento campesino se muestra altamente masculinizado, pero esta conclusión debe ser matizada, porque en las unidades campesinas hay trabajo de mujeres que no es visibilizado, en vista de que el ingreso suele ser familiar y atribuido al hombre como jefe de hogar.

			Finalmente, en el caso de la fuerza laboral nicaragüense, la concentración no es tan pronunciada como con la femenina, pero destacan tres ámbitos ocupacionales donde hay clara sobrerrepresentación: la agricultura, la construcción (a finales de la década) y el trabajo doméstico remunerado (todos ellos en el segmento de integración laboral). El primero es también un nicho para la fuerza laboral periférica y el tercero para la femenina. Es decir, en ambos casos se refuerzan los acoplamientos y se puede pensar en nudos de desigualdades.186

			La tercera cuestión por considerar es la que se ha denominado discriminación, o sea, la categoría subordinada supera las segregaciones primaria y secundaria, pero no es considerada de manera igual a la otra categoría, la dominante, del respectivo par. Las brechas de ingresos se han utilizado para mostrar este tipo de asimetría, especialmente en el caso del par de género.187 No obstante, como se argumentó en la introducción de este texto, la propuesta analítica no se centra en desigualdades de resultado. Por esta razón, la dimensión seleccionada para abordar esta cuestión es la división del trabajo que se expresa en la variable grupo ocupacional. Como se sabe, esta remite a la jerarquía existente en el proceso laboral y, por tanto, muestra de manera inequívoca relaciones de poder que son las que competen al presente enfoque. Una consecuencia de ello es que este fenómeno solo puede ser analizado respecto del segmento de integración laboral, porque solo ahí las jerarquías están claramente definidas y, evidentemente, se limitan a relaciones asalariadas; o sea, el trabajo por cuenta propia de este segmento, las personas profesionales independientes no entran en el análisis.

			El siguiente cuadro muestra resultados de los coeficientes exponenciados188 de sendas regresiones logísticas binarias para los tres años seleccionados. Se trata de ver cuáles son las probabilidades de las categorías de los cuatro pares de pertenecer al grupo de gerentes y profesionales.189 Al contrario de las referidas a los modelos de desregulación del capítulo precedente, el análisis tiene que ver con dinámicas de empoderamiento, por lo que las categorías de referencia serían, justamente, las vulnerables: mujeres, jóvenes, fuerza laboral de regiones periféricas y nicaragüenses. Los modelos incluyen dos variables de control.



			Cuadro 28. Costa Rica: coeficientes exponenciados de regresiones logísticas binarias sobre gerentes y profesionales asalariados del segmento de integración laboral a partir de predictores de pares categoriales (2010, 2015 y 2019)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Pares categoriales 
y variables de control

						
							
							2010

						
							
							2015

						
							
							2019

						
					



					
							
							Años de educación

						
							
							2,390

						
							
							2,678

						
							
							2,244

						
					

					
							
							Sector público

						
							
							3,163

						
							
							3,044

						
							
							2,736

						
					

					
							
							Hombres

						
							
							0,798

						
							
							1,096

						
							
							0,843

						
					

					
							
							Adultos

						
							
							2,265

						
							
							1,990

						
							
							1,564

						
					

					
							
							Región Central

						
							
							2,169

						
							
							1,214

						
							
							0,790

						
					

					
							
							Costarricenses

						
							
							2,439

						
							
							1,201

						
							
							7,560

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010, 2015 y 2019.




			Respecto del par de género en 2010 y 2019, los coeficientes son inferiores a la unidad, por lo que las mujeres aparecen con mayores probabilidades de pertenecer al grupo de gerentes y profesionales asalariadas.190 Sin embargo, si el ejercicio se hace solo para gerentes, los coeficientes cambian y son superiores a la unidad: 1,676 (2010), 2,380 (2015) y 1,351 (2019). Es decir, los hombres tienen mayores probabilidades, lo que estaría sugiriendo que el “techo de cristal” se ubicaría entre estos dos grupos ocupacionales. Como era de esperar, las personas adultas son quienes tienen más posibilidades de acceder a esas posiciones, pero la probabilidad desciende en el tiempo. Al respecto, se insinúa la incorporación de una fuerza laboral joven con mayores calificaciones que en el pasado y que, por tanto, alcanzaría antes esas funciones, en especial las referidas a profesionales. También hay descenso de probabilidad en el caso del par territorial y, para el segundo quinquenio, esto se revierte. Aquí la posible explicación sería la existencia de dinámicas de descentralización económica, especialmente propiciada por el turismo, uno de los nuevos ejes de acumulación inducido por la globalización. Finalmente, son sin duda las personas nicaragüenses las que, de los cuatro pares considerados, tienen menor probabilidad, la cual se acentúa al final de la década.

			Este conjunto de desigualdades laborales, que afectan a las categorías subordinadas de los cuatro pares categoriales considerados, se puede sintetizar en el cuadro 29.

			Hay que destacar los siguientes fenómenos que expresan acoplamientos específicos de los pares categoriales con las dinámicas de clase estructuradoras del mercado de trabajo costarricense. En primer lugar, hay dos articulaciones en términos de segregación primaria. Por un lado, está la referida al género, en tanto las mujeres, a pesar del incremento de su participación laboral, seguían padeciendo al final de la década de una brecha importante. Además, esta mayor participación se ha visto devaluada por el incremento de la tasa de desempleo. Es decir, no toda mujer que se incorporaba al mercado laboral encontraba trabajo remunerado, sino que cada vez le resultaba más difícil. Por otro lado, el principal acoplamiento en términos de desempleo afectaba, de manera notoria, a las personas jóvenes. En términos de segregación secundaria, se han identificado nichos donde las categorías subordinadas prevalecían. Este es el caso de la enseñanza y el trabajo doméstico remunerado para las mujeres y la agricultura para la fuerza de trabajo de regiones periféricas. Pero no se debe obviar los tres nichos laborales de las personas nicaragüenses: agricultura, construcción y trabajo doméstico remunerado. No eran mayoritarias, porque el peso total de esta fuerza laboral era reducido, pero en los tres ámbitos había importantes sobrerrepresentaciones; a ello hay que añadir la alta tasa de participación que caracterizaba a esta población migrante. Finalmente, es en relación con esta categoría subordinada que la discriminación mostraba su expresión más nítida. Respecto de las otras tres se expresaba de manera diversa: ambivalente en el caso de las mujeres, pero con “techo de cristal” en términos de acceso a posiciones de gerencia; declinante en el tiempo para las personas jóvenes; y reversible con la fuerza de trabajo de regiones periféricas.

			

Cuadro 29. Costa Rica: síntesis de las desigualdades laborales de pares categoriales (2010-2019)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Desigualdades 
laborales

						
							
							Mujeres

						
							
							Jóvenes

						
							
							Fuerza de trabajo de regiones periféricas

						
							
							Nicaragüenses

						
					



					
							
							Segregación primaria

						
							
							
							
							
					

					
							
							- Participación

						
							
							Cierre de brecha 

							(22,7 puntos en 2019 respecto de la participación masculina)

						
							
							Tasa de desempleo de 31,1 en 2019

						
							
							
							Alta tasa de participación

						
					

					
							
							- Desempleo

						
							
							Incremento de la tasa de desempleo

						
							
							
							
					

					
							
							Segregación 
 secundaria

						
							
							Nichos en comercio (SEEL), enseñanza (SIL) y trabajo doméstico remunerado (SIL)

						
							
							Nicho en comercio (SIL)

						
							
							Nicho en agricultura (SIL) y segmento campesino

						
							
							Nichos en agricultura, construcción y trabajo doméstico remunerado (todos en SIL) 

						
					

					
							
							Discriminación

						
							
							Mayor probabilidad de pertenecer a grupo de “gerentes y profesionales” que los hombres, pero no respecto de solo “gerentes” (“techo de cristal”)

						
							
							Menor probabilidad (decreciente) de pertenecer a grupo de “gerentes y profesionales” que los adultos

						
							
							De menor a mayor probabilidad de pertenecer a grupo de “gerentes y profesionales” que la fuerza de trabajo de la Región Central

						
							
							Menor probabilidad de pertenecer a grupo de “gerentes y profesionales” que los costarricenses

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia a partir de cuadros de 3.14 a 3.18.





			Por consiguiente, para la segunda década del presente siglo y para el campo de condiciones de explotación de fuerza de trabajo, se manifestaban distintos tipos de acoplamientos, lo que sugiere que las desigualdades de excedente estaban signadas por la persistencia. La configuración de pares categoriales es previa al neoliberalismo, con la excepción del referido a la nación, cuyo origen hay que ubicarlo en la imposición de este orden neoliberal en Nicaragua. En efecto, a finales del período sandinista y debido a problemas inflacionarios, se procedió a un primer ajuste, pero sin el acompañamiento de los organismos financieros internacionales. No obstante, el verdadero ajuste aconteció con el gobierno de Barrios de Chamorro. Una de las principales consecuencias sociales de los ajustes en la última década del siglo pasado fue la estampida migratoria dirigida, principalmente, a Costa Rica. Así, en el Censo de Población de Costa Rica de 1984, se identificaron a 45 918 personas nacidas en Nicaragua; el censo del 2000 eleva esa cantidad a 226 374 (Castro Valverde y Morales Gamboa, 2006: cuadro 2). Este número se elevó a 287 766 personas en 2011, año del siguiente censo. De hecho, en la última década del siglo pasado y la primera del presente, ingresó el 40% de la inmigración nicaragüense. Por otra parte, en la segunda década, el crecimiento ha sido de apenas 4,4%, lo que sugiere que esta dinámica migratoria comienza a agotarse (Bonilla Carrión y Sandoval García, 2014: 262-265).

			Con la excepción de este par de nación, estos acoplamientos no pueden ser imputados al orden neoliberal, solo se le puede cuestionar no haberlos erradicado, en tanto que el discurso neoliberal ha sostenido que las desigualdades se fundamentan en discriminaciones socioculturales que pueden ser revertidas y generar así un contexto de igualdad de oportunidades.191 Esto, obviamente, no ha acontecido en ninguna latitud latinoamericana. Pero hay que explorar acoplamientos de pares categoriales con un fenómeno laboral que sí fue gestado por el neoliberalismo: la precarización de las relaciones asalariadas. En el capítulo precedente se ofreció evidencia con respecto a dos dimensiones de este fenómeno: la desregulación y las dificultades de organización y acción colectiva por parte de las personas trabajadoras. Se abordan por separado.

			6.2	Precarización de las relaciones asalariadas y pares categoriales

			Con respecto a la primera dimensión mencionada, se puede relacionar las modalidades de (des)regulación con los pares categóricos, para observar si las categorías subordinadas tienen mayores probabilidades de desregulación en sus distintas modalidades. Pero es posible hacer otro tipo de ejercicio que puede arrojar resultados más reveladores. Se basa en redefinir las dicotomías de los pares categoriales incorporando, en la categoría subordinada, los nichos que se han identificado en los cuadros 24 a 27. Así, por ejemplo, el par de género no se limita a la oposición mujeres versus hombres, sino que aquellas se descomponen en tres categorías: mujeres en trabajo doméstico remunerado, mujeres en enseñanza y resto de mujeres (dejando siempre a la categoría dominante, en este caso los hombres, como la de referencia). Los resultados de este ejercicio se expresan en el siguiente cuadro que, como el referido a las multinomiales sobre modalidades de desregulación (cuadro 19), contiene solo los coeficientes exponenciados (todos tienen alta significación de p< .000) y las categorías referidas a los nichos (o sea, las residuales como “resto de mujeres” no se muestran).

			Varios son los fenómenos que se pueden destacar. Primero, de las 36 observaciones, solo en siete el coeficiente exponencial es inferior a la unidad, o sea, la categoría de referencia tiene mayor probabilidad de verse afectada por algún tipo de desregulación. Pero, en cinco casos, corresponde al nicho femenino de enseñanza, en el cual la gran mayoría de mujeres laboraban en el sector público, el cual –como se apreció en el capítulo precedente– se caracteriza por su altísima regulación.192 Por consiguiente, se está ante resultados esperados. Segundo, el nicho de jóvenes en actividades comerciales muestra, en las tres modalidades de desregulación, probabilidades decrecientes, es decir, se está ante un nicho donde la desregulación pierde fuerza. Tercero, lo contrario acontece en el resto de los nichos. Al respecto, merece la pena detenerse en los referidos a la mano de obra nicaragüense y al trabajo doméstico remunerado. 



			Cuadro 30. Costa Rica: coeficientes exponenciados de regresiones multinomiales sobre niveles de regulación por pares categoriales y nichos ocupacionales (2010 y 2019)

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Modalidades de regulación y pares categoriales

						
							
							2010

						
							
							2019

						
					

				
				
					
							
							Sin regulación

						
						
					

					
							
							Mujeres en trabajo doméstico remunerado

						
							
							27,907

						
							
							63,214

						
					

					
							
							Mujeres en enseñanza

						
							
							0,123

						
							
							0,033

						
					

					
							
							Jóvenes en comercio

						
							
							4,919

						
							
							3,984

						
					

					
							
							Periféricos en agricultura

						
							
							1,703

						
							
							3,636

						
					

					
							
							Nicaragüenses en agricultura

						
							
							2,281

						
							
							2,671

						
					

					
							
							Nicaragüenses en construcción

						
							
							9,326

						
							
							2,772

						
					

					
							
							Sin regulación por aseguramiento

						
						
					

					
							
							Mujeres en trabajo doméstico remunerado

						
							
							17,590

						
							
							28,924

						
					

					
							
							Mujeres en enseñanza

						
							
							1,052

						
							
							0,244

						
					

					
							
							Jóvenes en comercio

						
							
							1,917

						
							
							1,696

						
					

					
							
							Periféricos en agricultura

						
							
							0,265

						
							
							1,576

						
					

					
							
							Nicaragüenses en agricultura

						
							
							0,935

						
							
							3,062

						
					

					
							
							Nicaragüenses en construcción

						
							
							4,562

						
							
							9,463

						
					

					
							
							Sin regulación por salario mínimo

						
					
					

					
							
							Mujeres en trabajo doméstico remunerado

						
							
							3,741

						
							
							6,081

						
					

					
							
							Mujeres en enseñanza

						
							
							0,448

						
							
							0,014

						
					

					
							
							Jóvenes en comercio

						
							
							3,957

						
							
							1,164

						
					

					
							
							Periféricos en agricultura

						
							
							2,162

						
							
							2,712

						
					

					
							
							Nicaragüenses en agricultura

						
							
							2,014

						
							
							2,499

						
					

					
							
							Nicaragüenses en construcción

						
							
							1,126

						
							
							2,180

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010 y 2019.






			En cuanto a la agricultura, en el caso del café se ha mencionado la no vigencia de normativas laborales, pero no así en la actividad del banano. En este último sector se puede hablar de cierta regulación de relaciones laborales que permitía el acceso a mecanismos de protección legal; no obstante, estos no operaban de facto para mujeres y niños indígenas provenientes de Panamá, que es otro flujo migratorio laboral importante para estos sectores (Morales Gamboa, Lobo Montoya y Jiménez Herrera, 2014). En términos del conjunto de trabajadores agrícolas nacidos en Nicaragua y que trabajan de manera permanente en Costa Rica, se ha señalado que, en 2019, el 50,3% no estaban cubiertos por seguridad social y el 32,1% recibían remuneraciones inferiores al salario mínimo (Baumeister, 2021: cuadro 8). También la mayoría de las trabajadoras domésticas nicaragüenses carecía de esta cobertura de seguridad social, incluyendo a las que laboraban a tiempo completo (Carcedo, Lexartza y Chaves Groh, 2011). En términos del trabajo doméstico remunerado, en general, hay que mencionar que en el 2009 se consiguió una reforma al Código del Trabajo respecto de las condiciones laborales en este ámbito ocupacional, con lo que se logró, entre otras conquistas, el contrato por escrito, para evitar la inclusión de nuevas tareas no contempladas en el acuerdo inicial y la reducción de la jornada laboral de 12 a 8 horas. Es importante mencionar que esta reforma fue el resultado de 16 años de lucha de la Asociación de Trabajadoras Domésticas (Lexartza Artza y Grau Crespo, 2010: 40-44). No obstante, como se refleja en el cuadro 30, el trabajo doméstico muestra los valores más altos de probabilidad en las tres modalidades de desregulación contempladas. Es decir, es el ámbito ocupacional donde la desregulación muestra su faceta más aberrante. 

			Como corolario de lo argumentado en los párrafos precedentes, se puede afirmar que, a partir de esta evidencia, los nichos identificados están signados por la desregulación en sus distintas manifestaciones y que, por tanto, hay acoplamientos entre los cuatro pares categoriales y esta dimensión de la precarización. 

			En cuanto a la otra dimensión –las dificultades de organización y acción colectiva por parte de las personas trabajadoras–, la ECE no incluye preguntas referidas a sindicalización ni a otros aspectos de la acción colectiva de la fuerza laboral, lo cual es una gran deficiencia. No obstante, se puede hacer una aproximación a partir de un hecho constatado en el capítulo precedente: el sindicalismo está prácticamente ausente en el sector privado costarricense. Por consiguiente, el trabajar en este ámbito es sinónimo de no pertenencia a sindicato alguno. El siguiente cuadro refleja este fenómeno.



			Cuadro 31. Costa Rica: coeficientes exponenciados de regresiones logísticas binarias sobre pertenencia al sector privado por pares categoriales (2010 y 2019)

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Pares categoriales

						
							
							2010

						
							
							2019

						
					




					
							
							Mujeres

						
							
							0,607

						
							
							0,524

						
					

					
							
							Jóvenes 

						
							
							2,414

						
							
							3,984

						
					

					
							
							Periféricos

						
							
							1,254

						
							
							1,254

						
					

					
							
							Nicaragüenses

						
							
							12,620

						
							
							9,067

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en la Encuesta Continua de Empleo (ECE) 2010 y 2019.




			Los resultados y su interpretación son sencillos: con la excepción del par de género, en los otros tres (con mayor fuerza en el de nación), las categorías subordinadas tienen menores probabilidades de afiliación sindical. En el caso de las mujeres acontece lo contrario y ello se debe a su presencia significativa en el sector público, que es el reducto sindical en Costa Rica. En efecto, en 2010, el 46,9% de la fuerza laboral en este sector era femenina; esta presencia se incrementó a 51,6% a finales de la década. Los porcentajes en el sector privado fueron de 34,7 y 36,7%, respectivamente.

			Por consiguiente, de las dos dimensiones de precarización de las que se tiene evidencia empírica se detectan acoplamientos, tanto en términos de desregulación como respecto de dificultades de organización y acción colectiva, por parte de las personas trabajadoras. En este sentido, se puede afirmar que el neoliberalismo no solo ha sido incapaz de revertir las desigualdades laborales preexistentes de mujeres, jóvenes, fuerza laboral de regiones periféricas y nicaragüenses, sino que las ha profundizado, articulándolas a la lógica de precarización que ha impuesto en el mundo asalariado costarricense.

			

			Segunda nota metodológica

			En este capítulo se han utilizado tres tipos de modelos logísticos que hay que especificar. El primero es el reflejado en el cuadro 28 y se trata de un modelo binario. La variable dependiente es la pertenencia (valor 1) o no (valor 0) al grupo de gerentes y profesionales asalariados. Las variables independientes son los pares categoriales donde, para el par de género, hombres tienen el valor 1 y mujeres, el 0; para el etario, las personas adultas (25 y más años) tienen valor 1 y las jóvenes (de 15 a 24 años), valor 0; para el territorial, el valor 1 corresponde a la Región Central y el 0 al resto de la regiones; y el nacional, las personas costarricenses tienen valor 1, mientras que las nicaragüenses, valor 0 (se excluyeron del análisis otras nacionalidades). Además, se incorporaron dos variables de control: años de educación y sector institucional (público, valor 1, y privado, valor 0).Los valores del pseudo cuadrado de Nagelkerke han sido los siguientes: .708 (2010), .267 (2015) y .719 (2019).

			El segundo tipo de modelo corresponde al cuadro 30 y son multinomiales sobre modalidades de desregulación. La variable dependiente es la misma de los modelos de este tipo del capítulo precedente. En cuanto a las variables independientes, corresponde a los cuatro pares categoriales, pero las categorías subordinadas han sido desagregadas según los nichos identificados en los cuadros 24, 25, 26 y 27. Así, el par de género contiene las siguientes categorías: mujeres en trabajo doméstico remunerado, en actividad de enseñanza, en otras actividades y hombres (como categoría de referencia). En cuanto al par etario, la desagregación ha sido la siguiente: jóvenes en comercio, en otras actividades y personas adultas (como categoría de referencia). El par territorial también tiene tres categorías: fuerza laboral de regiones periféricas en agricultura, en otras actividades y fuerza laboral de la Región Central (como categoría de referencia). Finalmente, el par nación se ha desagregado de la siguiente manera: nicaragüenses en agricultura, en construcción, en otras actividades y costarricenses (como categoría de referencia). Hay que hacer notar que no se han desagregado nicaragüenses en trabajo doméstico remunerado, porque habría multicolinealidad de esta categoría con la referida a mujeres en el mismo ámbito ocupacional. Los valores del pseudo cuadrado de Nagelkerke han sido los siguientes: .216 (2010) y .300 (2019).

			

			El tercer tipo de modelos son las regresiones logísticas binarias del cuadro 31. La variable dependiente es la pertenencia (valor 1) o no (valor 0) al sector privado como proxi de no afiliación sindical. Las variables independientes son los cuatro pares categoriales especificados, como en las logísticas binarias del cuadro 28. Los valores del pseudo cuadrado de Nagelkerke han sido los siguientes: .071 (2010) y .079 (2019).




			
				
					179	En los pares etario y nacional se han incorporado sendas categorías intermedias: personas jóvenes adultas (de 24 a 29 años) y otras extranjeras distintas de las nicaragüenses. Hay que tener cuidado en esencializar las dicotomías, porque tienen consecuencias analíticas importantes. 

				
				
					180	Es importante señalar que, en términos de dominio de estudio, la ECE es nacional con desagregación por zona urbana y rural, pero no por regiones de planificación (INEC, 2012: 71). 

				
				
					181	Voorend (2016) ha desmontado, de manera convincente, este argumento xenófobo respecto de la salud.

				
				
					182	A partir de las encuestas de hogares, entre 2001 y 2017, Morales Aguilar y Segura Carmona (2018: 11) han identificado que los factores que aumentan la participación laboral de las mujeres son los siguientes: ser jefas de hogar con calificación y cursos no regulares de educación, presencia de otras mujeres mayores y residencia en zonas urbanas o en la Región Central. Por el contrario, el factor que reduce la probabilidad de participación es el número de niñas y niños en el hogar.

				
				
					183	En su estudio sobre aglomeraciones económicas, Jiménez Fontana y Segura Carmona (2021: 15) identificaron que en las regiones Huetar Norte y Huetar Caribe predominan las actividades agropecuarias.

				
				
					184	Utilizamos esta expresión en lugar de la de “servicio doméstico”, porque, como atinadamente señalan Lexartza Artza y Grau Crespo (2010: 41), este término, consagrado en los códigos laborales, expresa una relación de servidumbre en lugar de un nexo laboral.

				
				
					185	En 2017 una mujer con educación universitaria tenía 2,2 veces más probabilidad de insertarse en el mercado laboral que una mujer con secundaria y 4,4 veces mayor si solo logró la primaria (Morales Aguilar y Segura Carmona, 2018: 12).

				
				
					186	Desde la economía feminista se han hecho estudios sobre lo que se denomina “segregación horizontal”, que tiene que ver con la distribución de ocupaciones por sexo. Al respecto, se aplican tanto el índice de disimilitud de Duncan (ID) como el de Karmel y MacLachlan (KM) (este último permite una mirada diacrónica, porque incorpora el porcentaje de mujeres en la población ocupada, la cual cambia con el tiempo). En el ID, el valor 0 muestra una distribución ocupacional igual entre mujeres y hombres, mientras que el 1, segregación extrema; para el KM, los valores oscilan entre 0 y 0,5, de la misma manera. El ID fue aplicado por Ramos Vargas (2004: 438) con datos del Censo Nacional de Costa Rica del año 2000 y el valor estimado fue de 0,604. Para ese mismo año, hay información para ocho países de la región con valores, en todos los casos, inferiores, con la excepción salvadoreña que fue de 0,62 (Espino y De los Santos, 2019: cuadro 5). Es importante añadir que la desagregación de ámbitos ocupacionales en el presente trabajo es demasiado pequeña para la aplicación de estos índices.

				
				
					187	Al respecto, merece la pena referirse al estudio de la OIT que ha estimado brechas salariales por hora entre hombres y mujeres, sin y con ponderación. Estas últimas toman en cuenta hasta 72 grupos, según nivel de educación, tramo de edad, duración de la jornada laboral y pertenencia al sector económico. La evidencia para Costa Rica muestra que la primera brecha, sin ponderar, se redujo un 5,3% en 2010 y esta disminución fue aún mayor en 2016, 6,8%. No obstante, los valores ponderados reflejan resultados opuestos: hubo incrementos de 10,2% en 2010 y de 12,4% en 2016 (Grupo Salario, 2018: panel 7).

				
				
					188	La interpretación de estos coeficientes es la misma que en el caso de los modelos multinomiales del capítulo precedente. En el caso de años de educación se está ante una variable de intervalo que no tiene categoría de referencia y el coeficiente exponenciado expresa lo que aumenta la probabilidad del evento al incrementarse en una unidad esa variable independiente. Así, el valor 2,390 del modelo para el año 2010 expresa que, por cada año adicional de educación, la probabilidad de pertenecer al grupo de gerentes y profesionales asalariados aumenta 2,4 veces. Hay una segunda nota metodológica que especifica el modelo utilizado, así como los utilizados más adelante.

				
				
					189	Se prefirió juntar profesionales con gerentes, porque estos últimos eran muy pocos en las muestras y eso afectaba los resultados.

				
				
					190	Para interpretar estos coeficientes con valor inferior a la unidad, hay que dividir 1 por el respectivo coeficiente e interpretarlo respecto de la categoría de referencia. Así, para el año 2010, 1/0,798=1,253; o sea, las mujeres tienen 1,3 mayor probabilidad de pertenecer al grupo de gerentes y profesionales asalariadas que los hombres. Para el año 2019, 1/0,843=1,186, la probabilidad es 1,2 veces mayor.

				
				
					191	El discurso se centró sobre las discriminaciones étnico-raciales con una propuesta propia de multiculturalismo, pero el tipo de razonamiento es aplicable a otros pares categoriales. Lo importante era que, de manera implícita, se negaba cualquier tipo de causalidad entre clases sociales y desigualdades.

				
				
					192	En 2010, el 69,8% de las mujeres dedicadas a la enseñanza lo hacían en el sector público; este porcentaje se incrementó al 75,6% a finales de la década.

				
			

		


		
			CAPÍTULO VII 
 De la pandemia a la digitalización

			La emergencia de un nuevo orden capitalista

		


		
			

			Con lo desarrollado en los capítulos precedentes se podría responder la pregunta que guía este texto. Pero es necesario complementar la contextualización del primer capítulo con el nuevo escenario que ha surgido en la presente década y que insinúa que se está saliendo del neoliberalismo para entrar en un nuevo momento de redefinición del capitalismo. Esta reestructuración comenzó, a nivel global, en especial en los países del Norte, después de la crisis de 2008 y de la Gran Contracción. Al respecto se proponen dos ideas. La primera es que una de las dinámicas clave en este proceso de redefinición es la digitalización. La segunda es que no se está ante una transición rupturista, como la que caracterizó el paso del orden fordista al neoliberal, sino continuista, por lo que rasgos clave del neoliberalismo permanecen, pero ya no tienen el papel preponderante de antaño para configurar un nuevo orden capitalista. Es, justamente, esta continuidad la que dificulta percibir que se está saliendo del neoliberalismo. La pandemia del Covid-19, de inicios de esta década, ha constituido un auténtico parteaguas, haciendo irreversible tal transición. Mostró los límites del mercado y la necesidad del Estado y, además, actuó como un auténtico laboratorio de la digitalización, la cual permeó ámbitos sociales clave como el trabajo, la educación y el consumo, para mencionar los más evidentes.

			Por consiguiente, se añade este capítulo, cuyo objetivo es esbozar, solamente eso, el nuevo contexto del capitalismo. Obviamente este ejercicio se limita a la problemática de las desigualdades y se realiza desde la perspectiva analítica que se ha asumido en el texto. Consta de dos apartados. En el primero, se abordan las desigualdades generadas por la pandemia, mientras que, en el segundo, se perfilan las asimetrías que está generando el fenómeno de la digitalización.

			7.1	La pandemia y sus desigualdades

			La pandemia del Covid-19 ha puesto en evidencia la destrucción socioambiental por el antropocentrismo que el capitalismo ha potenciado.193 Ha profundizado lo que se denominan las desigualdades de vida194, articulándolas con otros tipos de asimetrías sociales. Así, su impacto letal se vio reforzado por la existencia de otras patologías que devinieron comorbilidades, en especial las enfermedades no transmisibles (las cardiovasculares, el cáncer, las respiratorias y la diabetes). Hay que recordar que obesidad, diabetes, hipertensión y colesterol alto aparecen como los principales factores metabólicos que incrementan el riesgo de contraer estas enfermedades, los cuales se asocian inversamente con el nivel educativo, independientemente del sexo y de la edad (Berlinsky, Gagete-Miranda y Vera-Hernández, 2020: cuadro 6.2). Segundo, los sistemas de salud eran deficitarios en la mayoría de los países de la región para afrontar la pandemia (Moller, 2020) y estaban estratificados desde hace décadas. Si bien en los últimos años ha habido incrementos de cobertura, como en el caso de la educación, la desigualdad se ha redefinido en términos de la calidad del servicio recibido. Por tanto, en caso de manifestación de síntomas de Covid-19, la atención que se recibió fue desigual. Finalmente, el inicio de la pandemia supuso confinamiento de la población y, al respecto, entraron en juego desigualdades territoriales referidas, fundamentalmente, a los servicios y al hacinamiento de la vivienda, que se diferencian por quintiles de ingreso entre los hogares (Benza y Kessler, 2020: cuadro 3.3).

			Esta pandemia ha mostrado que estos nuevos riesgos asociados a la destrucción socioambiental son globales, pero su impacto en la población es diferenciado. Si se entiende por riesgo la combinación de amenaza y vulnerabilidades, la primera sí es global, pero las segundas están socialmente diferenciadas, por lo que el riesgo no afecta de manera uniforme a la sociedad. Como señalan García-Marín y García Fernández (2022a: 4): “…es en las vulnerabilidades donde se expresan las diferencias y las desigualdades sociales”. Justamente, estos autores, a partir de cuatro observaciones (junio y octubre de 2020 y enero y marzo de 2021) sobre la evolución de la pandemia en Costa Rica, han buscado identificar los factores asociados a las tasas brutas de contagio y a las tasas netas de fallecimiento. Sus resultados arrojan que, en el caso de las primeras, incidieron factores socioeconómicos asociados a los indicadores que utilizaron (densidad poblacional, índice de desarrollo social, índice de progreso social y tasas de delito contra el patrimonio), mientras que en las segundas fueron las referidas a salud (tasas de hipertensión y de enfermedades respiratorias).

			En términos de desigualdades de excedente, para contrastar este período con las décadas del neoliberalismo, se puede destacar la constitución de varias asimetrías: las educativas, que afectan a menores y jóvenes de sectores populares, y las laborales que, fundamentalmente a través del incremento del desempleo, incidieron en personas jóvenes, especialmente mujeres. Se aborda por separado estas problemáticas.

			La primera ya se trató en el capítulo segundo con respecto a la crisis de la educación pública, con lo que el Estado de la Educación ha denominado “apagón educativo”. No obstante, merece la pena recordar sus aspectos clave. Primero, tiene orígenes previos a la pandemia, en tanto que las interrupciones del ciclo escolar comenzaron en 2018 y siguieron en 2019, pero en 2020 se perdió gran parte del año y en 2021 fue de mes y medio. Segundo, se incrementaron las brechas entre educación pública y privada, porque en esta última no hubo suspensiones. Tercero, como corolario de lo anterior, las más afectadas han sido poblaciones estudiantiles tradicionalmente vulnerables (la que asiste a preescolar, a modalidades abiertas, a la educación especial, la indígena, etc.). Cuarto, el teleestudio, como respuesta a esta situación, develó nuevas asimetrías: por un lado, el denominado “hacinamiento tecnológico” y, por otro lado, los problemas de acceso a internet (primera brecha digital), asociados al territorio y a los recursos monetarios del hogar.

			

			En conclusión, se configuró un nudo de desigualdades donde se entretejieron las educativas, las de ingreso y las digitales, lo que dio como resultado un nuevo sujeto: los “estudiantes desconectados” (Programa Estado de la Nación, 2021). De hecho, se está ante un problema común a América Latina, donde el triple choque de la pandemia (cierre de escuelas, recesión económica y confinamiento prolongado) pudo haber afectado el desarrollo físico, cognitivo y emocional de menores, con consecuencias a mediano y largo plazo (García Jaramillo, 2020: 14). Como se ha mencionado, se está ante una generación perdida, lo cual tendrá consecuencias fatales en el incremento de las asimetrías sociales.

			La ECE ha recolectado información sobre la incidencia de la pandemia en la población en edad de trabajar, diferenciándola por condición de actividad. Hay que recordar que la imposición de medidas de confinamiento supuso una reducción drástica de la movilidad espacial de la mano de obra con efectos laborales muy negativos.195 En cuanto a la condición de actividad: en el caso de personas asalariadas, se expresó como suspensión de su empleo o reducción de la jornada laboral con merma del salario; en cuanto a las personas trabajadoras independientes, estas padecieron de pérdida del negocio, cierre temporal o tuvieron que operar con restricciones; en términos de desocupación, hubo pérdidas de empleo o desistimiento en la búsqueda de trabajo; en la categoría “fuera de la fuerza de trabajo”, supuso exclusión del mercado de trabajo. 

			El cuadro 32 refleja estos impactos referidos al tercer trimestre (al igual que las observaciones de los dos capítulos precedentes) del 2020, 2021 y 2022.

			En el año de comienzo de pandemia, cuatro de cada diez personas pertenecientes a la fuerza laboral padecieron esta incidencia de distinta manera, mientras que, en condición de no incorporación al mercado laboral, fue un poco más de un décimo de esa población. En el caso de personas asalariadas, se manifestó como suspensión de su empleo o reducción de la jornada laboral con merma del salario. En cuanto a las personas trabajadoras independientes, padecieron de pérdida del negocio o cierre temporal y las que se mantuvieron tuvieron que operar con restricciones. Pero, sin duda, las más perjudicadas fueron las personas trabajadoras despedidas (22,9% de esta condición) o en busca de empleo, que no encontraron o decidieron hacerlo una vez pasada la pandemia (72,3%). No es de extrañar que en esta categoría la incidencia fuera casi universal (INEC, 2020: 26). 



			Cuadro 32. Costa Rica: incidencia laboral por Covid-19 por condición de actividad (tercer trimestre de 2020, 2021 y 2022) (porcentajes)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Condición de actividad

						
							
							2020

						
							
							2021

						
							
							2022

						
					




					
							
							Fuerza de trabajo

						
							
							43,1

						
							
							24,7

						
							
							13,5

						
					

					
							
							Ocupada

						
							
							28,4

						
							
							11,1

						
							
							4,4

						
					

					
							
							Asalariada

						
							
							15,3

						
							
							7,0

						
							
							3,6

						
					

					
							
							Independiente

						
							
							13,4

						
							
							23,5

						
							
							6,8

						
					

					
							
							Desempleada

						
							
							95,2

						
							
							99,8

						
							
							80,7

						
					

					
							
							Fuera de la fuerza de trabajo

						
							
							11,6

						
							
							4,0

						
							
							1,8

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en INEC (2020: figura 1; 2021: cuadro 3.1; 2022a: cuadro 3.1).





			Como es de esperar, con el paso del tiempo y debido al levantamiento de medidas de confinamiento y a las estrategias de adaptación de la propia fuerza laboral196, esta incidencia ha disminuido, como se puede observar al comparar los valores de los años 2021 y 2022 con los del 2020. Dos excepciones: la del trabajo independiente, que se incrementó en 2021 (habría que indagar a qué responde este hecho), y el desempleo sobre el que, aunque disminuido en la última observación, aún ocho de cada diez personas reportaban incidencia. Fernández Arauz (2021) ha analizado los cambios en el mercado de trabajo identificando cuatro momentos: el shock inicial (entre el primero y segundo trimestre de 2020); el inicio de la recuperación (en el tercer trimestre del mismo año); la lenta recuperación (de finales de ese año); y el estancamiento (primer semestre de 2021). Interesan los dos primeros momentos, cuyos efectos, diferenciados por sexo, se reflejan en el siguiente cuadro.



			Cuadro 33. Costa Rica: distribución de la fuerza laboral por sexo (I, II y III trimestres de 2020) (porcentajes)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Fuerza de trabajos

						
							
							Hombres

						
							
							Mujeres

						
					

					
							
							I trimestre

						
							
							II trimestre

						
							
							III trimestre

						
							
							I trimestre

						
							
							II trimestre

						
							
							III trimestre

						
					




					
							
							Fuera de la fuerza de trabajo

						
							
							26,3

						
							
							30,3

						
							
							30,6

						
							
							48,6

						
							
							56,3

						
							
							55,6

						
					

					
							
							Desempleada

						
							
							6,3

						
							
							13,4

						
							
							11,7

						
							
							9,4

						
							
							13,7

						
							
							12,8

						
					

					
							
							Ocupada

						
							
							67,4

						
							
							56,2

						
							
							57,7

						
							
							42,2

						
							
							29,9

						
							
							31,6

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en Fernández Arauz (2012: gráficos 6, 7, 8 y 9).





			Como se puede apreciar, el gran impacto fue durante el segundo trimestre del año, con incrementos de la población fuera de la fuerza laboral y del desempleo y, por tanto, con reducción de la ocupación. Hay diferencias importantes por sexo. Mientras que en los hombres el ajuste tuvo lugar principalmente con el desempleo, en el caso de las mujeres implicó el retiro del mercado laboral. Al respecto, es posible argumentar que, como efecto de la división sexual del trabajo, las mujeres en estado de desocupación tienen la presión social de retornar al hogar para asumir tareas domésticas y, por tanto, tendrían menos posibilidades de buscar activamente empleo.En este sentido, la pérdida de empleo para la mujer tiene como alternativa “natural” la vuelta al trabajo doméstico; además, esta percepción se acentúa con la idea de que el ingreso laboral de la mujer es complementario para el hogar. Es la noción de “fuerza de trabajo secundaria” que tiene una fuerte connotación de género. Esta dinámica se vio reforzada con la pandemia, debido al confinamiento donde la esfera reproductiva ganó protagonismo, porque se incrementó la demanda de estas labores, ante el cierre de los servicios educativos y de cuidados. Es decir, este primer momento representó una vuelta a la reclusión doméstica de las mujeres en el hogar.

			

			Ya para el tercer trimestre se observa el inicio de la recuperación. Es este trimestre el que se privilegia en los siguientes cuadros para poder comparar con los resultados de la segunda década del presente siglo. El cuadro 34 muestra la incidencia sobre las mujeres en términos de participación y de desempleo, donde estas se diferencian en términos de maternidad, un factor clave para su inserción en el mercado de trabajo.



			Cuadro 34. Costa Rica: tasas de participación y desempleo  de la fuerza laboral femenina con y sin hijas o hijos (tercer trimestre 2020, 2021 y 2022)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Población femenina en edad de trabajar

						
							
							2020

						
							
							2021

						
							
							2022

						
					



					
							
							Con hijas o hijos

						
							
							1 191 996

						
							
							1 198 084

						
							
							1 196 055

						
					

					
							
							Tasa de participación

						
							
							50,8

						
							
							51,3

						
							
							53,1

						
					

					
							
							Tasa de desempleo

						
							
							28,3

						
							
							18,1

						
							
							15,9

						
					

					
							
							Sin hijas o hijos

						
							
							511 060

						
							
							528 019

						
							
							522 497

						
					

					
							
							Tasa de participación

						
							
							47,8

						
							
							54,9

						
							
							51,4

						
					

					
							
							Tasa de desempleo

						
							
							33,6

						
							
							24,3

						
							
							20,2

						
					

					
							
							Total

						
							
							1 703 056

						
							
							1 726 103

						
							
							1 718 552

						
					

					
							
							Tasa de participación

						
							
							49,9

						
							
							52,4

						
							
							52,6

						
					

					
							
							Tasa de desempleo

						
							
							29,8

						
							
							20,1

						
							
							17,1

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en INEC: Costa Rica. Compendio al III trimestre del 2020, 2021 y 2022, sobre los principales indicadores de la población joven y adulta.





			Hay que recordar que la tasa de participación femenina en el tercer trimestre de 2019 era de 50,4 (cuadro 22) y la de desempleo de 15,4 (cuadro 23). El impacto inicial de la pandemia, en 2020, frenó la tendencia al alza que tenía la primera tasa e incluso la redujo levemente, pero la principal incidencia fue en términos de desocupación, cuyo nivel casi dobló. En los dos siguientes años se tienen tasas de participación superiores a la década previa, el desempleo desciende y, en 2022, se aproxima al nivel de 2019.

			

			Este cuadro diferencia la fuerza laboral femenina según tengan o no hijas o hijos. Ambos indicadores, con la excepción de la tasa de participación en 2021, son favorables al grupo con hijas o hijos. Probablemente, más que el factor de maternidad, la explicación habría que buscarla en la edad. El segundo grupo debe ser gente más joven que tiene menor participación por la permanencia en el sistema educativo y mayor desempleo, por ser personas entrantes en el mercado de trabajo o con poca experiencia laboral.

			Esta última observación lleva a considerar la fuerza de trabajo juvenil y, en concreto, su relación con el desempleo, lo cual se expresa en el siguiente cuadro.



			Cuadro 35. Costa Rica: tasa de desempleo de la fuerza laboral juvenil (tercer trimestre 2020, 2021 y 2022)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							. 
							
							2020

						
							
							2021

						
							
							2022

						
					



					
							
							Población joven (de 15 a 24 años) en edad de trabajar

						
							
							752385

						
							
							781729

						
							
							786782

						
					

					
							
							Tasa total 

						
							
							47,4

						
							
							38,1

						
							
							30,6

						
					

					
							
							Tasa de mujeres con hijas o hijos

						
							
							58,4

						
							
							52,8

						
							
							46,8

						
					

					
							
							Tasa de mujeres sin hijas o hijos

						
							
							57,4

						
							
							43,8

						
							
							37,7

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en INEC: Costa Rica. Compendio al III trimestre del 2020, 2021 y 2022, sobre los principales indicadores de la población joven y adulta.





			Como se pudo apreciar en el capítulo precedente, la tasa de desocupación del grupo etario entre los 15 y 24 años era alta en 2019: 31,1 (cuadro 23). Con el inicio de la pandemia, esta se dispara y una de cada dos personas jóvenes en el mercado laboral se encontraba buscando trabajo.197 Este problema afectaba de manera más grave a las mujeres jóvenes, independientemente de su condición de maternidad. En los dos siguientes años, todas las tasas disminuyen: la global en 2022 regresa a los niveles prepandémicos y la de jóvenes madres disminuye más lentamente que la de jóvenes que tienen ese atributo.

			Este conjunto de evidencia muestra que, en términos de desigualdades, la pandemia impactó el mercado de trabajo, en sus inicios, de una triple manera. Primero, con el retiro de mujeres, frenó la tendencia al alza de la participación laboral femenina de la segunda década del presente siglo. Segundo, contrajo los ingresos, tanto salariales como no salariales. Tercero, lo más importante: supuso un incremento significativo del desempleo, que afectó especialmente a las personas jóvenes y, en concreto, a las mujeres. Ha sido esta fuerza de trabajo joven y femenina la más afectada.

			De lo mencionado en los párrafos precedentes, se puede concluir que la pandemia ha afectado los cuatro procesos que configuran las desigualdades de excedente. Donde el impacto ha sido menor en el campo de acaparamiento de oportunidades de acumulación. El cierre definitivo o temporal de negocios pequeños ha afectado a una población sin acceso a tales oportunidades, por lo que se ha reforzado su exclusión. Distinto es el caso respecto de las dinámicas de individualización. El mencionado nudo de desigualdades entre asimetrías educativas, de ingreso y digitales es un importante legado de la pandemia, tal vez el más significativo. También ha habido incidencia en el campo de condiciones de explotación de la fuerza de trabajo a través del incremento del desempleo, que es el segmento del mercado de trabajo donde las personas trabajadoras padecen mayor desempoderamiento. Además, esta dinámica de clase se acopló con sendos pares categóricos, afectando a jóvenes y mujeres y configurando otro nudo de desigualdades, aunque, con el tiempo, se ha ido desatando.

			7.2	Digitalización y nuevas desigualdades

			La digitalización incide en las desigualdades de excedente de distintas maneras. En primer lugar, este proceso genera sus propias asimetrías (brechas digitales y las asociadas a los algoritmos y a la inteligencia artificial), que se materializan acoplándose a desigualdades ya existentes, en concreto las de naturaleza individual y las que remiten a los pares categoriales. Segundo, la digitalización incide en el campo de acaparamiento de oportunidades de acumulación de una doble manera: con su dinámica propia, cuya expresión más depurada son las plataformas, y transformando procesos ya existentes con sus innovaciones tecnológicas, como la agricultura de precisión (Agtech), la industria 4.0, los servicios financieros en línea (Fintech), etc. Es decir, hay acumulación “en” y “a través” de la digitalización. Finalmente, el otro campo de desigualdades de excedente, el de las condiciones de explotación de la fuerza laboral, se ve afectado de una triple manera: por el teletrabajo, la automatización y el desarrollo de plataformas digitales laborales (Pérez Sáinz, 2023, 2024).

			Antes de abordar la problemática de las brechas digitales, es necesario tener una idea del alcance de la digitalización en el país. El cuadro 36 muestra indicadores referidos al acceso y al uso.198



			Cuadro 36. Costa Rica: indicadores de acceso y uso digital (2018 y 2022)

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Indicadores

						
							
							2018

						
							
							2022

						
					




					
							
							Número de líneas de telefonía móvil por cada 100 habitantes 

						
							
							169,8

						
							
							152

						
					

					
							
							Porcentaje de viviendas con acceso a internet

						
							
							73,1

						
							
							83

						
					

					
							
							Porcentaje de viviendas con acceso a computadora

						
							
							46,2

						
							
							49

						
					

					
							
							Porcentaje de usuarios de internet 

						
							
							73,5

						
							
							83

						
					

					
							
							Número de suscripciones de banda ancha fija por cada 100 habitantes 

						
							
							15,5

						
							
							21

						
					

					
							
							Número de suscripciones de banda ancha móvil por cada 100 habitantes

						
							
							96,1

						
							
							97

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en MICITT (2019: gráficos 2 y 3) y Digital Dash Board de Costa Rica del International Telecommunication Union (consultado el 17 de marzo de 2024).





			

			De este conjunto de indicadores, destaca el primero que ha supuesto que, a finales de la década pasada, Costa Rica era el primer país del mundo en términos de líneas de telefonía móvil (1,7 por cada habitante), superando a países como Singapur, Finlandia y Corea del Sur (Vargas Montoya, 2023: 4). El resto de indicadores muestran crecimiento. Al respecto, hay que tener en cuenta que, entre las dos observaciones, estuvo la pandemia que forzó a la digitalización de los hogares y las personas.

			Para ubicar estos datos en términos regionales, se puede recurrir al índice de desarrollo de la ICT (Information and Communication Technology) (IDI), elaborado por la International Telecommunication Union (ITU), que incorpora los anteriores indicadores, entre otros.199 El valor de este índice para Costa Rica en 2017 fue de 6,44 (en una escala de 0 a 10) y representó el cuarto valor en la región, por debajo de Chile, Argentina y Uruguay, siendo este último país el que obtuvo un valor mayor: 7,16. Estos cuatros países, junto a Brasil, podían considerarse como los digitalmente más desarrollados de América Latina (Pérez Sáinz, 2024: cuadro 2.1).

			El cuadro 37 ofrece una perspectiva del desarrollo, entre 2010 y 2022, de cuatro brechas digitales: género, territorial, etaria y educativa.200 Antes de abordar el análisis de los datos, es necesario referirse, aunque sea muy brevemente, tanto al encabezado de las columnas como al de las filas.

			El primero tiene que ver con modalidades de brechas digitales. Se suele mencionar tres tipos de brechas digitales: la de acceso, que expresa la inclusión o exclusión del mundo digital a través de internet; las de uso, que remiten a las habilidades digitales de la persona, que varían desde lo operacional básico hasta la creación de contenidos, además del uso en términos no solo de frecuencia, sino de diversidad; y la de beneficios tangibles, porque individuos con acceso, capacidades y usos similares pueden obtener utilidades diferentes (Van Dijk, 2013; Nemer, 2015; Ragnedda, 2019).201 El presente cuadro se limita al primer tipo de brecha, centrándose en dos tipos de artefactos (celulares y computadoras) que permiten conectarse a internet. De hecho, son limitados los estudios en Costa Rica sobre las otras dos brechas.

			En cuanto a las filas, lo primero por destacar es que el sujeto de las desigualdades digitales es el individuo. De hecho, la digitalización ha constituido un sujeto propio: la persona usuaria que ha evolucionado de ser mera consumidora a ser generadora de contenido, configurándose como “prosumidora” (prosumer) (Pérez Sáinz, 2023, 2024). Por tanto, las asimetrías digitales son desigualdades entre individuos, pero en su materialización se acoplan con otras asimetrías individuales, como las educativas, o con pares categoriales como el género, territorial o el etario. Además, lo pueden hacer con desigualdades de clase, como se apreciará más adelante. Por consiguiente, se está ante asimetrías que tienen un carácter transversal, lo cual implica la posibilidad de que haya varios acoplamientos simultáneos y nuevos nudos de desigualdad. Recuérdese lo mencionado en el apartado precedente sobre la articulación entre educación, nivel de ingreso y digitalización.

			Cuadro 37. Costa Rica: brechas digitales de género, territorial, etaria y educativa (2010, 2019 y 2022) (puntos porcentuales)




			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Categorías
sociodemográficas

						
							
							Acceso a celulares

						
							
							Acceso a computadoras

						
					

					
							
							2010

						
							
							2019

						
							
							2022

						
							
							2010

						
							
							2019

						
							
							2022

						
					

				
				
					
							
							Mujeres vs hombres

						
							
							-2,3

						
							
							1,2

						
							
							2,1

						
							
							-0,5

						
							
							-0,9

						
							
							0,3

						
					

					
							
							Urbano vs rural

						
							
							17,5

						
							
							8,9

						
							
							7,5

						
							
							9,2

						
							
							13,2

						
							
							15,6

						
					

					
							
							Personas jóvenes1 vs adultas2

						
							
							-0,5

						
							
							-1,8

						
							
							-1,5

						
							
							-0,7

						
							
							1,2

						
							
							1,4

						
					

					
							
							

							Jóvenes vs mayores3

						
							
							8,8

						
							
							5,2

						
							
							2,0

						
							
							3,4

						
							
							3,8

						
							
							4,1

						
					

					
							
							Primaria vs secundaria

						
							
							-21,1

						
							
							-9,4

						
							
							-9,9

						
							
							-14,7

						
							
							-15,9

						
							
							-16,3

						
					

					
							
							Primaria vs terciaria

						
							
							-33,8

						
							
							-14,2

						
							
							-14,7

						
							
							-30,6

						
							
							-40,3

						
							
							-40,8

						
					

				
			

			1. De 15 a 34 años

			2. De 35 a 60 años

			3. Más de 60 años

			Fuente: elaboración propia con base en Vargas Montoya (2023: tablas 1 y 2).







			Abordando los resultados de este cuadro en términos de género, las magnitudes de las brechas son las más pequeñas y tienden a cerrarse; incluso, en la última observación, son favorables a las mujeres. No obstante, si se toma en cuenta el acoplamiento con la dimensión territorial, para el período 2010-2016 y en términos de acceso a computadoras, la brecha de género se incrementó en áreas rurales (MICCIT, 2017: gráfico 3). Sin embargo, donde las asimetrías de género se expresan de manera inequívoca es en relación con la tercera brecha, la de beneficios tangibles. Datos de la Encuesta de acceso y uso de los servicios de telecomunicaciones del año 2015 muestran que, en todos los dominios considerados (mundo del trabajo, educación, producción de contenidos, participación política, entretenimiento y actividades de comunicación con la excepción de participación en redes sociales), las brechas son favorables a los hombres. La única y gran excepción son las actividades de cuido, donde el protagonismo corresponde a las mujeres (MICCIT, 2017: 56-64). Estos datos hablan por sí solos e insinúan cómo la digitalización reproduce la división sexual del trabajo.

			De los acoplamientos con pares categoriales, el territorial es el que muestra brechas de mayor magnitud, con comportamientos diferenciados según el artefacto: se tienden a cerrar con el acceso a celulares, pero se incrementan con las computadoras. En términos de acceso a internet, si bien ha sido favorable a zonas urbanas, ha disminuido entre 2010 y 2018. De hecho, de América Latina, solo en Costa Rica y Uruguay aconteció tal reducción. Con la excepción chilena que no tuvo variación, en otros siete países se incrementó durante este período; en Bolivia y Perú esa brecha se duplicó (CEPAL, 2021; gráfico II.4).

			

			En cuanto al par etario, los datos difieren según con quién se compare a las personas jóvenes. Si es con adultas, no se logró cerrar la brecha respecto del acceso a celulares, pero sí en relación con computadoras; incluso la revirtieron. La comparación con personas mayores muestra brechas a favor de jóvenes que tienden a cerrarse en términos de acceso a celulares, pero no respecto de computadoras. Como en el caso del género, con la edad se han explorado también acoplamientos entre brechas. A partir de datos de la Tercera Encuesta Nacional de Juventudes de 2018, se ha señalado que prácticamente todas las personas jóvenes (98,2%) tienen acceso a internet, pero las modalidades difieren territorialmente. Así, en zonas urbanas, el 64,2% usan el internet en el hogar y un 51,6% acceden a través de celular prepago. Estos mismos datos para áreas rurales son de 34,1% y 64,6%, respectivamente (Zamora Villalobos, 2019: 16). Esto recuerda que no hay juventud, sino jóvenes (lo mismo se puede afirmar respecto de las mujeres). De ahí que es más pertinente hablar de “juventudes conectadas” que de “generaciones digitales” (millenials, generación Net o nativos digitales) (Quijano Ricaurte, 2018; Montoya Gastélum y Pérez Reséndiz, 2020).

			Con las comparaciones entre los grados educativos alcanzados se abordan acoplamientos con desigualdades individuales. Los resultados entre las personas de menor nivel educativo y las que tienen mayores credenciales son los esperados. Las brechas tienden a cerrarse en términos de acceso a celulares, pero los valores de 2022 aún son significativos, y tienden a aumentar en relación con computadores. En términos de magnitud, son las brechas mayores de todo el cuadro, en especial la comparación con personas con educación terciaria.

			Otro posible acoplamiento en términos de asimetrías individuales es con ingresos del hogar. Desafortunadamente, el cuadro no lo incorpora, pero CEPALSTAT provee información sobre hogares por quintil de ingreso y conexión a internet. Los datos se muestran en el cuadro 38, que compara a Costa Rica con promedios ponderados para América Latina.

			Los datos de inicios de siglo muestran la incidencia limitada del internet, más acentuada en Costa Rica. Hay que recordar que, en 2001, acaeció la crisis provocada por la burbuja “punto.com”, que forzó a una reinvención del proceso de digitalización, sentando las bases de la futura economía digital (Srnicek, 2017). A finales de la primera década, seis de cada diez personas costarricenses del quintil superior tenían acceso a internet a través del respectivo hogar, un porcentaje superior al promedio regional, que comenzaba a configurar a Costa Rica como uno de los países latinoamericanos más digitalizados. No obstante, el porcentaje del primer quintil era ínfimo. Su conexión con internet ha tenido lugar en la segunda década del presente siglo, pero no se ha sostenido en el decenio actual, lo cual ha supuesto un incremento de la brecha con el último quintil. En resumen, hay acoplamiento entre la primera brecha digital con los ingresos. La brecha tiende a disminuir en la región, pero para 2022 era veinte puntos porcentuales mayor que la existente en Costa Rica.




			Cuadro 38. Costa Rica y América Latina: población del primero y quinto quintil con acceso a internet en el hogar (2000, 2010, 2019 y 2022) (porcentajes)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							País/región
 y año

						
							
							Quintil 1

						
							
							Quintil 5

						
							
							Brecha 

						
					



					
							
							Costa Rica

						
							
							
							
					

					
							
							2000

						
							
							0,3

						
							
							14,9

						
							
							14,6

						
					

					
							
							2010

						
							
							3,8

						
							
							61,2

						
							
							57,4

						
					

					
							
							2019

						
							
							83,3

						
							
							96,7

						
							
							13,4

						
					

					
							
							2022

						
							
							77,9

						
							
							96,1

						
							
							18,2

						
					

					
							
							América Latina1

						
							
							
					

					
							
							2000

						
							
							7,2

						
							
							37,3

						
							
							30,1

						
					

					
							
							2010

						
							
							5,8

						
							
							55,9

						
							
							50,1

						
					

					
							
							2019

						
							
							35,2

						
							
							79,3

						
							
							44,1

						
					

					
							
							2022

						
							
							46,4

						
							
							84,6

						
							
							38,2

						
					

				
			

			1. Promedio ponderado

			Fuente: CEPALSTAT: Población sin acceso a internet en el hogar, según área geográfica, quintil de ingresos per cápita y sexo.





			Este acoplamiento entre la asimetría digital y la de ingresos se puede articular con la educativa, lo que genera, como ya se ha mencionado, un nudo de desigualdades como el principal legado de la pandemia del Covid-19. 

			

			La siguiente cuestión a abordar tiene que ver con el impacto de la digitalización en el campo de acaparamiento de oportunidades de acumulación. Esta incidencia es doble, porque se puede acumular “en” y “a través” de la digitalización. A la hora de analizar la información existente, hay que tener presente que se está ante una realidad muy dinámica y en permanente cambio.

			Ruiz Mejías (2020: cuadro 2) presenta una buena síntesis de las principales plataformas que operaban en Costa Rica a finales de la década pasada, identificando cinco globales y tres locales. Con respecto a las primeras, tres de ellas (Uber, Beego e Indriver) se dedican al transporte de personas, mientras que Uber Eats y Glovo, a la entrega de productos. Uber se instaló en el país en 2015 y tres años más tarde lo hicieron las otras dos plataformas del mismo tipo, además de Glovo. En 2019, incursiona Didi, otra plataforma de transporte y, para 2017, se señala actividades de Airbnb, relevante por la importancia del turismo internacional para el país. En cuanto a las plataformas locales, Onux se dedica a entregas de productos y a reparaciones in situ, mientras que Work Ride y Dame Ride son de transporte colaborativo. El número de usuarios de la primera se ha estimado en 45 000, mientras que las dos últimas tienen un mercado corporativo, es decir, ofrecen servicios de transporte a empresas (Ruiz Mejías, 2020: 40-43).

			Por consiguiente, la acumulación de capital costarricense en plataformas digitales es muy limitado y el predominio corresponde a plataformas globales o regionales. Este es un fenómeno común a América Latina, donde no hay presencia de grandes plataformas locales, con la excepción de las economías de mayor tamaño.

			En cuanto a la acumulación “a través” de la digitalización, hay estimaciones del peso y composición de la economía digital en Costa Rica. En 2019, había contribuido con un 15,3% de los ingresos de la economía nacional. En cuanto al porcentaje de personas usuarias de actividades digitales destacan tres: comercio electrónico (36,0), medios digitales (31,3) y Fintech (11,7) (Del Carmen, Díaz y Ruiz-Arranz, 2020: gráficos 3 y 8).202

			Sobre esta última, hay un estudio de finales de la década pasada que ha identificado características del sector: número reducido de iniciativas (apenas 25) concentradas en tecnologías para instituciones financieras y soluciones de pagos; la mayoría operaba en el mercado costarricense; casi dos tercios empleaban entre una y diez personas; la casi totalidad tenía una existencia de menos de cinco años; buscaban clientela tanto bancarizada como no; su fuente de financiación ha sido la tradicional, a través de bancos; finalmente, más de la mitad tenía algún tipo de colaboración con instituciones financieras (Ernest et al., 2019: 52-71).203 Este informe concluía que “…el ecosistema FinTech de Costa Rica se encuentra en un estado inicial de desarrollo, con un número de startups todavía reducido y sin un caso de éxito que sirva de ejemplo para el ecosistema y con ello dé fuerza a su propia consolidación” (Ernest et al., 2019: 52).

			Otra actividad en la cual se han identificado varios tipos de iniciativas es la agricultura de precisión, que involucra diversos tipos de actores. Están los académicos, donde destacan la Universidad de Costa Rica (UCR) y la Universidad Earth, con su proyecto Earth Futures, y los propios productores, entre los que se señala proyectos en Tierra Blanca de Cartago (con apoyo de la UCR y del Ministerio de Agricultura y Ganadería), en Guanacaste (con la aplicación del proyecto Agroinnovación 4.0 del gobierno) y en la producción de piña (el caso de Upala Agrícola). También hay empresas privadas que proveen servicios para mejorar el cultivo del café y el uso inteligente de fertilizantes y riego. Es decir, se afirma la existencia de un ecosistema de empresas en el país que ofrecen soluciones de agricultura de precisión (Amador Zamora, 2021).

			

			De esta escasa evidencia es difícil valorar el impacto de la digitalización en términos de dinámicas de acumulación en Costa Rica. Se puede afirmar que es aún incipiente en el país, que no hay plataformas locales que compitan con las regionales y las globales, y, de los dos ecosistemas de empresas analizados, parecería que el referido a la agricultura de precisión estaría más desarrollado que el referido a Fintech. No obstante, no se puede llegar a conclusión alguna sobre si la digitalización favorece o no el acaparamiento de las oportunidades de acumulación entre pocos capitales. 

			La última cuestión a tomar en cuenta es la incidencia de la digitalización en el mundo del trabajo, con respecto a la cual se ha mencionado que surgen tres problemáticas: el teletrabajo, el empleo en plataformas digitales y la automatización. Sobre esta última no se conocen estudios sobre Costa Rica, por lo que no se abordará.204

			En cuanto al teletrabajo, lo primero es precisar la expresión que se va a utilizar en el presente texto. Esta problemática se puede abordar desde distintos ángulos, lo que da lugar a múltiples modalidades: en términos del lugar donde se realiza, por el tiempo que requiere, por el tipo de nexo entre la persona teletrabajadora y la empresa, y en función de la relación laboral (Núñez Artavia y Quirós-Ramírez, 2017: 300-302). Se prioriza esta última perspectiva, limitándola a los casos de relaciones asalariadas con contrato con una empresa específica. Esto supone que no se toma en cuenta ni a personas que trabajan por cuenta propia, ni a aquellas que lo hacen para plataformas digitales de trabajo. Estas últimas se abordarán más adelante.

			Se está ante un fenómeno que no surge con la pandemia. En 2019 se promulgó la Ley N.° 9738 y su reglamento para regular el teletrabajo, tanto en instituciones públicas como en empresas privadas205; posteriormente, con la pandemia, se formuló la directriz N.° 073-S del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el 10 de marzo 2020, para normar el teletrabajo como medida de contingencia (INEC, 2023: 16). 

			Se cuenta con un estudio exploratorio, realizado en 2017, sobre la implementación del teletrabajo en instituciones públicas y empresas privadas (Núñez Artavia y Quirós-Ramírez, 2017). Si bien el énfasis de esa investigación se centró en las estrategias institucionales, hay tres aspectos que remiten a la dimensión laboral –que concierne al presente texto– que se pueden rescatar. Así, en primer lugar, la modalidad de tiempo preponderante en los entes estatales era la mixta: la mitad del horario se trabajaba en la oficina y la otra mitad en el domicilio (50,0% de los casos). En cambio, en las empresas privadas predominaba trabajar más en la oficina (61,9%) que en la vivienda. Segundo, en casi nueve de cada diez de las instituciones públicas encuestadas existía un reglamento para la aplicación del teletrabajo; este porcentaje descendía a un poco más de la mitad en el sector privado. Finalmente, el principal problema en la implementación del teletrabajo en el sector público se relacionaba con las competencias digitales de las personas empleadas (36,6%), mientras que las empresas privadas apuntaban a problemas de conexión a internet (40,3%) (Núñez Artavia y Quirós-Ramírez, 2017: 315-326). 

			Para el tercer trimestre de 2021, cuando ya se habían flexibilizado medidas de movilidad impuestas el año anterior, había 219 160 personas asalariadas que realizaban teletrabajo, pero 46 467 habían dejado ya de hacerlo (INEC, 2023: gráfico 4.1). Para el último trimestre de 2022 se cuenta con información sobre diferentes aspectos del fenómeno del teletrabajo en Costa Rica, a partir de la información obtenida a través de la ECE. 

			Para finales de ese año, había 131 111 personas que realizaban teletrabajo, lo que representaba el 8,2% de la fuerza de trabajo asalariada.206En términos de su perfil sociodemográfico, lo primero por destacar es que hay una pequeña sobrerrepresentación de las mujeres en este ámbito laboral.  Si en términos de fuerza de trabajo asalariada constituyen el 40,3, ese porcentaje se eleva a 43,8 en teletrabajo. Entre los 25 y 44 años se concentra más de dos tercios de las personas que realizan esta actividad. Como era de esperar, el nivel educativo es alto: ocho de cada diez personas que realizan teletrabajo tienen algún año universitario (INEC, 2022b: cuadro 1). 

			El cuadro 39 muestra las principales características del puesto de trabajo en actividades de teletrabajo, donde lo interesante es mostrar en cuáles dimensiones hay o no diferencias entre hombres y mujeres. 



			Cuadro 39. Costa Rica: características del puesto de trabajo en teletrabajo (2022)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Características del puesto de trabajo

						
							
							Hombres

						
							
							Mujeres

						
							
							Total

						
					

				
				
					
							
							Población asalariada en teletrabajo

						
							
							73 700

						
							
							57 411

						
							
							131 111

						
					

					
							
							Grupo ocupacional (%)

						
							
							
							
					

					
							
							Directores, gerentes, profesionales, científicos e intelectuales

						
							
							51,6

						
							
							30,9

						
							
							42,6

						
					

					
							
							Técnicos y profesionales de nivel medio

						
							
							19,7

						
							
							38,9

						
							
							28,1

						
					

					
							
							Personal de apoyo administrativo, trabajadores de los servicios y vendedores de comercios y mercados

						
							
							28,7

						
							
							30,2

						
							
							29,4

						
					

					
							
							Rama de actividad (%)

						
							
							
							
					

					
							
							Intermediación financiera y de seguros

						
							
							12,5

						
							
							18,7

						
							
							15,3

						
					

					
							
							Actividades profesionales y administrativas de apoyo

						
							
							25,3

						
							
							18,5

						
							
							22,3

						
					

					
							
							Comunicación y otros servicios

						
							
							23,6

						
							
							9,3

						
							
							17,3

						
					

					
							
							Otros servicios

						
							
							22,8

						
							
							36,4

						
							
							28,7

						
					

					
							
							Otras ramas

						
							
							15,8

						
							
							17,1

						
							
							16,4

						
					

					
							
							Sector institucional (%)

						
							
							
							
					

					
							
							Público

						
							
							10,0

						
							
							29,3

						
							
							18,4

						
					

					
							
							Privado

						
							
							90,0

						
							
							70,7

						
							
							81,6

						
					

					
							
							Tamaño de empresa (%)

						
							
							
							
					

					
							
							De 1 a 9 personas 

						
							
							5,2

						
							
							3,3

						
							
							4,4

						
					

					
							
							De 10 a 29 personas

						
							
							3,6

						
							
							4,2

						
							
							3,9

						
					

					
							
							De 30 personas o más

						
							
							91,2

						
							
							92,5

						
							
							91,7

						
					

					
							
							

							Lugar de trabajo (%)

						
							
							
							
					

					
							
							Vivienda 

						
							
							70,8

						
							
							66,0

						
							
							68,7

						
					

					
							
							Alterna entre vivienda e institución o empresa para la que labora 

						
							
							29,2

						
							
							34,0

						
							
							31,3

						
					

					
							
							Jornada laboral (%)

						
							
							
							
					

					
							
							Menos de 39 horas 

						
							
							3,5

						
							
							3,1

						
							
							3,4

						
					

					
							
							De 40 a 48 horas

						
							
							93,7

						
							
							94,5

						
							
							94,1

						
					

					
							
							Más de 48 horas

						
							
							2,7

						
							
							2,3

						
							
							2,6

						
					

					
							
							Derechos laborales (%)

						
							
							
							
					

					
							
							Disfruta de días pagados por enfermedad

						
							
							92,7

						
							
							97,7

						
							
							94,9

						
					

					
							
							Disfruta de vacaciones 

						
							
							92,7

						
							
							97,7

						
							
							94,9

						
					

					
							
							Seguro de riesgos de trabajo 

						
							
							92,5

						
							
							95,5

						
							
							93,8

						
					

					
							
							Pago de horas extra

						
							
							51,1

						
							
							62,0

						
							
							55,9

						
					

					
							
							Pago de viáticos 

						
							
							8,4

						
							
							4,7

						
							
							6,8

						
					

					
							
							Ingreso bruto mensual en el empleo principal (colones) 

						
							
							1 058 338

						
							
							807 435

						
							
							944 282

						
					

				
			

			Fuente: INEC (Encuesta Continua de Empleo, 2022b: cuadros 1 y 2).






			No se detectan mayores disparidades entre hombres y mujeres, por lo que se puede comentar en términos generales. Así, el teletrabajo en Costa Rica es un fenómeno que se concentra en empresas de 30 personas o más (nueve de cada diez personas trabajadoras); tiene jornadas laborales entre 40 y 48 horas semanales (el 94,1%) y, en su casi totalidad, se cumplen derechos laborales referidos al pago por enfermedad, disfrute de vacaciones y seguro de riesgos de trabajo. Por el contrario, es un ámbito laboral donde se reproduce la jerarquía ocupacional a favor de los hombres y donde las mujeres reciben una remuneración promedio del 76,3% de la obtenida por los hombres; no obstante, a las mujeres se les reconoce más el derecho al pago por horas extras. Un tercio de la fuerza laboral femenina se ubica en el “resto de servicios”, un hecho que no debe estar desligado de su mayor presencia en el sector público. Finalmente, sorprende que sean los hombres los que tienen más a la vivienda como único lugar de trabajo, aunque la diferencia con las mujeres no es de magnitud significativa.

			

			La información disponible permite también valorar tanto las ventajas como las desventajas que ofrece el teletrabajo a las personas. Se valoran mucho más las ventajas que las desventajas. En términos de estas últimas, solo destacan los rubros referidos a los gastos incurridos para realizar esta actividad (mayor velocidad de internet, compra de mobiliario y adquisición de equipo de computación). No obstante, no se puede dejar de mencionar que un quinto de las mujeres ha reportado problemas de salud por el desarrollo de esta actividad. En cuanto a las ventajas, tanto en términos de factores relacionados con el trabajo como los referidos al equilibrio entre vida laboral y familiar, los porcentajes de respuestas muestran más satisfacción que insatisfacción. Hay dos diferencias en términos de sexo que merecen ser resaltadas: las mujeres valoran mejor la capacitación ad hoc recibida, pero resienten más las posibilidades de organización de su tiempo libre. Los hombres muestran más posibilidades de ejercer otro trabajo o iniciar o retomar estudios. Es importante destacar que casi nueve de cada diez mujeres consideran que el teletrabajo ha generado condiciones para un mayor equilibrio de sus vidas personal, familiar y laboral (INEC, 2022b: cuadros 3 y 4). Se puede sospechar que las posibilidades de contratar trabajo por servicio doméstico sería uno de los factores clave de ese mayor equilibrio. Se está ante mujeres que laboralmente pertenecen al grupo menos vulnerable, provenientes de sectores medios o medios-altos.

			La otra problemática laboral es la referida a las condiciones laborales en plataformas de trabajo. Las plataformas tienen múltiples expresiones y, en este sentido, resulta útil referirse a la agrupación que ha hecho la Organización Internacional del Trabajo de plataformas comerciales de trabajo digital en dos grandes categorías, a partir de la clasificación realizada por Schmidt (2020). Por un lado, están las basadas en la red que contiene mercados de profesionales independientes y “trabajo multitudinario” (crowdwork), tanto creativo como de “microtareas”. Por otro lado, se encuentran las plataformas que operan en lugares a través de aplicaciones, ofreciendo diversos tipos de servicios: desde las de alojamiento hasta las de “microtareas”, pasando por las de transporte, entregas y servicios a domicilio. En ambas categorías, hay distinciones según las tareas que se asignen a los individuos, es decir, según sus habilidades o según formen parte de la “multitud” indiferenciada, dedicada a “microtareas” (ILO, 2018: figura 1.1). 

			

			Es razonable pensar que personas ubicadas en Costa Rica estén involucradas en el primer tipo de plataformas, las de mercado de profesionales independientes y de “trabajo multitudinario”, pero no se conoce de evidencia empírica al respecto. Por el contrario, párrafos atrás, se ha constatado la presencia del segundo tipo de plataformas (Uber, Indriver, Glovo, etc.). Interesa conocer tanto el perfil sociodemográfico de la fuerza laboral que contratan como las condiciones de trabajo.

			A partir de los estudios de Ruiz Mejías (2020) y del Consejo de la Salud Ocupacional (2021)207 se ha identificado un perfil: masculinización clara, predominio de personas jóvenes maduras y niveles educativos medios con presencia notoria de personas con educación universitaria. Además, hay presencia de fuerza laboral foránea, predominando la nicaragüense sobre la venezolana (Ruiz Mejías, 2020: cuadro 8).

			En cuanto a las condiciones laborales, a estos dos estudios se puede añadir el de Artavia Jiménez (2020), quien ha aplicado una encuesta a 103 conductores de Uber. La información disponible es fragmentada por lo que las observaciones no pueden ser concluyentes. La antigüedad laboral es corta porque las plataformas están operando desde hace pocos años. Respecto de las jornadas laborales, hay que tomar en cuenta también los tiempos muertos en espera de recibir órdenes. Respecto del aseguramiento, Artavia Jiménez (2020: 2) señala que el 87,5% de los choferes entrevistados no tienen seguro derivado de su empleo con Uber. Por su parte, el estudio de Ruiz Mejías (2020: cuadro 15) muestra que, del 61,9% de las personas trabajadoras que tienen seguro, solo el 12,9% está provisto por la propia empresa. El promedio de 1040 colones por hora que logran los choferes de Uber sería inferior al salario mínimo por hora (1440 colones) vigente en ese momento en Costa Rica (Artavia Jiménez, 2020: 2). Y son múltiples los riesgos que afronta este tipo de fuerza laboral, no solo de orden físico, sino también moral.208

			

			Por consiguiente, se insinúa que las condiciones laborales no son favorables y que se estaría ante relaciones de trabajo signadas por la precariedad. Al respecto es clave destacar la advertencia señalada por CEPAL/OIT (2021: 23) en cuanto a que el trabajo en plataformas puede erigirse en un referente central del mundo laboral en el futuro y que sus condiciones precarias podrían ser percibidas como una característica normal de los mercados de trabajo en la región. Esto conllevaría la naturalización de la precarización y del desempoderamiento subsiguiente.

			Para profundizar en este fenómeno de la precarización, es pertinente explorar las tres dimensiones que lo caracterizan, tal como se abordó en el capítulo quinto del presente texto. 

			El tipo de plataformas que se han establecido en Costa Rica corresponde, en su gran mayoría, a la modalidad que Srnicek (2017) denominaba “austera” (lean platform), y que externaliza no solo mano de obra, sino también capital fijo, costos de mantenimiento y capacitación; es decir, se caracteriza por su “hiperexternalización”. De esta manera se profundiza el fenómeno de la “deslaborización”, donde las relaciones laborales se transfiguran en nexos interempresariales que conllevan una sobrefetichización de la relación del capital con el trabajo y hacen que el control del capital se vuelva opaco.

			Un estudio de 60 plataformas (de transporte, de mensajería y de entrega de comidas) en 57 países, entre 2017 y mitad de 2020, muestra la realización de 1271 actos de protestas, de los cuales nueve han acontecido en Costa Rica (Bessa et al., 2020: Anexo Tabla 2). De hecho, se cuenta con una cronología detallada de eventos conflictivos, desde finales de agosto de 2018, con la movilización de choferes de Uber en contra de los operativos de tránsito realizados por el gobierno, y hasta finales de marzo de 2022, con las protestas de choferes de Uber y Didi por el porcentaje del monto de cada viaje que se quedaban las respectivas empresas (Castro Obando, 2022: 478-481). Un ejercicio más analítico es el realizado por Sáenz Leandro y Sánchez Moreno (2021-2022: 16-23), que cubre el período 2015-2020. Hay varias conclusiones destacables sobre la conflictividad de trabajadores de las plataformas209: ha sido entre 2019 y 2020 que los eventos conflictivos crecieron, un hecho que no es ajeno a la pandemia; las marchas y las concentraciones aparecen como las acciones más connotadas; las principales demandas han tenido que ver con las condiciones laborales210; y el gobierno, en general, ha sido el actor más interpelado.  Se puede concluir este párrafo sobre la acción colectiva mencionando que, en Costa Rica y en 2019, se creó la primera agrupación de repartidores de Glovo. En el año del inicio de la pandemia se conforma la Organización de Repartidores Unidos, con trabajadores de Uber Eats, Rappi y Glovo, que se constituyó legalmente como Unión Nacional de Trabajadores de Plataformas (Castro Obando, 2022: 479-480).211

			Finalmente, en términos de regulación, en Costa Rica se han dado varias iniciativas legislativas para normar el accionar de estas plataformas digitales, en especial las de transporte de pasajeros.212 En este sentido, se ha hablado de una “‘uberización’ de los esfuerzos legislativos” (Godínez Vargas, 2020). En términos de relaciones laborales, hay que destacar el proyecto de ley N.° 21567, promovido por la diputada Paola Vega, del Partido Acción Ciudadana, porque ha sido el primero que abordó el impacto de la digitalización en el mundo del trabajo. Desafortunadamente, esta iniciativa no prosperó. Castro Obando (2022: 476) hace una certera síntesis de estos esfuerzos normativos cuando señala que “…se puede afirmar que en Costa Rica los proyectos de ley que se han impulsado se han centrado en solventar la ilegalidad de los servicios que son brindados por estas plataformas, más que en atender los desafíos sociales derivados de dichos esquemas de negocio. Es por esto que casi todas las iniciativas de ley que se han promovido hasta el momento han buscado que la persona trabajadora de plataformas sea vista como un trabajador independiente”. Esta última observación plantea la cuestión analítica clave: ¿de qué tipo de relación laboral se está hablando respecto de las plataformas digitales?

			

			Hablar de precarización, de la manera que se ha hecho en el presente texto, es hablar de trabajo asalariado y no de trabajo autónomo. Pero hay un argumento más contundente para desechar la idea de autonomía laboral en este tipo de plataformas: el referido al control de la fuerza de trabajo que ejercen las plataformas. Se está ante una relación profundamente asimétrica entre plataforma y persona trabajadora, que hace muy difícil argumentar la autonomía de esta respecto de aquella. En la base de esta asimetría se encuentra la gestión algorítmica que caracteriza la configuración del proceso laboral en las plataformas digitales y que tiene los siguientes rasgos: supervisión constante del actuar de la persona trabajadora, evaluación de su rendimiento, implementación automática de decisiones con apenas intervención humana, interacción de la fuerza laboral con un “sistema” y poca transparencia, en tanto que las normas e instrucciones que definen al algoritmo no suelen ser públicas (Möhlmann y Zalmanson, 2017: 4-5).

			Hasta aquí se ha argumentado sobre la dimensión situacional de este fenómeno, pero es necesario tomar en cuenta también la problemática de la subjetividad de las personas trabajadoras. 

			Regresando a la evidencia que exponen los trabajos, un primer aspecto por considerar son las razones de por qué se trabaja en una plataforma. En el estudio de Ruiz Mejías (2020: cuadro 25) se destacan cuatro causas: desempleo (30,1% de los casos), obtención de ingresos adicionales (27,4%), búsqueda de mejores ingresos (17,7%) y flexibilidad de horarios (15,0%). Dos tercios de las personas entrevistadas (65,5%) se encuentran satisfechas con su trabajo en la plataforma, pero un porcentaje similar (68,1%) quisiera cambiar a un trabajo con mayor estabilidad laboral, ingresos fijos y prestaciones sociales (Ruiz Mejías, 2020: cuadros 26 y 27). Esta evidencia contradictoria sugiere que se estaría ante la configuración de subjetividades ambiguas e inestables.

			Por consiguiente, si bien la caracterización del puesto de trabajo debe hacerse en términos de relaciones salariales, las percepciones de las propias personas trabajadoras son más complejas. Se puede proponer, a título de hipótesis, que se configuran en torno a dos polos. Por un lado, estaría el salarial, que invoca una subjetividad estructurada en torno a derechos laborales tradicionales y que tiene su origen en el otrora empleo formal. Por otro lado, estaría el polo de la autonomía, que tiene su fundamento en el gran legado laboral del neoliberalismo: la cultura del emprendimiento. A través de la combinación de ambos polos, se puede configurar un amplio espectro de subjetividades laborales, a partir de la especificidad de la propia trayectoria laboral (Pérez Sáinz, 2024).

			Se debe acabar este capítulo planteando, desde la óptica de las desigualdades de excedente, una serie de interrogantes sobre la digitalización que son pertinentes para el futuro inmediato. La primera pregunta es si se superarán las brechas digitales (y también las nuevas desigualdades digitales) y si la digitalización contribuirá a generar auténtica igualdad de oportunidades o, por el contrario, profundizará las asimetrías individuales. El segundo interrogante, corolario del primero, plantea si la digitalización contribuirá al reconocimiento de diferencias sociales o, en cambio, reforzará los pares categoriales ya existentes. Respecto del campo de acaparamiento de oportunidades de acumulación, surge también la pregunta de si la acumulación “en” y “a través” de la digitalización generará una nueva élite que monopolizará tales oportunidades o si contribuirá a la apertura en este ámbito. Finalmente, en términos laborales, la preocupación central remite a la profundización o no del fenómeno de la precarización de las relaciones asalariadas y, sobre todo, a su posible naturalización. Es decir, asumiendo que la acción social clave en la digitalización es conectarse, el gran interrogante es: conexión, ¿es sinónimo de sumisión o de emancipación?



			
				
					193	Sería más correcto utilizar el término “sindemia”, acuñado por Merril Singer, porque aborda el fenómeno de pandemia en términos de la concurrencia de múltiples factores socioeconómicos, muchos de ellos resultado de desigualdades (García-Marín y García Fernández, 2022a: nota 3).

				
				
					194	El término proviene de la tipología de desigualdades propuesta por Therborn (2013). Este autor plantea tres grandes grupos de desigualdades: las vitales, que se relacionan con la vida y la salud; las existenciales, que tienen que ver con la libertad y el respeto; y las referidas a los recursos, tanto de orden material como simbólico. Esta tipología reflejaría la triple dimensión de los seres humanos: como organismos, personas y actores. 

				
				
					195	Entre las principales afectaciones (además de “no me afectó”) de la pandemia identificadas por la población costarricense, destacaron tres referidas al trabajo remunerado: “perdió el empleo” (24% de las personas entrevistadas), “le disminuyeron los ingresos” (19%), “le recortaron la jornada laboral” (11%) (Programa Estado de la Región, 2021: gráfico 4.11).

				
				
					196	En un estudio sobre mujeres jóvenes del cantón de La Unión se identificaron tres modalidades de tránsito laboral durante la pandemia: pérdida de trabajo con paso al desempleo e incluso al abandono del mercado laboral; de recuperación, porque a pesar de la pérdida de ocupación se obtuvo otro trabajo; y tránsito “congelado”, porque se mantuvo la ocupación previa, pero con cambios (paso al teletrabajo, en el caso de relaciones asalariadas, o redefinición de la operación del negocio, en cuanto al trabajo independiente) (Pérez Sáinz y Hernández Salas, 2022: 65-68).

				
				
					197	En la comparación que hizo la OIT (2021: Anexo estadístico, cuadro 2) de ocho países, sobre los cuales hubo información en 2020, Costa Rica destacó por tener la tasa de desempleo juvenil más alta de la región. La estimación de la OIT fue de 42,1, inferior a la de la ECE. Hay que mencionar también que, con base en la Encuesta de Hogares, Meneses Buchelli, Morales Aguilar y Segura Carmona (2022: 16) estimaron que la probabilidad de encontrar trabajo durante la pandemia, para una persona joven (de menos de 35 años), era de 47% contra un 64% en el caso de personas adultas. 

				
				
					198	Las fuentes utilizadas permiten comparar los indicadores, porque los referidos a la primera observación, provenientes del índice de brecha digital del Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones (MICITT, 2019), se inspiran en la metodología de International Telecommunication Union (ITU), cuyo Digital Dash Board de Costa Rica (consultado el 17 de marzo de 2024) provee la información de la segunda observación.

				
				
					199	Este índice combina las dimensiones de infraestructura y acceso con las de intensidad de uso y habilidades digitales. Lo componen once indicadores: cinco sobre acceso, tres sobre uso y tres sobre habilidades. Los últimos datos publicados son de 2017 (ITU, 2017).

				
				
					200	Los datos provienen del estudio de Vargas Montoya (2023), quien, a partir de la Encuesta Nacional de Hogares, ha estimado estas cuatro brechas para el período 2010-2021. En tanto que son brechas de acceso (a celulares y computadoras) y se estiman per cápita (o sea, número de estos artefactos por hogar, divididos por el número de miembros de la unidad doméstica), la comparación entre grupos se realiza en términos de atributos sociodemográficos (sexo, edad y escolaridad) de la persona que ostenta la jefatura del hogar. En la brecha territorial no es necesario, porque esta característica es también atribuible al hogar a través de la localización de la vivienda. Hay que añadir que, a través de la conocida metodología Oaxaca-Blinder, este autor descompuso las brechas para determinar el porcentaje explicado por las diferencias entre los predictores (variables independientes de su modelo de regresión lineal múltiple) y que representa el denominado “efecto dotaciones” y el porcentaje no explicado o “residual”, que reflejaría las diferencias en el aprovechamiento de las dotaciones o discriminación en el acceso a la tecnología.

				
				
					201	Ragnedda (2020) ha identificado tres nuevas asimetrías digitales asociadas a los algoritmos y a la inteligencia artificial que representarían un segundo tipo de brechas. No se conoce de estudios al respecto en Costa Rica.

				
				
					202	Es importante aclarar que una misma persona usuaria puede utilizar más de una actividad digital y cada uso se contabiliza por aparte. También hay que añadir que el comercio electrónico “…abarca la venta de bienes físicos a través de un canal digital a un usuario final privado”; los medios digitales “…se definen como canales de comunicación, contenidos y aplicaciones de medios audiovisuales que se distribuyen directamente a través de internet”; y las Fintech constituyen la aplicación de la digitalización de los servicios financieros (Del Carmen, Díaz y Ruiz-Arranz, 2020: recuadro 2). 

				
				
					203	Hay que destacar el Sistema Nacional de Pagos Electrónicos (SINPE), desarrollado por el Banco Central, accesible a otros actores, además de las entidades financieras reguladas. Otras iniciativas mencionables son Wink, banco virtual desarrollado por la Cooperativa Nacional de Educadores, y Banca Móvil BAC, vinculada al SINPE (Fonseca-Argüello y Mora- Vega, 2021: tabla 3).

				
				
					204	De los dos estudios regionales que abordan esta problemática, desde distintas posiciones metodológicas, ninguna incluye a Costa Rica. Este es el caso del trabajo de Weller, Gontero y Campbell (2019), quienes han optado por un enfoque de “ocupaciones”, como el de la OIT (2021) que ha priorizado el enfoque de “tareas”.

				
				
					205	En 2008 se promulgó la primera normativa sobre teletrabajo en Costa Rica (Núñez Artavia y Quirós-Ramírez, 2017: tabla 6.2).

				
				
					206	Este descenso de la fuerza laboral en teletrabajo abonaría a la conclusión de Vargas Montoya, González Zúñiga y Rojas Rodríguez (2023), quienes, con base en la Encuesta Trimestral de Opinión Empresarial, entre el tercer trimestre de 2020 y el segundo de 2022, han señalado que el teletrabajo, desde la perspectiva empresarial, ha sido un fenómeno ligado a la coyuntura de la pandemia y que ha ido perdiendo fuerza.

				
				
					207	En el primer estudio se contemplaron las plataformas Uber, Uber Eats, Indrive, Beego, Glovo y Didi y se entrevistaron a 123 personas. En el segundo, las plataformas fueron: Uber Eats, Glovo, Rappi y Didi Foods y las entrevistas, 233. 

				
				
					208	El estudio del Consejo de Salud Ocupacional (2021: 37-41) ha sistematizado los múltiples riesgos a los que están expuestos estas personas trabajadoras.

				
				
					209	El estudio también contempla las acciones de los taxistas tradicionales ante la llegada de plataformas de transporte de personas, que son las más prominentes durante los años considerados.

				
				
					210	En el 44,4% de los casos, el énfasis discursivo ha sido precisamente sobre empleo y condiciones laborales. No obstante, competencia (33,3%) y seguridad (22,2%) no son marcos discursivos desdeñables (Sáenz Leandro y Sánchez Moreno, 2021-2022: gráfico 3).

				
				
					211	En el caso de Uber, se ha señalado el poco interés de los choferes en acciones colectivas debido a la naturaleza transitoria de este trabajo (Siles González, 2020).

				
				
					212	No obstante, hay que señalar que sí existe una ley, la N.º 8742, que regula las actividades de hospedaje como Airbnb (Godínez Vargas, 2020: 65).

				
			

		


		
			CAPÍTULO VIII  
 Conclusiones 

		


		
			

			Con las argumentaciones desarrolladas y el análisis de la evidencia empírica disponible, realizados en los capítulos precedentes, se está en condiciones de intentar responder la pregunta que ha guiado este texto: ¿por qué Costa Rica ha devenido uno de los países más desiguales de América Latina en el presente siglo?

			Se debe iniciar esta respuesta explicando por qué concluyó esa “edad dorada” de la igualdad que comenzó a mitad del siglo pasado. En el capítulo segundo se ha abordado el derrumbe de esa vía de movilidad social que posibilitó la igualación. Un itinerario que se iniciaba con el acceso a la educación pública, continuaba con un empleo en el Estado y concluía con el beneficio de una pensión. Este desplome se ha manifestado en la crisis de la educación pública, en la estigmatización del empleo estatal y en la erosión de las pensiones.

			Se está ante la peor crisis educativa de las últimas cuatro décadas del país, que se debe a la conjunción de tres procesos: la profundización de los rezagos acumulados en décadas previas, los retrocesos generados por la pandemia del Covid-19 y la respuesta institucional limitada para afrontar estos problemas. Esta crisis ha generado un “apagón educativo”, utilizando la expresión del Estado de la Educación, que afecta a toda una generación de menores y adolescentes. En este sentido, con la excepción relativa de la universitaria, la educación pública no puede cumplir su función originaria, como pilar fundamental de la ciudadanía social, de ofrecer igualdad de oportunidades. Las actuales generaciones de estudiantes, provenientes de sectores subalternos, no tienen las mismas posibilidades de ascenso social que en el pasado, porque el primer pilar de esa ruta de movilidad ascendente se ha desmoronado.

			

			También el empleo público se ha visto afectado. No ha sido tanto en un plano material porque, a lo largo de las dos primeras décadas del presente siglo, ha mantenido su importancia en el mercado laboral, en términos tanto de generación de empleo como de remuneraciones que –en promedio– han sido superiores a las del sector privado; no obstante, el futuro puede que no sea así. El deterioro ha sido de orden simbólico. Durante años se ha gestado, a través de distintos medios, entre los que descollaron los de comunicación, una progresiva estigmatización de las personas trabajadoras estatales como personas vagas y negligentes que, además, se veían favorecidas por salarios altos y otros beneficios. Es decir, el neoliberalismo ha sido capaz de generar un sentido común sobre este tema en la sociedad costarricense que ha redefinido, de manera radical, esa imagen de empleo prestigioso y deseable del siglo pasado. Más aún, se ha construido un imaginario en el que la brecha salarial, entre sector público y privado, sería el principal factor explicativo del incremento de las desigualdades de ingreso en el país. Una explicación parcial y sesgada.

			En cuanto al sistema de pensiones, su erosión se debe a múltiples causas. Están las de naturaleza demográfica, sintetizadas en el envejecimiento de la población, debido al descenso de la natalidad combinado con el aumento de la esperanza de vida. También incide el mercado laboral porque, a pesar del alto nivel de salarización, el trabajo por cuenta propia ha ganado peso entre la población cotizante. Aunque ha habido un importante incremento de la cobertura de la población que recibe la pensión no contributiva, la mitad de la población de 65 años y más no ha recibido este beneficio en las dos primeras décadas del presente siglo. Las pensiones han devenido en un campo de desigualdades que muestran asimetrías significativas en términos de porcentaje de personas cotizantes y de montos de pensiones. No se puede dejar de mencionar la segmentación del primer pilar del sistema, porque hay diferencias importantes entre los regímenes, siendo el más favorecido el adscrito al Ministerio de Hacienda, en detrimento, especialmente, del IVM-CCSS. 

			Esta multiplicidad de causas del desmoronamiento de la ruta de movilidad social ascendente ha tenido lugar en los tiempos del neoliberalismo, por lo que este orden social no es ajeno a ello. No obstante, no se le puede imputar todos estos factores. Hay situaciones donde la incidencia ha sido directa, como en el caso de la estigmatización del empleo público. También hay efectos indirectos, como puede ser el caso del inicio del “apagón educativo”, porque las huelgas magisteriales respondieron a medidas de ajuste neoliberal. Pero, hay factores como los demográficos o la segmentación del primer pilar de pensiones que no pueden ser atribuidos al orden neoliberal. El derrumbe de la ruta de movilidad social ascendente ha acontecido con el neoliberalismo, pero también como consecuencia de problemas heredados del pasado.

			En términos de las dinámicas analizadas en los capítulos tercero hasta sexto y que constituyen el núcleo de la respuesta de este texto, no se puede argumentar ausencia de responsabilidad del orden neoliberal. Son desigualdades que el neoliberalismo no ha cuestionado y, por tanto,ha reproducido; peor aún: las ha profundizado con asimetrías propias.

			En primer lugar, hay que referirse a las dinámicas de individualización. Persisten tanto la sustentada en la propiedad, que favorece a los sectores dominantes, como la basada en la ciudadanía social, que es la que apuntala a los sectores subalternos. Esta última se ha visto erosionada, como resultado del derrumbe de la ruta de movilidad social ascendente. El orden neoliberal, por su parte, ha propiciado otras dos dinámicas individualizadoras. Por un lado, está la referida al “individuo por defecto” que remite al mundo de la marginación social con dos posibles respuestas para generar soportes de individualización: la religiosa y la violenta. Aquella configura individuos para sobrevivir en un contexto de carencias; esta conlleva una dinámica perversa, porque el individuo constituido suele convertirse en victimario. Por otro lado, el neoliberalismo propicia el “individuo por exceso”. Esta es su apuesta.

			En esta dinámica hay, al menos, tres tipos de soportes: el del consumismo, el del crédito que lo posibilita y la configuración de “capital humano” de menores de edad pertenecientes a hogares en condición de miseria. Lo importante es que los tres contribuyen a la ilusión de que el neoliberalismo ha generado un contexto de igualdad de oportunidades que hay que aprovechar. Aquí entra el elemento clave: el discurso del emprendimiento con su figura del emprendedor. Desde esta narrativa hay “ganadores” (las personas que supieron emprender) y “perdedores” (las que no aprovecharon), que reflejan asimetrías que, en tanto corresponden, supuestamente, al esfuerzo y mérito individual, son aceptables. Este es el efecto clave de esta dinámica de “hiperindividualización”: legitimar las desigualdades.

			Es una dinámica que ha devenido hegemónica y ha desplazado la sustentada en la ciudadanía social, que posibilitaba esa vía de movilidad social ascendente. El resultado del referéndum del TLC, auténtico punto de inflexión, afianzó el individualismo emprendedor.

			Una segunda cuestión a abordar en términos de desigualdades de excedente tiene que ver con si el campo de acaparamiento de oportunidades de acumulación se ha caracterizado por el cierre o la apertura. En el cuarto capítulo se han planteado varias conclusiones.

			En primer lugar, el orden neoliberal en Costa Rica ha configurado cuatro ejes de acumulación: el agronegocio, el turismo, las zonas francas y la financierización. No corresponden a ramas específicas de actividad, como lo fueron en el pasado la agricultura o la industria. Se está ante una nueva arquitectura caracterizada, por un lado, por los encadenamientos globales y, por otro lado, por la transversalidad en relación con la estructura económica nacional. A partir de la evidencia disponible se ha propuesto como hipótesis que, hacia finales de la segunda década del presente siglo y en vísperas de la pandemia del Covid-19, las zonas francas constituían el eje más dinámico.

			Segundo, el actor que ha tenido mayor capacidad para acaparar estas nuevas oportunidades de acumulación ha sido el capital extranjero y, en concreto, el proveniente de Estados Unidos. Solo hay una excepción que es la del eje de financierización, porque, a pesar de las reformas financieras impuestas por el proceso de ajuste estructural, la banca nacional se mantiene como predominante, aunque no con la hegemonía de antaño, cuando funcionaba como banca de desarrollo. No obstante, lo importante por destacar es que el sistema bancario ha operado una reorientación sectorial drástica, privilegiando, a través del crédito, el consumo y la vivienda. Es decir, el capital bancario, incluido el estatal, se ha redefinido en términos de la lógica de la financierización propiciada por el orden neoliberal. 

			Tercero, las oportunidades de acumulación en los tres primeros ejes (agronegocio, turismo y zonas francas) no han estado monopolizadas por el capital extranjero, sino que ciertos capitales locales han participado de ellas. La presencia de grupos económicos costarricenses, así como de otros capitales locales, lo confirman. Estos nuevos ejes de acumulación reflejan mayor extranjerización de la economía costarricense con menos actores, pero con mayor poder.

			Finalmente, se puede señalar la presencia de pequeños propietarios en el primer eje (agronegocios), pero en situación de subordinación, con muy pocas posibilidades de aprovechar las oportunidades de acumulación. En cuanto a turismo, encontramos dos situaciones: por un lado, pequeños propietarios en situación de subordinación, con muy pocas posibilidades de aprovechar las oportunidades de acumulación (como en el caso de pequeños propietarios de agronegocios), por otro, algunos que representarían el modelo “integrado” de turismo y, parcialmente, el “relativamente integrado”. En el caso de las zonas francas, tercer eje, se han argumentado los efectos de “derrames de productividad” sobre medianas y pequeñas empresas proveedoras que posibilitarían cierto dinamismo.

			Por consiguiente, se puede afirmar que el neoliberalismo ha propiciado el cierre de oportunidades de acumulación que han sido acaparadas, fundamentalmente, por el capital foráneo y, en menor medida, por grupos económicos costarricenses y algunos capitales locales.

			La tercera cuestión, en términos de desigualdades de excedente, remite al otro campo: el de las condiciones de explotación de la fuerza de trabajo. En tanto que se materializa en el mercado laboral, su abordaje tiene una doble dimensión: la de la heterogeneidad de este ámbito mercantil y la lógica predominante que estructura las relaciones asalariadas. 

			A pesar del claro predominio del trabajo asalariado en Costa Rica, el mercado laboral viene signado por su heterogeneidad. Para la segunda década del presente siglo se ha podido observar la configuración de cuatro segmentos. El referido al excedente cíclico, reflejado en el desempleo abierto, es el que más ha crecido durante ese decenio. El campesino tiene un peso reducido, pero no se le puede obviar. El que configura el excedente estructural laboral concentra un quinto de la PEA, porcentaje para nada desdeñable. Es el segmento de integración laboral el que aglutina la mayoría de la fuerza laboral, dos tercios. Estos resultados implican que un tercio de la fuerza laboral no ha sido plenamente integrada por el desarrollo del capitalismo, porque se encontraba en situación de desempleo, atrapada en el segmento campesino o confinada al excedente estructural. Esta no integración refleja una primera asimetría en el mercado laboral, en detrimento de la fuerza de trabajo excluida. Se está ante un fenómeno que no ha generado el neoliberalismo, porque refleja una condición estructural del tipo de capitalismo que se ha desarrollado en Costa Rica y en otras latitudes de América Latina. Pero el orden neoliberal tampoco lo ha resuelto, sino que lo ha reproducido, con lo que muestra que el mercado, en este caso el laboral, no es tan virtuoso como se afirma.

			A su vez, el segmento de integración laboral también se ve afectado por asimetrías. Esto plantea abordar la lógica que estructura las relaciones asalariadas, que son mayoritarias en este segmento. Se trata de la precarización y esta sí es una dinámica propia del neoliberalismo que sustituyó la formalización prevaleciente antes de la década de 1980, limitada hoy en día al sector público. La precarización conlleva tres procesos de desempoderamiento del trabajo asalariado que generan las correspondientes asimetrías.

			El primero es el referido a la externalización y subcontratación como estrategias laborales desplegadas por las empresas con la apertura comercial, piedra angular de los procesos de ajuste estructural. Al respecto, hay una importante carencia de estudios que aporten evidencia para el caso de Costa Rica. Por consiguiente, se tiene una auténtica laguna de conocimiento sobre esta cuestión clave y no se tiene idea de la dimensión y de las modalidades de desempoderamiento de la fuerza laboral que el capital ha desarrollado durante este período, a través de estas estrategias.

			Un segundo proceso de desempoderamiento es el de la desregulación. Hay evidencia empírica sólida de que, en la última década del siglo pasado, aconteció un cambio estructural en el mercado de trabajo costarricense, en términos de esta dimensión que, además, no se limitó a una cierta franja de precarización, sino que fue generalizada. Respecto a la segunda década del presente milenio y tomando en cuenta solo dos estándares (condición de aseguramiento y remuneración respecto del salario mínimo) y el segmento de integración laboral, se constata polarización. Por un lado, es en el sector público, en los puestos de más alta calificación y en las empresas grandes que las probabilidades de desregulación son menores. Por otro lado, los puestos de trabajo en el sector privado, sin calificación y en los establecimientos más pequeños, son los que tienen mayor posibilidad de desregulación, sea parcial (por salario mínimo o por aseguramiento) o total (por ambos). Es aquí que se encuentra el núcleo duro de la desregulación en el mercado laboral costarricense en la segunda década del presente siglo, cuyo perfil es similar al identificado a finales del último milenio.

			Si la dimensión de regulación no muestra mayores niveles de precarización, distinto es el caso del tercer proceso de desempoderamiento referido a las limitaciones de organización de la fuerza laboral. Se está, sin lugar a dudas, con la principal manifestación de precarización de las relaciones asalariadas en el mercado laboral costarricense, que refleja la mayor asimetría en favor del capital y en detrimento del trabajo.

			En los años 80, el movimiento sindical costarricense se vio debilitado, tanto por la estrategia empresarial desplegada como por factores internos del mundo sindical. Si bien, debido a presiones externas al país, hubo una coyuntura en la que se intentó cautelar la libertad sindical, en la práctica posterior este derecho no ha sido respetado y su resultado fue que, durante la última década del siglo pasado, el sindicalismo y la negociación colectiva prácticamente desparecieron del sector privado. Por consiguiente, hablar de sindicalización en Costa Rica es hablar de sindicalización en el empleo público, donde este fenómeno tiene alcance universal. Por el contrario, está prácticamente ausente en el sector privado, lo que muestra una precarización extrema respecto de este tercer proceso de desempoderamiento. La persona asalariada se encuentra aislada, sin soportes colectivos, para negociar sus condiciones laborales ante un empresariado empoderado.

			La cuarta y última cuestión, en términos de desigualdades de excedente, es la que se refiere a los acoplamientos de pares categoriales. Hay que recordar que se han priorizado cuatro pares (de género, etario, territorial y de nación) y que el análisis se ha limitado a las articulaciones en el mercado laboral. No hay información respecto del campo de condiciones de acaparamiento de oportunidades de acumulación, aunque se ha postulado, como hipótesis, que no debe ser un campo demasiado abierto a mujeres, jóvenes, residentes de regiones periféricas del país y nicaragüenses.

			

			Se han propuesto dos conjuntos de conclusiones sobre los acoplamientos de pares categoriales en el capítulo sexto: las referidas a los fenómenos de segregación y discriminación y las que remiten a los nexos con la precarización de las relaciones asalariadas, impuesta por el neoliberalismo. 

			Así, durante la segunda década del presente siglo, han destacado dos articulaciones en términos de segregación primaria. Por un lado, está la referida al género en tanto las mujeres, a pesar del incremento de su participación laboral, seguían padeciendo, al final de ese decenio, una brecha importante respecto de los hombres. Además, esta mayor participación se ha visto devaluada por el incremento de la tasa de desempleo. Por otro lado, el principal acoplamiento en términos de desempleo afectaba, de manera notoria, a las personas jóvenes. En términos de segregación secundaria, se han identificado nichos donde las categorías subordinadas prevalecían. Este es el caso de la enseñanza y el trabajo doméstico remunerado para las mujeres y la agricultura para la fuerza de trabajo de regiones periféricas. También hay que destacar los tres nichos laborales de las personas nicaragüenses: agricultura, construcción y trabajo doméstico remunerado. No eran mayoritarias porque el peso total de esta fuerza laboral era reducido, pero en los tres ámbitos había importantes sobrerrepresentaciones; a ello hay que añadir la alta tasa de participación que caracterizaba a esta población migrante. Finalmente, es en relación a esta categoría subordinada que la discriminación, abordada como pertenencia al grupo ocupacional de gerentes y profesionales asalariados, mostraba su expresión más nítida. Respecto de las otras tres, se expresaba de manera diversa: ambivalente en el caso de las mujeres, pero con “techo de cristal” en términos de acceso a posiciones de gerencia, declinante en el tiempo con las personas jóvenes y reversible con la fuerza de trabajo de regiones periféricas.

			Por consiguiente, durante la segunda década del presente siglo y en el campo de condiciones de explotación de la fuerza de trabajo, se manifestaban distintos tipos de acoplamientos, lo que sugiere que las desigualdades de excedente estaban signadas por la persistencia. No obstante, la configuración de pares categoriales es previa al neoliberalismo, con la excepción de la referida a la nación, cuyo origen hay que ubicarlo en la imposición de este orden neoliberal en Nicaragua, en la última década del siglo pasado, y que generó la gran estampida migratoria hacia Costa Rica. Estos acoplamientos no pueden ser imputados al orden neoliberal, solo se le puede cuestionar haberlos reproducido; pero han habido articulaciones de pares categoriales con un fenómeno laboral que sí ha sido gestado por el neoliberalismo: la precarización de las relaciones asalariadas.

			Respecto de la dimensión de desregulación, varios son los fenómenos por destacar. Primero, es solo en el nicho femenino de enseñanza que la categoría subordinada, en este caso mujeres, mostraba menor probabilidad de padecer precarización. Detrás de esto, está el hecho de que la mayoría de esta fuerza laboral pertenece al sector público, donde la regulación es casi universal. Segundo, en el nicho de jóvenes en actividades comerciales, la desregulación perdía fuerza. Tercero, lo contrario acontecía en el resto de los nichos, especialmente en el trabajo doméstico remunerado, que es el ámbito ocupacional donde la desregulación muestra su faceta más aberrante. Se puede afirmar que los nichos identificados, donde las categorías subalternas están sobrerrepresentadas, están signados por la desregulación en sus distintas manifestaciones y que, por tanto, hay acoplamientos entre los cuatro pares categoriales y esta dimensión de la precarización. 

			En cuanto a la otra dimensión –las dificultades de organización y acción colectiva por parte de las personas trabajadoras–, a partir de la estrategia metodológica seguida para abordar esta cuestión, se constata que, con la excepción del par de género, en los otros tres (con mayor fuerza en el de nación), las categorías subordinadas tienen menores probabilidades de afiliación sindical. En el caso de las mujeres, acontece lo contrario y ello se debe a su presencia significativa en el sector público, que es el reducto sindical en Costa Rica. 

			Por consiguiente, de las dos dimensiones de precarización de las que se tiene evidencia empírica se detectan acoplamientos, tanto en términos de desregulación como respecto de dificultades de organización y acción colectiva por parte de trabajadoras y trabajadores. En este sentido, se puede afirmar que el neoliberalismo no solo ha sido incapaz de revertir las desigualdades laborales preexistentes de mujeres, jóvenes, fuerza laboral de regiones periféricas y nicaragüenses, sino que las ha profundizado, articulándolas a la lógica de precarización que ha impuesto en el mundo asalariado costarricense.

			En conclusión, el gran legado del neoliberalismo en lo social ha sido la profundización de las desigualdades que, además, tienden a ser reconocidas como naturales. Un legado al que solo cabe calificar como nefasto. Esta es una valoración que no se sustenta en la nostalgia del pasado, sino en la esperanza del futuro. Se está ante una herencia pesada en tanto que se tiene que afrontar una nueva etapa del capitalismo, en la que la digitalización genera y aporta sus propias asimetrías. Hay que esperar que emerjan actores en la sociedad costarricense capaces de hacer de nuevo posible la igualdad, con la generación de un contrato social integrador e incluyente. No es una tarea imposible, pero tampoco es fácil en el actual contexto histórico. Ante ello se puede parafrasear a José Saramago y decir que “…no es que uno sea pesimista, es que la realidad es pésima” o, se puede recurrir al conocido aforismo gramsciano: “…frente al pesimismo de la inteligencia, el optimismo de la voluntad”. Cada quien que lea verá en cual dirección se decanta. 

			El neoliberalismo no ha generado las desigualdades de excedente, solo las ha redefinido y profundizado. Las causas hay que buscarlas en el capitalismo, del cual el neoliberalismo es una expresión histórica. Si se quiere un orden social donde haya igualdad de oportunidades de vida sin exclusión alguna, que la libertad se pueda desarrollar a través de la democracia (en el sentido literal del término), permita la diversidad y se impidan procesos de empoderamiento estructural que supongan la emergencia de nuevas élites, hay que pensar en otro tipo de sociedad. Una donde el valor de uso desplace al valor de cambio, la cooperación sustituya a la explotación, la solidaridad se imponga sobre la competencia y la generosidad destierre al lucro. El reto histórico es imaginar y construir un orden poscapitalista que difiera radicalmente del que existe en la actualidad.
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